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ACCIÓN CIVIL  

 

ELEMENTOS BÁSICOS DE INDIVIDUALIZACIÓN A FIN DE FIJAR EL OBJETO 

PROCESAL RELATIVO A LOS PERJUICIOS CIVILES 

"[é] La acci·n civil es un poder jur²dico abstracto que permite reclamar ante juez penal 

o civil el resarcimiento de los daños ocasionados por la comisión de un delito. La 

titularidad de este derecho corresponde a la víctima, art.13 n°9 CPP y tendrán esta 

calidad las personas enumeradas en el art.12 CPP. El sujeto pasivo de la pretensión civil 

es en principio el imputado art.116 CP, aunque pueden figurar terceros, como en los 

supuestos de los arts.117, 129 y 121 CPP. El ejercicio de esta acción abstracta se 

materializa mediante la formulación de una pretensión en el requerimiento fiscal. Para 

este efecto, el art.247 ordinal 5° CPP dispone: "La petición de todo lo que se considere 

pertinente para el ejercicio efectivo de la acción civil, tales como el secuestro, el 

resguardo de los bienes del imputado o del civilmente responsable". 

La pretensión civil debe entonces estructurarse con unos elementos básicos que 

permitan su individualización a fin de fijar el objeto procesal relativo a los perjuicios 

civiles. Estos elementos son los comunes a toda pretensión procesal: a)Los sujetos, que 

se cumple expresando la identidad de las personas que reclaman la reparación 

patrimonial y por otra, la de las personas a quienes se les reclama; b) El objeto, capitulo 

en el que se expondrá lo que se solicita, si es una indemnización, restitución o 

reparación; c) La causa o fundamento, constituido por los hechos que sirven de base a la 

petición, especialmente los que definan los daños que se espera reparar. 
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AUSENCIA DE AGRAVIO AL EJERCERLA VALIDAMENTE CUANDO EL 

DELITO HA GENERADO DAÑOS CIVILES 

 

En el presente caso, la acción civil se ejerció válidamente, pues tanto en el 

requerimiento como en la acusación respectiva se indicaron los requisitos mínimos para 

configurar adecuadamente el objeto del proceso en lo referente a la materia de 

resarcimiento patrimonial, postura que se mantuvo invariable también en la 

fundamentación oral de la pretensión durante la vista pública. 

En tal sentido, si el delito ha generado daños civiles, y la acción civil fue ejercida, el 

juez o tribunal deberá determinar su monto en la sentencia, con arreglo al art.361 inc.3° 

CPP mediante alguna de las formas de reparación que regula el art.115 CP, que es 

precisamente lo que ha resuelto el tribunal a quo en la sentencia impugnada con base a 

las pruebas disponibles y criterios de experiencia, estableciendo un monto razonable a 

título indemnizatorio. 

Conforme a lo hasta aquí expuesto, se colige que en el presente caso se ejerció la acción 

civil con arreglo a la ley, ya que tanto en el requerimiento fiscal como dictamen de 

acusación se formuló una solicitud de pronunciamiento sobre el contenido de la 

reparación civil, decisión que además fue debidamente motivada. En consecuencia, 

procede desestimar el presente motivo. [é]ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 198-CAS-2008 DE FECHA 19/09/2011) 

 

 

 

ACOSO SEXUAL 

INSUFICIENTE FUNDAMENTACIÓN INTELECTIVA DE LA SENTENCIA  AL 

NO VALORAR COMPLETAMENTE LA DECLARACIÓN DE LA VÍCTIMA CON 

LOS DEMÁS ELEMENTOS INCRIMINATORIOS VERTIDOS EN EL JUICIO 
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ñSe tiene como motivo la INSUFICIENTE FUNDAMENTACIÓN DE LA 

SENTENCIA POR INOBSERVANCIA A LAS REGLAS DE LA SANA CRITICA 

CON RESPECTO A MEDIOS O ELEMENTOS PROBATORIOS DE VALOR 

DECISIVO, en concreto la ley fundamental de DERIVACIÓN, y a fin de demostrar su 

extremo, alegó: "...Se incumple esta regla cuando se inobserva el Principio de Razón 

Suficiente, para lo cual el razonamiento debe estar constituido por inferencias 

razonables deducidas de las pruebas y de la sucesión de conclusiones, que en virtud de 

ellos se vayan determinando. (---) De acuerdo con la derivación, la motivación debe ser 

concordante: a cada conclusión afirmada o negada, debe corresponder 

convenientemente un elemento de convicción del cual se pueda inferir aquella, por 

cuanto las inferencias a que arriba el Tribunal de mérito (sic) deviene (sic) es 

únicamente de una parte de la prueba recibida, donde se ha desdeñada (sic) otras 

pruebas útiles (...).". 

Continúa señalando que: "...conviene acá exponer que las inferencias alcanzadas no 

son razonables ante el análisis de la prueba, puede decirse que ese análisis carece de 

razón suficiente ya que realizó una valoración errónea de la prueba producida en el 

juicio especialmente la Testimonial, e hizo una aplicación igualmente errónea de la 

Sana Critica (sic) regulado en el Art. 162 del Código Procesal Penal, ya que los jueces 

deben dar especial importancia a la Prueba en forma individual y en su conjunto pues 

al no darle crédito a la prueba en su conjunto, El (sic) Tribunal mayoritario llegó con 

ello a una conclusión y decisión errónea". 

El Juzgador al realizar su FUNDAMENTACIÓN INTELECTIVA expresó: "...por otra 

parte la Víctima (sic) Testigo, expreso (sic) que a ella le contaban sin poderse en 

audiencia establecer quien o quienes (sic), que el acusado la deseaba sexualmente, 

pues la palabras (sic) de Hola Amorcito, Hola Preciosa, nunca las consideró 

inequívocas de contenido sexual; y en cuanto a que percibía de parte del acusado que 

cambiaba por ella los exámenes, que regulaba los horarios de los mismo (sic), es una 

situación estrictamente académica- administrativa; y en cuanto a la no integración con 

el grupo de compa¶eros es una situaci·n personal. La declaraci·n de la testigo [é], 

madre de la victima (sic), es una prueba de referencia, y su dicho en cuanto al contacto 

con el acusado, no se aporto (sic) prueba al respecto, es decir establecer que esas 
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conversaciones existieron. Y en relaci·n a los testigos [é], ninguno de ellos aporta 

elementos convincentes para establecer que el acusado trato (sic) a la fuerza (sic) de 

introducir al baño de Maestros a la Victima (sic); ya que los tres primeros estando en 

el lugar y hora de la supuesta situación que fundamente (sic) la Acusación, no oyeron, 

ni vieron algo anormal, como forcejeo, gritos, escándalo o situación similar; de igual 

forma no les consta que el acusado previo a este hecho haya realizado conductas de 

contenido sexual indeseadas por la víctima (sic), lo cual es coherente con lo expresado 

por la víctima (sic). Con posterioridad a la supuesta agresión de quererla introducir al 

baño, tampoco hay evidencia al respecto. Entonces la representación fiscal no 

estableció que la conducta del acusado fue constante y necia para lograr un objetico 

que puede ser relaciones sexuales, no deseadas por el sujeto pasivo... la testigo-victima 

(sic) no fue suficientemente clara en su testimonio, como también no hay otras pruebas 

que nos permita llegar a una certeza positiva que el imputado es el responsable de lo 

que se le acusa", 

La Sala, luego del análisis del iter lógico del A-quo, advierte un defecto de 

fundamentación por exclusión de prueba al valorar los testimonios de cargo de la 

víctima y de la madre de ésta, plasma en relación a la primera, lo siguiente: "cuando 

ella llegaba a clase, la saludaba, diciéndole: hola preciosa o (sic) hola amorcito; pero 

sus compañeras le contaban que el (sic) preguntaba por ella muy seguido, eso le daba 

cosa, pero no le ponía importancia, y le decían que el doctor manifestaba: que estaba 

bien buena, y que anatomía no la pasaba sino (sic) se la pisaba (sic)": ella se sentía 

mal, pero no les decía nada...El día diecinueve de marzo del 2007...el doctor iba para 

el edificio y... me llam·: [é], ven², y ella fue detr§s de el (sic)de repente saco (sic) unas 

llaves, para la puerta del baño de maestros, y le dijo que entrara...ella le dijo que no, 

yo o te voy a hacer nada malo le contesto (sic); entonces la agarro (sic) del brazo 

derecho y la quiso meter a la fuerza, se agarro (sic) de la pared....luego el doctor le 

dijo: ya vas a ver hoy perdiste tu oportunidad por tonta...después que llegó al cafetín le 

contó a la señora, a sus compañeras y le hablo (sic) a su mamá por teléfono". 

Lo anterior, es concordante con lo manifestado por la se¶ora [é], madre de la v²ctima, 

quien dijo: "...que recuerda que el d²a diecinueve de marzo de dos mil siete, su hija [é] 

le hablo (sic) a su trabajo ya que ella es Maestra, donde le decía que había tenido un 

problema con el profesor Barriere en la Universidad, como a las tres horas (sic) con 
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treinta minutos, llorando y le dijo que el Doctor Barriere la quería meter al baño de 

Maestros a la fuerza, por lo que ella le dijo que no se preocupara que llegaría 

enseguida, al llegar a la universidad busco (sic) al acusado Doctor Barriere para 

hablar con el (sic), pero ya no lo encontró, fue así que puso la demanda en el 

Departamento Multidisciplinario de la Universidad, ese día lo vio al Doctor Barriere y 

le dijo que ella lo andaba demandando a lo que el (sic) le pregunto (sic) por que (sic), 

manifestándole la deponente por lo que había pasado con su hija pero él le dijo que lo 

que paso (sic) fue una broma que lo disculpara, luego el (sic) habo (sic) con su hija 

[é] y le dijo que no pusiera la demanda porque no solo (sic) le afectar²a a el (sic) sino 

a su hijastro y a [é], por lo cual decidi· no seguir, pero paso (sic) el tiempo y su hija 

[é] le cont· que el doctor la segu²a molestando...ella ya no quer²a ir a la universidad, 

se sentía mal, triste, se enfermo (sic) ....fue entonces que decidió interponer la denuncia 

en la Fiscalía, que tuvo que llevar a su hija a consultas para que se pudiera recuperar 

de lo que había pasado..." 

Reflejándose en el contenido de esta deposición la relación clara a circunstancias 

periféricas que rodean el hecho acusado por la víctima y que no han sido examinados 

por el Juzgador en su conjunto con las restantes probanzas que obran en el proceso. 

 

FALTA DE VALORACIÓN DEL PERITAJE PSICOLOGICO CON LOS DEMAS 

ELEMENTOS PROBATORIOS ORIGINA MOTIVACIÓN ILEGÍTIMA Y 

ACARREA NULIDAD DEL FALLO 

 

Aunado a lo expuesto, consta en el desfile probatorio la incorporación por lectura de la 

EVALUACIčN PSICOLčGICA DE LA VĉCTIMA [é] (SIC) [é], realizada por la 

Licenciada [é], en la que concluye que la ofendida al momento del examen presenta: 

"alteración de algunas emociones como Tristeza, llanto fácil y depresión". 

 Del referido peritaje no consta el merecimiento o desmerecimiento que el Sentenciador 

le ha otorgado, el cual a criterio de esta Sede debió ser analizado por ser un MEDIO DE 

PRUEBA CIENTÍFICA, en virtud de lo dispuesto en el Art. 162 Pr.Pn., por lo que, la 

Sala considera que sí existen otros elementos probatorios que debieron ser estudiados 
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por el A-quo de una manera integral con la deposición de la víctima, no compartiendo el 

criterio del Juzgador, al señalar que: "no hay otras pruebas que nos permita llegar a 

una certeza positiva que el imputado es el responsable de lo que se le acusa", 

redundando todo ello en una exclusión de prueba decisiva. 

Es por lo señalado, que este Tribunal es del criterio que a la impetrante le asiste la razón 

en su queja, puesto que puede advertirse una inobservancia a las reglas del recto 

entendimiento humano, concretamente la DERIVACIÓN ya que constan elementos 

probatorios que no obstante ser inmediados, no han sido valorados de manera integral, 

ni en relación con los demás elementos admitidos para el desfile de prueba, si bien es 

cierto, que el Tribunal de Juicio es soberano en cuanto al análisis crítico de las 

probanzas sin que esté obligado a considerar absolutamente todas las introducidas, no es 

menos cierto que cuando se procede a la exclusión arbitraria de una prueba esencial 

como ha ocurrido en el presente caso, se está ante un supuesto típico de arbitrariedad 

que a su vez afecta la motivación de la sentencia por ser ilegítima su motivación, 

tomándose necesario conminarla con la sanción de nulidad. Tal sanción no implica de 

modo alguno una orientación para el tribunal de reenvío, quien deberá reponer la 

sentencia y la vista pública que le dio origen, con imparcialidad, valorando íntegramente 

los elementos sometidos a su conocimiento en respeto de los par§metros de legalidad.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 428-CAS-2008 DE FECHA 10/08/2011) 

 

 

 

ACREDITACIÓN DE HECHOS  

EXAMEN SOBRE UNA DEBIDA DETERMINACIÓN CIRCUNSTANCIADA DE 

LOS HECHOS PROBADOS 

 

"[...] No obstante desprenderse, del libelo recursivo, que en ambos reclamos, parte de la 

argumentación planteada, tiene por objeto una revaloración de la prueba, con la 
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finalidad que casación modifique las conclusiones del A quo, lo que seria suficiente 

para rechazar los motivos con indicar la imposibilidad de la Sala de incursionar, como 

se pretende, en la valoración de la prueba efectuada por el tribunal de mérito, también se 

advierte, que la recurrente alega que falta la determinación circunstanciada de los 

hechos probados e insuficiencia en la fundamentación descriptiva e intelectiva de la 

prueba, por lo que se hace necesario analizar el contenido del fallo, para verificar si 

existen los vicios invocados. 

Respecto al primer motivo, cabe señalar que nuestra normativa procesal penal dispone 

claramente que la sentencia deberá contener "...la determinación precisa y 

circunstanciada del hecho que el tribunal estime acreditado", Art. 357 Nº 3 y que uno de 

los defectos que habilitan la casación será "que falte la enunciación del hecho objeto del 

juicio y la determinación circunstanciada de aquel que el tribunal estimó acreditado", 

Art. 362 No. 2 Pr Pn.. Dicha exigencia responde a la necesidad que de ese cuadro 

fáctico el juez debe extraer las conclusiones que lo llevan a delimitar o no la conducta 

de un imputado en una determinada figura penal, de lo cual deriva que la falta absoluta 

de hechos acreditados atenta contra las garantías constitucionales que protegen el 

debido proceso y el derecho de defensa y producen la nulidad del pronunciamiento. 

En la causa que nos ocupa, se advierte que la sentencia cumple con tal requisito, pues 

dentro del apartado VI, denominado: "VALORACIÓN DE LA PRUEBA SOBRE LA 

EXISTENCIA DEL DELITO Y LA RESPONSABILIDAD PENAL", consta que el 

tribunal, después de apreciar la prueba testimonial y documental, concluye tener por 

acreditados los siguientes hechos: [...] 

En ese orden de ideas, se ha podido verificar que en el fallo sí se plasman los hechos o 

circunstancias qe el A quo tuvo por acreditados, por lo que no es atendible el reclamo 

alegado, debiendo desestimarse. 

 

FUNDAMENTACIÓN DE LA SENTENCIA: DEBIDA FUNDAMENTACIÓN 

DESCRIPTIVA E INTELECTIVA GARANTIZA VALIDEZ DEL FALLO 

 



Volver al índice Ą 

ñ[é] En cuanto al segundo motivo, cabe señalar que efectivamente la motivación de las 

sentencias, es el conjunto de razonamientos de hecho y de derecho en los cuales el juez 

apoya su decisión y que se desarrollan usualmente en los considerandos de la misma. El 

tribunal de mérito, debe demostrar que ha analizado la causa; que ha respetado el 

ámbito de la acusación, valorando las pruebas sin desatender los elementos 

fundamentales, razonando lógicamente y tomando en cuenta los principios de la 

experiencia, y por último, que ha empleado las normas legales conforme el caso 

concreto lo exija. 

En tal sentido, la fundamentación de la sentencia, requiere la concurrencia de dos 

elementos; por un lado, debe consignarse de manera expresa, el material probatorio en 

que se fundan las conclusiones a que arriba el juzgador, detallando el contenido de cada 

elemento de prueba. Por otro, es obligatorio precisar su vínculo racional con las 

afirmaciones o negaciones que se admiten en el fallo. Ambos aspectos, deben 

presentarse paralelamente para que pueda considerarse que la sentencia se encuentra 

motivada. Es decir, que la motivación, supone la obligación del tribunal de explicar las 

razones y argumentos que conducen al fallo judicial, sobre los antecedentes de hecho y 

los fundamentos de derecho que lo sustentan, constituyendo el recurso de casación un 

examen crítico del razonamiento comprendido en la sentencia. 

Al analizar el fallo cuestionado se observa, por una parte, específicamente en el 

considerando V denominado: "DESFILE DE LA PRUEBA SOBRE LA EXISTENCIA 

DEL DELITO Y LA RESPONSABILIDAD PENAL", la transcripción del contenido de 

la prueba documental y testimonial, y por otra, en el apartado VI, el análisis que hace el 

tribunal respecto de esa prueba, del cual se desprenden las razones de hecho y de 

derecho que el tribunal de juicio tomó en cuenta para emitir la resolución respectiva, 

condenando a los acusados, a ocho años con seis meses de prisión, por el delito de Robo 

Agravado, después de valorar en forma integral la prueba que desfiló durante la vista 

pública, misma que aportó los elementos necesarios para establecer los extremos 

procesales en el hecho acusado, valorando el tribunal que existe prueba testimonial que 

de manera directa e inequívoca señala a los imputados como responsables de haberse 

introducido a la vivienda de la víctima y despojarla mediante la utilización de violencia 

física y psicológica, de varios objetos y dinero de su propiedad, siendo dicha prueba el 

testimonio de la v²ctima y de los testigos [é], quienes de forma un§nime indicaron las 
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circunstancias de modo, tiempo y lugar en que se producen los hechos objeto del juicio, 

declaraciones que fueron corroboradas y complementadas; además, con el contenido de 

la prueba documental inmediada, las vuelven totalmente convincentes. Concluyendo, 

que esa prueba testimonial y documental, valorada en conjunto, conforme a las reglas de 

la sana critica, le mereció crédito. 

Asimismo, apreció la prueba de descargo: sin embargo, estimó que las declaraciones de 

los testigos, en ningún momento le restaron valor y eficacia probatoria a la prueba de 

cargo. Razonando los motivos por los cuales no les otorgó el suficiente valor probatorio, 

en base a las reglas de la sana crítica, al tomar en cuenta que: "la sinceridad de los 

testimonios deducida del interés de los deponentes, así como el hecho de que los 

mismos no han sido categóricos, ni convincentes, sino más bien faltos de seguridad e 

imprecisos", concluyendo que las circunstancias valoradas de lo depuesto por los 

testigos y apreciadas prudencialmente por el A quo, no le permitieron asignarles mayor 

eficacia conviccional que al contenido de la prueba de cargo, con la que, de manera 

convincente se logró demostrar la responsabilidad de los imputados en el hecho 

atribuido. 

 

FALTA DE AGRAVIO AL VALORAR TODOS LOS ELEMENTOS 

PROBATORIOS CUMPLIENDO CON LAS REGLAS DE LA SANA CRÍTICA 

 

Es claro que la sentencia contiene fundamentación probatoria, tanto porque se incluyó la 

prueba aportada al proceso (fundamentación descriptiva) como por indicarse cuáles 

elementos de juicio condujeron a formar el criterio de culpabilidad (fundamentación 

intelectiva). Si la impugnante, no está de acuerdo con la motivación del tribunal de 

mérito existe una diferencia de criterio, pero no el vicio de falta de fundamentación, al 

cumplir el tribunal con las exigencias a que se refiere la ley, en lo que respecta a la 

fundamentación de las sentencias. 

En consecuencia, esta Sala estima que los jueces analizaron y valoraron la prueba 

testimonial y documental, respaldando así, conforme con la relación de hechos 

probados, lo decidido; se aprecia de igual forma, del contenido integral del fallo, que el 
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A quo le dio credibilidad al dicho de la víctima, por cuanto su declaración fue 

corroborada con el resto de la prueba aportada a la vista pública. Con sustento en lo 

expresado, el tribunal pudo determinar con el grado de certeza necesaria, la 

participación y responsabilidad de los imputados en el hecho que se les acusó. 

Conforme a lo antes expuesto, se puede apreciar que los jueces han exteriorizado las 

razones que los llevaron a tomar la decisión de la que se recurre, la que como puede 

observarse, obedece a un proceso de valoración intelectiva-que únicamente puede 

hacerse aplicando las reglas de la sana critica- por medio de la cual los sentenciadores 

relacionan la prueba con su intelecto; es decir, vinculan y analizan las diferentes 

hipótesis que se presentan en el juicio con el material probatorio que desfila en la vista 

pública, lo que les permitió arribar a una decisión de culpabilidad. 

Siendo los razonamientos del tribunal suficientes para fundamentar un fallo 

condenatorio, porque la motivación está constituida por argumentaciones razonables 

derivadas de las pruebas aportadas al proceso y de las conclusiones que en virtud de 

ellas resultaron. Por lo que se estima, que la resolución en estudio no adolece de falta de 

fundamentación, pues de la lectura de la misma se concluye que los jueces expresaron, 

después de apreciar la prueba aportada, las razones de hecho y de derecho en las que 

basaron su fallo; es decir, no sólo indicaron en lo esencial lo contenido en la prueba, 

sino que la examinaron y apreciaron estableciendo la responsabilidad de los encartados 

en el hecho atribuido, cumpliendo con los requisitos que le impone el deber de 

fundamentar sus resoluciones, por lo que deber§ desestimarse el reclamo planteado.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 86-CAS-2010 DE FECHA 10/06/2011) 

 

 

 



Volver al índice Ą 

ACREDITACIÓN DE HECHOS  

FALTA DE FUNDAMENTACIÓN CLARA Y PRECISA DE LA RELACIÓN 

FÁCTICA VULNERA EL DERECHO DE DEFENSA DEL IMPUTADO 

 

ñEn cuanto a la falta de determinaci·n del hecho, como primer punto a conocerse, es 

oportuno señalar que, el acontecimiento histórico que conforma la relación clara, 

precisa y circunstanciada del hecho punible, se construye a través de los datos aportados 

por los testigos, y que conforman la hipótesis fáctica, sujeta a comprobación a partir de 

la totalidad de los elementos probatorios que se recolectaron en la etapa destinada a la 

investigación, y que corresponde a la instrucción. Dispone el imputado, desde luego, de 

la oportunidad, en atención al derecho de defensa, de refutar o modificar las 

circunstancias por las cuales ha sido objeto de persecución penal. 

La falta de una relación clara de los hechos perjudica la posibilidad de defensa del 

imputado, ya que no éste dispondría de la posibilidad de contradecir el hecho delictivo 

que le ha sido atribuido. Igualmente, si la circunstancia fáctica no es clara, ni precisa, 

provoca la nulidad en el proceso, ya que vulneraria la garantía constitucional recién 

mencionada. La descripción de la plataforma fáctica, entonces, es un requisito de la 

motivación de la sentencia, tal como lo contempla el articulo 357 No. 3° del Código 

Procesal Penal, que obliga a redactada con inclusión de una exposición detallada del 

cuadro fáctico que se considera acreditado y una justificación derivada de las pruebas. 

Ciertamente, la fundamentación fáctica no supone una mera transcripción del evento 

que originó la persecución penal, sino que a través del examen de las pruebas el 

juzgador confirmará o no los hechos propuestos e igualmente considerará el derecho 

aplicable, esto es, la subsunción de dicho material fáctico. 

 

AUSENCIA DE AGRAVIO AL ENUNCIARSE EN LA SENTENCIA LOS HECHOS 

ACREDITADOS A PARTIR DE LOS ELEMENTOS PROBATORIOS VERTIDOS 

EN EL JUICIO 
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Ahora bien, con relación a esta denuncia referida a la falta de la determinación 

circunstanciada del hecho que el tribunal estimó acreditado, cabe mencionar que, al 

analizar y estudiar la sentencia de mérito, si bien es cierto no existe un acápite o título 

por separado en el cual se enuncien los HECHOS ACREDITADOS, a partir de los 

mismos elementos aportados por los testimonios de cargo que conforman la motivación 

descriptiva, se extraen todos aquellos elementos o circunstancias que el A-Quo ha 

tenido por ciertos. Además, al considerar que la sentencia es una unidad de 

conocimiento l·gica e inseparable, [é], en aquel apartado que se ocupa de desarrollar 

las categorías dogmáticas del delito, el cual consigna aquel hecho que el Tribunal tuvo 

por acreditado, por cierto. Así pues, se ha consignado: "Los testigos de cargo y la 

prueba documental establecen que los señores acusados haciendo uso de armas de fuego 

se introducen a la farmacia, apuntan con ello a las personas que se encuentran, entre 

ellas el vigilante de la farmacia, que los someten para despojar a todos de sus teléfonos 

celulares y viéndose imposibilitados de poder abrir en ese momento la caja fuerte, 

deciden echársela al lomo (espalda) y llevársela introduciéndola en un vehículo con el 

que posteriormente son sorprendidos" (Sic). Como se advierte, a pesar de que no existe 

una redacción completamente feliz o un orden que ha sido propuesto por los 

doctrinarios, sí han sido consignados los hechos acreditados y por tal razón, no concurre 

el vicio alegado por la defensa técnica y por el imputado. 

 

IMPROCEDENTE CASAR LA SENTENCIA CUANDO SE HA REALIZADO UNA 

DEBIDA FUNDAMENTACIÓN PROBATORIA INTELECTIVA DE LA MISMA 

 

Ahora bien, en atención al segundo vicio denunciado y a efecto de analizar si 

verdaderamente el pronunciamiento ha incurrido en error de la ley procesal, esto es, que 

existió un vacío en la motivación analítica de la sentencia efectuada por el juzgador, 

debe recordarse que tal vicio consiste en "Dejar de lado una valoración conjunta y 

armónica de la masa probatoria para caer, bien en una remisión global o genérica a los 

elementos de juicio, bien a la discriminación arbitraria de esos elementos. Se valoran 

ciertas probanzas y se dejan por fuera otras, sin dar las razones para ello; y, al contrario, 

se desechan elementos de juicio sin decir por qué se toma esa decisión." (Cfr. "Lógica 
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jurídica y motivación de la sentencia penal". Arroyo Gutiérrez, José Manuel y 

Rodríguez Campos, Alexander, p. 137). En similares términos aborda el articulo 362 

numeral 4° del Código Procesal Penal, este defecto: "Se entenderá que la 

fundamentación es insuficiente cuando solamente se utilicen formularios, afirmaciones 

dogmáticas, frases rutinarias o se utilice, como fundamentación, el simple relato de los 

hechos o cualquier otra forma de reemplazarla por relatos insustanciales; asimismo, se 

entenderá que es insuficiente la fundamentación cuando no se han observado en el fallo 

las reglas de la sana orifica con respecto a medios o elementos probatorios de valor 

decisivo." (Sic) 

Resulta entonces, que de acuerdo al contenido del artículo 395 del Código Procesal 

Penal, para la existencia de un razonamiento judicial completo, la sentencia debe 

contener una relación del hecho histórico, que se conoce como fundamentación fáctica, 

es decir, aquellas circunstancias bajo las cuales se produjo la conducta típica, 

antijurídica y culpable; además, ,existirá una motivación probatoria, que se desarrollará 

a nivel descriptivo, la cual obliga al juez a señalar en el pronunciamiento, uno a uno, 

cuáles fueron los medios probatorios conocidos en el debate trascripción de la prueba 

recibida como fruto de la inmediación; en el plano intelectivo, o la valoración de las 

evidencias que desfilaron durante el juicio. Es aquí donde el tribunal de mérito plasma 

las razones por las cuales concede credibilidad a las evidencias, y cómo las vincula a los 

elementos que obtiene de otros medios del elenco probatorio; y finalmente, con una fase 

de motivación jurídica, que comprende la sustanciación de las normas jurídicas 

aplicables al supuesto de hecho y la determinación concreta de la pena. Ello en tanto 

que, la motivación de la sentencia "constituye una garantía de índole constitucional, 

cuya función no se ve limitada únicamente a facilitar el control público o ciudadano de 

una decisión (Cfr. GASCÓN ABELLAN MARINA. "La interpretación constitucional", 

Consejo Nacional de la Judicatura, San Salvador, 2004, p. 46), sino también pretende 

evitar las arbitrariedades de las decisiones judiciales, en razón que, la facultad 

discrecional de la cual se encuentra investido el juzgador, debe ser ejercida de manera 

racional. 

Es precisamente la fundamentación intelectiva sobre la que recae el reproche del recurso 

referido a violación de reglas de la sana critica, y precisamente, a fin de verificar si 

efectivamente se ha configurado el yerro denunciado por el recurrente, luego de 
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examinados los fundamentos jurídicos, se advierte que a pesar de existir una amplia 

motivación descriptiva de la totalidad de evidencias, dispersas dentro de la sentencia, se 

encuentran aquellas razones por las cuales se acordó credibilidad a los testigos de cargo, 

y también se ha reflexionado respecto de la ausencia de fiabilidad hacia los testigos de 

descargo. As² pues, [é], se ha consignado que no obstante ha existido una discordancia 

entre los agentes captores, ésta puede ser superada a partir del análisis integro de la 

prueba testimonial y documental que ha figurado en el desfile probatorio. 

La reflexión por la cual no se concede fiabilidad a los testimonios de descargo, no puede 

ser considerada como arbitraria, en tanto que a criterio del sentenciador -quien en 

definitiva es el que dispone de la oralidad, inmediación y publicidad- las narraciones 

que pretenden robustecer la defensa, acreditan otros hechos y no se decantan por 

sustraer al imputado de la escena del crimen o al menos, anular su participación, sino 

que se concentran en hechos periféricos, tales como el arraigo laboral, la buena 

conducta, etc. Es oportuno mencionar, además, que el A-Quo, en su labor de analizar 

cada uno de los elementos de juicio, tiene amplia facultad para otorgar mayor o menor 

credibilidad a un determinado medio de prueba, apegándose a las reglas de la sana 

critica, la única limitación que posee la libertad probatoria es el absurdo o la 

arbitrariedad; de ahí que deba examinar con mesura y equilibrio las declaraciones 

vertidas, sustrayendo de ellas lo que considere importante y a su vez, contrastarlas con 

los demás elementos incorporados legalmente al juicio. 

Como se advierte del contenido de la sentencia recién retomada, no es válido afirmar 

que ésta no reúna los requisitos legalmente exigidos para su subsistencia, pues el 

juzgador ha desarrollado, aunque de manera sencilla un esfuerzo intelectivo en el cual 

se analice la prueba vertida -entiéndase tanto de cargo como de descargo- en el juicio y 

a partir de ésta ha derivado una conclusión. Es decir, no se advierte la ausencia de 

valoración por parte del A-quo, de pruebas esenciales y decisivas, las que fueron 

oportunamente ofrecidas a través del dictamen fiscal acusatorio. De tal forma, el 

Tribunal no se ha abstraído del insumo probatorio aportado ni se vislumbra la ausencia 

de exposición de motivos que justifiquen la convicción del juez en cuanto al hecho y las 

razones jurídicas que determinan la aplicación de una norma a ese hecho. 

Luego, se ha señalado que se ha suplido el análisis probatorio por una mera remisión a 

la prueba vertida en el juicio; sin que el juzgador consignara las razones sobre las cuales 
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se sustentó la condena. Al respecto, es válido señalar que, el tribunal debe valorar las 

pruebas y a partir de éstas proporcionar las razones que lo llevan a tener por acreditados 

o no los hechos que constituyen los elementos materiales del delito, enumerando las 

pruebas utilizadas y expresando la valoración que haga respecto de éstas: apreciando si 

lo conducen a una conclusión afirmativa o negativa. De lo expuesto se advierte que la 

motivación impone al juez la obligación de apreciar razonadamente las pruebas, de tal 

forma que no puede reemplazarse el análisis crítico por una remisión genérica a las 

pruebas de la causa o conformándose con un resumen descriptivo de las evidencias, 

pues con esto se apartaría, ciertamente, de su función de análisis y valoración crítica de 

los elementos de pruebas con los que sustenta su decisión. 

Al aplicar estos conceptos al caso de autos, no resulta atinado el reclamo de los 

recurrentes pues no se está ante la presencia de un resumen meramente descriptivo de 

los elementos que han llevado al Tribunal a la conclusión de culpabilidad, pues no se 

extraña un análisis crítico de las pruebas de la causa, las que han sido válidamente 

introducidas al debate, por las cuales se concluya la culpabilidad de los imputados en el 

delito de ROBO AGRABADO.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 370-CAS-2010 DE FECHA 16/12/2011) 

 

 

IMPOSIBILIDAD DE CASAR LA SENTENCIA AL EXISTIR UNA DEBIDA 

CORRELACIÓN ENTRE EL OBJETO DEL JUICIO Y LOS HECHOS 

ACREDITADOS 

 

"Como primer motivo, la impugnante invoca la falta de la determinación 

circunstanciada del hecho acreditado, incurriendo en el vicio de la sentencia que habilita 

casación, establecido en el Art.362 No.2 Pr.Pn.; como disposiciones legales 

inobservadas cita los Arts.130, 356 Inc.3° y 357 No.3 Pr.Pn. [é] 

Sobre el motivo planteado el Tribunal de Casación considera que de la  lectura integral 

de la sentencia se desprende que el A-quo sí enunció el hecho objeto del juicio y a su 



Volver al índice Ą 

vez determinó circunstanciadamente el hecho que estimó acreditado. Constando, que 

después del desfile del material probatorio presentado durante la respectiva vista 

pública, se pronunció en lo relativo a la motivación sobre los hechos objeto del debate, 

concluyendo con plena certeza positiva ante la valoración de la prueba de cargo. 

La mención del hecho que el tribunal ha tenido por comprobado, forma parte del 

contenido extrínseco de la sentencia, elemento de vital importancia, pues las formas 

esenciales constituyen el marco referencial, a partir del cual los jueces realizan un 

ejercicio intelectual exhaustivo, coherente y motivas o conducente a la decisión 

respectiva. 

En el caso de mérito, se advierte que el Tribunal de Sentencia no ha sido omiso en 

señalar los hechos que fueron objeto del debate, al consignar suficientemente los 

aspectos fácticos que la fiscalía sometió a juicio, procediendo a relacionar los diversos 

elementos probatorios inmediados y la valoración de cada uno de ellos. 

Por otra parte, ha de tenerse presente que la sentencia constituye una unidad material, 

formal, lógica y jurídica, cuya parte dispositiva debe ser la conclusión final y necesaria 

por derivación razonada del examen de los presupuestos fácticos y normativos 

efectuados en su motivación. 

De lo relacionado anteriormente, se colige que no ha tenido lugar la pretendida 

indeterminación del hecho, dado que los sentenciadores han incorporado en el proveído 

los elementos fácticos que fueron objeto del debate, concluyendo en la culpabilidad del 

imputado; conclusión que fue obtenida a partir de la existencia de los medios de prueba 

idóneos para establecer el elemento objetivo del tipo penal, lo que aportó como 

consecuencia la incorporación de dichos medios probatorios y la correspondiente 

valoración de la prueba. 

La falta de la determinación precisa y circunstanciada del hecho acreditado, se 

concretiza en situaciones en las que resulta imposible identificar el hecho objeto de 

juzgamiento, pues una deficiencia tal impediría establecer una correlación entre el 

objeto del juicio y los hechos que el sentenciador estima acreditados en virtud de la 

actividad probatoria. 
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En tal sentido, es preciso señalar que el razonamiento del A-quo está constituido por 

inferencias razonables deducidas de los medios probatorios para comprobar tanto la 

existencia del delito, como la participación atribuida al imputado, es decir, existe una 

razón suficiente que justifica el razonamiento de los jueces; por lo tanto, no se ha 

materializado la infracción denunciada por la defensora particular." 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 638-CAS-2009 DE FECHA 21/03/2011) 

 

 

REQUISITO NECESARIO PARA OTORGAR VALIDEZ A LA SENTENCIA 

PENAL 

 

ñQue efectivamente en el Art. 357 No. 3 Pr. Pn. derogado y aplicable, se impone como 

requisito de la sentencia, que se determine en forma precisa y circunstanciada el hecho 

que el tribunal estimó acreditado, lo que implica, la obligación de consignar en la 

resolución judicial el cuadro fáctico que se tiene por cierto; es decir, el que a criterio de 

los juzgadores fue probado en debida forma, resultando esencial esa narración clara, 

exacta y detallada del mismo, a efecto de fundamentar la calificación jurídica de éste. 

Aunado a lo anterior, tal requerimiento se convierte en primordial al garantizar el 

cumplimiento del principio de congruencia que contempla la normativa procesal penal, 

dado que es posible verificar que los hechos establecidos como verdaderos, al ser 

confrontados con la hipótesis de los acusados, corresponden o guardan correlación entre 

los que fueron aperturados a juicio y los contemplados en la sentencia, respondiendo 

con esto a la regla de inviolabilidad de la defensa, dado que se demuestra que ese límite 

a la potestad del juzgador no se ha quebrantado. 
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NECESARIO PARA TENER COMO VÁLIDO EL VICIO DE FALTA DE 

DETERMINACIÓN DEL HECHO NO SOLO OMISIÓN DENTRO DE LA 

SENTENCIA SINO QUE NO SEA POSIBLE ESTABLECER CUADRO FÁCTICO 

ACREDITADO 

Bajo ese orden de ideas, al examinar la sentencia, se evidencia que en el considerando 

uno de ésta, constan los hechos acusados por la Fiscalía General de la República de 

conformidad a su dictamen correspondiente, y posterior a esto, se consignan los 

apartados denominados "Sobre la calificación jurídica de los hechos", "Sobre la 

existencia de los delitos", "Sobre la culpabilidad del imputado" y "Sobre la 

individualización de la pena a imponer al imputado", siendo justamente como lo 

mencionan los recurrentes, en el tercero de ellos, en los que se refiere en su literalidad: " 

éEl tribunal considera que el testimonio de las v²ctimas deben de ser cre²bles ya que 

ellas manifiestan los acontecimientos reci®n vividos, [é] el tribunal considera que de 

acuerdo a la experiencia común y a la psicología, esto debe de ser visto como una 

situación traumática que es difícil de olvidar y se tiene presente en la mente como un 

suceso ... En consecuencia si el testimonio es creíble y confiable, con ello bastará, para 

acreditar la culpabilidad del imputado,  [é] abus· sexualmente de la v²ctima as² como 

haber dañado la propiedad de éstas al quemarles la ropa y al acoso que éste la sometía 

constantemente, as (sic) mismo de la lesión que éste le ocasionó a la víctima, en este 

caso estas afirmaciones de lo sucedido a la víctima y de cómo sucedieron los hechos, no 

existido (sic) ninguna duda de su existencia y de su culpabilidad, ha quedado 

suficientemente acreditado. [é] El Tribunal considera que toda la prueba est§ analizada 

en su conjunto la cual nos da la certeza de la participación del imputado en el hecho 

cometido. En vista de lo anterior este Tribunal no tiene la menor duda que ciertamente 

hubo participación directa en los delitos que se le atribuyen al [imputado] en calidad de 

autor directo. Por todo lo anterior este Tribunal tiene por acreditado que el imputado 

antes mencionado, es responsable de los delitos de TENENCIA, PORTACIÓN O 

CONDUCCIÓN ILEGAL O IRRESPONSABLE DE ARMAS DE FUEGO, DAÑOS, 

VIOLACIÓN AGRAVADA, ACOSO SEXUAL Y LESIONES AGRAVADAS, por lo 

cual se le impondrá una pena proporcional al daño causado...". 

De lo manifestado, es posible afirmar, que para avalar el cumplimiento al elemento de 

validez de la sentencia, consistente en una determinación precisa y circunstanciada del 
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hecho que se estimó acreditado el tribunal, debe reflejarse en la resolución judicial en 

detalle las actuaciones efectuadas por el procesado que son constitutivas de delito, 

aspecto que de forma precisa no se evidencia en los argumentos expuestos; sin embargo, 

y tal y como lo ha manifestado esta Sala en jurisprudencia de fecha catorce de julio del 

año dos mil diez, en el proceso marcado bajo la referencia 417-CAS-2007, la cual en 

esencia dice: "... dado los diversos elementos destinados a conformar la sentencia, ella 

constituye una unidad material, lógica y formal, de manera que para tener como válido 

el vicio consistente en la ausencia de alguno de los requisitos fundamentales que la 

conforman, conlleva, no sólo la mera omisión como apartado específico en el texto 

literal del proveído, sino que del mismo no sea posible desprenderse dicho cuadro 

fáctico acreditado...", es factible admitir el cumplimiento al requisito antes aludido, en 

virtud de lograrse extraer de los citados razonamientos los hechos comprobados con el 

desfile probatorio y su consecuente encuadramiento a los elementos exigidos por los 

tipos penales sometidos a juicio. 

En consonancia con lo considerado, no se configura el vicio denunciado por los 

recurrentes consistente en la omisión de hechos probados, ya que de la estructura lógica 

de ideas que contiene la sentencia, se contempla el cuadro fáctico establecido con los 

elementos probatorios, siendo éstos los de Tenencia, Portación o Conducción Ilegal o 

Irresponsable de Armas de Fuego, Daños, Violación Agravada, Acoso Sexual y 

Lesiones Agravadas, pero a su vez, se vuelve necesario recordar al sentenciador la 

obligación constitucional y legal de fundamentar las resoluciones, y para el caso de la 

sentencia penal, el estricto cumplimiento a las formas que se requieren para su validez.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 276-CAS-2009 DE FECHA 10/06/2011) 

 

 

DETERMINACIÓN A TRAVÉS DE LA VALORACIÓN EN CONJUNTO DE LOS 

ELEMENTOS PROBATORIOS SOBRE TIEMPO, LUGAR, FORMA Y 

PARTICIPACIÓN DEL SUJETO ACTIVO 

La recurrente [é.] en representaci·n del [imputado] alega como primer motivo de 

casación la Falta de determinación precisa y circunstanciada del hecho acreditado, 
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Arts. 357 número 3, 130 y 356 Inc. 3 Pr.Pn (derogado y aplicable). Al igual que en el 

anterior recurso, este motivo se estructura en gran medida sobre la base de una ausencia 

de acreditación de hecho por parte del A Quo, análisis oblicuo, subjetivo y parcializado 

que de la fundamentación plasmada en la sentencia impugnada, se denota que la 

abogada recurrente pierde de vista la consideración integral y completa del fallo siendo 

que de modo impropio lo razona y fragmenta, cuestionando de manera aislada la 

acreditación circunstanciada de los hechos, desentendiéndose del análisis conjunto y 

armónico que expuso el Juzgador; el Sentenciador logró establecer indubitable, certera y 

efectivamente los hechos acreditados en tiempo, lugar, forma y participación del 

procesado [é], para lo cual tuvo por plenamente demostradas todas las circunstancias
 

que niega la impugnante. Al respecto, consta en la sentencia que no solo se tomó en 

cuenta la prueba testimonial, sino todos los elementos probatorios vertidos en juicio, así 

tenemos los siguientes párrafos esenciales de todos los argumentos sobre los cuales se 

emite la sentencia: [é]. Conforme a los elementos antes mencionados y que son 

desprendidos del contenido integral de la sentencia, esta Sala es del criterio que existe 

una acreditación de hechos conforme a derecho, ya que en ésta se determina un 

parámetro temporal determinado, el lugar donde se realizaba el ilícito, la forma y los 

sujetos que lo ejecutaban. 

 

AUSENCIA DE AGRAVIO AL EXISTIR UNA COMPLETA, COHERENTE Y 

EFECTIVA IMPUTACIÓN DEL INCULPADO DENTRO DEL PROCESO PENAL 

 

Acerca del segundo vicio de casación aducido Indeterminación concreta de la 

imputación Art. 2 Inc.1°. 11 y 12 Cn, 9 inc.1 y 130 Pr.Pn (derogado y aplicable), 8.2 

letra b) C.A.D.H. A criterio de la recurrente no ha existido en la acusación fiscal "siendo 

el caso que desde finales del a¶o dos mil cinco, el testigo [é] estaba siendo v²ctima de 

extorsión por parte de varios sujetos al parecer de la pandilla dieciocho los cuales 

rotaban para solicitar la renta y dar custodia, sujetos entre los cuales se encuentra 

[imputado], tales personas se acercaron al empleado de la víctima y le manifestaron que 

tendrían que pagar todas las unidades de transporte que pasaban por el centro de San 

Martín, sino los iban a matar o quemar las unidades iniciando así la extorsión" el auto 
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de apertura a juicio donde se expone: "los hechos que dieron origen a la investigación 

en el presente proceso penal dan inicio en el año dos mil cinco, en virtud de haberle 

impuesto a la victima una renta semanal de veinte dólares, por cada unidad de transporte 

propiedad del mismo, en cada una de las entregas los procesados entre los cuales se 

identifica al [imputado] ejercían la función de exigir la renta a empleados de la víctima, 

dinero que debía entregarse para la salvaguarda de la integridad física de el dueño y 

empleados así como también de las unidades de transporte" y la sentencia de mérito que 

plasma "cada uno de los sujetos procesados entre los cuales se encuentra el [imputado] 

concurrieron en las acciones típicas, en vista que mientras uno de los procesados exigía 

el dinero, los otros estaban dando custodia y al mismo tiempo otros dirigían amenazas 

directas al testigo[é], expres§ndole que si no les daba el dinero lo matar²an a ®l o al 

dueño de la unidad de transporte o sino quemarían las unidades de transporte" las 

formulaciones anteriormente detalladas conforman un claro señalamiento de la conducta 

que se le imputa a su defendido; a lo cual esta Sala considera que, en los tres actos sí se 

ha llevado a cabo una clara imputación; encontrándose referidos todos ellos a una 

conducta delictiva de Extorsión y de Agrupaciones Ilícitas en la cual el imputado juntos 

con otros retiraba dinero objeto de tal il²cito [é]. Esta Sala denota que empero no 

detallarse si el procesado era de los sujetos que retiraba el dinero o sólo daba custodia al 

momento que se realizaba la acción, es claro que la atribución que se le da en el auto de 

apertura a juicio, en la acusación fiscal y en la sentencia es de coautoría a razón de que 

cualquiera de los actos era de suma importancia para la ejecución de la acción, de tal 

manera que su indeterminación no modifico el acto que se le atribuía ya que hablaban 

de la misma extorsión y agrupaciones ilícitas y de una participación de coautoría, siendo 

todo ello atribuido en los tres actos ejecutados. Denota esta Sala que si bien el espacio 

de tiempo no aparece determinado en un d²a y fecha espec²fica donde el se¶or [é] 

ejecutó la acción, éste sí se encuentra delimitado sobre la base de un parámetro temporal 

entre los meses de Diciembre del año dos mil cinco hasta junio del dos mil siete, 

existiendo una identificación positiva del procesado como uno de los sujetos que 

participó dentro de ese periodo en el retiro de la cantidad monetaria que se exigía en 

razón de la extorsión que se cometía a uno de los testigos claves, tales elementos son 

suficientes para desprender una concreta coherente y efectiva imputación, ya que en 

todos ellos aparece el tiempo, la acción ejecutada y el sujeto al cual se le atribuye. 
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INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN AL EXCLUIR DE VALORACIÓN PRUEBA 

TESTIMONIAL DE DESCARGO QUE NO HARÍA VARIAR  EL FALLO AÚN 

CUANDO SE HAYA DESACREDITADO POR VÍNCULOS DE AMISTAD O 

PARENTESCO 

 

Como último vicio la parte impugnante aduce la existencia de una Sentencia arbitraria 

e ilegítima por existir una exclusión arbitraria de elementos de valor decisivo, Arts. 

130, 362 Inc.3° y 356 Inc. 1° Pr.Pn (derogado y aplicable). El Juzgador manifestó en su 

pronunciamiento que "en cuanto a las declaraciones de los testigos de descargo, dichos 

testimonios no me le merecen fe, en virtud que a dichos testigos les unen lazos de afecto 

y amistad hacia el procesado[é], por lo que en sus deposiciones el suscrito pudo 

observar que no existía imparcialidad al momento de testificar, queriendo beneficiar o 

favorecer con sus testimonios al procesado, razón por la cual dichas probanzas no son 

objeto de valoración." 

Esta Sede Casacional al analizar tal fundamentación fáctica intelectiva advierte una 

carencia de fundamentación, en razón que no es dable desacreditar una prueba 

testimonial por considerar que los sujetos deponentes tienen un vínculo con la parte que 

los presenta, empero tal inobservancia, esta Sala al analizar lo expuesto por tales 

testigos [é] quien manifestó que lo conoce porque éste laboraba como subalterno de 

su persona desde el dos o tres hasta finales del dos mil siete, que como profesional lo 

destacaron en Sonsonate e instalaciones de líneas, llevando bitácoras de entrada y 

salida del trabajo, que no le consta qué hizo en el dos mil cinco, que en dos mil siete 

trabajaron en Sonsonate, que lo más que salió a nivel laboral es a Juayúa, Armenia y la 

zona fronteriza de Metalío, que asegura que consta en libro la forma del imputado y 

que de hecho tiene un permiso especial que vence cada semana el cual es dado por 

TELECOM y [é] quien a preguntas expuso que el horario de su compa¶ero de vida es 

de siete de la mañana a cinco de la tarde, que éste no llegaba porque se quedaba a 

dormir en Sonsonate, que trabaja el fin de semana, que su compañero trabaja en 

Sonsonate desde Enero del dos mil siete, no extraer al mismo de la realización del 

hecho imputado, no observa al realizarse una inclusión hipotética de lo declarado por 

los mismos que la declaración de éstos hubiese variado lo resuelto en el fallo del 

juzgador ya que existen probanzas suficientes y certeras de la participación del 
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procesado en la ejecución del hecho, no siendo procedente casar la sentencia de mérito 

por tal vicio. 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS  DEFINITIVAS, 504-CAS-2008 DE FECHA 19/01/2011) 

 

 

ACTAS DE RECONOCIMIENTO POR FOTOGRAFÍA  

RECONOCIMIENTO EN SEDE POLICIAL REQUIERE JUDICIALIZACIÓN PARA 

PODER SER VALORADO COMO INDICIO 

 

ñEl reclamo se basa en la exclusi·n arbitraria de prueba consistente en los 

reconocimientos de fotograf²as, de los cuales el Tribunal A Quo expres·: ñEn relaci·n a 

las actas de reconocimiento mediante fotografías del acusado, son diligencias de las 

cuales no se duda su autenticidad, pues se cumplió con los requisitos legales para su 

ejecución; no obstante, es menester que esa forma de identificación obedece a la 

ausencia del sujeto a reconocer o la imposibilidad que pueda ser habido; por lo que, si 

procedimentalmente la persona es comparecida en alguna de las etapas del trámite 

judicial, se hace asequible establecer su identificación por medio de su reconocimiento 

en un grupo de personas de características semejantes, posibilitando, de manera lógica 

la presencia de los sujetos procesales, circunstancia que en el presente caso resulta 

viable al encontrarse el procesado guardando detención; consecuentemente, la 

naturaleza provisoria que tenían esos reconocimiento por medio de fotografías, hace 

evidente la irrelevancia que tienen en relación al objeto del juicio; por lo que, ante esas 

circunstancias la aludida diligencia no será retomada más para la redacción de la 

presente sentenciaéò 

De lo antes expuesto, se hace necesario mencionar, que en efecto la omisión de 

valoración de prueba de carácter decisivo vuelve nula la motivación de la sentencia 

penal, pues evidencia que la convicción judicial no se formó con base a todas las 

pruebas que desfilaron en la audiencia de vista pública, es decir, no se contó con las 

conclusiones de todo el elenco probatorio, ya sea que el pronunciamiento respecto de 
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los mismos se indicara con valor positivo o negativo, por tanto, la exclusión en la 

ponderación constituiría un caso de selección arbitraria de la prueba que riñe con el 

principio lógico de razón suficiente y por ende se quebrantaría las reglas de la sana 

critica, que los juzgadores están obligados a observar al momento de emitir una 

resolución. 

En la sentencia en estudio, no concurre una omisión en el estudio de la prueba referida 

por el recurrente, consistente en las actas de reconocimiento de fotografías efectuadas 

por los testigos que gozan de régimen de protección y que son identificados con las 

claves [é], pues tal y como se determina de los razonamientos arriba plasmados el 

sentenciador sí emitió pronunciamiento respecto de ellos: sin embargo, es viable 

descender a analizar si dichos argumentos gozan de validez, en estricto respeto a las 

reglas del recto pensamiento humano, encontrándose así, que de forma genérica indicó: 

"que esa forma de identificación obedece a la ausencia del sujeto a reconocer o la 

imposibilidad que pueda ser habido; por lo que, si procedimentalmente la persona es 

comparecida en alguna de las etapas del trámite judicial, se hace asequible establecer su 

identificación por medio de su reconocimiento en un grupo de personas", lo cual refleja 

que los sentenciadores no examinaron que la audiencia preliminar como bien lo señala 

el impetrante, fue suspendida por la incomparecencia al juicio del imputado, lo que 

implicó su declaratoria de rebeldía. 

En consonancia con lo expuesto, es necesario recordar, que de conformidad al Art. 265, 

274 y 315 Pr. Pn., y siendo que la Constitución y ley secundaria facultan al ente fiscal 

en la promoción y ejercicio de la acción penal, será éste quien al finalizar el plazo 

otorgado para la investigación, dictaminará de la forma que considere conveniente 

dependiendo del resultado de la referida indagación, lo que implica, que el término de la 

instrucción o etapa instructoria regulada en el Código Procesal Penal finaliza con la 

presentación del dictamen fiscal, es decir, antes de la realización de la audiencia 

preliminar. 

Aunado a lo anterior, existe jurisprudencia emanada de este Tribunal y marcada bajo la 

referencia 314-CAS-2006, que refiere: "Esta Sala concuerda con la doctrina en que el 

reconocimiento de fotografías, practicado en sede policial, constituye un procedimiento 

investigativo válido, pero tan sólo como medio para individualizar al autor o autores del 

hecho en los primeros momentos de la investigación, pero de ningún modo constituye 
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un auténtico reconocimiento, suficiente por sí mismo para tener por desvirtuada la 

presunción de inocencia, Art. 12 Cn. Para que un reconocimiento de esta naturaleza, 

contenido en acta, sea valorado como prueba documental, en calidad de indicio, es 

necesario que el mismo sea confirmado por el testigo pertinente durante la vista pública, 

y se someta al correspondiente interrogatorio, y luego sea valorado conforme a las 

normas de la sana crítica, y dentro del proceso se constata en la narración de lo dicho 

por los testigos que gozan de r®gimen de protecci·n y son identificados como [é], que 

en audiencia de juicio y siendo objeto de inmediación y contradicción frente a los 

juzgadores y las partes procesales, expusieron respectivamente: [é] manifestaciones 

que corroboran que las actas de reconocimiento en fotografías fueron confirmadas por 

los testigos, es decir, se habilitaba al sentenciador a valorar como indicios tales pruebas 

documentales, por consiguiente, las justificaciones generales que soportan la 

ponderación con valor negativo de las mismas pierden validez. Aunado a lo anterior, al 

hacer uso del método de inclusión mental hipotética, se establece la esencialidad de las 

citadas actas de identificación, por lo que con mucha más razón debieron haber sido 

ponderadas como elementos indiciarios a efecto de pronunciarse un fallo conforme a 

derecho, pues el tribunal A-quo señaló no contar con elementos probatorios que 

identificara e individualizara a los participantes del hecho. 

 

OMISIÓN DE VALORACIÓN COMO PRUEBA INDICIARIA DE CARACTER 

DECISIVO PROVOCA NULIDAD DE LA SENTENCIA 

 

En consecuencia, y al tenerse por establecido que lo expuesto por los sentenciadores 

como fundamento de la exclusión de valor probatorio de las actas de reconocimiento en 

fotografías contraviene los principios de la lógica, al no ser producto la conclusión 

emanada de los mismos de lo que realmente aconteció en el proceso penal, y siendo que 

dichos medios de prueba son decisivos para la adopción del fallo, se vuelve necesario 

declarar la invalidez de la motivaci·n de la sentencia.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 371-CAS-2008 DE FECHA 20/07/2011) 
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ACTOS DE INVESTIGACIÓN  

 

POSIBILIDAD DE INCORPORAR INFORMES DE REGISTROS DE LLAMADAS 

TELEFÓNICAS REALIZADAS POR AGENTES POLICIALES PARA ACREDITAR 

EL DELITO, EN ATENCIÓN AL PRINCIPIO DE LIBERTAD PROBATORIA 

 

"En desacuerdo con la sentencia, la representación fiscal interpuso recurso de casación, 

se admitieron los motivos cuyo enunciado se relaciona al inicio de este proveído, 

desprendiéndose de lo argumentado por el recurrente diversos señalamientos, pero en 

vista de coincidir en ambos supuestos una misma interrelación hipotética y 

argumentativa, se hará mérito de ellos conjuntamente. 

El sentenciador desestimó valorar elementos probatorios por considerar que no reunían 

los requisitos legales necesarios para alcanzar la categoría de elementos probatorios, en 

virtud de provenir de actos de investigación de la policía, a titulo de informes, sin las 

formalidades de las pericias en el proceso penal; todo ello pese a reconocer que a la luz 

del Art. 162 Pr.Pn. derog, y aplicable, prueba es aquella que demuestra un hecho o 

circunstancia. 

En otras consideraciones señala que el sentenciador, al ponderar la evidencia procedente 

de las llamadas telefónicas de los aparatos encontrados en el sitio de cautiverio, extremo 

comprobado mediante el informe de la compañía telefónica, les atribuyó valor tan sólo 

como prueba de la comunicación existente entre dos líneas de servicio telefónico, 

desestimando su relevancia para establecer indicios. 

Con similares argumentos reclama porque el tribunal de sentencia excluyó los 

reconocimientos en rueda de personas, al cuestionar su fuerza persuasiva debido a que 

los imputados eran personas de antemano conocidas. 

Insiste en la validez de las actas elaboradas por el ente policial para documentar los 

hallazgos en el sitio donde se hallaba secuestrada la víctima, alegando que la 

intervención de los investigadores se hizo de conformidad con lo prescrito en los Arts. 
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241 y 244 Pr.Pn. derog. y aplicable, pues buscaba preservar los rastros y vestigios del 

delito. 

Denuncia también las inconsistencias fundamentatorias donde el sentenciador asume 

conclusiones fácticas mediante conjeturas, y sobre esa base demerita elementos 

probatorios, juicios que atañen a la imposibilidad de los agentes policiales de reconocer 

a los procesados pues éstos habrían huido de espaldas, lo que les habría impedido ver 

sus rostros. 

Los mismos argumentos, los relaciona con la aplicación de las reglas de la sana crítica, 

en su faceta de observancia al principio lógico de la derivación de los pensamientos, a 

cuyo respecto analiza los defectos de fundamentación antes relacionados, aseverando 

haberse transgredido el sistema del correcto entendimiento humano, y añade que en el 

caso de la imputada [...], el a quo ignoró indicios de carácter decisivo tal como el hecho 

de haber sido ella quien condujo a la victima hacia sus aprehensores. 

Con similares criterios cuestiona los juicios concurrentes en la valoración probatoria 

intelectiva, asegurando la transgresión al principio lógico apuntado, y concluye 

solicitando se anule la sentencia y se convoque a un nuevo juicio ante un tribunal 

diferente. [é] 

Procediendo al análisis de los defectos denunciados, se tiene lo siguiente: 

En efecto, el sentenciador excluyó un informe elaborado por [...], en razón de 

consideraciones relacionadas con el manejo de la evidencia y la acreditación profesional 

del experto en cuestión, sin tomar en cuenta el contexto en que se produjo el hallazgo de 

los aparatos telefónicos. 

En lo que respecta a la necesidad de que el informe sea emitido por un especialista para 

que ostente la calidad probatoria suficiente, esta Sala considera acerca de dicho 

presupuesto, que al haber actuado el agente policial conforme a lo estipulado en el Art. 

244 Pr.Pn. derog. y aplicable, y a la calidad habilitante que le otorga el legislador en el 

Art. 196 Pr.Pn. derog. y aplicable, ulteriores requisitos formales son innecesarios, sobre 

todo porque la información proveniente tiene su origen en las llamadas telefónicas, 

cuyos enlaces fueron certificados por las compañías que suministran dicho servicio. 
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Sobre este punto lleva razón el impugnante, ya que en nuestro sistema rige el principio 

de libertad probatoria, Art. 162 Pr.Pn. derog. y aplicable, según el cual pueden probarse 

los hechos y circunstancias del delito por cualquier medio legal de prueba, de donde los 

extremos y circunstancias relacionados con el delito son acreditables por cualquier 

medio legal, vinculándose únicamente su valoración a las reglas del correcto 

entendimiento humano, lo que impone el examen integral y no aislado, del universo 

probatorio. 

 

MOTIVACIÓN INSUFICIENTE Y CONTRADICTORIA CUANDO SE RECONOCE 

LA NATURALEZA LEGAL DEL MEDIO PROBATORIO PERO SE LE NIEGA 

EFICACIA ACREDITATIVA  

 

De la misma manera, el sentenciador rehusó valorar los reconocimientos en rueda de 

personas, bajo el criterio de que su práctica habría dado un resultado positivo pues de 

antemano los imputados eran conocidos por la víctima, con lo cual violentó el precepto 

que regula precisamente esta clase de medio probatorio, por cuanto el Art. 211 Pr.Pn. 

derog. y aplicable estipula que el propósito del acto de prueba es: "...para identificada o 

para establecer que quien la menciona o alude efectivamente la conoce o la ha visto". 

Lo anterior denota claramente la ocurrencia del defecto acusado concerniente a la 

motivación insuficiente y contradictoria, pues por un lado reconocen la naturaleza y 

raigambre legal del medio probatorio, y por otro le niegan la eficacia acreditativa 

basándose en apreciaciones carentes de sustentación legal. 

Es de hacer notar que también es evidente el desacuerdo entre los juicios y postulados 

que conforman el andamiaje de la fundamentación probatoria intelectiva, y el respeto al 

principio lógico de la derivación, pues el sentenciador arriba a conclusiones 

provenientes de sus personales creencias y conjeturas al asumir que el informe del cruce 

de llamadas telefónicas, demuestra únicamente la comunicación entre aparatos, a la vez 

de suponer, en otro aspecto, que los captores no pudieron identificar a los imputados 

porque huyeron de espaldas: estas consideraciones, no pertenecen exclusivamente a la 

esfera Táctica, cuyo ámbito seria inaccesible a casación, sino a la lógica más elemental 
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que un ser humano es capaz de utilizar, por lo que lleva razón el impugnante en sostener 

la transgresión al principio de razón suficiente." 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 678-CAS-2007 DE FECHA 27/09/2011) 

 

 

AGRAVANTES ESPECIALES EN LOS DELITOS  RELATIVOS A LAS 

DROGAS 

IMPOSIBILIDAD DE APLICARSE MIENTRAS NO SE HAYA PROBADO EN EL 

JUICIO QUE EL AUTOR FACILITÓ EL USO O CONSUMO DE DROGAS 

DENTRO DE UN CENTRO DE RECLUSIÓN 

 

ñArgumenta el recurrente que el a quo obvió considerar en sus razonamientos el hecho 

de que la imputada -en su calidad de visitante- fue detenida en el interior del Centro 

Penal de [é], cuando intentaba entrar con la droga al §rea en donde se encuentran los 

internos. Según el impugnante, esta circunstancia debió tomarse en cuenta en la 

adecuación de la pena, porque fue acreditada en el juicio y porque constituye una 

agravante de conformidad con el Art. 54, Lit. b), LRARD, y, Art.14-C, Lit. c) de la Ley 

Penitenciaria. (Advierte esta Sala que aunque el recurrente erró al no mencionar el 

cuerpo legad al cual pertenece el Art. 54 citado, sin embargo) de la esencia de sus 

argumentos, se entiende que dicha norma pertenece a la Ley Reguladora de las 

Actividades Relativas a las Drogas; asimismo, yerra al citar el lit. a) del Art. 14-C de la 

ley penitenciaria, siendo -por iguales razones- el pertinente, el literal c) de la 

mencionada disposición legal). 

Previo a la resolución definitiva del conflicto planteado, confróntese en la sentencia, 

cuáles han sido los hechos que el tribunal tuvo por acreditados: ""... VI-HECHOS 

ACREDITADOS (...) el día veintiuno de diciembre del año dos mil ocho, a eso de las 

[é], los agentes de autoridad de la DAN, PNC, procedieron a la detenci·n en 

flagrancia de la señora [...], ya que en horas de la tarde recibieron oficio vía fax de 

parte de autoridades penitenciarias de [é], quienes manifestaron que ten²an retenida a 
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la ahora imputada, a quien identificaron por medio de su DUI, por lo que se 

constituyeron al Centro Penal de [é], al llegar el auxiliar del sub-director de 

seguridad del Centro Penal, inspector [é], les entreg· a la retenida, refiri®ndoles que 

dicha señora en momentos que la Registradora de turno le efectuaba una requisa 

rutinaria, la observó nerviosa e impaciente, y al consultarle del motivo de dicha 

conducta, le expresó que era por portar objeto ilícito dentro de su organismo 

solicitando voluntariamente ser llevada a los baños de la jefatura de servicio, estando 

presente únicamente la registradora y la visitante en el interior del cubículo el cual 

estaba completamente limpio, sitio en el cual voluntariamente EXPULSÓ POR EL 

RECTO VEINTICINCO PORCIONES DE MATERIAL VEGETAL SECO PROTEGIDA 

CON UN PLÁSTICO TRANSPARENTE SUJETADA CON CINTA ADHESIVA 

TRANSPARENTE, expresando la señora visitante que lo expulsado era Marihuana, por 

lo que al verificar los agentes de la DAN, encontraron material vegetal, por lo que 

toman una mínima cantidad para hacerle prueba de campo, obteniendo un resultado 

positivo a droga Marihuana, siendo ante dicho resultado que procedieron a la 

detención en flagrancia de la imputada la evidencia recolectada (...) es constitutiva de 

droga Marihuana, con un peso neto de 34.5 gramos y un valor de $39.33..." (Los 

subrayados son de esta Sala). 

[...]Conclusiones del estudio del caso. De los párrafos transcritos se logra concluir que 

los jueces tuvieron por acreditado que la imputada intentó introducir al área de los 

internos, 25 porciones de marihuana, sin embargo, esta circunstancia no encaja en la 

situación que se establece en el Art. 54 Lit. b) LRARD, el cual reza: "...AGRAVANTES 

ESPECIALES. Art. 54. Son agravantes en relación a los delitos comprendidos en esta 

Ley, las siguientes: (...) b) Que el autor haya facilitado el uso o consumo de drogas en 

(...) centros de reclusión...". Adviértase que la disposición legal que se transcribe, es 

aplicable sólo cuando se haya probado en el juicio que el autor facilitó el uso o consumo 

de drogas dentro de un centro de reclusión, contrario a lo que sucedió en el presente 

caso, pues se estableció que la imputada pretendía ingresar al área en donde se 

encuentran los reclusos, llevando dentro de su organismo 25 porciones de Marihuana, 

no así, que ésta haya facilitado el uso o consumo de la droga, y en ese sentido, no es 

procedente la aplicación de la agravante especial en comento. [é] 
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CONFESIÓN Y VOLUNTAD DEL IMPUTADO DE ENTREGA DE LA DROGA A 

LAS AUTORIDADES SON CIRCUNSTANCIAS QUE JUSTIFICAN LA 

ATENUACIÓN DE LA PENA 

 

De igual manera, no es atendible el reclamo de que el a quo erró al haber atenuado la 

pena al mínimo establecido en el Ar. 34 Inc.2° LRARD, porque -según el recurrente- no 

es razonable que haya apreciado que el daño o el peligro provocados no ha sido grave, 

tomando en cuenta la cantidad y la clase de droga decomisada, y porque, no se 

establecieron en el juicio, circunstancias atenuantes en que se haya podido amparar su 

decisión. 

Esta Sede Judicial considera que, si bien es cierto, la cantidad y la naturaleza de la droga 

(34 5 gr., de marihuana), no son elementos determinantes de la mayor o menor gravedad 

del daño o peligro efectivo provocados con el comportamiento de la imputada, puesto 

que -en definitiva- se trata de sustancias nocivas para la salud, porque actúan sobre el 

sistema nervioso central y tienen la capacidad de producir transformaciones en su 

funcionamiento (aumentándolo o disminuyéndolo) o modificar los estados de 

conciencia, y en ese sentido, la gravedad por sus efectos nocivos, ya ha sido apreciada 

por el legislador, independientemente de la cantidad y su naturaleza. Sin embargo, debe 

agregarse que, en el caso en estudio, existe una circunstancia que justifica la atenuación 

de la pena que hizo el a quo, y es que -según los hechos acreditados por el tribunal del 

juicio-, la imputada confesó que llevaba marihuana y voluntariamente decidió extraerla 

de su organismo. Confróntese con lo que consta en la sentencia: "...la Registradora de 

turno le efectuaba una requisa rutinaria, la observó nerviosa e impaciente, y al 

consultarle del motivo de dicha conducta, le expresó que era por podar objeto Ilícito 

dentro de su organismo, solicitando voluntariamente ser llevada a los baños de la 

jefatura (...) sitio en el cual voluntariamente EXPULSÓ POR EL RECTO 

VEINTICINCO PORCIONES DE MATERIAL VEGETAL SECO (...) expresando la 

señora visitante que lo expulsado era Marihuana...". De ahí que, no son ciertas las 

afirmaciones del recurrente, en cuanto a la inexistencia de circunstancias atenuantes 

acreditadas en el juicio, ya que el comportamiento demostrado por la imputada 

(confesión y voluntad de entrega de la droga a las autoridades), es una razón válida y 

suficiente para atenuarle la pena. En consecuencia, no es procedente acceder a las 
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pretensiones del recurrente de anular parcialmente el proveído impugnado y modificar 

la pena de tres años de prisión. 

 

IMPOSIBILIDAD DEL TRIBUNAL CASACIONAL EN ATENCIÓN A LA 

REFORMATIO IN PEJUS  MODIFICAR LA CALIFICACIÓN JURÍDICA DEL 

DELITO CUANDO NO HA SIDO OBJETO DE IMPUGNACIÓN 

 

[é] Advertencia en cuanto a la calificaci·n jur²dica de los hechos acreditados. No 

obstante las declaraciones que se hacen en el considerando anterior, esta Sala reconoce 

la necesidad de declarar de oficio, que los actos realizados por la imputada configuran el 

delito de Tráfico ilícito de Drogas, regulado y sancionado en el Art. 33 de la LRARD, 

por cuanto culminó con la acción de transportar la droga hacia el interior del centro 

penitenciario, llevándola oculta dentro de su organismo, desde el momento que realizó 

el acto concreto de desplazamiento de la droga hacia el área en donde se encuentran los 

internos del centro penal (lugar de destino final), acción que ðsi bien es cierto fue 

interrumpida por voluntad de la imputada (al disponer confesar que llevada la droga 

oculta y voluntariamente decidió extraérsela y entregarla a las autoridades)- culminó la 

conducta del transporte descrita en la norma citada, aunque ðcomo se dijo antes- su 

decisión debe ser considera únicamente para atenuar la pena. 

Con todo, no es procedente hacer el cambio de calificación jurídica al delito de Tráfico 

Ilícito y de sus consecuencias, ya que la fiscalía no acusó por este delito, ni ha sido 

objeto de impugnación. Y en ese sentido, la modificación correspondiente, perjudicaría 

la situación de la imputada, contraviniendo la garantía de prohibición de "reformatio in 

pejus", establecida en el Art. 413 Pr.Pn. En consecuencia, debe mantenerse la 

calificación dada por el a quo en la sentencia y la pena impuesta.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 718-CAS-2009 DE FECHA 07/11/2011) 
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AGRESIÓN SEXUAL EN MENOR E INCAPAZ  

INSUFICIENTE FUNDAMENTACIÓN PROBATORIA INTELECTIVA ANTE LA 

OMISIÓN DE VALORACIÓN DE PRUEBA PERICIAL Y TESTIFICIAL DE 

CARÁCTER DECISIVO 

 

ñIV) Del examen a los motivos invocados, se advierte en su contenido, el mismo hilo 

conductor, razón por la que se analizarán conjuntamente. 

Las impugnantes consideran como primer motivo, la falta de fundamentación probatoria 

de la sentencia en su aspecto intelectivo, vicio con el que se vulneran los Arts.11 y 12 

Cn.,130 y 357 No.2 Pr.Pn.. 

Expresando en el libelo de interposición, que la sentencia es incompleta en su 

motivación, en vista que el A-quo no efectuó la descripción de los medios de prueba, ni 

desarrolló la fase intelectiva; es decir, no realizó una valoración propiamente dicha de la 

prueba en su totalidad, incumpliendo los Principios de Verdad Real e Inmediación de la 

Prueba, ya que no se vale de las pruebas recibidas en el debate, al no enunciar las 

razones que tiene para creer o no, ni el peso y la incidencia que se les otorgó para la 

resolución del caso; en tal sentido, las inferencias devienen por estar ausente a una 

visión en conjunto, armónica y concatenada de todos los elementos probatorios. 

Al respecto, la ley exige que el juzgador consigne las causas que determinan la condena 

o la absolución, expresando sus propias argumentaciones de modo que sea controlable 

el iter lógico seguido para alcanzar la conclusión. Por lo tanto, la motivación, para ser 

completa, debe referirse al hecho y al derecho, valorando las pruebas de manera integral 

y suministrando las conclusiones a que arribe el tribunal sobre su examen, la subsunción 

del hecho comprobado en un precepto penal, y las consecuencias jurídicas que de su 

aplicación se derivan. 

Argumentan las representantes fiscales, que los jueces incurren en una fundamentación 

ilegitima, debido a que omitieron la valoración de elementos probatorios categóricos 

válidamente introducidos al debate, que estaban a su alcance, en virtud de los Principios 

de Verdad Real, Inmediatez, Oralidad y Contradicción, tales como el peritaje 
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psicológico practicado a la victima por [é], su respectiva ampliaci·n y la prueba 

testimonial de [é], abuela paterna y madre de la v²ctima, respectivamente. 

 

DEBER DE VALORACIÓN DE PRUEBA PERICIAL Y TESTIMONIAL PARA 

ESTABLECER LA PARTICIPACIÓN DELINCUENCIAL DEL IMPUTADO 

 

El segundo motivo de forma invocado, consiste en la falta de motivación de la 

sentencia, por inobservancia de las reglas de la sana critica, con respecto a medios o 

elementos probatorios de valor decisivo, obviados en la valoración; con tal vicio se 

transgrede lo preceptuado en los Arts.162 y 362 No.4 Pr.Pn.. 

Aducen las recurrentes en los fundamentos del motivo, que la sentencia impugnada 

quebranta en general las normas en mención, pero en especial la lógica, puntualmente 

en relación a la existencia del delito en cuanto al Reconocimiento de órganos genitales 

practicado a la v²ctima, por el m®dico forense [é], en el cual se determina que en el ano 

observó una pequeña fisura no sangrante en proceso de cicatrización con leve hiperemia 

ubicada a las siete horas según la carátula del reloj. 

Asimismo, en el peritaje psicológico se establece que se detectaron síntomas de 

depresión, tensión emocional, vergüenza, baja autoestima y confusión afectiva, típico en 

menores que han sufrido abusos sexuales y en su declaración en la vista pública, la 

psicóloga forense afirmó, que encontró en el dicho de la ofendida criterios de 

credibilidad. De lo anterior, coligen las fiscales que el análisis en su conjunto de estos 

elementos de prueba, conduce de una forma razonable a una conclusión lógica sobre la 

participación del imputado como autor directo del delito relacionado. 

Al hacer un análisis sistemático de las circunstancias referidas por el A-quo, advierten 

las recurrentes que los jueces no aplicaron la regla de la derivación, al inobservar el 

principio de Razón Suficiente. De acuerdo con la derivación, la motivación debe ser 

concordante, a cada conclusión afirmada o negada, corresponde convenientemente un 

elemento de convicción del que se pueda inferir aquella. Retomando la cita hecha, es 

razonable la conclusión alcanzada, en la que la menor relata de forma concordante, los 
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hechos de la agresión sexual de la que fue víctima por parte de su profesor, siendo 

sostenible su versión con lo manifestado por las testigos [...], relacionada a la vez con 

los síntomas detectados en el peritaje psicológico, su ampliación y los elementos de 

veracidad en la declaración de la víctima, confirmados por la perito psicóloga; 

concatenados con el peritaje y reconocimiento de órganos genitales, se comprueba la 

participación del imputado. 

Al respecto, los sentenciadores indicaron que no fue posible acreditar la autoría de 

{imputado}, dado que la representación fiscal no logró establecerla de forma fehaciente, 

porque no obstante lo expresado por la menor, los peritajes, así como lo expuesto por 

los peritos en la audiencia, son determinantes, porque los coloproctólogos afirmaron 

que, según el médico forense, la fisura anal típica es ocasionada por un proceso 

diarreico, estreñimiento, limpiarse con piedras, olotes o a veces con papel periódico; 

estas lesiones pueden sanar espontáneamente, considerando que no es producto de una 

violación. 

Haciendo ver los juzgadores, que se incorporó como medio de prueba documental, las 

experticias elaboradas por los m®dicos [é], quienes fueron nombrados peritos en 

coloproctología, con el objetivo de determinar las circunstancias físicas o médicas que 

pueden dar lugar a la fisura superficial no sangrante con leve hiperemia que presentó la 

víctima, descrito en el reconocimiento de genitales realizado por el forense [é]. 

En la audiencia de la vista p¼blica, el referido m®dico forense manifest· que [é] en la 

historia clínica solamente expuso lo que la niña dijo, él no estableció ningún hecho, 

según su experiencia presumió que había un delito. 

En el protocolo de peritaje practicado por [é], psic·loga forense del Instituto de 

Medicina Legal, concluyó que la menor relata de forma amplia, lógica, coherente y 

espontánea una situación de abuso sexual, narrando detalles de personas, lugares, 

sentimientos y percepciones, así como conocimientos de tipo sexual que no están 

acordes a un niño de su edad; detectó además, síntomas de depresión, tensión 

emocional, vergüenza, baja autoestima, confusión afectiva y cognitiva, todo lo que es 

típico en menores que han sufrido abuso sexual. 
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Consta en la respectiva ampliaci·n de fecha [é], que a solicitud de la fiscalia, la 

psicóloga forense aclaró los puntos siguientes: a) el conocimiento sexual de la menor, 

no acorde con su edad; b) establecer qué edad es conforme al conocimiento sexual de la 

víctima, y c) cuáles circunstancias pueden existir que sean afines para el conocimiento 

sexual que posee, determinando: 1) La menor por su edad debería jugar y tener 

conocimientos básicos de sus órganos genitales, de acuerdo a su corta edad, y 

curiosidad por cómo besan los niños o cómo nacen, pero no describir una relación 

sexual; 2) Que los conocimientos sexuales que expresa son acordes a una persona adulta 

con vida sexual activa; y 3) Que los conocimientos sexuales pudieron ser adquiridos 

probablemente de una experiencia sexual vivida. 

En la audiencia de vista pública, la referida psicóloga forense declaró que realizó 

evaluación a la menor, quien le relató que el maestro le tocaba la vulva y el ano, 

también con el pene, que la trataba bien y le decía que manifestara que eran otras 

personas; en su conclusión, determinó que existen criterios de credibilidad en su dicho, 

dado que se expresó de forma espontánea y coherente, narrando lo que el maestro le 

hacia; circunstancias de origen sexual que no son acordes a su edad; además, presentaba 

indicadores emocionales y conductuales como síntomas de depresión, vergüenza y baja 

autoestima. 

Considera la psicóloga forense, que el abuso sexual no es sólo la manipulación de 

órganos sexuales, porque hay amenazas y poder de convencimiento en el victimario, al 

utilizar no la fuerza, sino la coacción; la relación es diferente cuando hay una persona 

mayor, quien fija patrones de criterio progresivo, algunas palabras de afecto caricias y 

otros contactos hasta llegar a lo requerido. 

 

INSUFICIENTE FUNDAMENTACIÓN EN LA OMISIÓN DE VALORACIÓN DE 

PRUEBA CATEGÓRICA INTRODUCIDA VALIDAMENTE AL PROCESO 

GENERA VICIOS EN LA SENTENCIA 

 

VI) Al analizar los motivos expuestos por las recurrentes, en cuanto a la insuficiencia en 

la fundamentación de la participación del imputado; es preciso indicar, que a su juicio 
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se violentan las máximas de la lógica, al omitir el A-quo, la valoración de elementos 

probatorios de valor decisivo, sobre todo lo referente a la prueba pericial y testifical. 

Inclusive, señalan los sentenciadores que no fue posible establecer con certeza la autoría 

del imputado, siendo así que la decisión final se fundamenta en el principio de duda 

razonable. 

El Tribunal de Casación estima, que la motivación es una operación lógica fundada en 

la certeza y el juez debe observar los principios lógicos o leyes supremas del 

pensamiento, que gobiernan la elaboración de los juicios y dan base cierta para 

determinar cuáles son, necesariamente, verdaderos o falsos. Las leyes del pensamiento, 

están constituidas por las leyes fundamentales de coherencia y derivación, y por los 

principios lógicos de identidad, contradicción, tercero excluido y razón suficiente. Se 

entiende por coherencia de los pensamientos la concordancia o conveniencia entre sus 

elementos, y por derivación el que cada pensamiento provenga de otro con el que está 

relacionado, salvo que se trate de un principio; es decir, de un juicio que no es derivado, 

sino el punto de partida para otros. 

En ese orden de ideas, la validez de la prueba ofertada por la acusación debió ser objeto 

de estudio por el A-quo, mediante su correlación con los demás medios probatorios, 

producidos durante el debate, por lo que se advierte que la estructura de la 

fundamentación carece de sustento, pues se omitió valorar la prueba de forma integral, 

según lo indica el Inc.1° del Art.356 Pr.Pn., norma que exige que la apreciación de la 

prueba debe comprender toda la actividad probatoria, labor que está sujeta a los 

principios de la verdad real, inviolabilidad de la defensa y contradicción. 

Concurre además, la violación a las Reglas de la Derivación, consistente en que frente a 

un elemento de prueba que se dé por acreditado debe existir la razón suficiente para 

sostener que los hechos tengan correspondencia con la prueba aportada, cuando ésta ha 

sido contundente en demostrar que sucedieron tal como se han probado, lo que se 

materializa en la fundamentación intelectiva, que la absolución del imputado no 

obedece precisamente al material probatorio que desfiló durante la vista pública. 

Asimismo, al referirnos al Principio Lógico de Razón Suficiente, que establece "todo 

juicio, para ser verdadero, necesita de una razón suficiente, que justifique lo que en el 

juicio se afirma o niega con pretensión de verdad", por extraerse de la citada ley, 
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también se vulneró en el presente caso, pues el razonamiento no está constituido por 

inferencias razonables deducidas de las pruebas que desfilaron durante los debates es 

decir, que no existe una razón suficiente que justifique las consideraciones del A-quo. 

En tal sentido, los sentenciadores inobservaron las normas del correcto entendimiento 

humano que obligan a la coherencia y derivación de los juicios desarrollados en cada 

decisión jurisdiccional; en virtud de lo cual, la sentencia debe expresar la relación entre 

el hecho y el medio de prueba que conforma la convicción judicial, con el fin de 

comprobar la razonabilidad de la decisión. 

Por consiguiente, es atendible la pretensión de las impugnantes y en consecuencia 

proceda anular la resoluci·n vista en casaci·n.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 21-CAS-2010 DE FECHA 22/06/2011) 

 

 

ELEMENTOS NECESARIOS PARA LA ESTRUCTURACIÓN DE LA SENTENCIA 

PENAL 

La recurrente plantea la pretensión recursiva invocando que la fundamentación de la 

sentencia es insuficiente, al haberse inobservado las reglas de la sana crítica, Art.162 

Pr.Pn., en relación con los Arts.130, 356 Inc.1° y 362 No.4 Pr.Pn.. 

Siendo esencial precisar los elementos de la estructura de la fundamentación de la 

sentencia: 

Fundamentación Descriptiva: en la que se expresan resumidamente los elementos de 

juicio con los que se cuenta, siendo indispensable la descripción de cada elemento 

probatorio, mediante una referencia explícita a los aspectos más sobresalientes de su 

contenido, de manera que el lector pueda comprender de dónde se extrae la información 

que hace posible determinadas apreciaciones y conclusiones. 

Fundamentación Fáctica: se determina la plataforma fáctica (hechos probados); 

conformado con el establecimiento de los hechos que positivamente se tengan como 
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demostrados, de conformidad con los elementos probatorios que han sido legalmente 

introducidos al debate. 

Fundamentación Analítica o Intelectiva: es el momento en el que se analizan los 

elementos de juicio con que se cuenta, dejando constancia de los aspectos en que 

consistió la coherencia o incoherencia, la consistencia o inconsistencia, la veracidad o la 

falsedad del oponente, así como también deben quedar claramente expresados los 

criterios de valoración que se han utilizado para definir la prueba que se acoge o se 

rechaza. 

Fundamentación Jurídica: aquella en que se realiza la tarea de adecuar o no el 

presupuesto de hecho al presupuesto normativo. 

 

OBLIGACIÓN DEL ESTADO A TRAVÉS DE FUNCIONARIOS JUDICIALES  

PROTEGER SEXUALIDAD DE MENORES DE EDAD POR NO TENER 

CAPACIDAD SUFICIENTE PARA VALORAR UNA CONDUCTA SEXUAL 

 

Otro aspecto a que hacen mención los juzgadores, en el examen de la declaración de la 

víctima, es que al inicio ésta no quería responder al interrogatorio que le formuló la 

parte fiscal, al dudar y tardarse demasiado tiempo, como pretendiendo responder con 

palabras rebuscadas, no propias, demostrando preocupación en decir palabras 

inadecuadas, agregando que "...advierten que la testigo en cierta medida estaba 

influenciada por otra persona, quizá no en el afán de mentir, sino en que se expresara 

con palabras adecuadas, para no dar lugar a creerse que es una menor mal 

educada...". Respecto a tal aseveración, señala la fiscal, que para establecer la 

credibilidad de un testigo, es necesario cumplir con dos reglas: que la persona pueda 

expresarse inteligiblemente por sí o mediante intérprete y que comprenda su obligación 

de testificar verazmente; circunstancia que en ningún momento se ha desacreditado, ni 

existe prueba suficiente que compruebe que la menor ha sido influenciada. 

Respecto a la existencia del hecho, se incorporó en la audiencia de la vista pública  el 

reconocimiento médico legal de genitales practicado por el perito forense Doctor Santos 
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Adán Aguilar, en el que se determinó que la víctima presentaba en el área genital, en 

ángulo inferior del vestíbulo, en horquilla, cicatriz de aruñón de seis milímetros de 

longitud, himen íntegro; además, aclaró que cuando señala en el dictamen, que ha 

sufrido un aruñón en la región mencionada, se refiere a los genitales femeninos, 

específicamente al ángulo inferior, que es donde termina la vulva, al que se le denomina 

horquilla, indicando que la menor tenía la cicatriz en ese lugar, tratándose de un aruñón, 

por la forma curva que mostraba. 

También se incorporó el informe psicológico de la ofendida, realizado por la Licenciada 

Ana Lourdes Paniagua Centeno, Psicóloga del Instituto Salvadoreño para el Desarrollo 

de la Mujer de Sensuntepeque, en el cual la menor ha sido persistente en cuanto a la 

determinación respecto del acusado, a quien además, reconoció en el reconocimiento en 

rueda de personas. 

En relación a la prueba de referencia, el tribunal mayoritario desarrolla sus argumentos, 

sobre la base de sostener que no se descarta que las deposiciones de los testigos [é] y 

[é], abuelos de la víctima, puedan estar parcializados, lo que les resta credibilidad a los 

mismos, por lo que no les confirió valor probatorio. 

El bien jurídico tutelado en el delito de Agresión Sexual en Menor o Incapaz, es la 

indemnidad e intangibilidad sexual de los menores o incapaces, buscando proteger y 

garantizar el desarrollo normal del ámbito sexual de quienes no han logrado madurez 

suficiente, por ello el Estado protege la sexualidad de las personas, que por sí solas no 

pueden defenderlo al no tener la capacidad suficiente para valorar realmente una 

conducta sexual; protegiendo que su proceso de formación sexual y de socialización no 

se vean afectados. 

 

OMISIÓN EN LA  VALORACIÓN INDIVIDUAL DE CADA ELEMENTO DE 

JUICIO CONSTITUYE VICIOS EN LA SENTENCIA SANCIONADOS CON 

ANULACIÓN DEL FALLO 
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 En tal sentido, la representación fiscal es del criterio que se han violentado las reglas de 

la lógica, por cuanto el razonamiento del juzgador debe estar constituido por leyes 

fundamentales de la coherencia y derivación, aunado a los principios lógicos de 

identidad, contradicción, tercero excluido y razón suficiente. Este último se define así: 

"Todo juicio, para ser realmente verdadero, necesita de una razón suficiente que 

justifique lo que en el juicio se afirma o se niega en pretensión de verdad". 

En virtud de este principio, la validez de cualquier proposición ha de ser producto de 

suficientes fundamentos que le dan consistencia, a través de los cuales aquella se tiene 

por verdadera. El sentido que conlleva, es que todo juicio o enunciación requiere para 

ser verdadero, una base objetiva que dé consistencia por sí mismo al juicio; es decir, la 

razón suficiente es el presupuesto de la verdad, por ello es independiente de su 

estructura lógica. 

El Tribunal sentenciador es libre en la selección y valoración de las pruebas que han 

servido para fundamentar su convencimiento, lo que no debe ser entendido de manera 

extrema al grado de prescindir de una visión en conjunto de la legalidad y congruencia, 

de acuerdo a las reglas de la sana crítica. 

Aplicado a la motivación de la sentencia, todo razonamiento conducente a una decisión, 

tiene que ir precedido de las razones de hecho y de derecho que lo respaldan; de igual 

forma, estos fundamentos han de guardar entre sí la debida armonía; de tal manera, que 

los elementos de convicción que concurren a integrar el razonamiento, sean 

concordantes, verdaderos y suficientes, valorando la totalidad de las pruebas y 

suministrando las conclusiones a que arribe el A-quo, sobre su examen y las 

consecuencias jurídicas que de su aplicación se derivan. 

En ese orden de ideas, al analizar los argumentos contenidos en la sentencia impugnada, 

se advierte que en la fundamentación plasmada en la misma, se prescindió de aspectos 

relevantes relativos a la exigencia de la motivación intelectiva, ya que omitió efectuar la 

valoración cada elemento de juicio en su individualidad, y analizarlo en el conjunto de 

la masa probatoria de un modo integral, incurriendo en el vicio descrito en el Art.362 

No.4 Pr.Pn., por lo que debe ser sancionada con nulidad, como consecuencia de no 

razonar bajo el sistema impuesto por la ley procesal sobre los elementos decisivos 

introducidos conforme los par§metros de legalidad establecidos para tal efecto.ò 
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(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 722-CAS-2009 DE FECHA 06/07/2011) 

 

 

FALTA DE CERTEZA EN LA COMPROBACIÓN  DE LA PARTICIPACIÓN 

DELINCUENCIAL DEL IMPUTADO POSIBILITA DICTAR UNA SENTENCIA 

ABSOLUTORIA 

 

ñRespecto al análisis de la prueba y hechos probados, el A-quo señaló: "...que el menor 

sostiene con la perito forense y en su declaración en el tribunal, que en fecha que no 

recuerda "el míster" le tocaba el pecho, las piernas y a cambio le daba dinero; que 

cuando le tocaba el pecho le daba una cora y cuando le tocaba las piernas le daba un 

dólar; también sostiene que eso fue en el Colegio Castilla e indica que fue por los 

baños...". Agregando, que a preguntas de la representación fiscal, la víctima sostuvo que 

le había contado lo que le sucedió, a sus tías y a la enfermera [é], quien además de los 

aspectos en los que es contradictoria con los otros testigos, afirmó, que le extrañaba esa 

situación, porque después de darle la medicina, el niño se quedaba con ella durante los 

recreos. 

En atención al desfile probatorio vertido, los juzgadores establecieron que en el peritaje 

psicológico, consta que el ofendido en términos generales dio la misma versión 

relacionada en su declaración y posteriormente en la ampliación del peritaje, se obtuvo 

un resultado del ochenta por ciento de credibilidad, considerando la sicóloga que su 

relato era creíble. Sin embargo, también concluyó que el menor es susceptible a la 

sugestión, lo cual fue posible apreciar cuando al ser interrogado en forma sugestiva, 

contestó afirmativamente a las preguntas que le formuló la representación fiscal, en 

relación a que los eventos ocurrieron mientras estaban en clases, haciéndolo de igual 

manera a la parte defensora, al aseverar que sucedieron durante los recreos; cuando se le 

hizo notar la contradicción indicó no saber explicar porqué afirmó ambas situaciones. 

Es decir, que tanto defensa como fiscalía interrogaron al ofendido acerca del lugar en 

que acaecieron los hechos, no acreditándose con exactitud si fueron o no en el interior 
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de los baños de los niños, porque la víctima en determinado momento manifestó que 

había sido en el baño de las niñas y luego al preguntarle qué hacía en ese lugar, éste 

indicó que había sido afuera, pero no se ubicó el sitio exacto. 

Con la prueba aportada, señala el A-quo que probablemente el menor haya sufrido un 

abuso sexual. Respecto del autor, consideró en el marco de posibilidades a partir de la 

versión del menor, que se trata del profesor al que le dicen "míster" y con la declaración 

del testigo [é], se estableció que al único maestro al que los alumnos llamaban de esa 

manera, era precisamente al imputado. 

Tal circunstancia, a juicio de las recurrentes, se robustece con el anticipo de prueba 

consistente en el reconocimiento por fotografía, el cual fue positivo; sin embargo, el 

tribunal no valoró esta prueba documental. Los sentenciadores se pronunciaron respecto 

a que el menor al ser entrevistado por la representación fiscal, contestó de manera 

afirmativa, corroborando la versión inicial, pero ésta no coincide con el cuadro fáctico 

acusado; en el sentido, que fiscalía también ofreció probar que el imputado había tocado 

las partes genitales del menor y una vez, en el ano, que a la víctima le había dolido, que 

llegó a su casa, le contó a su mamá y le pidió que lo revisara para ver que tenía; que esto 

ocurrió en el Liceo. No obstante, esta descripción de hechos no la mencionó el menor, 

tampoco la madre, ni ninguna de las tías. 

Efectivamente, hace notar el tribunal de mérito, que llegó a la convicción, que si bien es 

cierto existen suficientes elementos para comprobar que hubo abuso sexual, no hay una 

certeza absoluta sobre la forma en que ocurrieron los hechos y por ende la participación 

del imputado; señalando que la representación fiscal es quien tiene que establecer con 

certeza estos parámetros. Por lo tanto, teniendo en cuenta el Principio In Dubio Pro Reo 

emitió un fallo absolutorio. 

 

AUSENCIA DE AGRAVIO AL REALIZARSE UNA DEBIDA 

FUNDAMENTACIÓN INTELECTIVA SOBRE LOS ELEMENTOS PROBATORIOS 

VERTIDOS EN EL JUICIO 
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[..] La fundamentación de las sentencias de los tribunales de juicio, es una condición 

indispensable para hacer operativas las garantías del debido proceso y así posibilitar su 

examen, no sólo por las partes sino por la sociedad misma. No es menos importante 

expresar también, que se asegura así el deber de imparcialidad de los jueces. Aplicado a 

la motivación de la sentencia, todo argumento conducente a una decisión, debe ir 

precedido de las razones de hecho y de derecho que lo respaldan; de igual forma, éstos 

han de guardar entre sí la debida armonía, de tal manera que los elementos de 

convicción que concurren a integrar el razonamiento, sean concordantes, verdaderos y 

suficientes. 

En tal sentido, del contexto de los fundamentos del proveído, no se indica la 

transgresión a las normas invocadas, dado que el planteamiento se reduce a relacionar 

aspectos apreciados para determinar la prueba de la participación delincuencial, 

específicamente la declaración del menor víctima. Al respecto, es preciso determinar, 

que el Tribunal de Casación no examina los hechos, ni da lugar a una nueva valoración 

de la prueba, ya que los elementos que de ella se desprenden son producto del examen 

que en su momento realizó el Tribunal de Instancia, en cumplimiento de los Principios 

de Inmediación y Concentración; solamente puede controlar si esas pruebas son válidas, 

si las conclusiones obtenidas responden a las reglas del correcto entendimiento humano 

y si la fundamentación del proveído es expresa, clara, completa y emitida con arreglo a 

las normas prescritas. 

La fundamentación de la sentencia ha de alcanzar la categoría de derecho fundamental 

incluido en el derecho a la tutela judicial efectiva, pues ésta solo se hace efectiva cuando 

frente a la arbitrariedad se impone una respuesta de fondo que resulte razonada; tal 

exigencia sólo puede entenderse verificada cuando pueda deducirse razonablemente que 

el juzgador ha valorado de manera íntegra los elementos probatorios con sustantividad 

propia, que requiere de una respuesta judicial específica y expresa. 

En el mismo orden de ideas, el Tribunal de Casación considera que los sentenciadores 

han señalado los motivos, tanto fácticos como jurídicos, en que basaron la sentencia 

absolutoria, cumpliendo así con la obligación de fundamentar sus resoluciones, de 

conformidad con lo dispuesto en el Art.130 Pr.Pn., en virtud de lo cual no es procedente 

acceder a la pretensión de la representación fiscal. 
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En conclusión, los argumentos planteados por las recurrentes no son de la entidad 

suficiente como para anular la sentencia que nos ocupa; en consecuencia, se mantiene 

inc·lume.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 17-CAS-2010 DE FECHA 13/07/2011) 

 

 

AGRUPACIONES ILÍCITAS  

EFECTO EXTENSIVO PARA IMPUTADOS DE LOS QUE NO SE RECURRE EN 

CASACIÓN 

ñEn principio, cumple se¶alar lo referente al efecto extensivo, contenido en el Art. 410 

del Código Procesal Penal, que como consecuencia de la equidad, permite explayar la 

resolución favorable a los imputados que no interpusieron en su oportunidad el medio 

impugnativo correspondiente. Esta disposición, que pretende colocar a la totalidad de 

los encausados en igual situación procesal -excepto cuando los motivos del reclamo se 

fundamentan en razones estrictamente personales-, sería aplicable concretamente al caso 

de autos, toda vez que la decisión de este Tribunal se fincara en la anulación de la 

sentencia que actualmente se impugna, ya que la condena impuesta por el delito de 

AGRUPACIONES ILICITAS, también recae sobre los imputados [é], quienes no han 

recurrido del pronunciamiento en estudio. Aunado a ello, la formulación del vicio que 

se denuncia, no se inspira en una concepci·n personal²sima respecto del imputado [é], 

sino en un supuesto error en el proceso mental lógico formulado por el sentenciador. 

 

CARÁCTER IMPERATIVO DE LA MOTIVACIÓN DE LA SENTENCIA PENAL 

 

Como recién se ha expuesto, respecto de las Agrupaciones Ilícitas se plantean motivos 

en los que se denuncia por una parte, el quebranto de formas procesales, a saber: la 

ilegítima fundamentación de la sentencia; y por otra, la errónea aplicación de la ley 



Volver al índice Ą 

sustantiva. Es así, que en atención al Principio de Prelación, esta Sala dará respuesta en 

primer término al vicio del procedimiento, pues de existir éste, afectaría la validez de la 

causa, tomándose innecesario entonces, el pronunciamiento sobre la restante 

inconformidad. 

Se ha indicado dentro del reclamo que "el juzgador se limitó a enunciar la prueba 

según la cual lo lleva a tener por establecida la existencia material del delito de 

AGRUPACIONES ILÍCITAS, pero en ningún momento realizó explicaciones o 

razonamientos coherentes que justifiquen de forma lógica a la conclusión a la que ha 

llegadoò 

Es oportuno, debido al carácter de la denuncia, formular unas breves consideraciones 

respecto del imperativo de motivación. Desarrollado por el Art. 130 del Código 

Procesal Penal, este requisito se erige no solamente como un supuesto de legalidad, ya 

que a su vez permite a las partes intervinientes conocer el razonamiento -derivado de la 

prueba- por el cual el sentenciador concluye atribuir o no la responsabilidad al imputado 

y así verificar que la decisión no es producto de un actuar arbitrario del juez, sino de la 

válida aplicación del derecho yutilizar los mecanismos de impugnación 

correspondientes y como garantía de justicia, exige la motivación adecuada de las 

resoluciones conforme a las reglas de la lógica, de la psicología y de la experiencia. 

Esta Sala tiene dicho que toda resolución para estar debidamente fundada, 

indiscutiblemente ha de consignar por escrito las razones que justifican el juicio lógico 

que ella contiene. Así pues, la motivación debe presentar las cualidades de claridad, 

completitud, logicidad y exactitud. Es decir, el a-quo invariablemente a partir del 

examen probatorio, consignará los motivos por los que considera que el asunto 

examinado es típico y la adecuada subsunción penal, desarrollando para ello las 

categorías jurídicas del delito, es decir, la tipicidad, antijuridicidad, culpabilidad y 

finalmente, arribar a la sanción punitiva a imponer. Este ejercicio, si bien es cierto no 

debe ser denso, es imperativo desarrolle en su totalidad todos los aspectos sometidos a 

juicio e igualmente desentrañe la solución jurídica del caso, desterrando cualquier 

asomo de duda o de ambigüedad en el resultado del estudio. 
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ELEMENTOS NECESARIOS PARA UNA CORRECTA MOTIVACIÓN JURÍDICA 

DE LA SENTENCIA 

 

Como recién se ha expuesto, el sentenciador es el responsable y soberano en la 

apreciación de las pruebas y en el establecimiento de los hechos; esta soberanía es 

jurisdiccional y no discrecional, razón por la cual debe someterse a las disposiciones 

legales relativas al caso para asegurar el estudio del pro y del contra de los puntos 

debatidos en el proceso, y para ello es indispensable cumplir con una correcta 

motivación en la que ha de señalarse: -La expresión de las razones de hecho y de 

derecho en que ha de fundarse, según el resultado que suministre el proceso y las 

normas legales pertinentes. -Que las razones de hecho estén subordinadas al 

cumplimiento de las previsiones establecidas en Ley Adjetiva Penal. -Que la motivación 

del fallo no debe ser una enumeración material e incongruente de pruebas ni una 

reunión heterogénea o incongruente de hechos, razones y leyes, sino .un todo armónico 

formado por los elementos diversos que se eslabonen entre sí, que converjan a un punto 

o conclusión para ofrecer base segura y clara a la decisión que descansa en ella; y -Que 

en el proceso de decantación, se transforme por medio de razonamientos y juicios, la 

diversidad de hechos, detalles o circunstancias a veces inverosímiles y contradictorias, 

en la unidad o conformidad de la verdad procesal. Cumplido así con lo anterior, 

entonces puede decirse, que se ha efectuado la motivación, correctamente conforme al 

artículo 130 del Código Procesal Penal. 

 

AUSENCIA DE AGRAVIO AL REALIZARSE UNA DEBIDA 

FUNDAMENTACIÓN SOBRE LA EXISTENCIA DEL DELITO Y LA 

PARTICIPACIÓN DELINCUENCIAL DEL IMPUTADO 

 

A la luz de la doctrina judicial expuesta, se advierte que la sentencia recurrida no 

presenta el vicio apuntado por la recurrente, ya que se ha encontrado suficientemente 

motivada, basta con remitirse al Romano XVI, titulado "FUNDAMENTOS DE 

DERECHO", para conocer aquellas razones por las cuales se considera que de manera 
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cierta se ha cometido la conducta típica prohibida, concluyendo mediante la totalidad de 

las pruebas presentadas y analizadas, con grado de certeza que los imputados son 

responsables del delito de AGRUPACIONES ILÍCITAS. En ese orden de ideas, la 

fundamentación condenatoria es expuesta de acuerdo al siguiente razonamiento: 

"Después de haber escuchado las deposiciones de testigos y alegatos de las partes 

concluyo: Que los acusados [é] el d²a trece de agosto del presente a¶o, [é] los 

imputados realizaron acciones típicas, comportamientos relevantes para el derecho 

penal, ya que éstos se encontraban agrupados en dicha habitación y algunos armados 

con arma de guerra y de fuego; el imputado[é], ten²a en su poder los noventa y nueve 

punto gramos de marihuana, el imputado[é], ten²a en su poder un arma de guerra tipo 

fusil AK cuarenta y siete; y a los imputados [é], al momento del registro ten²an en su 

poder armas de fuego calibre 380, cuando fueron sorprendidos por elementos 

policiales; en consecuencia las conductas de cada uno de los referidos imputados se 

adecuan a las proscripciones penales establecidas en los artículos 345, 346, 346-8 del 

Código Penal y 34 Inciso 2° de la Ley Reguladora de las Actividades Relativas a las 

Drogas, donde se expresan dichos comportamientos. Las acciones realizadas son 

relevantes para el derecho penal, pues en los presentes casos y delitos no se está ante 

ninguna de las causales que eliminan la acción como lo son fuerza física irresistible 

(bis absoluta), los imputados llegaron a la habitación del hotel libremente, agrupados, 

uno con arma de guerra y otros con armas de fuego, otro con la droga marihuana en 

una bolsa plástica transparente(...) la posesión y tenencia ilícita de drogas, la 

portación ilegal de arma de fuego y la portación o conducción de armas de guerra 

lesionando con ello el bien jurídico "Salud Pública" y "Paz Pública", tutelado en los 

tipos penales antes mencionados, los cuales son de naturaleza colectiva, siendo el 

titular de estos bienes jurídicos la población en general como sujeto pasivo (...) Parte 

subjetiva. Consideramos que la conducta exteriorizada por los acusados evidencia el 

conocer y querer cometer los delitos, los cuales son elementos que conforman el 

DOLO, en este caso dolo directo, ya que los indiciados conocían que al agruparse 

temporalmente en una habitación del hotel, unos con arma de fuego y arma de guerra y 

otro con poseer en su poder la hierba seca marihuana marihuana materializaban un 

delito, no obstante ello, voluntariamente infringieron la norma." Seguidamente, se ha 

desarrollado el elemento "Antijuridicidad" y los "Fundamentos sobre la culpabilidad", 

respecto de este delito. 
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En definitiva, el pronunciamiento dictado comprende la motivación descriptiva -cuya 

finalidad consiste en detallar de manera clara y completa la prueba testimonial, 

documental y pericial que ha sido ofrecida y admitida en autos- y de igual forma, la 

fundamentación intelectiva a través de la cual ha elaborado la concatenación entre las 

evidencias incorporadas y el razonamiento que permitió concluir de manera cierta e 

inequívoca la participación en el ilícito en comento, desarrollando sobre la base de las 

probanzas la concurrencia de cada uno de los elementos del tipo que conforman las 

Agrupaciones Ilícitas. 

La motivación es una operación lógica fundada en la certeza y el juez cumplirá con los 

principios lógicos supremos o "leyes supremas del pensamiento", que gobiernan la 

elaboración de los juicios y dan base cierta para determinar cuáles son, necesariamente,  

verdaderos o falsos. Estas leyes están constituidas por leyes fundamentales de 

coherencia y derivación, y por los principios lógicos de identidad, contradicción, tercero 

excluido y razón suficiente". (Cfr. De la Rúa, Fernando. "Casación Penal". Es decir, que 

la motivación debe cumplir también con el requisito de la derivación, esto es, que el 

razonamiento provenga de las evidencias que corren agregadas legítimamente a autos; 

sin embargo, este ejercicio para el caso en estudio no ha resultado cumplido por el 

sentenciador. 

En definitiva, la decisión no resulta objeto de anulación, de manera que no es 

procedente acceder a la petición de los recurrentes, en lo referente al ilícito de 

AGRUPACIONES ILĉCITAS.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 32-CAS-2008 DE FECHA 27/05/2011) 

 

 

 



Volver al índice Ą 

ANTICIPO DE PRUEBA  

EXCLUSIÓN DEL ACTA COMO MEDIO DE PRUEBA NO CAUSA NULIDAD DE 

LA SENTENCIA CUANDO SE RECIBE TESTIMONIO INMEDIATO DEL 

TESTIGO EN LA VISTA PÚBLICA 

 

ñPara una mejor comprensi·n del desarrollo de la presente sentencia, esta Sede abordará 

los motivos de la manera siguiente: 

En relaci·n al primer vicio aducido por [é] consistente en la INOBSERVANCIA DEL 

ART. 356 PR.PN., fincan su inconformidad en que: "El Tribunal a quo, en la fase 

procesal de incorporación de prueba al momento que se incorporaba la prueba 

documental, de manera oficiosa y sin que la parte acusadora (Fiscalía o Querella) lo 

pidiera, procedió a DECLARAR LA EXCLUSIÓN O NO INCORPORACIÓN del Acta 

que contenía la transcripción de la Declaración que como prueba anticipada había 

rendido ante el Juez Séptimo de Instrucción el testigo denominado "Clave Uno", 

simultáneamente la grabación que contenía el referido testimonio. Que el rechazo ex 

tempore de la referida prueba, lesiono (sic) gravemente el derecho fundamental de 

presunción de inocencia de mi defendido ya que al prescindirse oficiosamente, vedó el 

derecho de confrontación de la información dada como testimonio anticipado por parte 

del testigo Clave Uno, con la que rindió en el desarrollo de la Vista Pública, pues 

existían entre ambas declaraciones una diferencia sustancial sobre la imputación que 

pesaba sobre mi defendido y que por si dicho testimonio fue el que sirvió de base al 

Tribunal a quo para sustentar la condena en contra de este (sic)." 

Sobre este motivo en particular, la Sala se remite al ACTA DE VISTA PĐBLICA, [é] 

el Juzgador dijo: "EL PLENO EXCLUYO (SIC) el Acta de Anticipo de Prueba y Cinta 

Magnetofónica que contiene la misma, consistente en la declaración del TESTIGO 

CLAVE UNO, quien se encuentra bajo el régimen de protección a testigos y peritos de 

conformidad con la ley, inmediada por el se¶or Juez [é] ya que en juicio hab²a 

declarado el testigo calvo (sic) uno, y no habrá razón de ser para desfilar un medio de 

prueba que no había sido inmediado por este Tribunal. (...) Que se dice que la exclusión 

de la prueba advertida es extemporánea ya que causa un agravio a la defensa ya que 
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debió hacerse en un momento posterior; que en este estrado se dijo que en el auto de 

señalamiento a juicio se convoco (sic) a una etapa previa para solventar puntos como el 

de ahora, Que la naturaleza del anticipo es para preservar medios de prueba para el 

juicio que puedan perderse por cualquier medio; que el testigo comparece y declara y 

por el principio de inmediación hace perder el valor probatorio al anticipo, que la 

prueba la ofrece la parte acusadora, y no retorna esa oferta la defensa, que hay una doble 

admisibilidad de la misma prueba, se admite el anticipo y el testigo, vale en este caso 

mas la prueba que desfilo (sic) en juicio, por lo que se declara sin lugar el anticipo de 

prueba y no será objeto de valoración el anticipo en la deliberación. 

En esta línea de pensamiento, este Tribunal es del criterio que el recurrente dispuso del 

momento procesal oportuno para confrontar al testigo utilizando declaraciones 

anteriores, lo cual no hizo, por tanto si el Tribunal [...], prescindió del anticipo de 

prueba, ello fue porque contó con la presencia del testigo cuya deposición había sido 

recabada mediante la figura del ANTICIPO DE PRUEBA, por lo que el Juzgador 

consideró viable la exclusión del elemento de prueba, en vista de que contaba con la 

presencia física del testigo protegido, por lo que no se evidencia la existencia del 

pretendido vicio, y consecuentemente no procede la anulación de la sentencia por el 

motivo aludido.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 259-CAS-2007 DE FECHA 13/07/2011) 

 

 

 

PRESUPUESTOS LEGALES DE VALIDEZ PARA ACTOS DEFINITIVOS E 

IRREPRODUCIBLES 

 

ñDe acuerdo a la pretensi·n de quienes impugnan el caso concreto, esta Sala considera 

oportuno conjugar ambas causales y elaborar una sola respuesta al agravio planteado, 

pues tal como se ha dicho, el hilo argumentativo de éstas se dirige a efectuar una sola 

denuncia correspondiente a evidenciar el perjuicio que provocó a la parte interesada, la 
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equívoca exclusión del anticipo de prueba aportado por la testigo Lea Margarita Ramos 

Olivares. Sobre este particular, debe aclararse que integrar las referidas causales, en 

tanto que el agravio evidenciado es unívoco, no provoca una labor oficiosa por parte de 

esta Sede Casacional; por el contrario, precisamente con el objetivo de proporcionar una 

respuesta uniforme a partir de la argumentación de los reclamantes, se comprende -

como ya se expuso y sin afán repetitivo- que la queja consiste en conocer la exclusión 

infundada que se hiciera respecto del referido elemento probatorio, debiendo analizarse 

en concreto los siguientes puntos: a. Particularidades del anticipo de prueba; b. Facultad 

de abstención del testigo de declarar durante la vista pública; y, c. Consecuencias de 

dicha abstención. 

Inicialmente, conviene recordar que el anticipo de prueba, es un caso excepcional, en el 

cual no es posible esperar hasta el debate para producir la prueba, bien porque la 

naturaleza misma del acto lo impida o en atención a que exista un obstáculo difícil de 

superar para que la prueba se reproduzca en el debate, es decir, se verifique la 

irreproducibilidad de la declaración durante el juicio. Por ello, el Código Procesal Penal 

en su artículo 270, crea un mecanismo para que estos actos definitivos e irreproducibles, 

puedan ser valorados en el debate a través de su incorporación por lectura, buscando 

representar una situación semejante a la que ocurriría en la audiencia, es decir, la 

práctica de la prueba en presencia de todas las partes, para asegurar la inmediación, 

oralidad y contradicción. Ello supone que, necesariamente tal deposición debe ser 

rendida ante la presencia judicial y con respeto a los principios de contradicción y de 

oralidad, tanto en el momento en que fue prestado como en el de su lectura. Exige la 

notificación de las partes intervinientes en el proceso, a efecto que éstas puedan 

comparecer y así ejercer el control sobre la prueba que se pretende practicar. Con estas 

condiciones, se guarda también la comunidad de prueba y el ejercicio al derecho de 

defensa del que dispone el imputado. Como requisito adicional se contempla también, la 

lectura efectiva de la declaración anticipada durante el juicio oral, previa petición de 

parte. 

En definitiva, el anticipo de prueba, surge como una excepción dentro de la etapa 

plenaria, a los principios de oralidad e inmediación acuñados en el proceso, en tanto que 

el tribunal que autoriza y presencia tal diligencia, no es el mismo del juicio. Por último, 

si fuere posible, la prueba realizada en forma anticipada deberá practicarse en el debate, 
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en tanto que se prefiere la declaración en persona a la introducción por lectura del acta 

de la prueba. 

 

IMPOSIBLE NEGARLE VALOR PROBATORIO AL TESTIMONIO, SI EL 

TESTIGO SE ABSTIENE  DE DECLARAR EN LA VISTA PÚBLICA 

 

En el caso que aquí se somete a conocimiento, la declaración que se realizó con el 

carácter de prueba anticipada, cumplió con los requisitos desarrollados previamente. Es 

decir, se justificó la irreproducibilidad de la misma durante la etapa plenaria, además 

fue rendida ante el Juzgado [é.], y con conocimiento tanto de la representaci·n fiscal, 

así como de los profesionales que ejercieron la defensa técnica del imputado. De tal 

suerte, las partes procesales dispusieron de la facultad de someter a examen los 

argumentos vertidos por el testigo, a través de la oralidad. Luego, ésta fue admitida e 

incorporada en el auto de apertura a juicio, tal como lo dispone el artículo 351 del 

Código Procesal Penal. Entonces, resultan cumplidos todos los presupuestos legales que 

permiten otorgar validez a esa probanza, desterrando así, cualquier asomo de 

infracciones a garantías legales o constitucionales que provoquen una nulidad 

insubsanable. Esta prueba para el caso de autos, simplemente adelantó la intervención 

del testigo en el debate oral y público-se repite- y tiene en el juicio el mismo valor como 

si hubiera sido practicada ante el tribunal del debate, dado que fue sido sometida a 

inmediación, oralidad, contradicción por parte del instructor. 

No obstante todo lo anterior, la temprana declaración de la deponente, que por razones 

de urgencia y necesidad de asegurar sus resultados, se tomó con anterioridad a la 

celebración del juicio, no fue objeto de valoración en éste. Los argumentos que fueron 

empleados por el juzgador para omitir la valoración del anticipo de prueba, se reducen a 

que dicha prueba excepcional no fue debidamente motivada y además, la víctima se 

abstuvo de declarar en la vista p¼blica. [é] 

Tales razones para desechar el elemento de prueba no son valederas, en primer término, 

como se ha expuesto previamente, se reunieron todos los criterios formales por los 

cuales era viable tomar la declaraci·n anticipada de [é], pues el "obst§culo dif²cil de 
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superar", encontró su fundamento en que la testigo tenía razones valederas para temer 

por su vida, pues el imputado al momento del hecho era miembro activo de una banda 

delincuencial. Recuérdese ante este punto, que la irreproducibilidad como presupuesto, 

puede ser connatural al acto de prueba o también presumible, es decir, previsible, en 

función de las circunstancias del caso, supuesto que se observó en el presente proceso. 

Por otra parte, si bien es cierto, la testigo presencial no vertió su declaración en juicio, la 

deposición anticipada, efectivamente formó parte de la evidencia documental propuesta 

por el dictamen acusatorio fiscal que sería sometida a ponderación del sentenciador. Al 

respecto debe decirse que a pesar de concederse preferencia a la declaración oral, 

también es permisible valerse del anticipo, pues precisamente éste ha sido practicado en 

atención a que por diversas razones no pudo producirse el testimonio. 

 

PARIENTE QUE DECLARA PREVIAMENTE PUEDE ABSTENERSE DE 

DECLARAR EN EL JUICIO, SIN PERJUICIO DE LA FACULTAD DEL 

TRIBUNAL DE INCORPORAR LA DECLARACIÓN POR SU LECTURA 

 

A la particularidad que la testigo durante la vista pública se abstuviera de declarar, en 

libre decisión, es importante señalar que la legislación faculta dicha dispensa, de 

acuerdo a lo previsto por el Art. 186 del Código Procesal Penal, ya que ésta puede ser 

ejercida aún cuando antes el pariente haya declarado, pues la posibilidad de su posterior 

ejercicio no se encuentra limitada con alguna preclusión. Ahora bien, no haber hecho 

uso de esa dispensa en la declaración anticipada no impide su ejercicio posterior, tal 

como ocurrió en el caso de mérito. Aún ante la circunstancia de abstención, debe 

destacarse que tal como consta en el acta contentiva de dicha deposición, se le tomó 

juramento de decir verdad y se hizo operativa la prohibición de declarar contra su 

hermano, cuando la testigo se refirió sobre la autoría en los hechos delictivos 

investigados, a la cual renunci· expresa y libremente [é]. Para el caso concreto, a¼n 

advertida de su derecho de abstención, espontáneamente declaró sobre los hechos. 

En ese sentido, aduce el Tribunal que al disponerla deponente de la facultad de 

abstenerse lo cual hizo durante la vista pública, tratar de introducir algún indicio o 
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elemento probatorio por otro mecanismo, sería burlar el derecho de abstención. Tal 

criterio es errado, pues, podrá abstenerse de declarar en el juicio el pariente que 

previamente depuso, sin perjuicio de la facultad del tribunal de incorporar la declaración 

por su lectura, pues como el caso concreto se trata de aquellos supuestos en que llegada 

la vista pública, no fue posible tomar la declaración a la testigo, en ese sentido, puede 

sustituirse el medio normal de producción probatoria por la lectura de las 

correspondientes actas judiciales, tal como lo ordena el Art. 330 del Código procesal 

Penal, el cual establece que sólo pueden ser incorporados al juicio por su lectura, los 

testimonios que se hayan recibido conforme a las reglas de los actos definitivos o 

irreproducibles. 

 

PRIVACIÓN EJERCITADA DE DECLARAR EN EL JUICIO ORAL NO ELIMINA 

VALIDEZ DE LA DECLARACIÓN ANTICIPADA  

 

No es dado interpretar que como consecuencia de dicha abstención, en ejercicio del 

derecho legalmente constituido por el Art. 186 del Código Procesal Penal, se cierre de 

modo absoluto toda otra posibilidad de comprobación de un delito penalmente 

reprochable, y con ello se conciba como inidóneo el anticipo de la prueba testimonial 

que, como en este caso concreto, se trató de la declaración, legalmente receptada, de la 

hermana del imputado. La privación ejercitada en el juicio oral no elimina ni la realidad 

de la declaración anticipada, ni mucho menos su validez. Al respecto cabe apuntar, que 

la declaración documentada según los parámetros del Art. 270 del Código Procesal 

Penal, efectivamente ha cumplido con los requisitos formales que previamente fueran 

enumerados. De tal suerte, tiene carácter de actividad probatoria, idónea para desvirtuar 

la presunción de inocencia. 

 

A pesar del conjunto de consideraciones efectuadas, los anteriores supuestos de 

legalidad no formaron parte del análisis de la sentencia, sino que, éste se redujo a 

negarle todo valor probatorio en aras de "preservar la unión familiar", y recuérdese ante 

este preciso punto, que no son las relaciones familiares el bien jurídico que es objeto de 
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tutela, sino, la lesi·n de la vida [é] frente a la cual se consum· el hecho punible. En 

estas hipótesis, el interés por el descubrimiento de la verdad es superior al de la 

cohesión familiar, ya inicialmente resquebrajada por obra del imputado, en tanto que el 

ilícito afectó el parentesco que lo une a la testigo. 

 

PROCEDE CASAR LA SENTENCIA POR INSUFICIENTE FUNDAMENTACIÓN 

INTELECTIVA ANTE OMISIÓN DE VALORACIÓN DE DECLARACIÓN 

DECISIVA TOMADA COMO PRUEBA ANTICIPADA 

 

Finalmente, al acudir esta Sala al método de la inclusión mental hipotética respecto al 

extremo cuya valoración se extraña en el recurso, es posible valorar a priori, si el medio 

de prueba es esencial o no para la decisión del asunto y así determinar si es factible 

arribar a la misma conclusión tomada por el juzgador. Realizado el ejercicio, se advierte 

la importancia del aporte de dicha declaración, que eventualmente podría modificar el 

fallo, pues se ha restado valor probatorio a una evidencia útil, pertinente, conducente y 

además, respetuosa de los principios de inmediación, oralidad, contradicción, y 

publicidad. 

Según todo lo anterior, se evidencia que la conclusión de absolución a favor del 

imputado, se construyó sobre razonamientos no derivados del resultado que arrojó la 

actividad probatoria; por tanto, es procedente acceder a la petición del recurrente, ya 

que una vez examinada la motivación intelectiva de la decisión judicial que hoy se 

cuestiona, efectivamente subsiste el error que ha sido denunciado. De tal forma, se 

dispone el reenvío de la causa para su debida tramitación, a fin que se produzca por otro 

Tribunal una nueva fundamentación intelectiva, con arreglo a las reglas del correcto 

entendimiento humano. [é]ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCI AS DEFINITIVAS, 150-CAS-2007 DE FECHA 29/07/2011) 
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ANTICIPOS DE PRUEBA: GARANTÍA DEL DERECHO DE DEFENSA  

AUSENCIA DEL IMPUTADO EN REALIZACIÓN DE LAS DILIGENCIAS NO 

VULNERA DERECHO DE DEFENSA CUANDO ES REPRESENTADO 

MEDIANTE  UN DEFENSOR PÚBLICO 

 

 ñLa relaci·n de actuaciones indicadas permite visualizar las circunstancias siguientes: 

i) Que el imputado [...] inicialmente nombró al Licenciado [...] como Defensor 

Particular de su elección; sin embargo, con posterioridad ése profesional renunció a 

dicho cargo. 

ii) A partir de tal renuncia, desde el [é] fueron acreditados varios Defensores P¼blicos 

para formalizar distintas diligencias en este proceso, incluso uno de esos abogados con 

aval del propio sindicado [...]. Siendo hasta en sede de sentencia cuando el enjuiciado 

designó al Licenciado [...], como su Defensor Particular. 

iii) Que las actuaciones judiciales cuestionadas han sido precedidas por solicitud del 

ente encargado de la investigación, es decir, la Fiscalía General de la República, 

habiéndose ordenado judicialmente su práctica, pero por diversas razones fueron 

suspendidas y reprogramadas, como en efecto se corroboró en los folios pertinentes de 

este proceso. 

iv) Que ante la necesidad de practicar las referidas peticiones y debido a que el 

procesado no designó algún otro defensor particular, fue atinado que se requiriera la 

asistencia de un abogado de la Procuraduría General de la República a efecto de 

garantizar su defensa en los distintos actos judiciales que -en modalidad de anticipos 

probatorios- se llevaron a cabo, y que ahora se reclama por haberse declarado su 

nulidad. 

Y es que, teniendo claridad sobre las actuaciones judiciales, no cabe duda de lo 

incorrecto que fue la declaratoria de nulidad, en razón que la autoridad judicial que 

autoriz· ambas diligencias el d²a [é], ha fundamentado adecuadamente los motivos que 

habían impedido su normal desarrollo en las fechas programadas con antelación a su 
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práctica. Habiendo indicado que: "no ha sido posible realizar, ya que la testigo no 

había comparecido; por esa razón y con la finalidad de no seguir frustrando dicha 

diligencia y para garantizar el debido proceso, se procede a realizar la entrevista 

previa". Es más, tal acto tuvo lugar en momentos previos a recibir la declaración 

anticipada del testigo clave [é], cuyo recibimiento hab²a sido programado notificado 

desde el d²a  [é]. Actuaciones procesales en que fue facilitada la intervenci·n activa 

del Defensor Público acreditado para ello. 

Cabe agregar, respecto de este tipo de diligencias, que esta Sala se ha pronunciado en el 

sentido que: "el Anticipo de Prueba fue introducido a nuestro sistema penal como una 

modalidad a través de la cual se intenta asegurar elementos probatorios que por su 

naturaleza o bien por algunas circunstancias especiales, no pueden repetirse, 

realizarse o ser recibidos durante la fase de los debates; por ello, es que su práctica no 

es antojadiza, sino que obedece a una necesidad real, que desde luego corresponde al 

juez que así lo ordene tener en consideración; además, el juzgador tiene el deber de 

verificar las condiciones y requisitos que señala el Art. 270 Pr. Pn., haciendo énfasis 

especial, en la participación de las partes acreditadas en el proceso, para que éstos 

tengan la posibilidad de presenciar, analizar, cuestionar o impugnar todo aquello que 

estimen pertinente a efecto de resguardar el derecho de defensa (a excepción de 

aquellos casos de suma urgencia). De ahí que la validez de la prueba anticipada, reside 

esencialmente en que el juez que lo autorice proporcione al momento de ejecutarlo la 

garantía de accionar los principios de inmediación, contradicción, oralidad y 

publicidad, cuyo ejercicio forma parte del juicio que regula nuestra legislación penal, 

teniendo presente que el verdadero valor probatorio que se ha de otorgar a los 

elementos probatorios obtenidos a través de este mecanismo procesal, exclusivamente 

le pertenecen al Tribunal o Juez sentenciador, evidentemente después del debate y 

luego de haberla introducido y producido en la Vista Pública de conformidad con las 

reglas del Art. 330 Pr. Pn." (Ref. 76-CAS-2007, de las nueve horas con quince minutos 

del día veintinueve de mayo del año dos mil ocho). Evidentemente, en el caso de 

estudio asisten suficientes razones para considerar aplicable dicho criterio, desde luego 

que la petición de la parte Fiscal fue evaluada y acordada por la Juez de Instrucción 

correspondiente; de ahí, que su programación y desarrollo han sido los adecuados. 
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De igual forma, respecto de que el imputado no estuvo presente en los anticipos de 

prueba para ejercer su derecho de interrogar, como lo concluyen los juzgadores; este 

Tribunal piensa que con la actuación desplegada por la Juez de Instrucción que autorizó 

los referidos actos, se ha dado cumplimiento al inciso 3°. del Art. 270 Pr. Pn., que 

prescribe: "El imputado detenido será representado, a todos los efectos, por su 

defensor, salvo que pida intervenir personalmente"; de una parte, porque como se dijo 

párrafos arriba, en cada una de las diligencias cuestionadas, fue representado por un 

Defensor Público, quien tuvo intervención directa en los mismos, tal como se anotó en 

las actas respectivas; por otra, porque no consta alguna petición formal que indique que 

el procesado había pedido intervenir en aquellos, y que indebidamente se haya 

denegado tal petición. En razón de lo anterior, está claro que el derecho de defensa del 

endilgado no sufrió vulneración alguna, pues si bien el acusado no asistió a la 

celebración de los actos procesales en cuestión, éste fue representado -en tales 

diligencias- por un Defensor Público acreditado, ello ante la falta de expresión concreta 

del imputado en designar Defensor Particular de su preferencia. 

 

INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN A GARANTÍAS DEL PROCESADO 

CUANDO SE JUSTIFICA LA PRÁCTICA DE RECONOCIMIENTO DE 

FOTOGRAFÍA 

 

[é] En cuanto a la nulidad decretada por el A-quo, que alcanzó al Reconocimiento Por 

Fotografías, este Tribunal sostiene que tampoco hubo afectación al momento de 

producirse. La razón de lo dicho es que, como se relacionó párrafos arriba, al recibirse 

la acusaci·n fiscal en sede de Instrucci·n, se programaron las [é] del d²a [é], para 

ejecutar el Reconocimiento en Rueda de Personas; y, de no poder realizar de manera 

excepcional se autoriz· para las [é] horas de la misma fecha, la producción de un 

Reconocimiento por Fotografías. Siendo así que a las once horas y cuarenta y cinco 

minutos del día uno de octubre del año dos mil nueve, con base en los Arts. 215 y 270 

Pr. Pn., se desarrolló como Anticipo Probatorio el Reconocimiento por Fotografías, 

dando positivo contra el imputado [...]. Así pues, en dicha acta puede verse que la 

Licenciada [é], Juez Segundo de Instrucci·n de Zacatecoluca, con la asistencia de la 
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Agente Fiscal Licenciada [é] y del Defensor P¼blico, Licenciado [...], llevó a cabo el 

referido anticipo probatorio, en cuya práctica las partes relacionadas tuvieron las 

facultades de intervención permitidas por la ley, de conformidad con las formalidades 

que al efecto establece el Art. 270 Pr. Pn.. 

Esta Sala, respecto de ese acto, ha indicado: "el Código Procesal Penal no sólo prevé el 

reconocimiento en rueda de personas sino también el fotográfico (Articulo 215 Pr. Pn.). 

Este acto procesal de carácter jurisdiccional -aunque puede ser ejecutado como un 

mero acto de investigación inicial, cuando se trata de individualizar al probable autor 

de un hecho delictivo-, tendrá lugar cuando sea necesario identificar o reconocer a una 

persona que no esté presente y no pueda ser habida y de ella se tengan fotografías, las 

que serán exhibidas al que efectúa el reconocimiento junto a otras semejantes de 

diferentes personas (...) entre las principales características para la producción de este 

acto procesal, están: Que el individuo a identificar no pueda ser sometido 

personalmente al reconocimiento, sea porque es prófugo, se ignore su paradero y 

domicilio, o porque de haber sido localizado sus condiciones le impidan acudir al lugar 

acordado; en cada uno de estos casos, la validez y la fuerza conviccional que arroje el 

reconocimiento, dependerá de la efectiva observancia del procedimiento que prescriben 

los Arts. 211 al 217 del Código Procesal Penal. Obviamente, habiéndose respetado los 

pasos que para su incorporación al juicio prescribe el Art. 330 Pr. Pn", (164-CAS-

2008 de las quince horas con diez minutos del día veintitrés de julio del año dos mil 

diez). 

En el presente asunto se ha podido contrastar que, desde el momento en que la parte 

acusadora solicitó las diligencias relacionadas, se dieron diversas circunstancias que 

impidieron la inmediata realización de los mismos, entre ellos aparece la negativa del 

imputado de someterse a un Reconocimiento de Personas, alegando la falta en el 

proceso de un defensor de su confianza. Como bien puede notarse, ya habían 

transcurrido casi cuatro meses desde que renunció su Defensor Particular [...]; pero, 

atendiendo su petición, fue suspendido dicho reconocimiento, pese a que se contaba con 

[...] Defensora Pública acreditada. No obstante, el procesado tampoco designó un nuevo 

Defensor Particular sino, por el contrario, aceptó la asistencia de otro Defensor Público, 

el Licenciado [...], quien continuó actuando conjuntamente con el Licenciado [...], 

Defensor Público que participó en el Reconocimiento por Fotografía. 
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A criterio de esta Sala, si bien los aspectos mencionados no son condicionantes para la 

realización del acto procesal que posteriormente se ejecutó, visto como un esfuerzo por 

descubrir la verdad, fue acertada la decisión de autorizar en forma subsidiaria el 

reconocimiento fotográfico: básicamente, porque ya habían ocurrido una serie de 

aplazamientos; además, fueron verificadas circunstancias objetivas creadas por el 

imputado con el fin de dificultar el normal desarrollo del reconocimiento personal. De 

ahí que el acto desplegado fue oportuno, pues si bien se trató de un imputado presente, 

su actitud tendenciosa de postergar aún más el tiempo de un acto judicial previamente 

programado, denota su desprecio hacia las garantías que le confiere la ley, en el sentido 

que durante dicho acto pudo efectuar las observaciones e impugnaciones que estimara 

convenientes, eligiendo en su defecto, acciones maliciosas orientadas a continuar 

dilatando un procedimiento judicial ya autorizado. 

 

EXCLUIR RECONOCIMIENTO POR FOTOGRAFÍA DEL CONJUNTO 

PROBATORIO GENERA ANULACIÓN DE LA SENTENCIA 

 

Por consiguiente, este Tribunal de Casación estima que no debió excluirse del conjunto 

probatorio el Reconocimiento por Fotografías realizado, en razón que este se ejecutó 

con las garantías mínimas necesarias que la legislación procesal penal ha previsto para 

ello. De tal suerte que la decisión adoptada por el A-quo es contraria a Derecho y a las 

reglas del correcto entendimiento humano pues, de conformidad con las consideraciones 

expuestas, los derechos establecidos a favor del imputado en el Art. 110 del Código 

Procesal Penal, no han sufrido vulneración alguna, ya que en las diligencias producidas 

durante la instrucción no existió actuación lesiva, en razón que siempre contó con la 

representación de un profesional técnico en derecho, como es la Defensoría Pública; en 

consecuencia, la voluntad del legislador que implica que todo procesado cuente con una 

defensa técnica para hacer frente a la imputación formulada, se ha cumplido en este 

caso. 

Por todo lo indicado, es procedente anular la resolución recurrida y la vista pública que 

le dio origen, en razón de existir un vicio de tal magnitud que afecta su validez y 
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legalidad jurídica; de modo tal que el nuevo juicio debe ser celebrado por un Tribunal 

distinto al que pronunció la sentencia de mérito, quien se encargará de recibir y valorar 

nuevamente todas las probanzas que en su oportunidad fueron legalmente ofrecidas y 

admitidas.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 166-CAS-2010 DE FECHA 20/05/2011) 

 

 

APLICACIÓN DE LA GARANTÍA DE JUEZ NAT URAL EN LA CREACIÓN 

DE TRIBUNALES ESPECIALIZADOS  

COMPETENCIA SURTE EFECTOS A PARTIR DE INICIADA LA ACCIÓN PENAL 

Y NO EN RAZÓN DE LA FECHA EN QUE SE REALIZÓ EL ILÍCITO PENAL 

"En lo referente al segundo motivo de casaci·n, aducido por el imputado [é] y referido 

a la existencia de una nulidad no subsanable por ser incompetente el Tribunal que tuvo 

conocimiento del proceso, esta Sala hace las siguientes consideraciones: 

La garantía del debido proceso asegura al ciudadano la observancia de ciertos preceptos 

constitucionales procesales, entre otros, el juzgamiento por juez natural; requisitos que 

tienen por finalidad el respeto de los derechos fundamentales básicos que no pueden ser 

limitados sin justificadas razones. 

En ese sentido, la garantía del juez natural tiene por objeto asegurar la aplicación de 

justicia de manera imparcial, a cuyo efecto prohíbe sustraer arbitrariamente una causa a 

la jurisdicción del juez que continúa teniéndola para casos semejantes, con el fin de 

atribuir su conocimiento a uno que no lo tenía. Así pues, dicha garantía implica la 

existencia de un órgano judicial preestablecido en forma permanente por la ley, juez 

natural es el juez legal o sea, el órgano creado por la ley conforme a la competencia que 

para ello la Constitución asigna; es decir, el tribunal judicial cuya creación, jurisdicción 

y competencia proviene de una ley anterior al hecho originalmente de aquel proceso, de 

tal suerte que la expresión juez natural es una garantía de los habitantes. 
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En el presente caso, al haberse iniciado la acción penal y ser el Tribunal Especializado 

competente para conocer; y al haber establecido el A Quo una remisión a la modalidad 

de delito continuado, la que determinó en base a los testigos de cargo, y porque los 

mismos sujetos fueron los que exigieron y recibieron las sumas de dinero con rotación 

de sus miembros, para materializar la exigencia hecha a la víctima, debe advertirse que 

en el presente caso la normativa procesal surtió su aplicación desde el inicio de la 

acción penal, respecto de los preceptos vigentes al momento de iniciarse el proceso y, 

no en razón de la fecha en que se realizó el ilícito, de acuerdo a los parámetros 

temporales expuestos, los cuales oscilan entre los meses de Diciembre del año dos mil 

cinco hasta Junio del dos mil siete, habiéndose iniciado la acción penal cuando ya había 

entrado en vigencia la ley especial. [é]" 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 504-CAS-2008 DE FECHA 19/01/2011) 

 

 

APLICACIÓN DE LEY PENAL SUSTANTIVA  

DEBER LEGAL DEL RECURRENTE DETERMINAR EL CUADRO FÁCTICO 

PARA DEMOSTRAR EL ERROR DE SUBSUNCIÓN DE LA NORMA PENAL 

SUSTANTIVA 

ñLa fundamentaci·n del impugnante, est§ encaminada en demostrar la err·nea 

aplicación en que incurrió el juzgador al imponer la pena de seis años de prisión, por el 

delito de Agrupaciones Ilícitas, tipificado y sancionado en el Art. 345 Pn., cuando dicha 

penalidad se encontraba ya derogada al haber entrado en vigencia una reforma del 

articulo en cita, en el año dos mil cuatro, que modificaba de manera sustancial la pena 

formulando un mínimo de tres años y un máximo de cinco años de prisión, lo cual a 

criterio del recurrente ha generado una violación al principio de irretroactividad de la 

ley penal, imponiéndose una consecuencia jurídica más gravosa; inobservando el 

sentenciador, que de acuerdo a los hechos acreditados, la agrupación ilícita operó desde 

mil novecientos noventa y siete hasta el año dos mil seis, punto decisivo para que el A 

Quo aplicara de forma ultraactiva la disposición más favorable al reo, siendo esta la 

promulgada en el D.L. No. 130. de fecha diez de enero del año mil novecientos noventa 
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y siete, que aplicaba la pena de uno a tres años de prisión. Siendo sobre tales aspectos, 

que esta Sala desarrollará su atención, estimando preciso esbozar algunos fundamentos 

de carácter doctrinario que permitirán dar una mayor claridad a la solución del problema 

planteado. 

De acuerdo a posturas mayoritarias en la doctrina, los vicios in iudicando "comprenden 

tanto los errores de derecho (in iure) como los de hecho (in facto) y significa que la 

resolución recurrida ha podido aplicar equivocadamente o inaplicar, una o varias 

normas de orden sustantivo penal, al errar en la apreciación de la situación táctica o en 

la calificación jurídica". (Sic). (Véase DE URBANO CASTRILLO, E., La Nueva 

Casación Penal, P. 31, Editorial DYKINSON, España, 2002). En consecuencia, se 

estima que una condición esencial para poder determinar la existencia de un error in 

indicando, es determinar la naturaleza de la norma jurídica violada. Así, tal como lo ha 

dispuesto De la Rúa-posición que comparte este Tribunal- será un error de fondo: "si la 

norma tiene como finalidad el resguardo de derechos subjetivos o señalar el ámbito de 

aplicación de la ley penal sustantiva...". (Sic). (Véase DE LA RÚA, F., La Casación 

Penal, P. 100, Editorial DePalma, Buenos Aires, Argentina, 2000). 

Asimismo, los Suscritos Magistrados en fallos antecedentes han determinado que la 

función de los errores de fondo en el ordenamiento procesal radica en "comprobar la 

correcta aplicación de la norma material a una especie fáctica acreditada en la 

resolución recurrida" (Sic.). (Véase entre otras, SALA DE LO PENAL DE LA CSJ, 

resolución pronunciada en la casación ref. 371-CAS-2007 el 17/11/2008); lo anterior, 

quiere decir que el litigante que pretenda alegar un yerro de esta clase, incumbe respetar 

un principio fundamental, cual es, la intangibilidad de los hechos; en otras palabras, el 

impugnante debe partir de ese marco fáctico para demostrar el error de subsunción en 

que incurrió el juzgador, sin ninguna posibilidad de modificarlo o cuestionarlo; salvo, 

en aquellos supuestos en que no se valoró alguna prueba que haya incidido en la 

plataforma fáctica y que genere un problema de tipicidad o de autoría; en estos casos, el 

suplicante puede plantearlo, siendo el recurso admisible. 

 

PROHIBICIÓN CONSTITUCIONAL Y LEGAL DE APLICAR SANCIONES 

RETROACTIVAMENTE 
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Los motivos de casación, de acuerdo a lo dispuesto en el Art. 421 Pr.Pn., se configuran 

a través de una inobservancia o una errónea aplicación de una disposición legal. En el 

caso de los de fondo, el primer supuesto consiste en la no utilización de la norma 

jurídica al caso que correspondía; de manera contraria, en el segundo, se trata del 

empleo equivocado de una norma jurídica a un supuesto que no le competía. 

Del recurso planteado por el reclamante, se desprende que estamos frente a ambos 

casos; por una parte, ante la inobservancia del Art. 345 Pn., contenido en el D.L. No. 

1030, de fecha 10/01/1997, publicado en el D.O. No. 106, Tomo 335, de fecha 

10/06/1997; y por otra, la errónea aplicación del Art. 345 Pn., incluido en el D.L. No. 

121, del 24/10/2003, publicado en el D.O. No. 198, Tomo 361, del 24/10/2003; al 

respecto, se procederá a examinar ab initio, la errónea aplicación de la norma jurídica 

denunciada, descendiendo con posterioridad sobre la inobservancia de la disposición 

legal citada. 

De entrada, este Tribunal estima imperioso destacar algunos aspectos concernientes al 

denominado Principio de Legalidad; fundamento político criminal del Derecho Penal 

moderno. Históricamente, esta máxima se reconoció a través del aforismo: ""nullum 

crimen, nula poena sine praevia lege". La doctrina ha ido dando al postulado una 

formulación más acabada y completa aportando caracteres; además de previa, estricta, 

escrita y cierta. 

Constitucionalmente, se encuentra reconocido en el Art. 8 de nuestra Carta Magna, que 

reza: "Nadie está obligado a hacer lo que la ley no manda, ni a privarse de lo que ella no 

prohíbe"; de ahí, que en el Código Penal se establezca como una garantía penal mínima, 

expresando el Art. 1 Pn., lo sucesivo: "Nadie podrá ser sancionado por una acción u 

omisión que la ley penal no haya descrito en forma previa, precisa e inequívoca como 

delito o falta, ni podrá ser sometido a penas o medidas de seguridad que la ley no haya 

establecido con anterioridad. No podrá configurarse delito o falta, ni imponerse pena o 

medida de seguridad, por aplicación analógica de la ley penal". (Sic). El subrayado es 

de la Sala. 
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Por consiguiente, se prohíbe sancionar conductas e imponer consecuencias jurídicas sin 

una ley precisa, escrita y estricta ðemitida por la Asamblea Legislativa (reserva de 

ley)ð no lo ha determinado antes; en el asunto particular de la determinación de penas, 

se prohíbe aplicar sanciones de manera retroactiva; en todo caso, establecidas después 

de la realización del hecho o las que pudieran dimanar de una interpretación analógica 

de la norma jurídica. 

 

AGRUPACIONES ILÍCITAS: CIRCUNSTANCIA AGRAVANTE DEL DELITO ES 

LA POSICIÓN ORGANIZATIVA DENTRO DE LA AGRUPACIÓN ILÍCITA 

ACREDITADA 

 

En lo que atañe a lo dispuesto por el A Quo, se observa que el Tribunal de Sentencia en 

cuanto a los hechos se refiere, tuvo por acreditado en relación a las agrupaciones ilícitas, 

lo siguiente: ""...Se ha establecido: que el testigo [é] en mil novecientos noventa y tres 

hasta mil novecientos noventa y siete, ingres· y fue miembro de la Mara [é], que desde 

mil novecientos noventa y siete hasta el año dos mil seis, pasó de ser un simple 

miembro a ser "palabrero o jefe" de unas de las clicas de San Salvador, que siendo 

palabrero tuvo contacto con los acusados relacionados durante los antes mencionados, 

que en el período, antes mencionado se estableció un plan delincuencial llamado 

"Programa de San Salvador" el cual estaba constituido por treinta y tres clicas más o 

menos, cada una con treinta y tres miembros [é]. Que todos los palabreros 

mencionados en este párrafo asistían a los miren, para dar informes de las Micas 

asignadas a cada uno de ellos, a pedir refuerzo logístico, armas de fuego vehículos que 

tuvieran otras Micas para hacer "las pegadas" asesinatos, también informaban los 

palabreros de las violaciones a las reglas de la Mara por otros miembros...". (Sic). El 

subrayado es de la Sala. 

Acto seguido, el Tribunal de Sentencia, al momento de encajar tales hechos a la norma 

jurídica aplicable, expresó lo subsecuente: "...Por el delito de AGRUPACIONES 

ILÍCITAS, en perjuicio de LA PAZ PÚBLICA se ha determinado con certeza la acción 

de agruparse de forma ilícita, para ejecutar ilícitos, durante un periodo de ocho años 
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aproximadamente por los imputados 1) [é] constituye en formar parte de una 

Agrupaci·n Il²cita com¼nmente conocida como [é], que opera en diferentes Sectores 

de los Municipios de San Salvador, Soyapango y Ciudad Delgado, los cuales se 

agrupan para el cometimiento de diferentes hechos delictivos, existiendo entre los 

imputados una jerarquización y distribución de funciones, ya que existen dentro de la 

misma "Palabreros", llamándosele así a los líderes o encarnados de dar órdenes dentro 

de una clica y el resto de los imputados son o tienen dentro de la pandilla el cargo de 

"Soldados" quienes no son más que los que cumplen las órdenes por el palabrero de la 

clica (...) estando el delito de AGRUPACIONES ILÍCITAS sancionado con una pena de 

prisión entre tres a ocho años de prisión según el articulo 345 inciso primero primera 

parte del Código Penal por lo que, este Tribunal considera procedente CONDENAR a 

los imputados (...) a cumplir la pena de SEIS AÑOS DE PRISIÓN, CADA UNO, COMO 

COAUTORES del delito de AGRUPACIONES ILICITAS, en perjuicio de LA PAZ 

PÚBLICA...". (Sic). El subrayado es de la Sala. 

Conforme a lo plasmado en los párrafos antecedentes; aclara esta Sala, que no obstante, 

la disconformidad del recurrente es en si la penalidad impuesta al haberse aplicado 

según su criterio una disposición legal derogada; advierten estos jueces, un error de 

mayor trascendencia en la sentencia, como lo es, la inobservancia de una circunstancia 

agravante especifica dentro del tipo penal de Agrupaciones Ilícitas, cuestión que se 

analizará a continuación, para determinar en lo sucesivo la sanción que resulte aplicable. 

De conformidad al principio de intangibilidad de los hechos, se advierte que de acuerdo 

a la plataforma fáctica, el sentenciador tuvo por acreditado tanto el delito de 

Agrupaciones Ilícitas como la participación de los imputados en el mismo, desde el año 

mil novecientos noventa y siete hasta el año dos mil seis, lo anterior, en virtud del dicho 

del testigo [é], el cual relata condiciones de tiempo y lugar; así como los sobrenombres 

de los indiciados, señalándolos como "palabreros"  de la Mara [é], personas que 

tienen una función de organización y de mando dentro de su respectiva clica ðposición 

que sostiene también el juzgadorð; [é]. 

En consecuencia, se observa una condición especial en los sujetos activos, cual es, una 

posici·n de organizaci·n dentro de la agrupaci·n il²cita acreditada: Mara [é]; esta 

situación, pese a ser advertida por el juzgador en los considerandos de la sentencia 

discutida, se observa que al momento de encuadrar la relación fáctica a la norma 
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jurídica aplicable olvida la circunstancia notada, regulada en el Inc. 1°., parte final del 

Art. 345 Pn., que reza: "...Los organizadores, jefes, dirigentes o cabecillas, serán 

sancionados con...". (Sic), decantándose de manera discrecional por la primera sección 

del inciso relacionado, que solo sanciona el hecho de tomar parte de una agrupación que 

se dedique a cometer flagelos delictivos. La situación en cita, debía haber sido tomada 

en cuenta por el juzgador, puesto que el comportamiento de los imputados no encaja 

con la mera acción de congregarse en una estructura para cometer ilícitos, sino que, 

trasciende de ella, al tener una calidad especial de "palabreros" dentro de dicha 

estructura, ejerciendo potestades de mando y organización, resultando ser tanto 

miembros como jefes de dicha estructura. 

 

RESEÑA HISTÓRICA SOBRE EL DELITO EN REFERENCIA Y LAS 

RESPECTIVAS MUTACIONES 

 

Esta condición, modifica de forma sustancial la imposición de la consecuencia jurídica, 

al ser una condición agravante especifica dentro de la norma jurídica aludida; sin 

embargo, previo a resolver este asunto, se repara que la comisión del ilícito en estudio 

se confirma durante un lapso de tiempo, lo que hace imprescindible delimitar cual es la 

disposición penal aplicable, ðello debido a que este delito ha sido reformado en cuatro 

ocasionesð; en ese orden de ideas, esta Sala procederá a realizar una breve reseña 

histórica, a efecto de dilucidar con precisión el tema. 

En un primer momento, el Art. 345 Pn., se reguló bajo el acápite ""Asociaciones 

Ilícitas", a través del D.L. No. 1030, de fecha 10/01/1997, publicado en el D.O. No. 106, 

Tomo 335, de fecha 10/06/1997, que prescribía: "El que tomare parte en una 

agrupación, organización o asociación que tuviere por objeto cometer delitos, será 

sancionado con prisión de uno a tres años. Los dirigentes o promotores serán 

sancionados con prisión de dos a cinco años". 

Con posterioridad, mediante D.L. No. 280, de fecha 08/02/2001, publicado en el D.O. 

No. 32, Tomo 350, del 13/02/2001, se reformó el articulado, manteniendo siempre el 

epígrafe, pero redactándolo de la siguiente forma: "Cuando dos o más personas 
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acuerden organizarse o se organicen para realizar, conductas que por si o unidas a 

otras, tienen como fin o resultado cometer delitos, serán sancionadas por ese solo 

hecho, con prisión de dos a ocho años. Los dirigentes o promotores serán sancionados 

con prisión de cinco a diez años. 

Si se tratare de una agrupación, organización o asociación que tuviere por objeto 

cometer los delitos de Homicidio, Homicidio Agravado o Secuestro, el que tomare parte 

en ella se le impondrá la pena de cinco a diez años de prisión, y si se tratare de los 

delitos de Robo, Extorsión, o los comprendidos en el Capitulo IV de la Ley Reguladora 

de las Actividades Relativas a las Drogas, se le impondrá la pena de tres a ocho años 

de prisión. En los casos dispuestos en los incisos que anteceden, se adicionará a la 

pena anterior, la que correspondiere al delito respectivo, si éste se hubiere consumado. 

En la pena del primer inciso incurrirán los que en compañía de una o más persona, sin 

justificación alguna, merodearen, acecharen o se apostaren con gorros o 

pasamontañas, aparatos de miras telescópicas o visores nocturnos, cargadores o armas 

de fuego, registradas o no, en carreteras, caminos rurales o en parajes urbanos, 

oscuros o favorables para la comisión del delito.". 

En seguida, por D.L. 121, de fecha 24/1012003, publicado en el D.O. No. 198, Tomo 

361, del 24/10/2003, se modifica el acápite del delito, denominándolo como 

"Agrupaciones Ilícitas", aumentando considerablemente los rangos de penalidad. Dicho 

articulado expresaba lo subsecuente: "Cuando dos o más personas se reúnan u 

organicen para realizar, conductas que por si o unidas a otras, tengan como fin o 

resultado cometer delitos, serán sancionadas por ese solo hecho, con prisión de tres a 

ocho años. A quienes dirijan o promuevan la reunión u organización, serán 

sancionados con prisión de seis a doce años. 

Si se tratare de una reunión, agrupación, organización, asociación o miembros de 

pandillas denominadas meras que tuvieren por objeto cometer los delitos de Homicidio, 

Homicidio Agravado, Secuestro, el que tomare parte en ella se le impondrá la pena de 

cinco a diez años de prisión, y si se tratare de los delitos de Robo, Extorsión, Lesiones, 

Privación de Libertad, Coacción, delitos contra la libertad sexual, Amenazas 

Agravadas, o los comprendidos en el Capitulo IV de la Ley Reguladora de las 
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Actividades Relativas a las Drogas, se le impondrá la pena de tres a ocho años de 

prisión. 

En los casos dispuestos en los incisos que anteceden, se adicionará a la pena anterior, la 

que correspondiere al delito respectivo, si éste se hubiere consumado. 

En la pena del primer inciso incurrirán los que en compañía de una o más personas, sin 

justificación alguna, merodearen, acecharen o se apostaren con gorros o pasamontañas, 

aparatos de miras telescópicas o visores nocturnos, cargadores o armas de fuego, 

registradas o no, en carreteras, caminos rurales o en parajes urbanos, oscuros o 

favorables para la comisión del delito". 

En último lugar, el ilícito en estudio vuelve a sufrir una modificación, esta vez por el 

D.L. No. 393 del 28/07/2004, publicado el 30/07/2004, cambiando considerablemente 

la redacción, así como los rangos de la sanción en abstracto, regresando a una 

composición muy similar a la que se había plasmado ab initio; cabe señalar que tal 

disposición es la que se encuentra vigente en la actualidad, ésta establece lo 

subsecuente: "El que tomare parte en una agrupación, asociación u organización ilícita, 

será sancionado con prisión de tres a cinco años. Los organizadores, jefes, dirigentes o 

cabecillas, serán sancionados con prisión de seis a nueve años. 

Serán consideradas ilícitas las agrupaciones, asociaciones u organizaciones temporales o 

permanentes, de dos o más personas que posean algún grado de organización, cuyo 

objetivo o uno de ellos sea la comisión de delitos, así como aquellas que realicen actos o 

utilicen medios violentos para el ingreso de sus miembros, permanencia o salida de los 

mismos. 

Si el autor o participe fuera autoridad pública, agente de autoridad, funcionario o 

empleado público, la pena se agravará hasta la tercera parte del máximo e inhabilitación 

absoluta del cargo, por igual tiempo. 

Los que promovieren, cooperaren, facilitaren o favorecieren la conformación o 

permanencia de la agrupación, asociación u organización ilícita, serán sancionados con 

una pena de uno a tres años de prisión. 
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La proposición y conspiración para cometer este delito, será sancionado con prisión de 

seis meses a dos años". 

 

REGLAS GENERALES DE APLICACIÓN DE LA LEY PENAL EN EL TIEMPO 

 

Ahora bien, después de esta síntesis de las mutaciones efectuadas en el delito de 

Agrupaciones Ilícitas, debemos considerar las reglas generales de aplicación de la ley 

penal en el tiempo. Así, en base a lo dispuesto en los Arts. 12 en relación con el 13, 

ambos Pn., todo hecho punible será considerado realizado desde el momento en que se 

produzca la acción u omisión, siendo independiente de su resultado; por consiguiente, 

éstos serán sancionados de acuerdo con la ley vigente en el tiempo de su comisión. De 

la interpretación de las disposiciones citadas, se deduce la vigencia del principio de no 

retroactividad de leyes penales, fundamento íntimamente relacionado al postulado de 

legalidad, que instituye la necesidad que exista una legislación previa de carácter formal 

que tipifique tanto la conducta como la pena a imponer. Esta regla general, tiene una 

excepción, cuyo asidero se fundamenta en el ámbito constitucional; así, de acuerdo al 

Art. 21 Inc. 1°., las leyes no pueden tener efecto retroactivo, salvo en asuntos de orden 

público, y en materia penal cuando la nueva ley sea favorable al delincuente. 

 

CONSUMACIÓN DEL DELITO CONTINUA MIENTRAS EL INDIVIDUO SE 

MANTENGA EN LA AGRUPACIÓN O ASOCIACIÓN DELICTIVA HASTA QUE 

CESE SU PERMANENCIA EN LA MISMA 

 

En nuestro caso especifico, es muy importante delimitar el lapso temporal en que se 

cometió la infracción, para decidir si la norma jurídica es anterior o posterior al mismo. 

El problema que plantea el tipo penal de las Agrupaciones Incitas, es establecer cuándo 

se tendrá por producida la acción y por tanto qué disposición será la aplicable; lo 

anterior, debido a que dogmáticamente es catalogado como un delito permanente. Según 
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posturas mayoritarias en la doctrina, los tipos penales pueden clasificarse atendiendo a 

las modalidades de la acción, dentro de este apartado se tratan los nominados de 

resultado y de mera actividad; siendo los primeros los que más nos interesan, éstos han 

sido definidos como aquellos "que requieren que la acción vaya seguida de la causación 

de un resultado separable espacio-temporalmente de la conducta". (Véase GÓMEZ DE 

LA TORRE, I., / ARROYO ZAPATERO, L., Lecciones de Derecho Penal. Parte 

General, P. 153, Editorial Praxis, Barcelona, España, 1999); no obstante, esta clase de 

infracciones, en atención al momento consumativo, se subdividen en: instantáneos, 

permanentes y de estado, de los cuales focalizaremos nuestro análisis sobre el segundo. 

De acuerdo a la doctrina, la característica de ellos, es que éstos "presuponen el 

mantenimiento de una situación antijurídica en el tiempo por la voluntad del autor" 

(Véase de nuevo, GÓMEZ DE LA TORRE, I., / ARROYO ZAPATERO, L., Lecciones 

de Derecho Penal. Parte General, P. 153, Editorial Praxis, Barcelona, España, 1999); en 

efecto, en el supuesto de las Agrupaciones Ilícitas, la acción antijurídica y su efecto 

necesario para la consumación del flagelo delictivo pueden sostenerse sin intervalo por 

la voluntad del sujeto activo, de tal forma que cada instante de su duración se reputa 

como un aplazamiento del estado de terminación; es decir, que el ilícito se sigue 

consumando mientras el individuo se mantenga en la agrupación o asociación delictiva, 

hasta que cese la pertenencia a la misma; por lo tanto, la finalización de este dinamismo 

prorrogado puede producirse por la decisión de la persona. 

 

ERROR DE DERECHO AL OMITIR FUNDAMENTACIÓN  EN CUANTO A LA 

POSIBILIDAD DE APLICAR CUALQUIERA DE LAS MUTACIONES DEL 

DELITO, ATENDIENDO A LA FAVORABILIDAD DEL IMPUTADO  

 

Ciertamente, estamos ante un tipo de carácter permanente, situación que dificulta la 

norma jurídica aplicable, que de acuerdo al lapso de tiempo acreditado podría utilizarse 

cualesquiera de los artículos que han regido en el transcurso de ese periodo; sin 

embargo, en el caso subjúdice se observa que el sentenciador aplicó una sanción de seis 

años de prisión, argumentando lo siguiente: "...estando el delito de AGRUPACIONES 
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ILICITAS, sancionado con una pena de prisión entre tres a ocho años de prisión, según 

el articulo 345 inciso primero primera parte del Código Penal...". (Sic)., disposición 

legal que resultó ser más gravosa, incluso en comparación con la penalidad actual, que 

determina un mínimo de tres y un máximo de cinco años; en este aspecto, repara este 

Tribunal que el argumento del recurrente es válido en este apartado, identificándose el 

uso de una norma penal que en la actualidad ya no se encontraba vigente. 

No obstante lo anterior, después de analizar lo acontecido, nota algunas negligencias del 

A Quo, Vgr., la obligación que tenia de estimar la condición especial de los imputados 

dentro de la agrupación delictiva, que de acuerdo a la plataforma táctica son 

"palabreros" de la Mara [é.], encuadr§ndose tal comportamiento al Art. 345 Inc. 1Á., 

parte final Pn., ðque indica una consecuencia jurídica distintað y no al primer 

segmento, como lo realizó el Tribunal de Sentencia. De igual forma, el juzgador debía 

percatarse de la permanencia de este flagelo, lo cual generaba la posibilidad de aplicar 

cualquiera de los preceptos citados en párrafos Up Supra; por lo que al juez le 

correspondía la realización de un estudio profuso, jurídico y constitucional sobre la 

norma jurídica a elegir, atendiendo a la propuesta más cercana a la favorabilidad de los 

inculpados; aspecto, que fue omitido en la fundamentación jurídica del fallo, por 

consiguiente, al tratarse de un error de derecho incurrido por el A Quo, esta Sala 

procede a pronunciarse sobre el mismo. 

 

PROCEDE ANULAR LA SENTENCIA EN CUANTO A LA ADECUACIÓN 

JURÍDICA DE LA RELACIÓN FÁCTICA Y LA PENA IMPUESTA CUANDO LA 

NORMA  DEROGADA ES MAS FAVORABLE AL IMPUTADO 

 

Como se ha mencionado, las leyes penales aplicables son las vigentes en el momento de 

cometerse el delito, pero las posteriores, al instante tendrán efecto retroactivo si 

benefician al reprochado; a contrario sensu, si las derogadas son más beneficiosas que 

las nuevas, en cumplimiento de la legislación más favorable al reo se aplicará de manera 

ultractiva, siendo ésta última posibilidad la que alega el recurrente, en relación al D.L. 

No. 1030, de fecha 10/01/1997, publicado en el D.O. No. 106, Tomo 335, de fecha 
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10106/1997, que determina una sanción para los dirigentes y promotores de dos a cinco 

años de prisión. 

Ahora bien, esta Sala señala, que en este caso en particular, se muestra un problema de 

vigencia de la ley penal en el tiempo, que corresponde resolver con el criterio de la 

legislación más favorable al acusado, de conformidad a lo dispuesto en el Art. 14 Pn., 

en relación al 21 Cn., que permite la retroactividad, cuando le es más favorable al 

delincuente; en tal sentido, en este supuesto para amparar al inculpado, debe operar el 

principio de ultractividad. Uno de los requisitos para poder resucitar una norma jurídica 

derogada, es que los sucesos hayan ocurrido en el tiempo de vigencia de la ley que era 

más favorable y que con posterioridad se reformó; en efecto, de acuerdo a la plataforma 

fáctica confirmada, la Agrupación Ilícita y la integración de los procesados a la misma, 

se constata desde el año mil novecientos noventa y siete hasta el año dos mil seis, 

periodo en el que estuvo en uso el delito de "Asociaciones Incitas", tipificado y 

sancionado en el articulo 345 Pn., del Decreto Legislativo expuesto por el impugnante, 

advirtiéndose que en relación al resto de reformas, inclusive el actual, la consecuencia 

jurídica impuesta es más benevolente; en ese sentido, al tratarse del mismo tipo penal y 

supuesto jurídico, difiriéndose sólo el nombre del epígrafe, es pertinente utilizar tal 

disposición a la conducta realizada por los responsables. 

En consecuencia, este Tribunal de Casación considera existente el vicio denunciado, por 

lo que es procedente anular la sentencia de fondo, únicamente en cuanto a la adecuación 

jurídica de la relación fáctica y la pena asignada en el asunto de AGRUPACIONES 

ILÍCITAS, tipificado y sancionado en el Art. 345 Inc. 1°., Pn., del D.L. 121, de fecha 

24/10/2003, publicado en el D.O. No. 198, Tomo 361, del 24/10/2003, siendo el 

correcto ASOCIACIONES ILÍCITAS, Art. 345 Inc. Fn., del D.L. No. 1030 de fecha 

10/01/1997, publicado en el D.O. No. 106, Tomo 335, de fecha 10/06/1997, que 

estipula: "El que tomare parte en una agrupación, organización o asociación que tuviere 

por objeto cometer delitos, será sancionado con prisión de uno a tres años. Los 

dirigentes o promotores serán sancionados con prisión de dos a cinco años de prisión". 

(Sic). [é] 

 



Volver al índice Ą 

EFECTO EXTENSIVO DE LA ANULACIÓN DE LA SENTENCIA PARA LOS 

IMPUTADOS DE LOS QUE NO SE RECURRE 

 

Previo a proceder a la individualización de la pena; cabe señalar, que aunque el escrito 

de casaci·n haya sido interpuesto ¼nicamente por el Defensor Particular [é.], a favor 

del imputado [é], esta resoluci·n ser§ aplicable tambi®n al resto de procesados por el 

delito relacionado, en virtud del efecto extensivo que provee el recurso de casación y 

que permite la generalización de los efectos favorables del mismo, de acuerdo a lo 

previsto en el Art. 410 Pr.Pn. 

 

DETERMINACIÓN DE LA PENA: CRITERIOS A VALORAR PARA LA 

IMPOSICIÓN DE PENA 

 

De acuerdo a lo expuesto, procede esta Sala a determinar la sanción concreta que será 

impuesta a los imputados: [é], en base a lo regulado en el Art. 63 Pn., que indica que la 

consecuencia jurídica no podrá exceder el desvalor que corresponda al hecho realizado 

por el autor y será proporcional a su culpabilidad; para lo cual, se atenderá a los 

siguientes criterios: 

1) La extensión del daño y del peligro efectivo provocados: El bien jurídico que protege 

la infracción en comento, es la Paz Pública; por lo que se advierte, que en el caso 

subjúdice, la asociación delictiva acreditada ha transgredido y perturbado el normal 

desenvolvimiento de la actividad pública, poniendo en riesgo el objeto que se tutela; 2) 

La calidad de los motivos que impulsaron el hecho: La acción disvaliosa además de ser 

un comportamiento penalmente reprochada, se efectúa con la finalidad de desestabilizar 

al Estado por estar destinada dicha entidad al cometimiento de flagelos delictivos; 3) La 

mayor o menor comprensión del carácter ilícito del hecho: Los procesados al momento 

de realizar la conducta sancionada, se estima que vislumbraban el carácter ilícito de la 

misma, en tanto que por su edad y experiencia común permitían tener tal conocimiento. 

De tal forma, que la acción desempeñada por los referidos responsables fue dirigida por 
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su visión y voluntad, estando presente esa capacidad cuando decidieron ingresar a la 

corporación ilegal y mantenerse dentro de ella ejecutando actos de organización y 

planificación de infracciones penales, desempeñando un papel muy importante en dicha 

agrupación. Por tanto, no existen motivos algunos que suponga permitido su actuar; 4) 

Las circunstancias que rodearon al hecho y, en especial, las económicas, sociales y 

culturales del autor; Mayores de edad, solteros, unos desempleados y otros de oficios 

varios: mecánicos, albañiles, soldadores, zapatero, etc.; y de acuerdo al contenido del 

proceso, son sujetos de bajo nivel económico; no obstante, todas esos acontecimientos 

no fueron impedimento para comprender el ilícito cometido; y, 5) Las circunstancias 

atenuantes o agravantes, cuando la ley no las considere como elementos del delito o 

como circunstancias especiales. No concurren elementos atenuantes o agravantes 

genéricas que modifiquen la responsabilidad penal, de acuerdo a lo dispuesto en los 

Arts. 29 y 30, ambos Pn. 

Con base a todo lo expuesto, la Sala estima que es procedente imponer a los imputados 

[é], la pena de CINCO AÑOS DE PRISIÓN, por el delito de ASOCIACIONES 

ILÍCITAS, tipificado y sancionado en el Art. 345 Inc. Fn., del D.L. No. 1030, de fecha 

10/01/1997, publicado en el D.O. No. 106, Tomo 335, de fecha 10/06/1997, en perjuicio 

de la Paz Pública.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 623-CAS-2009 DE FECHA 07/12/2011) 

 

 

APROPIACIÓN O RETENCIÓN DE CUOTAS LABORALES  

VULNERACIÓN A REGLAS DE LA LÓGICA Y PRINCIPIO DE RAZÓN 

SUFICIENTE AL RECONOCER EL JUZGADOR LA RETENCIÓN Y A LA VEZ 

MANIFESTAR INEXISTENCIA DE ELEMENTOS DEL TIPO 

ñEl reclamo fue sustentado a partir de las premisas contenidas en el an§lisis probatorio 

intelectivo, que dentro de su contenido consigna: "é al analizar la prueba, 

específicamente sobre los verbos rectores del artículo 245 Pn, no hay una versión que 

logre determinar que por parte del imputado haya una actividad que determine la 
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retención de las cuotas que luego debería remitir a la institución correspondiente, para el 

caso al Instituto Salvadoreño del Seguro Social; así tenemos que la primera testigo 

únicamente hace referencia a que de sesenta y cuatro dólares que percibía en concepto 

de salario, le descontaban lo correspondiente a la AFP y Seguro, circunstancia que si se 

logró establecer, pero cuando fue interrogada a que si la misma hizo uso del seguro debe 

entenderse del 1SSS, durante el tiempo que laboró para la empresa, ésta manifestó que 

no hizo uso del Seguro, sin profundizar si esa situación o falta de uso del Seguro fue por 

una decisión propia o que la atención le fuera denegada por la falta de pago por parte 

del imputado o si en su caso se debió a razones diferentes...". 

"En el caso de la segunda testigo sólo estableció que en su calidad de Secretaria 

elaboraba las planillas y no el pago de las mismas, manifestando que de parte del 

señor [...] no recibió orden para no efectuar los pagos, por lo que es obvio que de este 

testimonio tampoco se logre establecer alguna conducta que pueda ser enmarcada 

dentro del tipo penal acusado y que determine que el mismo se perfila" 

En el orden de ideas anterior se observa existen varios informes que si bien es cierto 

tienen utilidad y son suficientes para iniciar una investigación, los mismos únicamente 

sirven para orientar la investigación, pero no para establecer la existencia del hecho 

investigado, debiendo a criterio de este Juez haberse acreditado con otro tipo de 

documentos y medios de prueba la existencia de la falta de pago, por parte del señor 

[...]." 

La queja planteada, permite traer a cuento la consideración inicial que la motivación, 

entendida como el conjunto de razonamientos tanto de hecho como de derecho respecto 

de los cuales el juez apoya su decisión, tiene que cumplir con una serie de requisitos de 

forma como de contenido. Los primeros -entiéndase los relativos a la forma- se refieren 

a la votación, escritura y lectura del dictamen; por su parte, los requisitos de contenido, 

establecen que la motivación será expresa, clara, completa, legitima y lógica. Prestemos 

ahora, especial atención a la exigencia "clara", precisamente por considerar el 

impetrante que es extraña en los razonamientos de la sentencia. 

Se entenderá que existe "claridad", cuando se encuentre determinado en el 

pronunciamiento, el pensar jurídico del Sentenciador, de tal manera que con su simple 

lectura produzca seguridad en el ánimo de quienes la lean. Los jueces deben expedirse 
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en un lenguaje llano que permita la clara expresión pensamiento, para que este pueda 

ser aquilatado y comprendido por los demás, aun por los legos. 

Para el caso concreto, señala el impugnante que la sentencia absolutoria carece de la 

debida fundamentación, en vista que el A Quo no llevó a cabo una adecuación de cada 

elemento probatorio vertido en juicio, encontrándose el fallo compuesto de pasajes 

oscuros e incomprensibles. Al respecto, conviene indicar que del análisis vertido por el 

Juzgador se logra sustraer la existencia de un estudio a los elementos de prueba 

presentados en juicio; empero, tal examen valorativo no resulta de lógica concordancia, 

dado que éste al valorar la prueba testimonial expresa que sí se logró establecer la 

concurrencia de los descuentos respectivos de AFP y Seguro Social en el salario de una 

de las v²ctimas [é], circunstancia que deja por fuera al momento de emitir su fallo, 

llevando a cabo una clara vulneración a las reglas de la lógica en especial al principio de 

derivación, irrespetando el principio de razón suficiente y la psicología, ya que la 

inferencia a la que arribó no es razonable, ni se encuentra deducida de la prueba y de la 

sucesión de conclusiones detalladas en su fundamentación intelectiva, siendo claro que 

reconoció una retención, lo que conforma un elemento objetivo del delito regulado en el 

Art. 245 Pn, pero a pesar de ello dijo que no se logran establecer los elementos 

objetivos; vulnerando la regla de la lógica, pues esta última afirmación dada por el 

Juzgador es incoherente al no ser armónica con el primer razonamiento plasmado en 

sentencia; resultando excluyente que reconozca la retención y a la vez manifieste que no 

se determina ningún elemento del tipo. 

 

IMPROCEDENTE EXCLUIR DEL ANÁLISIS PROBATORIO INTELECTIVO EL 

INFORME RENDIDO POR LA ENTIDAD QUE DEJÓ DE PERCIBIR LAS 

CUOTAS LABORALES 

 

Por otra parte, consta en tales razonamientos consta, que a criterio del Sentenciador no 

se logró establecer plenamente la participación delictiva del imputado entre otras cosas 

porque si bien existen informes, los mismos únicamente son orientativos, debiendo 

haberse acreditado existencia del ilícito y la participación del procesado por medio de 
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otros documentos. Respecto a ello, esta Sede Casacional señala conforme a las leyes de 

la lógica, psicología y de la experiencia común, que el Juzgador tenía la obligación de 

analizar los informes no siendo conducente que les restase valor sin haber emitido un 

pronunciamiento acerca de su contenido; dado que si los mismos le eran simplemente 

orientativos aún así tenía que concurrir una motivación. Si bien, la estimaciones 

valorativas de las pruebas son inatacables en casación, los argumentos intelectivos 

dados por el Sentenciador son atacables, y en este caso es notorio que no concurre una 

motivación respecto de los documentos en comento, dado que éstos aparecen excluidos 

sin haberse examinado su contenido, y si hacemos una inclusión hipotética de los 

mismos encontramos que por lo menos uno de ellos resultaba decisivo y relevante en la 

investigación y por tanto en la vista pública, ya que en éste se dice que la empresa [...] 

no llevó a cabo los pagos al Seguro Social: "En informe rendido por La Licenciada [...], 

Jefe de Sección de Gestión de Cobros, del ISSS, en que se determina la deuda que posee 

el incoado, con respecto a las cotizaciones de salud de los empleados de [...], durante el 

año dos mil cuatro y carta dirigida al patrono de fecha ocho de Diciembre de dos mil 

cuatroò. 

 

ESCRITURA DE CONSTITUCIÓN DE SOCIEDAD ES UN ELEMENTO UTIL 

PARA DEFINIR RESPONSABILIDAD DEL ADMINISTRADOR EN LA 

RETENCIÓN DE CUOTAS LABORALES 

 

En la prueba documental vertida aparece también, la escritura de Constitución y 

elección del representante de la Sociedad [...], elemento probatorio que no se determina 

en el análisis intelectivo solamente en el descriptivo, existiendo a criterio de esta Sede 

Casacional una exclusión de dicho elemento probatorio, a pesar de haber reconocido el 

A Quo "que con la misma se establece que el procesado es el representante legal de la 

misma" y por otra parte advierte esta Sala al realizar una inclusión mental hipotética de 

la misma, que con ésta se reconoce que la administración única de la Sociedad 

corresponde al imputado, circunstancia que resulta decisiva en el presente caso, donde 

se pretende acreditar, la retención de cuotas laborales por parte del patrono, siendo 
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importante tener definido quien administra la sociedad, no siendo atendible a criterio de 

esta Sala que el A Quo excluyera de su análisis probatorio intelectivo tal documento. 

 

IMPOSIBILIDAD DEL JUZGADOR EXCLUIR DE LA VALORACIÓN LAS 

PLANILLAS DE PAGO DE COTIZACIONES ARGUMENTANDO FALTA DE 

CONOCIMIENTO EN LA MATERIA 

 

Otra prueba documental presentada y que aparece detallada en la fundamentación 

probatoria descriptiva es, la certificación de las planillas pre elaboradas para el pago 

mensual de cotizaciones con facturación directa del régimen de salud, de los meses de 

enero a diciembre del año dos mil cuatro y de enero a agosto del año dos mil cinco. 

Acerca de tal elemento, el Sentenciador manifiesta que no "puede hacer una valoración 

de los mismos pues éste no es versado en contabilidad". 

 

Respecto de ello, este Tribunal advierte que tal análisis es contrario a la experiencia 

común, puesto que dicho elemento probatorio para el caso de este proceso en el que se 

imputa retención de cuotas laborales, solamente podría verterse con el fin de demostrar 

si existió o no una retención y para eso basta con observarlas no siendo necesario un 

experto para ello. Aunado a lo anterior, este Tribunal Casacional considera necesario 

señalar que si el A Quo hubiese conjugado la certificación en mención, con el informe 

rendido por la Licenciada [...], no habría considerado necesaria la concurrencia de un 

experto, el Juzgador debe conjugar las pruebas ya que éstas son eslabones que al unirse 

se complementan y arrojan un resultado, pero de forma aislada solamente son elementos 

recopilados en una investigación. 

 

EXISTENCIA DE VICIO EN LA FUNDAMENTACIÓN POR EXCLUSIÓN DE 

ELEMENTOS DECISIVOS PROVOCA LA ANULACIÓN DEL FALLO 
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Con todo lo antes expuesto, confirma esta Sala, un grave vicio en la fundamentación de 

la sentencia impugnada, el cual genera ineficacia respecto del mismo, y provoca como 

única conclusión, la anulación del fallo dictado, en tanto que no ha sido pronunciado en 

concordancia con las reglas de la sana critica. De tal forma, se dispone el reenvió de la 

causa para su debida tramitación, a fin que se produzca por otro Tribunal una nueva 

fundamentación intelectiva, con arreglo a las reglas del correcto entendimiento 

humano.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 225-CAS-2008 DE FECHA 27/07/2011) 

 

 

CADENA DE CUSTODIA  

CONSIDERACIONES DOCTRINARIAS 

ñEl recurrente, aduce una vulneración a la cadena de custodia, en razón que se 

desconoce el paradero de los exámenes de sangre e hisopado vaginal llevados a cabo a 

la víctima, anomalía que no invocó en la vista pública. Esta Sala Casacional, advierte en 

relación a este punto, que se estima preciso hacer referencia a la figura denominada 

"Cadena de Custodia" y con ello proporcionar una solución a los aspectos alegados por 

el contradictor. La acepción en mención, es entendida como "el conjunto de etapas o 

eslabones desarrollados en forma legítima y científica durante la investigación judicial, 

con el fin de: a) Evitar la alteración (y/o destrucción) A de los indicios materiales al 

momento (o después) de su recopilación, y b) Dar garantía científica plena de que lo 

analizado en el laboratorio forense (o presentado en el juicio), es lo mismo recabado (o 

decomisado) en el propio escenario del delito (o en otro lugar relacionado con el 

hecho)" J. Federico Campos Calderón, La Cadena de Custodia de la Evidencia (su 

relevancia en el Proceso Penal), Publicaciones de la Corte Suprema de Justicia, Revista 

Justicia de Paz. N° 10, AÑO IV. Vol. III, Septiembre-Diciembre 2001, El Salvador. 

La figura en comento es de suma importancia para el correcto funcionamiento del 

sistema penal, ya que ésta constriñe a los diferentes sujetos que intervienen en el 

procedimiento a cumplir con los requisitos mínimos de seguridad en la recolección o 
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extracción, preservación y manipulación, traslado o entrega, custodia y empaque de los 

objetos decomisados y muestras u otros elementos de convicción obtenidos en la escena 

del delito hasta la finalización del proceso, ya sea de la totalidad o de una muestra según 

el caso o la naturaleza de la prueba; dado no deben perder de vista, que es indispensable 

para averiguar la verdad real que con absoluta certeza se garantice que la prueba 

utilizada en la vista pública ha sido fa misma que se recogió en el lugar de los hechos. 

De ahí, se obtiene el fin último y de trascendencia para la cadena de custodia de los 

medios probatorios, pues su postulado no debe ser entendido como una verificación de 

la coincidencia entre la cantidad y calidad de lo decomisado, sino en la necesidad de 

garantizar la integridad de las cualidades esenciales de los medios probatorios que han 

sido resguardados, aspecto que sólo puede ser posible a través de una apropiada 

manipulación de la prueba, donde consten las evidencias objetivas de su recorrido 

durante todo el proceso, sin que deje duda alguna sobre las diferentes fases que transitó, 

desde que se efectuó el examen, su oportuno traslado al laboratorio para su análisis, 

hasta ser presentada al juicio para su respectiva valoración. 

 

INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN CUANDO LA PRUEBA SOBRE LA QUE SE 

DISCUTE NO FUE DEBIDAMENTE OFERTADA DENTRO DEL JUICIO 

 

En el presente caso, dada la naturaleza del vicio se torna necesario analizar el estudio 

que el A Quo hizo de las diligencias relacionadas en la sentencia de mérito; observando 

esta Sala a partir de tal examen que, los análisis periciales a los cuales hace mención la 

parte recurrente no fueron ofertados como prueba para el juicio, tal como aparece en la 

fundamentación probatoria descriptiva (donde no los encontramos presentes) y en la 

fundamentación probatoria intelectiva, donde advierte el Juzgadora partir de la 

declaración de la perito Dra. [...], que los exámenes de hisopado vaginal y de sangre 

fueron llevados a cabo, pero el paradero de los mismos es desconocido. En tal sentido, 

si partimos que la vulneración a la cadena de custodia se concibe solamente respecto de 

aquellos medios probatorios que a pesar de encontrarse viciados fueron incorporados al 

juicio y vertidos en vista pública, es claro que, en el presente caso al no haberse ofertado 

los exámenes antes mencionados, los mismos no conformaban parte del elenco de 
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prueba ofertado en juicio y por tanto no puede existir una vulneración a la cadena de 

custodia respecto de ellos. En ese orden de ideas y no obstante la ausencia de los 

exámenes, considera este Tribunal Casacional que resulta conforme a las reglas de la 

sana critica la valoración llevada a cabo por el A Quo al peritaje realizado por la 

Doctora [...], el cual se constituye a criterio del mismo como el Reconocimiento Médico 

Forense de Genitales, dado que la ausencia de hisopado vaginal y el examen de sangre 

no lo desprovee de validez y esencia, puesto que estos últimos no lo conforman, a pesar 

que en la ejecución del reconocimiento, es donde se extraen las muestras que servirán 

para llevarlos a cabo. En dicho peritaje, la perito arribó a la siguiente conclusión:"A 

nivel Genital: [é], realizó un reconocimiento de genitales por medio de un protocolo, 

ya predeterminado, encontró lesiones a nivel paragenital el himen presentaba 

desgarros antiguos..." y por consecuencia, no vicia la valoración realizada por el 

Tribunal de Mérito, ya que ésta parte de elementos legalmente incorporados al juicio. 

 

DEBIDA FUNDAMENTACIÓN AL ESTABLECER EXISTENCIA DEL DELITO Y 

PARTICIPACIÓN DELINCUENCIAL A TRAVÉS DE CORRECTA VALORACIÓN 

DE LA PRUEBA 

 

Por otra parte el impetrante aduce que no existían elementos suficientes para romper el 

principio de inocencia que amparaba a su defendido, siendo a razón de ello que la 

resolución impugnada carece de fundamentación. Acerca de ello, esta Sala denota que 

en la sentencia impugnada existe una fundamentación intelectiva plena, concreta y 

válida, habiendo expuesto el Juzgador que su fallo de condena parte de la configuración 

de los elementos objetivos y subjetivos del tipo, manifestando: "acotado que ha sido el 

haber probatorio se puede afirmar con certeza por parte de este Tribunal que se ha 

establecido la configuración del primero de los elementos objetivos del tipo penal, por 

cuanto la médico forense, en el reconocimiento médico forense de genitales, de fecha 

[é], concluy· que el §rea genital presentaba [é]. Observaciones que son concordantes 

con el dicho de la víctima [é], quien firmó, que fue objeto de violación en forma 

reiterada a partir del mes de Abril del año dos mil siete, por el novio de una prima que 

vivía junto con ella en la casa de los abuelos, el cual responde al nombre de [...], al cual 
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procedió a señalar en audiencia en el transcurso de su declaración. Así también, las 

conclusiones vertidas por el perito Lic. [é], en el peritaje psicol·gico, son 

corroboratorio de lo expresado por la víctima, por cuanto concluye que la menor 

presenta indicadores significativos, los cuales son observados en menores expuestas a 

abuso sexual; en tal sentido, con estos elementos se tiene por establecido el resultado 

material del ilícito." 

"En relación al segundo de los elementos objetivos del tipo, se contó con la deposición 

de la víctima [é], quien afirmó que al momento de la celebración de la Vista Pública 

contaba con trece años de edad y mediante la certificación de la partida de nacimiento 

de la misma se establece que ®sta naci· a las [é] del d²a trece de Abril de mil 

novecientos noventa y cinco, por lo que habiéndose establecido que el último acto de 

abuso sexual ocurrió en el mes de Agosto del año dos mil siete, la víctima a ese 

momento contaba con doce años de edad; de lo que obviamente se puede tener por 

comprobado éste segundo elemento en mención. En cuanto a la AUTORÍA, constitutiva 

del tercero de los elementos del tipo penal, ésta ha sido plenamente establecida en la 

persona del señor [...], ya que la víctima [é], atribuye la acción de accesarla 

carnalmente a éste; estableciendo el testigo [é], hermano de la víctima, un indicio 

corroboratorio de la declaración de la víctima. Así con base a estos parámetros se tiene 

por establecido la responsabilidad en calidad de autor en la persona del procesado. 

Finalmente, respecto del elemento subjetivo, también puede afirmarse que en efecto la 

conducta comprobada al señor [...], éste la realizó con el conocimiento que el acceso 

carnal lo materializaba con una menor de quince años, obrando no sólo con el 

conocimiento, que no exista capacidad en la menor para consentir, en tal acceso carnal, 

más por el contrario, tuvo que vencer la oposición de ésta a tal relación, mediante la 

violencia moral y psicológica que ejerció, fuerza moral impuesta por el violador, esto 

por la capacidad intelectual aun en formación que no le permitía conocer el significado 

del acto sexual y así repeler al acometimiento del agresor; y no obstante esta conciencia 

el procesado dirigió y dominado por su voluntad, encaminó su acción a efecto de 

consumar el acceso carnal que deseaba, en consecuencia su actuar puede afirmarse es 

doloso". 

La sentencia impugnada, no carece de fundamentación alguna, en razón de haber sido 

argumentada la misma en las categorías de análisis (tipicidad, antijuridicidad y 
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culpabilidad) dadas por la teoría del delito. En el fallo se aprecia un examen pleno de 

los elementos de prueba que fueron vertidos en la vista pública, con los que se lleva a 

cabo una fundamentación fáctica que finalmente culmina en una fundamentación 

jurídica adecuada y conforme a las reglas de la sana crítica. En este punto, se advierte 

que en los párrafos anteriores ha existido un examen intelectivo el cual lejos de estar 

configurado de frases rutinarias o el simple relato insustancial o la inobservancia de las 

reglas a la sana critica, se ha plasmado un estudio lleno de racionalidad en el que se 

manifiesta un adecuado examen jurídico desde las categorías suministradas por la teoría 

del delito. En el caso que nos ocupa el A Quo ha realizado una valida y coherente 

fundamentación en cuanto al análisis de tipicidad de la conducta acreditada, pues 

menciona el tipo penal básico al que se adecua la conducta en el que distingue el grado 

de conocimiento y voluntad del justiciable en relación a los elementos del tipo. Lo 

mismo cabe reprochar en cuanto al necesario análisis de antijurídicidad y de 

culpabilidad, análisis que en la sentencia impugnada. Por tal razón, la carencia de 

fundamentación alegada no es tal. 

Así las cosas, este Tribunal es del criterio que el agravio aducido por la parte 

impetrante, no es tal, puesto que existe una fundamentación y una determinación del 

delito, en la resolución impugnada, por lo que no es procedente casar el 

pronunciamiento impugnado.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 582-CAS-2008 DE FECHA 10/08/2011) 

 

 

 

DEBIDA MANIPULACIÓN DE LA PRUEBA DENTRO DEL PROCESO 

GARANTIZA LA INTEGRIDAD DEL MEDIO PROBATORIO 

ñLos casacionistas sostienen la ruptura de la denominada cadena de custodia, por no 

existir un acta que sustente el hallazgo de la droga, que garantice que se trate de la 

misma presentada en el juicio. 
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El argumento central de este defecto, se circunscribe en atacar la conducta de los 

agentes policiales de elaborar ciertos documentos en la Sede de la División de 

Antinarcóticos de la Policía Nacional Civil y no en el lugar donde se efectuó la 

interceptaci·n de los indiciados.[é] 

En relación a su finalidad, en cierta jurisprudencia se ha dejado por sentado que es la 

siguiente: "...la necesidad de garantizar la integridad de las cualidades esenciales de los 

medios probatorios que han sido resguardados; aspecto que sólo puede ser posible a 

través de una apropiada manipulación de la prueba, donde consten las evidencias 

objetivas de su recorrido durante todo el proceso, sin que deje alguna duda sobre las 

diferentes fases que transitó, desde que se efectuó el decomiso, su oportuno traslado al 

laboratorio para su análisis, hasta ser presentada al juicio para su respectiva valoración". 

(Sic). Véase Sentencia de casación, pronunciada por la Sala de lo Penal, el día 

10/10/2006 a las diez horas con trece minutos. El subrayado es nuestro. 

De lo expuesto, puede extraerse la relevancia que se posee dentro de un proceso penal el 

garantizar el buen manejo de las evidencias y elementos de prueba, a efecto de poder 

obtener la verdad real del caso que se estudie. 

En definitiva, pues esta puede comprenderse como: "...el conjunto de etapas o eslabones 

desarrollados en forma legítima y científica durante la investigación judicial, con el fin 

de: a) evitar la alteración o destrucción de los indicios materiales al momento de su 

recopilación; y, b) dar garantía científica plena de que lo analizado en el laboratorio 

forense es lo mismo recabado o decomisado en el propio escenario del delito". (Sic). 

Véase Sentencia de casación, pronunciada por la Sala de lo Penal, el día 17/12/2007, en 

el proceso bajo No. de Ref. 92-CAS-2006. 

 

INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN AL DOCUMENTARSE DEBIDAMENTE EL 

PROCEDIMIENTO DE  INCAUTACIÓN Y MANEJO DE EVIDENCIAS AUNQUE 

EL ACTA SEA LEVANTADA FUERA DEL LUGAR DE LOS HECHOS 
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Al examinar los documentos contenidos en el expediente judicial, nos encontramos 

frente a un acta de detenci·n de los imputados [é] ðla que hacen referencia los 

abogados defensoresð, la cual corre agregada a [é] del proceso. Advierte este 

Tribunal, que ®sta fue levantada a las [é], en el siguiente lugar: "Edificio denominado 

Agente Jesús Aguilar Arreaga, ubicado en la Oficina de Diligencias de la División 

Antinarcóticos de la Policía Nacional Civil...". (Sic). 

Dentro del contenido de dicho documento, se percata que no sólo se ha hecho constar la 

detención de los indiciados en referencia, sino también todo el procedimiento que dio 

inició a la investigación, la forma en que se procedió al momento de interceptar el 

vehículo, las requisas y registros efectuados, la prueba de campo a la droga encontrada, 

que de acuerdo a la descripción brindada se trata de: [é] (Sic) y el proceso de 

etiquetamiento y embalaje; igualmente, hacen consignar lo sucesivo: "...que como el 

lugar no reúne las condiciones de seguridad para concluir el procedimiento, decidieron 

trasladarse a las instalaciones de esta División con el fin de terminar el procedimiento, 

tomando la cadena de custodia de las evidencias el suscrito cabo [é], procediendo a 

embalar y etiquetar cada una de las evidencias de la siguiente manera: [é] (Sic). 

Manifestándose más adelante que las evidencias "fueron entregadas al Técnico en 

Identificaci·n en Drogas, [é], quien revis· el embalaje y cadena de custodia, 

quedándose con la misma". (Sic). 

Del contenido del Art. 123 Pr.Pn., que dispone la regla general para elaboración de 

actas, ya sea por funcionarios judiciales o públicos, no prescriben como requisitos de 

validez que éstas sean redactadas en el lugar donde se ha realizado el hecho; sino que 

establece en su inciso final, lo sucesivo: "...el acta de la inspección del lugar del hecho, 

de un registro o requisa, llevará la firma del policía o funcionario a cargo del acto o 

registro. Con estas formalidades ella podrá ser incorporada por su lectura a la vista 

pública". (Sic). El subrayado es nuestro. 

Dichas formalidades han sido respetadas en la elaboración de las actas. Por otra parte, el 

Art. 119 Pr.Pn., citado por los recurrentes únicamente se refiere a formalidades de actos 

procesales, llevados a cabo por una autoridad judicial, no siendo aplicables a este 

asunto, puesto que se trata de diligencias iníciales de investigación. 
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De lo plasmado, al examinar el tema en cuestión, nota esta Sala que no existe ninguna 

vulneración a la denominada cadena de custodia, puesto que se ha hecho documentar 

todo el procedimiento de la incautación y manejo de las evidencias, así como las 

personas que han estado a su cargo, garantizándose de esa forma que la droga 

decomisada el d²a [é], se trata de la presentada en la audiencia de Vista P¼blica; en 

consecuencia, no es atendible el yerro alegado por los denunciantes.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 322-CAS-2010 DE FECHA 05/10/2011) 

 

 

DEFINICIÓN 

ñEstiman los recurrentes en el motivo de forma planteado, que el Tribunal ha tomado 

como elemento decisivo para dictar sentencia condenatoria, aquel que fue obtenido de 

manera il²cita, y que concretamente se refiere al billete decomisado al imputado [é]. 

Consideran los impugnantes, que sobre el citado objeto se ha roto la cadena de custodia, 

pues a su criterio no existe certeza si hay identidad entre el dinero incautado y el 

sometido a análisis, tal como lo indica la evidencia testimonial, que desfiló en la vista 

pública. 

A propósito del reclamo, como primeras consideraciones conviene recordar qué se 

comprende por "cadena de custodia". Así, de manera amplia se define como "un 

conjunto de etapas o eslabones desarrollados en forma legítima y científica durante la 

investigación judicial, con el fin de a) Evitar la alteración (y/o destrucción) de los 

indicios materiales al momento (o después) de su recopilación; y b) Dar garantía 

científica plena de que lo analizado en el laboratorio forense (o presentado en el juicio), 

es lo mismo recabado (o decomisado) en el propio escenario del delito o en otro lugar 

relacionado con el hecho." ("La Cadena de Custodia de la Evidencia (su relevancia en el 

Proceso Penal)." Campos Calderón, Federico. Revista Justicia de Paz No. 10, Año IV., 

Vol. III, Septiembre-Diciembre 2001, p. 80.). 

De acuerdo a lo expuesto, la cadena de custodia es una serie de procedimientos que se 

relacionan con la recolección, levantamiento y aseguramiento de la evidencia material 
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de un hecho, para su posterior incorporación al proceso; su utilidad radica al garantizar 

la identidad de la evidencia física y a su vez, los resultados de las pericias científicas 

que pudieran haberse practicado a la misma. Precisamente por ello, supone una gran 

trascendencia dentro del proceso penal, no solamente por revestir de legitimidad del 

material probatorio, sino también en tanto que asegura el Debido Proceso y el derecho 

de defensa; es por ello, que una verdadera transgresión, no sólo afecta la paridad 

probatoria, sino que provoca que ésta no puede ser utilizada como sustento de la 

decisión, ya que carece de idoneidad, fidelidad y pureza, por tratarse de una actividad 

procesal defectuosa. 

 

FASES NECESARIAS PARA GARANTIZAR LICITUD DE PRUEBA OBTENIDA 

MEDIANTE ESTA VÍA 

 

Como recién se ha dicho, la cadena de custodia se encuentra compuesta por "fases", las 

cuales son: 1. Hallazgo y custodia del escenario del delito; 2. Inspección preliminar y 

búsqueda; 3. Fijación de la evidencia; 4. Proceso de recolección y secuestro de indicios; 

5. Embalaje; 6. Transporte y entrega; 7. Análisis pericial; y, 8. Devolución y 

destrucción. (Cfr. Campos Calderón, Federico. "La Cadena de Custodia de la 

Evidencia".) Es precisamente respecto de la recolección y embalaje de los indicios, 

donde los recurrentes centran su agravio, al alegar que aquí se atropelló la cadena de 

custodia, en razón que en las deposiciones vertidas durante la vista pública los agentes 

captores refirieron que encontraron al imputado un tan sólo billete, pero de manera 

contradictoria señalaron que éste se trataba de una denominación de diez dólares, veinte 

dólares y otro agente ni siquiera la recordaba. 

En este caso, en vista de que el motivo reside -se repite- en la vulneración de la cadena 

de custodia y la licitud de la prueba obtenida por esa vía, es preciso volver sobre estos 

aspectos básicos: a) la objetividad de los hechos sobre los cuales debe descansar la 

supuesta ruptura; y, b) la aplicación del método de la supresión mental hipotética, a fin 

de establecer si a través de otros medios aún persiste como elemento probatorio el 

resultado de las pericias. 
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A partir de estos conocimientos, es oportuno traer a mención, la forma en cómo se 

obtuvo el billete que portaba el imputado. Así pues, de autos se desprende que en la 

cuarta entrega controlada efectuada en [é] por los agentes policiales designados, [é], 

proporcionó a un imputado dentro de un sobre blanco, el dinero exigido por la 

extorsión. A éste se le dio seguimiento desde el lugar donde inició la entrega hasta la 

vivienda [é]; observando directamente los elementos policiales, que se encontraban 

reunidos en su interior la totalidad de los imputados que posteriormente fueron 

detenidos, quienes se repartieron el dinero contenido dentro del referido sobre, que 

seg¼n acta [é], los billetes presentados por la víctima que se utilizarían para cumplir el 

pago, se consign· el n¼mero de serie de los cinco billetes de la denominaci·n [é], y 

cinco de la denominaci·n [é], la conformaci·n del paquete y las fotocopias de los 

mismos para acreditar su existencia. En esos momentos, mand· la voz de alto [é], y 

como respuesta, los imputados se dieron a la fuga, dando alcance aproximadamente a 

treinta metros de distancia al [imputado], a quien se le realizó requisa personal, 

encontrándole en la bolsa delantera de su pantal·n un billete de la denominaci·n [é] 

Es aqu² donde inicia el conjunto de etapas que conforman la cadena de custodia. [é]. 

De las actuaciones, se advierte que sí se individualizó y garantizó la integridad del 

elemento probatorio a través del empaque, sellado y etiquetado, es decir, el embalaje 

efectuado, pues se preservó de destrucción o de cualquier alteración por la manipulación 

natural o por terceras personas que pudiera sustituir el contenido. 

 

RATIFICACIÓN DE SECUESTRO GARANTIZA REGLAS DEL DEBIDO 

PROCESO PARA LA OBTENCIÓN DE LA PRUEBA 

 

Seguidamente, consta la solicitud del Jefe de la Fuerza de Tarea Antiextorsiones de la 

Divisi·n Antinarc·ticos de la Polic²a Nacional Civil, [é], al Juez de Paz de la Ciudad 

de Colón, la ratificación de la evidencia descrita. Así se observa que la Policía cumplió 

con la obligación de dar cuenta, dentro de las cuarenta y ocho horas después de 

practicado el secuestro, informar al juez sobre el procedimiento realizado, para que sea 
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este último quien proceda a su ratificación. Documentación, que también fue ofrecida en 

el dictamen acusatorio, como evidencia documental, identificada [é]. 

Figura luego [é], el auto [é] emitido por el Juzgado Primero de Paz de la Ciudad de 

Colón, -que figura como prueba documental del dictamen ofrecido por la Fiscalía 

General de la República- mediante el cual ratifica el secuestro de los billetes y otros 

objetos ahí descritos, manteniéndose bajo custodia de ese Tribunal la evidencia 

remitida. Como se observa, el juzgado encargado, después de valorar que efectivamente 

procedía adoptar la medida cautelas y además, que los objetos presentados cumplían 

con los requisitos del Art. 180 del Código Procesal Penal, dispuso la ratificación. A 

partir de este momento, la cadena de custodia estuvo a cargo del juez encargado, quien 

cumplió a cabalidad con la responsabilidad de protección de evidencia. 

 

COMPROBACIÓN DE LA RUPTURA EN LA CONSERVACIÓN DE OBJETOS 

SECUESTRADOS REQUIERE EXISTENCIA DE INDICIOS ESTABLECIDOS 

MEDIANTE PRUEBA DIRECTA QUE RELACIONE LA INEXACTITUD DE LOS 

ELEMENTOS DE PRUEBA 

 

Entonces, luego de la revisión de la totalidad de las actuaciones policiales y judiciales, 

no se advierte que exista algún quebranto o vulneración a la cadena de custodia, por el 

contrario, se advierte una solución de continuidad. De tal suerte, no es correcto señalar 

que ha existido un problema de identidad de la prueba y mucho menos, de la aplicación 

de la sana crítica en la consideración de su peso probatorio, por tratarse de evidencia 

que no ha sido mal manejada. 

El defecto que a criterio de los recurrentes ha ocurrido, únicamente se basa en un 

análisis respecto de los cuatro testigos captores, producto de las consideraciones 

exclusivas de quienes impugnan, ya que hacen una confrontación del contenido de los 

testimonios, pretendiendo desvirtuar la cadena de custodia, a través de la variación que 

existió entre los deponentes al referirse a la denominación del billete incautado al 

imputado; sin embargo, tal como se ha apuntado a lo largo de la presente, mediante la 
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prueba documental, dicho escollo se ve superado, en tanto que la garantía de identidad 

entre lo decomisado y lo analizado no se ha perdido. 

En ese sentido, no es acertado el alegato de los demandantes, pues en ninguna medida 

han señalado que se ha incumplido cualquiera de las fases de la cadena de custodia, sino 

que el supuesto atropello lo enfocan a la luz de las declaraciones policiales, testimonios 

a los cuales en su momento procesal oportuno, luego de un examen exhaustivo por parte 

del sentenciador, se les asignó en el debate plena credibilidad y validez, alcanzado por 

la inmediación -que constituye la vivencia directa del juez-, circunstancia que se 

encuentra excluida del control casacional. De ahí que no son atendibles los argumentos 

basados en meras especulaciones, pues para la comprobación de la ruptura en la cadena 

de custodia se requiere de la existencia de indicios precisos, establecidos mediante 

prueba directa, que conduzcan a constatar inequívocamente la contradicción evidente 

entre la realidad de los elementos probatorios recolectados, y la fidelidad emanada de 

los mismos atendiendo a su conservación y custodia. Entonces, debe descartarse 

cualquier argumento que califique como dudosa la exactitud de un elemento de prueba, 

sin que sean respaldadas en razones objetivas y válidas que permitan dudar ya sea de su 

identidad o de su contenido. 

A lo expuesto debe agregarse que el Tribunal de mérito, no ha basado su 

pronunciamiento únicamente en la prueba testimonial, sino que efectuó un análisis 

exhaustivo de la restante prueba documental, así como de las circunstancias de modo, 

tiempo y lugar que giraron en torno al caso; es decir, se ha apoyado en el plexo 

probatorio que incluye la totalidad de las evidencias decisivas. De manera tal que, no 

existe incertidumbre respecto de la prueba inicialmente incautada y recibida con 

posterioridad en el Juzgado de Paz correspondiente, para su ratificación. Así pues, no se 

vislumbran anomalías respecto del procedimiento que se siguió en el decomiso de los 

billetes, su posterior manipulación y el resguardo debido. 

En consecuencia, las exigencias de la cadena de custodia de la prueba para el presente 

caso, han sido cumplidas de principio a fin y por ello, no se ha afectado su legitimidad 

ni la identidad. 

Constata, pues, esta Sala de todo lo relacionado anteriormente, la inexistencia del 

defecto invocado, que no permite la anulaci·n del fallo dictado.ò 
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(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 701-CAS-2008 DE FECHA 16/02/2011) 

 

 

CALIFICACIÓN JURÍDICA DEL DELIT O 

FALTA DE ADVERTENCIA DE UNA POSIBLE MODIFICACIÓN NO CAUSA 

AGRAVIO REAL CUANDO SE REFIERE A LA APLICACIÓN DE LA PENA Y 

ESTA NO RESULTE MÁS DAÑOSA QUE LA REQUERIDA 

 

ñSus argumentos radican en demostrar que el A Quo no efectuó la advertencia regulada 

en el Art. 344 Pr.Pn,, para poder modificar la calificación jurídica del delito de Tráfico 

Ilícito a Tráfico Ilícito Internacional, existiendo un perjuicio a su defendido al no 

permitir encaminar la estrategia de defensa a este último, en virtud de no tener 

conocimiento del mismo. 

Según la disposición en cita, el juzgador ADVERTIRÁ a las partes de manera oficiosa 

la posibilidad de una modificación esencial en la calificación jurídica. Lo anterior, no 

sólo a efecto de garantizar el principio de congruencia, entre lo acusado y juzgado; sino 

también para hacer valer el derecho de defensa de los procesados, al tener conocimiento 

de la Imputación que se le efectúa. 

En razón de lo antepuesto, es que el Art. 359 Inc. 2° Pr.Pn., establece lo siguiente: "En 

la sentencia, el tribunal podrá dar al hecho una calificación jurídica distinta a la de la 

acusación o del auto de la apertura a juicio, o aplicar penas más graves o distintas a las 

solicitadas. El imputado no podrá ser condenado en virtud de un precepto penal distinto 

del invocado en la acusación, su ampliación o en el auto de apertura ajuicio, si 

previamente no fue advertido sobre la modificación posible de la calificación jurídica; la 

regla comprenderá también a los preceptos Que se refieren sólo a la pena, cuando se 

pretenda aplicar una más grave a la solicitada". (Sic). El subrayado es de la Sala. 

Como puede observarse, el caso de estudio se encuentra en el supuesto señalado en la 

parte final del inciso transcrito con precedencia. Nota esta Sala al respecto, que de 
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acuerdo al dictamen fiscal [é] los imputados [é] fueron acusados por el delito de 

Tráfico Ilícito, contenido en el Art. 33 de la Ley Reguladora de las Actividades 

Relativas a las Drogas (en adelante LRARD), siendo juzgados de la siguiente manera: 

"A-) CONDÉNASE: a los se¶ores [é], de las generales mencionadas en el pre§mbulo 

de esta sentencia, en concepto de responsabilidad penal, por el delito de TRÁFICO 

ILÍCITO INTERNACIONAL, en perjuicio de LA SALUD PÚBLICA y condénaseles a 

cumplir a CADA UNO de ellos la pena de QUINCE AÑOS DE PRISIÓN...". (Sic). 

De acuerdo al razonamiento del juez en el apartado relativo a los hechos acreditados, 

manifestó lo subsecuente: "...El hecho descrito se subsume en el supuesto jurídico que 

establece la Ley Reguladora de las Actividades Relativas a las Drogas, en el Art. 33 

inciso segundo, esto porque se comprobó que la droga fue transportada desde el país 

vecino de Honduras, al lugar de la captura de los sujetos lo que implica que se trata de 

un delito de Tráfico Ilícito Internacional de Drogas, y por la forma clandestina en que 

iba la droga en el vehículo, se infiere que los sujetos que conducían el vehículo, sabían 

que transportar droga sin autorización era delito, sin embargo, voluntariamente 

decidieron transportar la droga, por todo la conducta resulta típica, porque se adecúa al 

tipo penal del Art. 33 inciso segundo de la Ley de la materia...". (Sic); imponiéndoseles 

en consecuencia, una pena de prisión de quince años. 

Hasta el momento, esta Sala denota que la Fiscalía General de la República no acusó 

por el delito de Tráfico Ilícito Internacional, sino únicamente por Tráfico Ilícito. 

Aunado a lo anterior, de acuerdo al contenido del acta de audiencia de Vista Pública y la 

sentencia, el A Quo no efectuó la advertencia relacionada en párrafos preliminares; no 

obstante, el Art. 359 Inc. 2° Pr.Pn., nos indica que dicha regla comprenderá también a 

los preceptos que se refieren sólo a la penalidad, cuando se pretenda aplicar una más 

grave a la solicitada. 

Y es que en este supuesto, el perjuicio que abogan los defensores es la situación de 

habérseles impuesto a sus defendidos una pena que no está relacionada con el delito 

acusado; sin embargo, de los documentos anexos al proceso ya se ha hecho evidente que 

la Fiscalía General de la República presentó dictamen de acusación fiscal en contra de 

los inculpados, por el delito de Tráfico Ilícito, Art. 33 de la LRARD, de una manera 

genérica, no manifestando a qué inciso se referían. 
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En ese sentido, los juzgadores al efectuar el proceso de encuadramiento de los hechos al 

derecho, se percata que éstos encajan en el supuesto contenido en el inciso segundo de 

la norma en mención, atinente al delito de Tráfico Ilícito Internacional, que dispone: "Si 

el delito es cometido realizando actos de tráfico internacional ya sea utilizando el 

territorio nacional como estado de tránsito o que sea utilizado como lugar de 

importancia o exportación la pena se aumentará en una tercera parte del máximo de la 

pena señalada". (Sic). 

No obstante lo anterior, el sentenciador al determinar la consecuencia jurídica valora el 

fin de resocialización e impone QUINCE AÑOS DE PRISIÓN a ambos imputados. Que 

de lo expuesto, se observa que no existe un agravio real a la parte denunciante, puesto 

que la penalidad se ubica dentro del rango mínimo y máximo que dispone el Art. 33 Inc. 

1° de la LRARD, que atañe al ilícito de Tráfico Ilícito y sobre el cual arguyen los 

casacionistas que era el más aplicable al caso en concreto. 

Por consiguiente, el yerro invocado por los impugnantes no resulta atendible en esta 

Sede, ya que en el presente supuesto no resultaba necesaria la advertencia de la que 

habla el Art. 359 Inc. 2° Pr.Pn., ya que la pena aplicable por el juez no ha sido más 

dañosa que la requerida. 

En consecuencia, el fallo pronunciado se encuentra apegado a derecho, de acuerdo al 

elenco de elementos probatorios apodados, no identificándose ningún vicio, careciendo 

por tanto de raz·n los motivos de casaci·n citados por los abogados particulares.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVA S, 322-CAS-2010 DE FECHA 05/10/2011) 

 

 

CASOS ESPECIALES DE LAVADO DE DINERO Y ACTIVOS  

RECONOCIMIENTO INTERNACIONAL DEL DERECHO A RECURRIR ANTE LA 

EMISIÓN DE SENTENCIAS ARBITRARIAS O CARENTES DE MOTIVACIÓN 

ñAntes de resolver lo esbozado por el recurrente, este Tribunal estima adecuado aclarar 

que en el presente recurso se invocan tres motivos de casación: dos de forma y uno de 
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fondo; por consiguiente, esta Sala identifica que en el caso particular de los motivos In 

procedendo éstos tienen una misma línea de pensamiento, en el sentido de atacar la 

fundamentación de la sentencia, razón por la cual se analizaran bajo un misma acápite y 

de forma prioritaria, puesto que de existir tal error, éste afectaría la validez de la 

sentencia, tornándose innecesario el pronunciamiento respecto del motivo in iudicando. 

En términos básicos, la fundamentación del impugnante está encaminada a demostrar la 

falta de fundamentación de la sentencia, ya que en su opinión el sentenciador incumplió 

con el deber de motivación que le manda la ley, omitiendo la estimación de elementos 

probatorios de carácter decisivo, inobservando par tanto las reglas de la sana crítica. 

En lo tocante al defecto impugnado, este Tribunal considera que es primordial esbozar 

algunos aspectos relativos a la fundamentación de la sentencia. Antes que nada, 

corresponde establecer que el requerimiento que los fallos sean fundados es una 

obligación constitucional, que la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de 

Justicia ha derivado de la conjunción de otros derechos, como el debido proceso, el 

derecho a recurrir, derecha de audiencia, etc. 

El motivo que justifica la importancia que el juez plasme en sus fallos sus 

explicaciones, radica en restringir la emisión de decisiones contrarias a derecho, 

imponiéndole a los jueces que justifiquen y argumenten sus decisiones; así mismo, 

como contrapartida, se habilita a los agraviados de tales resoluciones, la facultad de 

recurrir ante un tribunal superior para la revisión integral del fallo; cabe mencionarse 

que éste último derecho ha sido introducido, en virtud de la aprobación de ciertos 

instrumentos internacionales, Vgr., Declaración Universal de Derechos Humanos, que 

en su Art. 8, señala el derecho de toda persona a un recurso efectiva ante los tribunales; 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que en los Arts. 9.4 y 14.5, elevan 

el derecho a recurrir únicamente para las personas privadas de libertad en un proceso 

penal; y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que en los Arts. 8.2 h, 7.6 

y 25, se refieren al derecho de recurrir de los inculpados de un delito y los privados de 

libertad; y a la obligación positiva del Estado de conceder un recurso judicial efectivo 

contra actos violatorios de los derechos fundamentales de las personas. 

De la interpretación de los preceptos citados, en específico de los Arts. 8.2 h y 25 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, puede inferirse el alto 
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reconocimiento que tiene el derecho a recurrir ante la emisión de sentencias arbitrarias o 

carentes de motivación; ante lo cual actualmente, de acuerdo a nuestro Código Procesal 

Penal vigente, solo cabe la interposición del recurso de casación (Arts. 421 y sig. 

Pr.Pn.). 

 

ETAPAS NECESARIAS PARA CUMPLIR CON LA FUNCIÓN MOTIVADORA DE 

UNA SENTENCIA 

 

Conviene ahora, explicar algunos aspectos generales concernientes al defecto de falta de 

fundamentación de la sentencia -punto discutido arduamente por el recurrente-; en 

doctrina se ha establecido que la función motivadora de una sentencia tiene una serie de 

etapas, que en caso que el juez las omita o las realice de manera exigua, incurre en el 

vicio sujeto a análisis. Así, de acuerdo a los autores ARROYO GUTIÉRREZ, J., 

RODRÍGUEZ CAMPOS, A., en su abra "Lógica Jurídica y Motivación de la Sentencia 

Penal", P. 97, Poder Judicial-Escuela Judicial, San José, Costa Rica, 2002, son cuatro 

los momentos principales en que se hace necesario aplicar la actividad motivadora: "(a) 

aquél en que se expresan resumidamente los elementos de juicio con que se cuenta: 

fundamentación descriptiva; (b) aquél en que se procede a determinar la plataforma 

fáctica (hechos probados): fundamentarán fáctico; (c) aquél en que se analizan las 

elementos de juicio con que se cuenta: fundamentarán analítica o intelectiva; y (d) aquél 

en que se realiza la tarea de adecuar -o no- el presupuesto de hecho al presupuesto 

normativa: fundamentación jurídica...". (Sic). 

De ahí, que si un jugador en cualquiera de estos momentos no explique o justifique su 

decisión en forma debida: es decir, cumpliendo con los requerimientos esenciales, como 

el que sus argumentos sean expresos, claros, completos, legítimos y lógicos, incurrirá en 

el defecto de falta fundamentación de la sentencia. 
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EXISTENCIA DE AGRAVIO QUE CONLLEVA NULIDAD DEL FALLO AL 

COMPROBARSE EL ERROR EN EL RAZONAMIENTO DEL JUZGADOR EN LA 

FUNDAMENTACIÓN JURÍDICA SOBRE LA EXISTENCIA DEL DELITO 

 

[é] Como resultado de tal examen, este Tribunal es de la opini·n que el sentenciador 

ha incurrido en un defecto en el ejercicio de su inferencia jurídica penal; en efecto, al 

intentar establecer el proceso lógico desarrollado por el juzgador, nos encontramos ante 

ciertos argumentos que imposibilitan determinar ese recorrido transitado por el A Quo 

para emitir una sentencia absolutoria a favor de la imputada [é] 

Así, en una parte de la sentencia se afirma que no se tiene por acreditada la tesis de la 

Fiscalía General de la República, por el delito de Casos Especiales de Lavado de Dinero 

y Activos; sin embargo, tal como se constata en el párrafo anterior, como secuela de una 

extrapolación de la apreciación de los elementos probatorios en su conjunto, el mismo 

juzgador formula su hipótesis de los hechos probados, la cual es muy coincidente con la 

planteada por la representación fiscal, cuestión que hace inconcebible la decisión de 

absolución emitida por el juzgador: por tal motivo, esta Sala al analizar profundamente 

la sentencia de mérito, comprueba que el error en el razonamiento del juzgador no sólo 

se localiza en la motivación intelectiva sino que también como una consecuencia 

directa, ha incidido de sobremanera en la fundamentación jurídica del fallo. 

Cabe añadir en este punto, tal como se mencionó ab initio,  toda motivación sea cual 

fuere la etapa en la que se encuentre el juez en su sentencia (fáctica, descriptiva, 

intelectiva o jurídica), corresponde cumplir con ciertos principios generales así como 

sus características: claridad, coherencia y suficiencia. Es más, en el caso específico de la 

motivación jurídica, ésta debe permitir conocer el porqué el juzgador utiliza 

determinada solución sustantiva; cuestión imposible en el presente caso, ya que al tomar 

en cuenta todos los elementos probatorios inmediados por el juzgador en la audiencia de 

Vista Pública: así como los hechos acreditados por el mismo, hace incompatible e 

incongruente la decisión de una absolución por estimar atípica la conducta de la 

encartada. 



Volver al índice Ą 

Así pues, es evidente que el A Quo no logró justificar desde un punto de vista lógico 

jurídico la posición que lo condujo a dictar la absolutoria impugnada. En primer lugar, 

porque la conducta realizada por la imputada [é], consistente en la ocultaci·n de [é] 

en su cuerpo y objetos de carácter personal, posee una gran probabilidad de ser típica 

penalmente; no obstante, esta situación no pudo fijarse en el fallo, en vista que el 

sentenciador no consumó su examen en cuanto a los restantes elementos de la teoría 

jurídica del delito; decantándose por una atipicidad, deducción que no es derivada de los 

elementos probatorios, incorporados y discutidos en este proceso. 

 

VULNERACIÓN DE LOS PRINCIPIOS DE DERIVACIÓN Y RAZÓN SUFICIENTE 

ANTE LA ARBITRARIEDAD EN LA MOTIVACIÓN DE LOS ELEMENTOS EN 

QUE SE FUNDAMENTA EL FALLO 

 

Precisamente en razón de lo anterior, es que esta Sala considera que las ideas 

desarrolladas para el juzgador se oponen entre sí e impiden controlar el iter lógico del 

fallo, existiendo una ruptura que hace insostenible derivar sus conclusiones de acuerdo a 

todos los elementos de prueba y marco fáctico planteado: en consecuencia, el defecto de 

falta de fundamentación es procedente, en cuanto a que los razonamientos esenciales en 

que se apoya el fallo bajo análisis son arbitrarios, al violar los principios de derivación y 

razón suficiente. De acuerdo con lo expuesto por el juzgador, surgieron tesis adversas 

que oscurecen la obtención de la verdad real, fin inmediato de todo proceso penal, 

haciendo insuficiente su motivación, por cuanto su resolución no guarda concordancia 

con los hechos que se estimaron acreditados, al no haber deducido racionalmente todos 

los elementos probatorios a la norma jurídica aplicable, careciendo sus argumentos de 

un proceso lógico, de acuerdo a las reglas de la sana crítica racional. 

En consecuencia, es procedente casar la sentencia de mérito por el motivo de forma 

invocado y anular la audiencia de Vista Pública, debiendo por tanto remitirse las 

actuaciones al Juzgado Especializado de Sentencia de  [...], donde conocerá el juez 

suplente, a efecto de reponer la audiencia para la celebraci·n de un nuevo juicio.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFI NITIVAS, 660-CAS-2009 DE FECHA 14/03/2011) 
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CHEQUE SIN PROVISIÓN DE FONDOS 

CONSIDERACIONES DOCTRINARIAS Y JURISPRUDENCIALES SOBRE 

PARÁMETROS NECESARIOS PARA UNA DEBIDA MOTIVACIÓN DE LAS 

RESOLUCIONES JUDICIALES 

ñEl suplicante asevera la existencia de una falta de fundamentación de la sentencia 

definitiva condenatoria en su parte intelectiva, en cuanto a que se inobservó las reglas 

de la sana crítica (experiencia, lógica y psicología), indicándole a esta sede que la falla 

se encuentra ubicada en el apartado denominado: "CALIFICACIÓN JURÍDICA DE 

LOS HECHOò [é]. 

De entrada es menester tener presente que la sentencia definitiva constituye un bloque 

indivisible de decisión, en tanto que implica un juicio sobre los hechos y sobre el 

derecho, en el que debe observarse ciertas cualidades concernientes a la claridad, 

logicidad y legitimidad. 

En basta jurisprudencia proveída por el Tribunal Casacional se ha desarrollado de 

manera extensa y reiterada los parámetros que comprenden una debida motivación de 

las resoluciones judiciales; en ese sentido, se ha mencionado que: "la motivación no 

consiste en describir procesos mentales; sino en acreditar la racionalidad de las 

conclusiones". (Sic) Véase SENTENCIA DEFINITIVA PRONUNCIADA EN EL 

PROCESO BAJO REFERENCIA NO. 223-CAS-2005, EL 04/11/2005. Asimismo, que: 

"...la motivación de la sentencia, constituye el elemento eminentemente intelectual, de 

contenido crítico, valorativo y lógico; es el conjunto de razonamientos de hecho y de 

derecho en los cuales el juez apoya su decisión y que deberán ser consignadas en los 

considerandos de la sentencia...". (Sic). Véase SENTENCIA DEFINITIVA 

PRONUNCIADA EN EL PROCESO BAJO REFERENCIA No. 432-CAS-2005, EL 

04/04/2006. 

Doctrinariamente se ha establecido que la función motivadora de una sentencia tiene 

una serie de etapas, que en caso que el juez las omita o las realice exiguamente, incurre 

en el vicio sujeto a análisis. Así, de acuerdo a los autores ARROYO GUTIÉRREZ, J., 

RODRÍGUEZ CAMPOS, A., en su obra "Lógica Jurídica y Motivación de la Sentencia 

Penal", p. 97, Poder Judicial-Escuela Judicial, San José, Costa Rica, 2002, son cuatro 
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los momentos principales en que se hace necesario aplicar la actividad motivadora: "(a) 

aquél en que se expresan resumidamente los elementos de juicio con que se cuenta: 

fundamentación descriptiva; (b) aquél en que se procede a determinar la plataforma 

fáctica (hechos probados): fundamentación fáctica; (c) aquél en que se analizan los 

elementos de juicio con que se cuenta: fundamentación analítica o intelectiva; y (d) 

aquél en que se realiza la tarea de adecuar-o no- el presupuesto de hecho al presupuesto 

normativo: fundamentación jurídica...". (Sic). 

 

AUSENCIA DE JUSTIFICACIÓN DEL JUZGADOR SOBRE SUS DECISIONES, 

PRODUCE UN ERROR QUE IMPOSIBILITA  SUBSISTENCIA JURÍDICA DEL 

FALLO 

 

De ahí, que si un juzgador en cualquiera de estos momentos no explique o justifique su 

decisión debidamente, es decir, cumpliendo con los requerimientos esenciales, como el 

que sus argumentos sean expresos, claros, completos, legítimos y lógicos, incurrirá en 

un error que imposibilitaría su subsistencia jurídica, ya que de acuerdo a las garantías 

constitucionales, el deber de motivación permite conocer a las partes procesales el iter 

lógico seguido por el juez para llegar a la certeza de la absolución o condena de un 

imputado; lo anterior precisa, que en dicha decisión el juzgador fundamente claramente 

su posición, sin utilizar argumentos ambiguos, respondiendo de manera suficiente a los 

requerimientos esgrimidos por los sujetos procesales. 

 

DEFICIENCIA EN LA FUNDAMENTACIÓN INTELECTIVA DE  LA 

CALIFICACIÓN JURÍDICA DEL DELITO VULNERA LAS REGLAS DE LA SANA 

CRÍTICA Y CONLLEVA NULIDAD DEL FALLO  

 

Introduciendo los conceptos vertidos al caso concreto, esta Sala advierte que la presente 

sentencia, [é] puede resumirse su contenido de la siguiente manera: el A Quo en la 
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consideración I, transcribe los hechos acusados; en la II, III y IV, efectúa una breve 

síntesis de lo acaecido en el requerimiento, etapa de instrucción y audiencia de Vista 

Pública, respectivamente; posteriormente, aborda bajo el acápite "CALIFICACIÓN 

JURÍDICA DE LOS HECHOS", aspectos que atañen a la adecuación del hecho a las 

normas penales -fundamentación jurídica-, que se complementa con el siguiente punto, 

llamado "SOBRE LA EXISTENCIA DEL DELITO", en el que mencionan de una 

manera superficial, los elementos probatorios desfilados en Vista Pública-

fundamentación descriptiva-; finalmente, enuncia en el párrafo "SOBRE LA 

CULPABILIDAD DEL IMPUTADO", la apreciación particular del tribunal sobre la 

prueba acreditada en el juicio -fundamentación intelectiva-; para después concluir con el 

asunto referente a: "SOBRE LA INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA A IMPONER 

AL IMPUTADO", relacionados a la imposición de la pena.Es conveniente mencionar 

que el orden de los momentos para aplicar la función motivadora en una sentencia, no es 

invertible; debido a que cumplen una función lógica dentro de la mente del 

sentenciador; en ese sentido, dentro de la motivación del juez debe evidenciarse la 

utilización de un silogismo judicial; por una parte, la acreditación de la premisa mayor, 

la premisa menor y su respectiva consecuencia. 

Ahora bien, este despacho considera que la mezcla efectuada por el juez en la redacción 

de su sentencia ha incidido de sobremanera en la resolución del fallo; ya que el abordar 

in limine la parte relativa a la fundamentación jurídica, omitiendo la realización de los 

momentos preliminares, imposibilita determinar el iter lógico seguido por el juez; si 

bien es cierto, no podemos hablar de una falta de fundamentación, porque si la hay; a 

nuestro juicio, lo que existe es una insuficiente motivación, hecho que perjudica la 

validez y legitimidad de la sentencia, Vgr., nos parece interesante la postura del 

Tribunal Sentenciador, en cuanto al delito de Cheque sin Provisión de Fondos, quienes 

formularon lo subsiguiente: "...El presente delito consiste en librar un cheque a nombre 

de una persona, sin tener provisión de fondos en dicha cuenta, siendo una insolvencia 

dolosamente causada o agravada -en el presente caso el imputado le entregó a la víctima 

dos cheques, uno por la cantidad de ocho mil dólares y el otro por la cantidad de 

diecisiete mil novecientos catorce dólares, la víctima recibe primeramente un cheque de 

parte del se¶or [é] por el pago de la mercadería, y éste no tenía fondos para cobrarlo, 

ya que al momento de cobrarlo le informaron del Banco que la cuenta estaba cerrada, 

posteriormente el imputado le pagó la mercadería con otro cheque, y por el hecho de 
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que la se¶ora [é.], no perdi· la confianza en el imputado, entonces no existe ardid ni 

engaño, ya que ella seguía confiando en el imputado; además, el cheque que fue librado 

el seis de septiembre del año dos mil cuatro, por la cantidad de ocho mil dólares, no fue 

protestado, teniendo conciencia de ello la señora Larios, lo que sí se demostró es que el 

imputado fue el que firmó los cheques ya que existía una relación comercial entre 

ellos". (Sic). 

Ahora bien, este Tribunal después de analizar el anterior raciocinio, estima que el A quo 

ha sido deficiente y escueto, en cuanto a sus explicaciones, ello incide de manera 

suficiente en la fundamentación intelectiva, puesto que no se determina un proceso 

lógico de razonamiento, dentro de los argumentos para condenar al imputado por el 

delito de Cheque sin Provisión de Fondos, inobservando de esta manera, las reglas de la 

lógica, experiencia y psicología. 

En ese orden de ideas, de conformidad con las observaciones que anteceden, se estima 

que, en este caso, el motivo de forma alegado por el litigante es atendible, al concurrir 

en la sentencia una fundamentación insuficiente en los razonamientos de los juzgadores, 

siendo limitados para calificar el presente hecho como un delito de Cheque sin 

Provisión de Fondos; en consecuencia, dado el efecto devastador del vicio comprobado, 

deber§ anularse la sentencia y la Vista P¼blica originaria.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 657-CAS-2008 DE FECHA 14/03/2011) 

 

CRITERIO JURISPRUDENCIAL SOBRE EL CHEQUE COMO MEDIO 

INCONDICIONAL DE PAGO INMEDIATO Y COMO INSTRUMENTO DE 

GARANTÍA O DE CRÉDITO 

 

 ñA pesar que el recurrente dentro de su escrito ha identificado dos causales de casaci·n 

de diferente naturaleza, es decir, defectos de derecho -entiéndase la errónea aplicación 

del artículo 243 No. 1° del Código Penal- y del procedimiento -esto es, la falta de 

fundamentación de la sentencia-, vislumbra esta Sala, que el agravio descrito puede ser 

identificado a partir del defecto contenido en el artículo 362 Num. 4° del Código 
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Procesal Penal, cual es, la "Insuficiente fundamentación de la sentencia, en tanto que no 

fueron valoradas las pruebas según la Sana Crítica, concretamente las reglas de 

Derivación y Razón Suficiente", en tanto que la médula de su reclamo consiste en 

cuestionar la motivación intelectiva efectuada por el Tribunal de mérito, pues señala que 

se omitió valorar la totalidad de las evidencias incorporadas al juicio, ya que su decisión 

se basó exclusivamente en la deposición rendida por el imputado, quien manifestó que 

el cheque fue dado en "garantía" y en atención a ese concepto, el A-Quo sostuvo 

equivocadamente que de acuerdo a los elementos conceptuales de la figura 

correspondiente al "Cheque sin Provisión de Fondos", el título valor entregado bajo 

tales circunstancias, sí es objeto de protección por parte del Derecho Penal. Bajo ese 

orden de ideas, la decisión de este Tribunal se fundamentará exclusivamente en los 

reclamos que han sido alegados por las partes, siendo sometido a estudio los siguientes 

puntos: 1.) La argumentación desarrollada respecto de la "desnaturalización del 

cheque"; y, 2.) La valoración de la totalidad de la prueba de cargo incorporada en la 

acusación. 

Es necesario aclarar que la comprensión anterior, corresponde a la aplicación del 

aforismo "El Juez conoce el Derecho", de acuerdo al cual es éste quien posee la 

obligación de identificar el derecho comprometido en la causa, aun cuando no se 

encuentre expresamente invocado en la demanda. Es así que como director del proceso, 

expone el derecho antes de emitir sentencia, lo que no implica, la modificación del 

objeto de la pretensión o de los términos bajo los cuales ha sido planteado el recurso. 

Ahora bien, a efecto de analizar si verdaderamente el pronunciamiento ha incurrido en 

error de la ley procesal, esto es, que la motivación analítica de la sentencia efectuada 

por el juzgador fue incompleta en la medida que obvió resolver puntos específicos de 

interés para las partes, debe recordarse que tal vicio consiste en "dejar de lado una 

valoración conjunta y armónica de la masa probatoria para caer, bien en una remisión 

global o genérica a los elementos de juicio, bien a la discriminación arbitraria de esos 

elementos. Se valoran ciertas probanzas y se dejan por fuera otras, sin dar las razones 

para ello; y, al contrario, se desechan elementos de juicio sin decir por qué se toma esa 

decisión."(Cfr. "Lógica jurídica y motivación de la sentencia penal". Arroyo Gutiérrez, 

José Manuel y Rodríguez Campos, Alexander, p. 137). En similares términos aborda el 

artículo 362 numeral 4° del Código Procesal Penal, este defecto: "Se entenderá que la 
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fundamentación es insuficiente cuando solamente se utilicen formularios, afirmaciones 

dogmáticas, frases rutinarias o se utilice, como fundamentación, el simple relato de los 

hechos o cualquier otra forma de reemplazarla por relatos insustanciales; asimismo, se 

entenderá que es insuficiente la fundamentación cuando no se han observado en el fallo 

las reglas de la sana crítica con respecto a medios o elementos probatorios de valor 

decisivo." (Sic) 

[é] Es respecto de este razonamiento sobre el cual recae un punto de agravio del 

recurrente, pues a su criterio, es equívoco concebir al cheque como un instrumento de 

"garantía", ya que éste se destina únicamente al pago de una obligación previamente 

adquirida. Sobre este conocimiento, es oportuno mencionar que dentro de los criterios 

jurisprudenciales desarrollados por esta Sala, el cheque es identificado como medio 

incondicional de pago inmediato ante su sola presentación; pero también como un 

instrumento de garantía o de crédito, así según este supuesto, "es indispensable el 

convenio de las partes quienes acuerdan diferir el pago a través de dicho instrumento, 

creyendo cada uno en la palabra del otro, convirtiéndolo en un título de crédito sujeto a 

condiciones preestablecidas por las partes, en reemplazo del pagaré y de la letra de 

cambio, documentos cuya naturaleza jurídica, a diferencia del cheque, permite su uso 

como garantía, pero su pago no origina acción penal, por lo cual permite afirmar que 

aún cuando en la práctica y costumbre existen los cheques denominados "posfechados" 

su impago por insuficiencia de fondos, autoriza el protesto respectivo para el ejercicio 

de la acción civil o penal correspondiente, Art. 804 Inc. 2 C. Com., sin perjuicio que las 

pruebas en sede penal indiquen la falta de alguno de los elementos objetivos o 

subjetivos del tipo en comento, en cuyo caso no habría lugar a la responsabilidad penal. 

 

IMPOSIBILIDAD DE ESTABLECER RESPONSABILIDAD PENAL SIN QUE SE 

HAYA COMPROBADO EXISTENCIA DEL DOLO EN CONDUCTA DEL 

IMPUTADO CUANDO HA ENTREGADO CHEQUE EN GARANTÍA 

 

Cuando el cheque es utilizado como instrumento de crédito o como garantía, se sabe 

desde el inicio, que el librador al momento de emitirlo no cuenta con los fondos 

http://c.com/
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necesarios para su pago, pero promete al librado que lo tendrá llegada la fecha que 

figura en el documento, convirtiéndolo en uno de los medios de que se valen los 

deudores para ofrecer a sus acreedores la seguridad del pago, pues de no hacerse 

efectivo se atiene a la amenaza de la acción penal, intentando en esta forma reestablecer 

la prisión por deudas. De acuerdo al principio de responsabilidad que rige en el Derecho 

Penal, para atribuir responsabilidad penal a una persona, no basta establecer el resultado 

material a la que está unida causal o normativamente su conducta, resultando necesario 

apreciar además la dirección de su voluntad, es decir, no puede atribuírsele 

responsabilidad penal sin que se haya establecido la existencia del dolo en su conducta." 

(Sentencia 272-CAS-2000, dictada por esta Sala, a las diez horas del día dos de octubre 

de dos mil uno.) 

De tal forma, que el Derecho Penal al intervenir respecto de esta insolvencia punible, 

extiende su campo de acción tanto al cheque como medio incondicional de pago, como 

frente aquel supuesto en el que se presenta en concepto de garantía. En plena armonía 

con las consideraciones doctrinarias y jurisprudenciales recién anotadas, así como de la 

prueba presentada para el caso concreto, razonó el A-Quo de manera breve pero 

correcta, que sí se había configurado el delito de Cheque sin provisión de Fondos. 

 

INEXISTENCIA DEL DELITO ANTE LA AUSENCIA DE DOLO EN LA EMISIÓN 

DEL CHEQUE COMO GARANTÍA 

 

Ahora bien, superada la discusión respecto de la exhibición del título valor como 

garantía, se continuará con la revisión de la sentencia en lo que atañe al integral análisis 

de la prueba. Así pues, dentro del texto del pronunciamiento se acreditó que para el 

presente caso, la prueba esencial recay·: a. Cheque librado por [é], contra el Banco 

[é], sobre la cuenta corriente [é], cuyo monto asciende a la cantidad de [é], devuelto 

por insuficiencia de fondos; b. Informe de cuenta corriente [é], en la cual se establece 

que la cuenta activa, pertenece a [é], ¼nico titular de la cuenta, y a la fecha [é], 

dispon²a de un saldo de [é] y anexos, que informa de los cheques emitidos con 

anterioridad y posterioridad al d²a [é] 
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Señala el recurrente que no ha sido acordada a esta masa el valor que corresponde, pues 

el sentenciador dispuso únicamente dar cr®dito a la exposici·n del acusado [é], y por 

tanto, a partir de ella, no podía establecerse la existencia del delito de "Cheque sin 

Provisión de Fondos". Precisamente, a partir de la totalidad de este plexo probatorio, se 

discutió sobre el tiempo y lugar de entrega del cheque, y en todo momento se sostuvo 

por parte del imputado, sin que la acusación lo desvirtuara, que el referido titulo valor 

había sido dado en garantía. 

En ese orden de ideas, el A-Quo, al conjugar la totalidad de la prueba documental tanto 

de cargo como de descargo, que fue valorada en su conjunto, según consta en los 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS NÚMEROS DOS Y TRES, concluyó que la exposición 

de la parte denunciante y la mera presentación del cheque protestado y no pagado, no 

condujo a concluir que de forma dolosa se libró éste sin que dispusiera de fondos para 

cubrir la obligación, sino que de una reconstrucción histórica de la prueba documental 

aportada al proceso -entiéndase los movimientos de la cuenta del imputado- se advierte 

que el cheque fue entregado en blanco el d²a [é], no as² el [é] como lo pretende hacer 

ver la acusación -lo cual fue documentado por el imputado mismo, a través del reporte 

de consulta de movimientos proporcionados por [el banco]. 

En el caso objeto del presente proceso, el Tribunal proveyente asume que el título valor 

se emitió en garantía del cumplimiento de obligaciones contractuales sobre un mínimo 

sustento probatorio, tal como se ha reseñado en los párrafos anteriores. En definitiva, sí 

se han observado las reglas de la sana crítica, en todo el recorrido mental y probatorio 

que desarrolló el sentenciador, en tanto que sus razonamientos son derivados, es decir, 

provienen directamente de inferencias o deducciones coherentes brindadas por el 

material probatorio aportado por las partes procesales. 

 

En consecuencia, la sentencia no adolece del vicio de incompletitud, sino que su 

motivación ha cumplido fielmente las reglas de la sana crítica y además, ha sido 

valorada la totalidad de la prueba de carácter decisivoò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 494-CAS-2009 DE FECHA 29/07/2011) 
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COACCIÓN AGRAVADA: MODIFICACIÓN DE LA CALIFICACIÓN A 

EXTORSIÓN AGRAVADA EN GRADO DE TENTATIVA  

CONSIDERACIONES GENERALES SOBRE COACCIÓN 

"De conformidad a lo señalado en el Art. 153 del Código Penal, se entiende por delito 

de Coacción aquel acto en el que se obliga a otro a realizar, tolerar u omitir alguna 

acción; lo cual significa forzar a otra persona a adoptar un comportamiento contrario a 

su voluntad, haciéndolo llevar a cabo una acción u omisión, o tolerar una acción de otra 

persona u omitir algún comportamiento propio. Dichos resultados deben ser 

conseguidos mediante el uso de la violencia ya que ésta es el denominador común, 

entendiéndose incluida la fuerza física, la intimidación y la fuerza en las cosas que 

tengan efecto en el sujeto pasivo. Esta cl... -de delito adquiere el carácter de agravación 

especial cuando es cometido c. 41 a o por dos o más personas o si las amenazas fueran 

anónimas o condicionales, Art. 155 Pn. 

Hay unanimidad en que en esta clase, el delito es de resultado, por lo que, en primer 

lugar, como ya se ha dicho, será necesario acreditar la relación de causalidad entre la 

acción realizada por el sujeto activo y este resultado, y en segundo lugar, la 

consumación requerirá la constatación de ese resultado, presente cuando el sujeto pasivo 

omite la acción, tolera la de otra persona o lleva a cabo una acción no derivada de su 

voluntad, por lo que caben las formas imperfectas de ejecución. 

 

ÁNIMO DE LUCRO DEL SUJETO ACTIVO CONSTITUYE ELEMENTO DEL 

DELITO DE EXTORSIÓN Y NO DE COACCIÓN 

 

al haber solicitado a la víctima veinticinco dólares; dicho ánimo trae consigo un 

elemento más a la conducta tipo, siendo irrelevante si hay inmediatez o no en la entrega 

obligada del dinero, ya que eso está referido a la consumación del tipo, no a su 

configuración; generando que ésta salga de la esfera de una coacción con agravación 

especial, 
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En el caso objeto de estudio este Tribunal de Casación advierte que, el A Quo llevó a 

cabo el cambio de calificaci·n jur²dica del il²cito que se le atribuye al procesado [é], 

afirmando que no se encontraba ante  el delito de Extorsión en Grado de Tentativa, 

"porque jamás hubo intención de parte de la víctima, voluntad viciada de disposición 

patrimonial en su propio perjuicio como producto de la acción desplegada por el 

imputado; y si el elemento esencial del delito de extorsión no se encuentra presente, 

tampoco podría hablarse de la configuración del delito invocado por el Ministerio 

Público Fiscal. Razón por la cual el Tribunal considera que aunque no estamos frente a 

una extorsión sí se está en presencia de una Coacción con Agravación Especial, según 

lo tipificado y sancionado en los Arts. 153 y 155 Pn; véase por qué: en primer lugar, 

porque el delito de Coacción protege la libertad de obrar, de hacer o dejar de hacer algo; 

la cual tiene varios sentidos pero en el caso sentenciado, habría que considerarla como 

un atributo de la voluntad de tal forma que una persona será libre siempre que pueda 

disponer de su voluntad; segundo, porque el imputado [é] por medio de la violencia 

psicológica exigió a la víctima la entrega de veinticinco dólares en concepto de renta 

para los "Locos de la Mara" violencia psicológica ejercida bajo la amenaza de atentar 

contra su vida de no cumplir con la exigencia del dinero; tercero, porque con la amenaza 

anterior cre· en la mente de la v²ctima [é] un temor tal que conminaba su voluntad, 

dirigida a la entrega del dinero exigido; cuarto, porque el imputado, junto a un menor de 

edad y una joven, le manifestaron que regresarían por el dinero, en ese sentido la 

finalidad de ellos era obtener un beneficio patrimonial, es decir había un ánimo de lucro, 

de tal forma que obtendría con la entrega del dinero a futuro; quinto, al no haber 

inmediatez en la entrega del dinero, se está en presencia de la coacción, pues obligaron 

a la víctima a recolectar los veinticinco dólares y tenerlos listos para cuando éstos 

regresaran por él, caso contrario su vida corría peligro; sexto, la coacción se torna 

agravada porque la finalidad perseguida de la entrega de dinero a futuro estaba 

condicionada a la efectiva entrega caso contrario atentaría contra su vida." (Sic) 

Esta Sala, denota que en el pronunciamiento objeto de examen existe por parte del 

Tribunal de Mérito una acreditación de hechos de los aspectos que conforman la 

sentencia, en especial los que han sido transcritos en el párrafo anterior, se logra extraer 

que el Juzgador, tuvo por acreditada la circunstancia de haber existido por parte del 

procesado -quien iba acompañado de otras dos personas- un ánimo de lucro, al haber 

solicitado a la víctima veinticinco dólares; dicho ánimo trae consigo un elemento más a 
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la conducta tipo, siendo irrelevante si hay inmediatez o no en la entrega obligada del 

dinero, ya que eso está referido a la consumación del tipo, no a su configuración; 

generando que ésta salga de la esfera de una coacción con agravación especial, tal como 

lo señala la representación fiscal en su escrito casacional, cumpliéndose acertadamente 

los elementos del tipo penal de Extorsión. 

 

ERRÓNEA CALIFICACIÓN DEL DELITO DE COACCIÓN CUANDO SE 

ADVIERTE DEL CUADRO FÁCTICO EL ÁNIMO DE LUCRO NECESARIO PARA 

LA EXTORSIÓN 

 

Por otro lado, la existencia del ánimo de lucro no se encuentra supeditada al actuar por 

parte de la víctima, siendo menester acotar en este punto que en este tipo de delito, Art. 

214 Pn; la "consumación se produce en el momento en el que el sujeto pasivo realiza el 

acto o negocio jurídico u omite el que debía realizar, sin que la consumación requiera el 

efectivo perjuicio del sujeto pasivo o del tercero, que, de producirse, pertenecerá a la 

fase de agotamiento del delito. 

"La tentativa se producirá cuando el sujeto activo no consiga que el sujeto - pasivo 

otorgue u omita el acto o negocio del que se trate, habiendo realizado actos 

encaminados a esa finalidad." (Código Penal Comentado, Luis Rueda, Pág. 524). 

Debiendo entenderse por tanto, que la determinación del ánimo de lucro no se encuentra 

limitada a si existió efectiva e inmediatamente un desembolso monetario por parte de la 

víctima, bastando para el caso en comento, con que el procesado haya manifestado su 

voluntad de obligar a [é] a que le diera veinticinco d·lares, no importando si la v²ctima 

al final se los entregó o no. 

La modificación de la calificación jurídica por el A Quo, tuvo por base la falta del 

presupuesto principal del delito de Extorsión, tal como lo es: "el ánimo de lucro", razón 

por la cual el Juzgador no llevó a cabo un análisis de los restos elementos que 

conforman los presupuestos del delito de Extorsión, procediendo en su sentencia a la 

elaboración de una fundamentación intelectiva que cimento en el delito de Coacción con 

Agravación Especial. 
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Siendo que el análisis arrojado por el Juzgador respecto a la inexistencia del ánimo de 

lucro no es correcto, es procedente la rectificación de tal pronunciamiento, 

advirtiéndose de la sentencia que conforme al análisis de la prueba realizado por el A 

Quo, se desprende que: el procesado junto con otras dos personas, entre las cuales se 

encontraba un menor de edad, llegaron a la casa de la víctima diciéndole que llegaban 

de parte de los "los locos de la mara" a recoger la renta, exigiéndole la entrega de 

veinticinco dólares, sino atentarían contra su vida. Es claro que la afirmación señalada 

en la sentencia de m®rito [é] ten²a por objeto de parte del procesado y los otros sujetos 

la obligación o inducción de la víctima a realizar,  tolerar u omitir un acto o negocio 

jurídico en perjuicio de su patrimonio, encuadrando la acción en la intimidación del 

sujeto pasivo, el cual sintió temor por los gestos o caras que hacían, además porque le 

dijeron que iban a regresar en busca del dinero y que si no lo entregaba le podían 

hacer daño, motivo por el cual acudió a las autoridades correspondientes, tal como 

se¶ala el Juzgador al relacionar la declaraci·n del Agente [é]. 

 

PROCEDE CORREGIR LA  CALIFICACIÓN JURÍDICA A  EXTORSIÓN 

AGRAVADA EN GRADO DE TENTATIVA CUANDO DE LOS HECHOS 

ACREDITADOS SE ADVIERTEN LOS ELEMENTOS OBJETIVOS Y SUBJETIVO 

DEL TIPO PENAL 

 

De las declaraciones de los testigos señaladas por el Juzgador en su sentencia se colige 

que el acto realizado por el procesado y por los acompañantes fue llevado a cabo por 

tres personas (numeral primero del Art. 214 Pn), por otra parte, que uno de los jóvenes 

era menor de edad, configurándose otra agravante (numeral segundo del Art. 214 Pn), la 

cual es seguida de las amenazas en perjuicio de la vida de la víctima (numeral séptimo 

del Art. 214 Pn); todo ello ha sido sustraído de las afirmaciones expuestas por él A Quo 

al momento de valorar las declaraciones vertidas por [é], los agentes [é] y de la 

identificación llevada a cabo por [víctima] a través del reconocimiento en ruedas de 

personas.. 
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Es importante destacar que a pesar que la víctima no entregó el dinero que se le 

solicitaba, sino que llamó a la Policía Nacional Civil, los sujetos activos entre los cuales 

se encuentra el procesado, según identificación de la víctima en rueda de personas, ya 

había ejecutado con otras personas los actos encaminados a la finalidad de una 

extorsión, tal como lo fueron la solicitud de entrega de los veinticinco dólares y las 

amenazas contra el bien jurídico vida de "Gardenia". 

Esta Sala, de acuerdo a lo expuesto en la sentencia recurrida concluye que estamos en 

presencia de un delito de Extorsión Agravada en Grado de Tentativa, ya que se 

pretendía que la víctima tuviese a disposición de los imputados la cantidad de 

veinticinco dólares para cuando éstos llegaran por él, ya que de lo contrario atentarían 

contra su vida, siendo las condiciones que agravan la conducta, el haber sido cometida 

por tres sujetos, incluido un menor de edad, consistiendo la conducta en el presente caso 

la amenaza de ejecutar da¶os contra la vida de la v²ctima. [é] 

 

DETERMINACIÓN E INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA EN DELITO DE 

EXTORSIÓN EN MODALIDAD TENTADA 

 

Por tanto, retomando los parámetros de individualización del A Quo, respecto al grado 

de culpabilidad en la consideración de la extensión del daño y el peligro efectivo 

provocados, ya que hubo menoscabo de los bienes jurídicos patrimonio y libertad, como 

producto de la violencia utilizada para quebrantar la voluntad de la víctima, y que el 

procesado no tenía ningún motivo que justificase su actuar y que no existía ninguna 

causa que lo excluya de su responsabilidad penal, en razón de las circunstancias 

agravantes que fueron estudiadas anteriormente, esta Sala impone al se¶or [é], por el 

delito calificado definitivamente como Extorsión Agravada en Grado de Tentativa, 

previsto y sancionado en el Art. 214 en relación con el 68 Pn, la pena de cinco años de 

prisión y que cumplirá en su totalidad el veintisiete de enero de dos mil once, sin 

perjuicio del cómputo final que realice la señora Juez de Vigilancia Penitenciaria y 

Ejecución de la Pena de esta ciudad, así mismo se le impone la pena accesoria de 
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inhabilitación absoluta de sus derechos de ciudadano por el tiempo que dure la pena 

principal.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 569-CAS-2007 DE FECHA 14/03/2011) 

 

 

COAUTORIA EN EL DELITO DE EXTORSIÓN AGRAVADA  

CONCURRENCIA DE ACCIONES INDIVIDUALES Y DISTRIBUCIÓN DE 

FUNCIONES ESTABLECE LA COMISIÓN DEL ILÍCITO PENAL 

ñIV) El imputado [é], alega que la fundamentaci·n es insuficiente por inobservancia 

de las reglas de la sana crítica, respecto a medios probatorios de valor decisivo. 

Aduciendo que no se estableció su participación delincuencial, pues la víctima no lo 

señaló como partícipe del delito, el testigo no indicó cuál fue el rol que desempeñó, y 

los agentes policiales tampoco lo acusaron como parte de las personas que fueron 

identificadas con los billetes preseriados, por lo que considera que los elementos de 

prueba no poseen suficiente entidad para destruir su presunción de inocencia. 

Analizado el fallo cuestionado, esta Sala observa que el mismo se encuentra 

debidamente motivado, por cuanto, el tribunal de mérito después de analizar la prueba 

concluye que ésta era suficiente para determinar la participación del imputado, en vista 

que los testigos fueron categóricos y concordantes en incriminar a cada uno de los que 

intervinieron en las extorsiones. 

[é] estableci®ndose que el encartado particip· en el hecho atribuido, en calidad de 

coautor, pues no debe olvidarse que, en la coautoría, existe una especie de distribución 

de funciones entre los diversos partícipes, de tal suerte que las acciones individuales de 

cada uno, concurren a la realización de la figura típica. En esta especie de codominio, la 

aportación de cada uno determina la ejecución del ilícito, del mismo modo que el 

desistimiento en el momento consumativo, podría abortar el resultado final; por tal 

razón, en la generalidad de los casos, toda colaboración esencial durante la fase 

ejecutiva del delito, ha de ser considerada como un acto de coautoría, porque abona en 

forma directa a la realización del ilícito. 
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Lo anterior, se ajusta al hecho que el tribunal tuvo por acreditado, que las personas que 

participaron en la comisión del delito, se turnaban para efectuar el retiro de la renta, de 

tal manera, que las acciones individuales de cada sujeto, concurrieron en las acciones 

típicas, quedando plenamente establecida la distribución de los roles. Razón por la que, 

debe convenirse con el A quo en la responsabilidad atribuida al imputado como coautor 

del delito de Extorsión en su modalidad Agravada, pues para ello valoró en forma 

integral la prueba aportada al proceso, fijando la responsabilidad en la infracción penal 

atribuida, al tomar en cuenta que existió una coautoría, de conformidad a la teoría 

funcional del hecho, [é]. 

 

DEBIDA APLICACIÓN DE LAS REGLAS DE LA SANA CRÍTICA LEGITIMA EL 

FALLO 

 

De todo lo anteriormente señalado y del estudio integral del fallo, se observa que la 

resolución impugnada se presenta fundamentada y es lógica en sus consideraciones, por 

cuanto está constituida por argumentaciones razonables deducidas de las pruebas, que 

fueron analizadas por el A quo. En tal sentido, la motivación de la sentencia de mérito 

es completa. 

En ese orden de ideas, no es atendible el reclamo invocado por el impugnante, en virtud 

que del análisis realizado al proceso, se concluye que no existen los vicios alegados, 

razón por la cual no es procedente acceder a su pretensión debiendo mantenerse el fallo 

recurrido. 

 

JUZGADOS ESPECIALIZADOS: CIRCUNSTANCIAS LEGALES REQUERIDAS 

PARA EL JUZGAMIENTO DE DELITOS DE REALIZACIÓN COMPLEJA 

 

El [defensor particular] aduce que el Juez de Sentencia no tenía competencia para 

realizar la audiencia porque el proceso salió de la esfera de criminalidad organizada, 
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convirtiéndose en un delito común, al haber sobreseído en instrucción por el delito de 

Agrupaciones Ilícitas. Asimismo, aduce que el juez violentó lo regulado en el Art. 362 

Inc. 8 Pr. Pn., al modificar el delito de Extorsión simple a compleja, pues no 

fundamentó el cambio de calificación, olvidando la obligación que tiene de fundamentar 

las resoluciones. 

Respecto a la competencia del Juzgado Especializado de Sentencia, cabe señalar, que si 

bien es cierto, el Juzgado Especializado de Instrucción, ante la solicitud de la fiscalía, 

sobreseyó provisionalmente por el ilícito de Agrupaciones Ilícitas, al colegir que los 

elementos del tipo penal que son exigidos por este delito no se cumplían y no existían 

elementos suficientes para fundamentar la imputación, ello no quiere decir, que el 

Juzgado Especializado de Sentencia no era el competente para conocer del caso, pues 

tomando en cuenta que la Ley Contra el Crimen Organizado y Delitos de Realización 

Compleja, regula dos componentes de conocimiento penal especializado, el primero 

abarca todo delito cometido por una estructura de crimen organizado, en el cual se 

incluye a cualquier tipo de delitos; y el segundo comprende aquellos ilícitos, que no 

obstante que no fueren cometidos por estructuras de crimen organizado propiamente 

dichas, será necesario su conocimiento especializado por su masificada comisión, 

gravedad de su penalidad o por tratarse de lesiones a bienes jurídicos de mayor valor en 

la escala de derechos fundamentales, entre los cuales el legislador ha considerado 

específicamente los delitos de Homicidio, Secuestro y Extorsión, siempre y cuando se 

cumpla alguna de las circunstancias siguientes: que haya sido realizado por dos o más 

personas, que la acción recaiga sobre dos o más víctimas, o que su perpetración 

provoque alarma o conmoción social. 

En el presente caso, se comprobó uno de los componentes de la referida ley, por cuanto, 

el delito de Extorsión, está comprendido entre los delitos de realización compleja, 

además, se estableció que el hecho fue cometido por varios sujetos, por lo que no es 

cierto que la ley se aplicará sólo cuando "las víctimas sean dos o más personas, que 

dicho delito provenga de un grupo estructurado y organizado de dos o más personas, 

que exista durante cierto tiempo", como lo señala el impugnante, sino cuando se cumpla 

con cualquiera de las circunstancias relacionadas, como lo confirmó el Juzgado 

Especializado de Sentencia, al determinar su competencia en el Romano I denominado 

"ACCIÓN Y COMPETENCIA", en el cual concluyó que: "...c) De conformidad al Art. 
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3 Lit. "A" de la Ley de la Creación de los Juzgados y Tribunales Especializados, Arts. 1 

Inc. 3° Lit. "c", 3 y 20 de la Ley Contra el Crimen Organizado y Delitos de Realización 

Compleja y Arts. 57 y 324 CPP.; este Juzgado es competente para conocer de la etapa 

plenaria del presente proceso penal, en razón a que se está ante la presencia de un delito 

de Realización Compleja, ello en concordancia con lo descrito en la Ley Contra el 

Crimen Organizado... pues en la misma se exponen los elementos necesarios para dicha 

cualificación, refiriendo que cuando los delitos de Homicidio, Homicidio Agravado, 

Secuestro y/o Extorsión, sean realizados por dos o más personas, o que la acción recaiga 

sobre dos o más víctimas o en caso que la perpetración del ilícito provoque alarma o 

conmoción social, se estará en presencia de un delito de Realización Compleja. --- De lo 

anterior se desprende que en el hecho acusado según Dictamen Fiscal, concurre el 

primer indicador dado por la norma, pues se vieron involucrados en el mismo, más de 

dos sujetos; por consiguiente queda establecido que el Suscrito Juez es competente en 

razón de la complejidad del hecho acusado...". 

En virtud de lo anterior, esta Sala considera que las razones del A quo para determinar 

su competencia están apegadas a derecho. 

Respecto a la calificación del delito cabe señalar, que consta en el acta de la audiencia 

de vista pública que el juzgador hizo anuncio de un posible cambio del delito de 

Extorsión, al de Extorsión en su modalidad agravada, de conformidad al Art. 344 Pr. 

Pn., quedando las partes informadas y habilitadas para solicitar la suspensión de la 

audiencia, en caso de no estar de acuerdo con dicha modificación. Concluyendo el 

tribunal en la sentencia, que se comprobó que el hecho fue cometido por más de dos 

personas, de acuerdo a la prueba pericial, documental y testimonial incorporada en la 

vista pública (Art. 214 No. 1 Pn.) y tomando en cuenta las deposiciones de la víctima 

quien declaró haber recibido amenazas de muerte hacia él o su familia. (Art. 214 No. 7 

Pn.), quedando plenamente establecido, para el A quo, el delito de Extorsión Agravada. 

Por tanto, el Tribunal de Sentencia, de conformidad al citado Art. 344 Pr. Pn., estaba 

facultado para modificar la calificación del delito, siempre y cuando se les advirtiera a 

las partes de su respectiva modificación, exigencia que cumplió el juzgador. 

Por ende, se considera que en el presente caso, no existen los vicios alegados, por el 

[defensor particular], en consecuencia deber§ desestimarse el recurso.ò 
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(SALA DE LO PENAL/SENTENC IAS DEFINITIVAS, 89-CAS-2010 DE FECHA 14/03/2011) 

 

 

COAUTORÍA  

CONSTITUYE AGRAVIO LA FALTA DE FUNDAMENTACIÓN EN CUANTO AL 

ELEMENTO SUBJETIVO PARA DETERMINAR LA INDIVIDUALIZACIÓN DE 

LA ACCIÓN DE CADA UNO DE LOS INTERVINIENTES EN EL DELITO 

ñ[é] Como SEGUNDO VICIO, se denuncia la INOBSERVANCIA DE LAS REGLAS 

DE LA SANA CRÍTICA, específicamente la ley de derivación, expresando que se 

transgrede el Art. 162 Pr.Pn., [é] 

La Sala al estar habilitada por la naturaleza del vicio a estudiar la MOTIVACIÓN 

completa del proveído en estudio se remite al ROMANO VIII en el que se plasma los 

argumentos referentes a la AUTORĉA DEL IMPUTADO [é] EN EL DELITO DE 

HOMICIDIO AGRAVADO EN GRADO DE TENTATIVA EN PERJUICIO DE [é] 

[é] Este Tribunal al examinar los argumentos vertidos por el Juzgador en su 

FUNDAMENTACIÓN ANALÍTICA verifica la existencia de un vicio en la misma, 

referido a las consideraciones que hace el A- quo, en cuanto a la participación del 

imputado, [é] 

Sobre este aspecto, es necesario tener en cuenta lo dispuesto en el Art. 33 Pn. el cual 

dispone: "Son autores directos los que por sí o conjuntamente con otro u otros cometen 

el delito.", es decir, es el sujeto a quien se le puede imputar un hecho delictivo como 

propio, siendo el que lo realiza y del que se puede afirmar que es suyo; en este sentido, 

COAUTOR, es el que conjuntamente con otro u otros cometen un ilícito penal; según la 

doctrina del "ACUERDO PREVIO" son coautores quienes unidos por un fin común y 

CON INDEPENDENCIA DE LA OBJETIVA INTERVENCIÓN QUE HAYAN 

TENIDO EN EL DELITO, cometen el injusto conjuntamente y poseen el dominio 

funcional del hecho, a raíz de la distribución de funciones que les corresponden. 
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En esta línea de pensamiento se denota que el Juzgador, únicamente se limita a exponer 

de manera escueta que: "al no poder individualizar la acción que puso en peligro la vida 

de las víctimas (sic), y al no acreditar de que había un concierto previo para querer 

quitar la vida a los seguridad de la Agencia de Crédito, debo absolver al acusado.", 

detectándose un vacío en la motivación, ya que era preciso que el A-quo, hiciera un 

análisis exhaustivo a partir de los hechos acreditados, sobre si los imputados podrían 

haberse representado como posibles o probables las consecuencias en la ejecución del 

delito; y sin embargo, aceptaban su eventualidad, y luego de ese análisis, arribar a la 

existencia o inexistencia del ilícito, no siendo en consecuencia, ni razonado ni razonable 

su proveído, al no considerar este aspecto de relevancia manifiesta. 

Como el elemento subjetivo pertenece al propio pensamiento e intimidad de las 

personas, a no ser que el sujeto activo de la acción lo confiese, deben tomarse en cuenta 

al momento de su análisis la actividad externa realizada, tanto antecedente como 

concomitante o consiguiente, a efecto de determinar la concurrencia o no del referido 

elemento, a fin de dar cumplimiento a los requisitos de motivación de las decisiones 

jurisdiccionales. 

En este sentido, se evidencia la existencia de un vicio en la fundamentación del 

proveído por lo que esta Sala considera procedente casar el sentencia tal como se 

ordenará en el fallo respectivo. 

[é] Por lo anterior, es pertinente declarar que ha lugar a casar la sentencia por la 

INSUFICIENTE FUNDAMENTACIÓN DE LA SENTENCIA, tal como se señaló 

previamente.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 693-CAS-2008 DE FECHA 14/03/2011) 

 

DEBIDA FUNDAMENTACIÓN INTELECTIVA AL REALIZAR UNA 

VALORACIÓN INTEGRAL DE LOS ELEMENTOS PROBATORIOS SOBRE LA 

EXISTENCIA DEL DELITO Y EL GRADO DE PARTICIPACIÓN 

ñ[é] denuncia que en la fundamentación del proveído no se han indicado con precisión 

los motivos de hecho y de derecho, en que los jueces han basado la condena dictada 
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contra la imputada Ana Cecilia Mezquita Valdez, pues a su criterio, no se estableció 

cuál fue el grado de participación en la estructura organizativa, cuyo objetivo era la 

comisión de los delitos. Basó su reclamo en la inobservancia del Art.362 No. 4 Pr. Pn. 

derogado y aplicable. 

Esta Sala, tiene a bien indicar que la fundamentación de un fallo constituye un elemento 

estrictamente intelectual, de contenido crítico, valorativo y lógico, en el que se 

consignan los razonamientos de hecho y de derecho en que los jueces apoyan su 

decisión. Exigencia Constitucional, que se procura no sólo para garantizar los derechos 

del imputado sino también para asegurar la aplicación de una correcta administración de 

justicia. 

La motivación de una sentencia para ser impugnada, por su fundamentación, debe 

adolecer de falta de claridad, la que se refiere no a cualquier frase o expresión no 

suficientemente asertiva, sino aquellas por las cuales se fijan los hechos y conclusiones 

fundamentales, ya que de lo contrario no se puede saber si la decisión se funda en la 

certeza del juez o bien en una sospecha o mero arbitrio de los juzgadores. 

También se reitera, que la apreciación de las pruebas como la interpretación y 

aplicación de las normas de Derecho Procesal constituyen, por excelencia una facultad 

de los jueces sentenciadores y no susceptibles de revisión en casación. Entonces, la 

valoración de las probanzas y la determinación de las conclusiones inferidas de ellas, 

son potestad soberana del Tribunal de mérito. El Tribunal de Casación sólo puede 

controlar si esas pruebas son válidas, si las conclusiones obtenidas responden a las 

reglas del correcto entendimiento humano, y si la motivación así constituida es expresa, 

clara, completa y emitida con arreglo a las normas prescritas, el ejercicio de la libre 

convicción del juzgador está excluido del control de casación. 

El defecto por el cual el impugnante pretende la anulación del proveído ha sido porque, 

a su criterio, no existe pronunciamiento en cuanto al grado de participación que la 

imputada [é], ten²a dentro de la organizaci·n criminal, ni la participaci·n que la misma 

tuvo en el sometimiento del delito de Homicidio Agravado perpetuado en [víctima], 

para lo que se torna necesario examinar los considerandos contenidos en la sentencia; y 

encontramos precisamente en el fundamento jurídico II que los jueces han razonado 

intelectivamente, motivando suficientemente su decisión con relación a la coautoría de 
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la imputada en cada uno de los delitos que se le imputan, con lo dicho por el testigo 

presencial [é], quien fue considerado fidedigno, veraz y contundente por los 

juzgadores para demostrar los hechos acusados por la Representación fiscal y atribuidos 

a la [imputada], prueba que fue concatenada con elementos probatorios de descargo, 

periciales y documentales incorporados legalmente al proceso. [é] 

Los juzgadores han comprobado y razonado su convicción, a partir del análisis de las 

probanzas estableciendo que la imputada se encontraba el día que se cometió el delito 

de Homicidio, en perjuicio de [é], a bordo de un veh²culo tipo pick up color blanco, 

esperando a que se desarrollara el ilícito para que cuando el imputado [é] y otro se 

dieran a la fuga, fueran alcanzados por el vehículo antes descrito, ayudándolos para que 

escapen del lugar del hecho, significando que la acusada sabia lo que acababa de 

suceder y formó parte del plan que tuvo como resultado la muerte de la víctima. De 

igual forma y partiendo de la declaraci·n del testigo con r®gimen de protecci·n [é] los 

jueces determinaron que la imputada [é], pertenec²a a la organizaci·n, que era la 

segunda al mando y que dentro de la misma era conocida como [é]. 

Con todo expuesto, se tiene que las anteriores afirmaciones son propias de la 

motivación que es su aspecto intelectivo desarrollo el juzgador, encontrándose de 

manera explicita las razones que le asistieron para conferirle valor probatorio a las 

deposiciones de los testigos, así como también ha señalado los diversos medios de 

prueba que se incorporaron al juicio y que fueron utilizados para deducir la 

concordancia y consecuente veracidad de los extremos que están destinados a probar. 

En consecuencia, no es atendible el reclamo planteado por el recurrente, debiendo 

mantenerse la sentencia de m®rito en cuanto a este motivo. [é] 

 

AUSENCIA DE AGRAVIO AL COMPROBARSE DETALLADAMENTE 

MEDIANTE LA PRUEBA INMEDIADA AL PROCESO  LOS PRESUPUESTOS DE 

LA TEORÍA FUNCIONAL DE CADA UNO DE LOS IMPUTADOS 

 

Que denuncian como defecto de fondo la Errónea aplicación del Art. 33 Pn., 

argumentando que no ha podido demostrarse la participaci·n del imputado [é], como 
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coautor en el delito de Homicidio Agravado, en perjuicio de [é], ya que no hay 

sustento probatorio para establecer el acuerdo previo, como elemento esencial para 

determinar su grado de participación. 

La Sala, al examinar las partes pertinentes de la motivación de fallo, relacionadas con el 

aspecto impugnado, advierte en el Fundamento Jurídico VI, los razonamientos en 

cuanto a la tipicidad del delito de Homicidio Agravado, en perjuicio de la v²ctima [é], 

el tribunal de juicio estableció: "...De los hechos que se han comprobado a partir del 

análisis de los elementos de prueba que se desprenden de las probanzas vertidas ante el 

suscrito, así como la conclusión que a partir de éstos hemos podido lograr, y que se han 

expuesto "ut supra", se adecúan semánticamente a la descripción formal de la conducta 

prohibida por el legislador bajo el tipo penal de HOMICIDIO AGRAVADO, en calidad 

de coautores a los se¶ores (...) en la vida del se¶or [é]; y al realizar un ejercicio mental 

y subsumir las conductas exteriorizadas por los encausados en el tipo penal referido, 

resulta que sus comportamientos son evidentemente típicos y se adaptan a lo que 

nuestro legislador prevé como el presupuesto de una sanción.(...) Se afirma que siempre 

que se realiza una acción ésta conlleva como efecto la producción de una alteración en 

el mundo exterior; y por ende, no hay conducta alguna que no produzca un resultado"; 

en otras palabras, "todo resultado implica necesariamente la existencia de una acción". 

Al aplicar esta fórmula conclusiva al caso que nos ocupa, es lógico decir que la muerte 

de [víctima], fue producida por las acciones finalistas homicidas de los acusados, puesto 

que no resultaría lógico pensar que [imputados] estuvieran de manera pasajera 

esperando en un vehículo tipo pick up cerca de la Alcaldía Municipal de Izalco, 

Sonsonate el día veinticinco de junio de dos mil ocho, como a eso de las ocho de la 

ma¶ana, mismo d²a en que el imputado [é], se acerc· en un veh²culo junto con otro 

sujeto hacia donde estaba el imputado [é], quien al acercarse el vehículo rojo vidrios 

claros en donde se conduc²a [é], ®ste le hizo una se¶al para que aqu®l ejecutara el 

delito de Homicidio, en perjuicio de la v²ctima [é], quien se encontraba desprevenido y 

absorto de cualquier amenaza que se pudiera realizar en su contra, llegando hasta donde 

se encontraba conversando con otra persona frente a la Alcaldía Municipal de Izalco, 

Sonsonate; es ah² entonces donde el [é] aprovech· y procedi· a realizar una serie de 

disparos a la víctima, quien cayó prácticamente muerto a la entrada de la referida 

alcaldía, todo lo anterior ante la seña y orden de ejecución dictada según el testigo con 

r®gimen de protecci·n [é]. 
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Los juzgadores, atribuyen las acciones imputables al acusado [é], del an§lisis cr²tico y 

objetivo, que apegado a las reglas del correcto entendimiento humano, estableció con 

base a la ponderaci·n que del testigo [é] se efectu·, adem§s que dicha prueba fue 

concatenada o complementada por los testigos de descargo [é], de cuyas declaraciones 

se obtienen indicios fehacientes acerca de la participación de los imputados en el hecho 

cometido; además, se apoyaron en prueba documental consistente en Acta de inspección 

ocular del lugar de los hechos, Autopsia practicada al fallecido [é], Resultado bal²stico 

que determin· la utilizaci·n de un arma de fuego. [é] 

En cuanto a la agravante contenida en el numeral tercero del articulo 129 Pn., los 

juzgadores estimaron que los sujetos activos tuvieron pleno control de las acciones 

dirigidas a cesar la vida de la v²ctima [é], determin§ndose con el dicho del testigo bajo 

régimen de protecci·n [é], la forma en que atacaron a la v²ctima, lo que provoc· la 

muerte de la misma; además, de estimar que la acción realizada por los imputados 

cumplió con los parámetros para ser considerados como coautores del delito, porque 

con la prueba inmediada, se ha comprobado los presupuestos de la teoría funcional, que 

no es más que la determinación de un plan común o concierto previo, al haberse 

distribuido funciones para ejecutar la acción homicida de matar. 

Con relación al presente motivo, y partiendo de las consideraciones hechas por el A-

quo, la Sala estima que la decisión del tribunal no es censurable respecto a la 

participaci·n del imputado [é], como coautor en el delito de Homicidio Agravado, 

tomando en cuenta que la conclusión a la que arribaron los juzgadores, se deriva del 

análisis y ponderación de prueba que desfiló en el juicio; en consecuencia, el criterio del 

tribunal sentenciador se sostiene a partir de la fundamentación intelectiva expresada en 

la sentencia y por lo tanto la entidad de los argumentos expuestos por los recurrentes no 

puede dirimir el razonamiento de fondo plasmado en la decisión en recurso, razón por la 

que este motivo debe desestimarse [é]. 

 

ANTICIPO DE PRUEBA: REFORZAR LOS MEDIOS DE PRUEBA CON 

VALORACIÓN DE ACTOS DEFINITIVOS E IRREPRODUCIBLES LEGÍTIMA  EL 

FALLO 
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Los impugnantes también denuncian como segundo vicio casacional, la Inobservancia 

del Art. 15 Pr. Pn., derogado y aplicable, y sus argumentos están orientados a demostrar 

que la obtención del video y los elementos probatorios que se derivan del mismo, fueron 

obtenidos ilícitamente, por lo que los jueces no debieron haber valorado las cuarenta 

fotografías que de él se extrajeron como prueba de cargo en contra de su defendido, las 

cuales son determinantes para soportar la decisión de condena dictada en contra de 

[imputado]. 

Para que la sentencia sea legítima, ésta debe basarse en elementos probatorios 

válidamente introducidos en el debate y no omitir la valoración de prueba decisiva 

incorporada en él. De tal manera, que no existe legitimidad en el proveído cuando éste 

se fundamenta en actos que no fueron incorporados al juicio por alguno de los medios 

previstos por la legislación procesal. De allí, que de conformidad al Principio de 

Legalidad de la Prueba, regulado en el Art. 15 Pr.Pn. derogado y aplicable, los 

elementos de prueba sólo tendrán valor si han sido obtenidos por un medio lícito e 

incorporados al procedimiento conforme a las disposiciones expresas que establece el 

Código Procesal Penal, y cuando no exista una disposición que determine la forma en 

que deberá incorporarse, el juzgador tomará en cuenta la manera que esté prevista para 

la incorporación de pruebas similares (Art. 162 Inc. 3° Pr Pn). 

Ahora bien, al examinar los pasajes del proceso para verificar el punto denunciado por 

los recurrentes, ubicamos en el apartado denominado "PRUEBA ADMITIDA E 

INCORPORADA EN EL PRESENTE PROCESO"", la referencia a un CD y álbum 

fotográfico de la secuencia del ataque del imputado a la víctima, con la salvedad que lo 

que se encuentra agregado son cuarenta fotografías a colores, no así el CD; dicha prueba 

pericial fue ofertada en el momento procesal oportuno, y admitida en la fase de 

instrucción, las que fueron incorporadas en el momento del juicio, de conformidad a lo 

establecido en la norma Procesal Penal. 

El A-quo, sobre la prueba cuestionada indicó: "..que son actos de documentación 

contentivos de los actos puros de investigación, por lo cual no se duda de su 

autenticidad; así mismo, de conformidad a los Arts. 162, 163 y siguientes CPP, dichas 

diligencias están consideradas como actos definitivos e irreproducibles de suma y 

extrema urgencia para el mayor éxito de la investigación (...) coligiéndose de dichos 

procedimientos la existencia de los lugares donde sucedieron los dos hechos y los 
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resultados de los mismos, no siendo producto de la imaginación humana y que 

consecuentemente tienen existencia real, realizando las respectivas fijaciones con 

croquis y fotografías; de ellos se obtiene la ubicación geográfica del lugar y las lesiones 

provocadas al cadáver en uno de los casos...". 

Ahora bien, pertinente es resaltar que en el Fundamento Jurídico II, del proveído, en lo 

atinente a la ponderación de las probanzas que el A-quo efectuó en el caso del 

Homicidio Agravado, en perjuicio de [víctima], y posterior al análisis de la prueba 

testimonial incorporada al proceso los sentenciadores afirman, que: [é.] 

Del anterior razonamiento, vemos que los jueces del tribunal sentenciador se apoyaron 

además del resto de prueba documental y pericial que se señala, en la probanza 

correspondiente a las cuarenta fotografías que contienen el desarrollo del ataque que 

sufriera el fallecido, con el sólo hecho de reforzar el contenido de la prueba testimonial 

[é.], determin§ndose as² la ubicaci·n geográfica del lugar en que aconteció el ilícito 

penal. Consideraciones que el A-quo efectuó a partir de prueba introducida legal y 

válidamente al proceso, ponderada como consecuencia del Principio de Verdad Real y 

del de Inmediación que es su derivación. En consecuencia, esta Sala puede concluir que 

no puede estimarse que la sentencia sea ilegítima por el aspecto cuestionado, tomándose 

este motivo desestimable.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 209-CAS-2010 DE FECHA 19/09/2011) 

 

INEXISTENCIA CUANDO ACCIÓN DEL IMPUTADO CONSISTE EN 

COOPERAR PARA FACILITAR LA EJECUCIÓN DEL HECHO SIN TENER 

CODOMINIO DEL MISMO 

ñ[é] La coautoría en nuestro ordenamiento penal requiere de los siguientes requisitos: 

a) Dos o más sujetos que actúan bajo una resolución común, es decir un acuerdo 

recíproco de realización conjunta del delito; b) Cada coautor deberá contribuir 

objetivamente a la ejecución del delito mediante un aporte esencial, art.33 CP. 

A tenor del relato de hechos probados, el aporte del imputado [é] al curso causal 

consistió en proporcionar una vivienda para que los coautores se mudaran de ropa, 
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para vestir los uniformes de policía que usarían al momento de la privación de libertad 

de la víctima; y asimismo, que dicho imputado estaría brindando información sobre los 

"movimientos" de los familiares de la víctima. En la sentencia no se explica la 

esencialidad de esas acciones; sólo se concluye que el imputado cumplió con la función 

que había acordado "al prestar su casa para que los otros procesados se cambiaran de 

ropa". 

Asimismo, no se precisa cuáles fueron las informaciones específicas que proporcionó el 

imputado a efecto de establecer su incidencia en el curso causal del secuestro, respecto 

de lo cual sólo se alcanzó a determinar que <alertó sobre la investigación que realizaba 

la policía, sobre la ubicación del testigo (...) "Will"> 

Tampoco se definió probatoriamente que fue un acuerdo de coautoría bajo el cual actuó 

el procesado [...]. Por el contrario, según el testimonio de "Will", éste oyó decir a "[...] 

(...) que ya se había puesto de acuerdo con [...]que él iba a prestar la casa y que iba a 

estar dando información de los movimientos de la familia; que a este le iban a dar "su 

pata de cheje", o sea un poco de dinero del rescate". 

La expresión resaltada en negrillas, contiene un salvadoreñismo que configura un 

elemento esencial para una correcta valoración del hecho atribuido al procesado [...], a 

quien "le iban a dar" una "pata de cheje" es decir, una "ganancia mínima" (según el 

"Diccionario de Salvadoreñismos" de Matías Romero) como retribución por ese aporte 

al curso causal dominado por los coautores. 

En consecuencia, los elementos comprobados no son suficientes para determinar que el 

imputado [...] co-dominó el secuestro conjuntamente con los restantes autores, primero 

porque no fue acreditada la existencia de un acuerdo de autoría, y segundo, al no 

haberse establecido con precisión el carácter indispensable de los aportes al curso causal 

del delito por el que se le acusó. 

 

FACILITAMIENTO DE LA EJECUCIÓN DEL HECHO SIN TENER CODOMINIO 

DEL MISMO CONSTITUYE COMPLICIDAD NO NECESARIA 
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Habiéndose constatado así la violación de ley sustantiva alegada por el recurrente, 

consistente en la indebida aplicación del art. 33 CP, al calificar de coautoría, la 

intervención del imputado [...] en el delito de Secuestro, cuando de los hechos probados 

se deriva sólo una cooperación que facilitó su ejecución, pero sin llegar a constituir un 

factor imprescindible o necesario. En consecuencia, se casará parcialmente la sentencia 

en relación al referido procesado, declarándose que la acción que se le reprocha se 

adecua a la de complicidad no necesaria, de conformidad al art. 36 n° 2 CP, por lo cual 

se procederá a determinar la pena que ha de imponérsele con arreglo a lo dispuesto en el 

art. 66 CP. 

 

PENA: DETERMINACIÓN PREVISTA PARA LA COMPLICIDAD NO 

NECESARIA 

 

Esta última disposición prevé que la pena del cómplice no necesario 

"se fijará entre el mínimo legal que corresponde al delito y la mitad del máximo de la 

misma, pero en ningún caso excederá de las dos terceras partes de la pena que se 

imponga al autor". Siguiendo dichas reglas tenemos, que el delito de Secuestro está 

sancionado con una pena de prisión de entre treinta a cuarenta y cinco años de prisión. 

La pena que se ha impuesto a los coautores es la de treinta y cinco años de prisión. 

De ahí, que el rango abstracto de penalidad será de veintidós años y seis meses (mitad 

del máximo) a treinta años (mínimo legal). Sin embargo, en consideración a la pena 

concreta impuesta a los coautores, la del cómplice [...] no podrá exceder de veintitrés 

años y tres meses (dos terceras partes de treinta y cinco). 

En relación a la extensión del daño causado con el delito, los móviles que lo impulsaron 

a cometerlo, la comprensión de la antijuridicidad de su conducta, las circunstancias 

socio-culturales en torno al hecho y a las circunstancias modificativas de la 

responsabilidad penal, nos remitimos a lo expresado en la sentencia impugnada en el 

fundamento jurídico VI, fijándose en consecuencia una pena de prisión de veintidós 

años y ocho meses, art. 63 CP. 
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[é] En otro orden, al estudiar la sentencia en relaci·n a sus argumentos probatorios se 

advierte la inexistencia de la violación a sana crítica que se le atribuye en el recurso, ya 

que las conclusiones fácticas esenciales emitidas en torno al imputado [...], se 

encuentran sustentadas en el necesario respaldo probatorio. 

El a quo concluyó: a) "siendo se (sic) era el rol o división del trabajo que le 

correspondió"; b)"...prestó su casa de habitaci·n con fecha [é], previo a la privaci·n 

de la libertad a [é], lugar donde los procesados (...)procedieron a cambiarse los 

uniformes policiales para simular un retén policial,"; c)< era la persona que 

efectivamente alertó sobre la investigación que realizaba la policía sobre la ubicación 

del testigo identificado como "Will"; lo cual tiene un fundamento suficiente en 

elementos aportados mediante la declaración de "Will". 

Por consiguiente, si a fs.398 fte. el a quo ha expuesto que la condena en relación al 

imputado en comento tiene su base en: " lo que se predica del procesado [...], no es el 

hecho que éste hubiera participado o estado presente en el lugar y momento que la 

víctima es privada de su libertad, si no que es en relación a que éste era parte de la 

misma empresa criminal al formar parte del mismo plan de ejecución, al tener uno de 

los roles como lo era proporcionar un lugar para que los otros sujetos procedieran a 

cambiarse y simular efectivamente que se trataban de agentes policiales y que 

posteriormente indagaría lo que se dijera del hecho" ; y resultando que tal fundamento 

fáctico se encuentra debidamente sustentado en el contenido de la prueba descrita en la 

sentencia, procede desestimar el motivo de forma que ahora nos ocupa.ò 

(SALA DE LO PENAL/SEN TENCIAS DEFINITIVAS, 759-CAS-2008 DE FECHA 30/03/2011) 

 

 

 



Volver al índice Ą 

COMPETENCIA DE TRIBUNALES COLEGIADOS EN DELITOS SUJETOS A 

CONOCIMIENTO DEL TRIBUNAL DEL JURADO  

FACULTAD DEL TRIBUNAL COLEGIADO PARA SEGUIR CONOCIENDO DE 

LA VISTA PÚBLICA CUANDO DEL CAMBIO DE CALIFICACIÓN DEL DELITO 

RESULTE QUE SU JUZGAMIENTO CORRESPONDE AL TRIBUNAL DEL 

JURADO 

ñ[é] Del contenido del escrito se advierte que, el impetrante denuncia que, el tribunal 

sentenciador, luego que efectuó el cambio en la calificación jurídica del hecho punible 

sometido a su conocimiento, al delito de LESIONES AGRAVADAS, debió 

pronunciarse inmediatamente incompetente en razón de la materia; en virtud que tal 

ilícito penal era del conocimiento exclusivo del Tribunal de Jurado, consideró que se 

había inobservado lo regulado en el Art. 52 CPP. 

Al respecto, esta Sala considera que, el tribunal del juicio conoció del presente proceso 

penal inicialmente por el delito de Homicidio Agravado en Grado de Tentativa, sin 

embargo, luego de la valoración de la respectiva prueba y la correspondiente 

acreditación de los hechos, durante la deliberación, los sentenciadores cambiaron la 

calificación jurídica del delito acusado al delito de Lesiones Agravadas, circunstancia 

sobre la cual recae la denuncia efectuada por el impetrante en lo relativo a que, el 

Tribunal A quo debió declararse incompetente en razón de la materia, ya que tal delito 

era de exclusivo conocimiento del tribunal de jurado. 

Con relación a lo anterior, esta Sala estima que, en el presente caso no ha habido un 

quebranto a la garantía del juez natural, puesto que la Vista Pública se instaló en su 

origen para que se conociera del delito de Homicidio Agravado en Grado de Tentativa, 

dicho sea de paso delito que es del conocimiento de los tribunales de sentencia, de 

conformidad con lo regulado en el Art. 53 CPP., hecho punible que posteriormente al 

respectivo desfile probatorio el tribunal sentenciador cambió de calificación jurídica al 

delito de Lesiones Agravadas; en tal sentido, esta Sala considera que, en el caso 

concreto, tal como se expresó antes el a quo, al estar facultado para conocer de un hecho 

punible, cuyo conocimiento en virtud de la ley le corresponde en forma exclusiva, no 

necesariamente debió declarar su incompetencia en razón de la materia, para que 

conociera el Tribunal de Jurado. En ese orden de ideas, cabe recordar lo regulado en el 
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Art. 53 del Código Procesal Penal Comentado, Tomo 1, de los autores José Maria 

Casado y otros, Pág., 251, que en lo pertinente dice así: "(. ..) La Constitución de la 

República en el articulo 189 dispone que "se establece el jurado para el juzgamiento de 

los delitos comunes que determine la ley". Dicho precepto ha motivado a que el 

legislador ordinario cada vez vaya reduciendo el campo de acción de esta institución, 

con las constantes reformas que hace a la ley secundaria: No obstante que de la letra del 

articulo 52 se entiende que por regla general las vistas públicas serán del conocimiento 

del jurado, esta regla se convierte en excepción, puesto que el catálogo de delitos que le 

corresponde al tribunal colegiado es sumamente amplio. Precisamente al interpretar de 

(Sic) que al jurado le corresponde conocer el juzgamiento de todos los delitos con 

excepción a los que se le determina al tribunal de sentencia colegiado ha dado lugar a 

que exista disparidad de opinión en la competencia para juzgar ciertos delitos, al grado 

tal que un mismo delito puede ser conocido por un tribunal colegiado en un tribunal, 

mientras que en otro sea sometido a la competencia del jurado (é)". 

 

FALTA DE AGRAVIO AL REALIZAR MODIFICACIÓN A LA CALIFICACIÓN 

JURÍDICA DEL DELITO SIEMPRE QUE EXISTA  HOMOGENEIDAD ENTRE EL 

DELITO ACUSADO Y EL DELITO ACREDITADO 

 

Con relación a lo anterior, esta Sala estima que, en el caso objeto de estudio el tribunal 

del juicio, luego de la respectiva valoración probatoria efectuó el cambio de calificación 

jurídica del delito de Homicidio Agravado en Grado de Tentativa, al delito de Lesiones 

Agravadas, tomando en cuenta la naturaleza jurídica del delito acusado y 

definitivamente calificado como Lesiones Agravadas. En tal sentido, cabe aclarar que 

ambos delitos son homogéneos entre sí, al respecto recuérdese el criterio expuesto por 

este Tribunal de Casación en el caso referencia número 123-CAS-2006, así: "Pese a que 

no se haga advertencia de ley por parte del juzgador sobre la posible modificación en la 

calificación jurídica del hecho delictivo, la sentencia condenatoria impugnada se 

mantendrá, si existe homogeneidad entre el hecho acusado y el que contempla en el 

proveído cuestionado. Por la referida homogeneidad debe entenderse no sólo la 

identidad en el bien jurídico protegido, sino que además se requiere que con base a la 
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misma plataforma Táctica concurra: a) una similitud de las figuras tipo, así como en la 

configuración de la acción, y b) que la pena establecida en la figura penal dada en la 

definitiva no sea mayor a la prevista por aquella provisoria. Si bien el A quo está 

constreñido a fallar respecto de los hechos contenidos en la acusación y admitidos en el 

auto de apertura ajuicio, conforme el art. 359 inciso 1° del Código Procesal Penal, en la 

que el legislador hace una salvedad, cual es que la mutación le sea favorable al 

imputado, más con ello los litigantes no se encuentran autorizados a reclamar nulidades 

sin que existan variaciones sustanciales del hecho". 

 

OBLIGACIÓN DE RESOLVER LA SITUACIÓN JURÍDICA DE LOS IMPUTADOS 

UNA VEZ INICIADA LA VISTA PÚBLICA, INDEPENDIENTEMENTE QUE SEA 

DE CONOCIMIENTO DEL TRIBUNAL COLEGIADO O DEL JURADO 

 

En el mismo orden de ideas, esta Sala considera oportuno citar también el criterio de 

Corte Plena, respecto de este tipo de casos, el cual en lo pertinente es de la letra 

siguiente: "después de haber iniciado la respectiva Vista Pública, dichos Sentenciadores 

debieron pronunciar la Sentencia que conforme a derecho correspondía, pues aún y 

cuando no existe regla expresa en el Código Procesal Penal al respecto, este Tribunal 

considera que el espíritu del legislador debió ser acorde con lo anteriormente expresado. 

pues no cabe duda que, al integrar las reglas de competencia en razón de la materia y en 

razón del territorio reguladas en el Art. 58 Inc. 2°, del expresado Código Procesal Penal, 

que en lo pertinente dice: "...No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, cuando se 

trate de una falta, una vez iniciada la vista pública, el tribunal estará obligado a realizar 

el juicio..."; y el Art. 61 Inc. 2° del Código Procesal Penal, que en lo pertinente reza así: 

"...Sin embargo, la competencia territorial de los tribunales de sentencia o del jurado no 

podrá ser objetada, ni modificada de oficio, una vez iniciada la vista pública...", el 

Tribunal de Sentencia después de iniciar la Vista Pública, se encuentra obligado a 

realizar el juicio y pronunciar la sentencia correspondiente ya condenatoria ya 

absolutoria". Argumentos esgrimidos en los casos bajo referencias Nos. 25- COMP-

2010 y 52-COMP-2009. 
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Con base en lo anterior, esta Sala concluye que, en el presente caso dadas las 

circunstancias procesales que permitieron al Tribunal de Sentencia desarrollar la Vista 

Pública, y sobre todo por razones de homogeneidad entre el delito acusado y el delito 

acreditado, así como también por Principio de Economía Procesal, no existe afectación 

alguna a las garantías constitucionales establecidas a favor del procesado; en 

consecuencia, el reclamo hecho por el litigante no es atendible y desde luego será 

desestimado.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 229-CAS-2010 DE FECHA 31/08/2011) 

 

 

COMPETENCIA EN RAZÓN DE LA MATERIA  

DECLARATORIA DE INCOMPETENCIA NO EXIME AL JUZGADOR QUE 

CONOCE DEL CONFLICTO SOMETIDO A LA JURISDICCIÓN PENAL DEFINIR 

LA SITUACIÓN JURÍDICA DEL IMPUTADO 

ñ[é] Examinada la resoluci·n impugnada, se advierte que, en efecto, el sentenciador 

convocó a la audiencia de juicio, el día y hora fijados dio inicio a la misma, limitándose 

a verificar la presencia de las partes, escuchó el planteamiento de la acusación y de la 

defensa, y a continuación, obviando la producción de prueba, se limitó a declarar su 

incompetencia material, tomando como base la hipótesis fáctica de la representación 

fiscal, según la cual a las antiguas residentes del inmueble, y hoy imputadas, se les pidió 

el desalojo, el que rehusaron, incurriendo así en el ilícito. 

Como punto de partida, la Sala estima oportuno resaltar la naturaleza del proceso penal 

en particular, sobre todo distinguiéndolo de incidentes, como la competencia, teniendo 

presente que cada uno responde a un esquema procedimental, el que a su vez, es tutelar 

de garantías y derechos de indispensable observancia. 

En tal sentido, los asuntos de competencia atañen precisamente a que el conocimiento 

de algún asunto corresponde a una jurisdicción diferente, pudiendo sujetarse la 

resolución última y definitiva a la decisión de la Corte Suprema de Justicia; no sucede 

igual en los casos donde, precisamente por tratarse de procesos concernientes a materias 
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de naturaleza sustancialmente diversa, no es posible que el juzgador decline y remita a 

otro, tal como sucede cuando el hecho acusado es de naturaleza civil, no pudiéndose 

declinar en un tribunal de esta materia, dado su carácter dispositivo. Sin embargo, ello 

debe conducir a la finalización del proceso penal, lo cual implica darle una respuesta al 

conflicto jurídico en el ámbito de la legislación aplicable, es decir, decidir sobre la 

culpabilidad o inocencia, pues de lo contrario, una resolución que no aborda el sustrato 

del conflicto, constituye una forma anómala de ponerle fin al proceso, al entorpecer el 

fin último del ejercicio de la acción penal. 

Sobradamente conocido es que los procedimientos no pueden ser dispensados ni 

alterados frente a principios de imperativo cumplimiento por quienes ejercen 

jurisdicción y, en definitiva, por todos los operadores judiciales; por lo que de estimarse 

atípica la conducta juzgada, el juez de lo penal debe emitir la resolución 

correspondiente, bien sea sobreseimiento o sentencia absolutoria, toda vez que esta es la 

forma idónea de finalizar la etapa procesal de su propia competencia material, dejando 

librado a las partes el ejercicio de su derecho a recurrir, en el supuesto de afectarle la 

resolución, o a tener certeza de su situación procesal, en el evento de beneficiarle lo 

proveído. 

No sucedió así en el caso de autos, por lo que el juez de sentencia que conoció 

unipersonalmente, incurrió en el defecto de la sentencia que comporta anulación 

previsto en el Art. 362 No. 4 del Código Procesal Penal, siendo procedente declarar nula 

la resolución impugnada, reenviando el proceso a un juez diferente a efecto de que, 

luego de realizada la audiencia respectiva, emita una decisi·n apegada a Derecho. [é]ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 144-CAS -2009 DE FECHA 14/01/2011) 
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COMPETENCIA POR RAZÓN DEL TERRITORIO  

COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES DE SENTENCIA NO ES OBJETABLE, NI 

MODIFICABLE DE OFICIO UNA VEZ INICIADA LA VISTA PÚBLICA  

ñ[é] Falta de competencia por raz·n del territorio: El recurrente sostiene que durante el 

transcurso del proceso alegó (omite aclarar a cuál audiencia se refiere) la falta de 

competencia de los jueces que fueron conociendo del caso (olvida señalar los tribunales 

incompetentes). La Sala entiende que se trata de los Tribunales de Paz e Instrucción de 

San Luis Talpa y Tribunal de Sentencia de Zacatecoluca. Apoya el vicio en el hecho de 

que su defendido, [é], jam§s cometi· il²cito alguno en la jurisdicción de San Luís 

Talpa, por tanto, éste debió ser juzgado en donde supuestamente cometió el ilícito que 

se le acusa (obvia indicar el tribunal que a su criterio era el competente para juzgar a su 

defendido). 

Los precitados argumentos carecen de fundamento, pues de ellos no se advierte la 

disposición legal en que se basan las afirmaciones que contiene y la interpretación que 

se deriva de la misma; además, resultan manifiestamente improcedentes por cuanto 

consta en el acta de audiencia inicial respectiva, que el defensor [é] plante· recurso de 

revocatoria con apelación subsidiaria de la resolución que declaró sin lugar la 

incompetencia territorial impugnada; pero no consta dentro del proceso que haya 

formalizado la apelación anunciada, tal y como se dispone en el Art. 418 Pr. Pn., en 

relación con el Art. 416 del mismo cuerpo legal. Por otra parte, en el acta de vista 

pública del juicio, no se consigna objeción alguna en relación con la competencia del 

Tribunal de Sentencia de Zacatecoluca, siendo que de conformidad con lo dispuesto en 

el Art.61 Pr. Pn., la competencia de los tribunales de sentencia no es objetable, ni 

modificable de oficio, una vez iniciada la vista pública. Por tanto, no ha lugar a anular la 

sentencia por este motivo. [é]ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 705-CAS-2007 DE FECHA 30/03/20119 

 

 

 



Volver al índice Ą 

CÓMPLICE NECESARIO  

AUSENCIA DE AGRAVIO AL REALIZAR UNA DEBIDA VALORACIÓN 

RESPECTO A LA COLABORACIÓN PRESTADA QUE NO TIENE INCIDENCIA 

EN EL DELITO INVESTIGADO 

"la recurrente Licenciada [...] interpuso recurso de casación; invocando la existencia del 

vicio que motiva y fundamenta de la siguiente manera: 

"Falta de motivación de la Sentencia por violentar la Sana Crítica establecida en el Art. 

162 Inc. 4° Pr.Pn en relación al Art. 36 Nº 1 Pr.Pn". Dado que el Tribunal de Mérito 

concluyó que no era posible establecer que el procesado prestó su colaboración 

necesaria en el trauma craneoencefálico contuso severo que causó la muerte a la 

víctima, en vista que no ha existido un señalamiento directo o indiciario que así lo 

establezca. Acerca de tal afirmación, la parte impetrante manifiesta que no está de 

acuerdo pues el A Quo no aplicó las reglas de la sana crítica que comprenden la Lógica, 

la Psicología y la Experiencia Común, por lo que dichos jueces no aplicaron en el caso 

que nos ocupa la lógica y la experiencia común, puesto que la lógica nos lleva a 

concluir que efectivamente el incoado [...], participó en el cometimiento del delito de 

Homicidio Agravado en perjuicio de la víctima mencionada, desde el momento en que 

éste les manifestó a los autores directos "Que si iban a matar a la víctima que no lo 

hicieran allí en la casa de él porque dejarían evidencias y que la fueran a matar al 

basurero de camones". 

[...] Al respecto del vicio aducido por la recurrente, esta Sede Casacional sustrae de la 

sentencia, el análisis que llevó a cabo el A Quo acerca de la participación del procesado 

[...] en la comisión del ilícito, habiendo expuesto que: "La representación Fiscal a lo 

largo de la etiología procesal le ha atribuido al incoado [...] la complicidad en el delito 

de Homicidio Agravado. Como es de todos conocido, la determinación de la existencia 

de un delito, no sólo basta el comprobar el resultado de éste y sus diferentes 

modalidades, sino que además, la participación de quien se le imputa así como el 

dominio o su complicidad, el cual debe ser abarcado por el dolo. El aspecto subjetivo 

de prestar su colaboración de tal manera que sin ella no fuera posible el conocimiento 

del delito, no lo tenemos establecido para el encausado en el delito de Homicidio 

Agravado, en [...], ya que con el dicho de los testigos [...] en sus testimonios, señalaron 
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que llegaron a la casa de [...], que [...] al momento de ver a la víctima en el suelo dijo: 

que no la fueran a matar ahí, sino que la fueran a matar a Camones, además éste le tiró 

una sábana a la víctima en el momento que estaba en el suelo; por lo anterior; no es 

fácil concluir: a) que el incoado [...], sea el mismo [...] que mencionan los testigos y los 

que ahora se juzga; y b) que el procesado [...] hubiera prestado algún tipo de 

colaboración en el cometimiento del homicidio agravado. Con todo lo anterior no es 

posible establecer que prestó su colaboración necesaria en el trauma craneoencefálico 

contuso severo que causó la muerte a la víctima." 

 De la anterior transcripción y del examen que realizó esta Sede Casacional a la 

sentencia impugnada, concluye que el A Quo realizó un análisis pleno de cada uno de 

los elementos probatorios que le fueron vertidos en vista pública, tal como se logra 

sustraer del considerando V del pronunciamiento de mérito, donde se plasma puntual 

cada una de las pruebas y la acreditación o no que le merecieron al Sentenciador. 

Consta en el considerando VI que el Juzgador conforme a lo arrojado por los elementos 

probatorios arribó a la absolución del procesado [...]; en razón de no existir elementos 

que lo vinculasen como cómplice necesario en el Homicidio Agravado de la víctima 

[...], razonamiento que a criterio de esta Sala se encuentra fundamentado clara, lógica y 

derivadamente en los elementos de prueba que le fueron vertidos en juicio y los que 

sólo le permitieron determinar al Sentenciador que: un sujeto identificado por los 

testigos como "[...]" al momento de ver a la víctima en el suelo dijo: "Que no la fueran a 

matar allí, sino que la fueran a matar a Camones" y tiró una sábana sobre la misma, 

circunstancia que a la luz del correcto entendimiento humano, no constituye acto 

imprescindible para la comisión del homicidio. 

Es importante tener claro que la complicidad necesaria requiere que el aporte llevado a 

cabo por el sujeto en la etapa preparatoria del delito, sea de tal envergadura que sin el 

mismo la conducta delictiva no hubiese podido llevarse a cabo, y de acuerdo al examen 

realizado por el A Quo los elementos que le fueron aportados no le permitieron sustraer 

la existencia de una complicidad necesaria; y al traer a cuenta esta Sede lo que expone 

la doctrina para definir la complicidad necesaria encontramos que al suprimir 

mentalmente los actos con los cuales define la fiscalía que el procesado contribuyó al 

hecho, no concurre ninguna incidencia en el ilícito cometido, resultando que los actos 

no se constituyen como actividad difícil de hacer. Desde este punto de vista doctrinario 
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se vuelve congruente la decisión a la que arribó el A Quo pues los elementos que le 

fueron aportados con la prueba no establecen que los actos llevados a cabo por el 

imputado hubiesen podido arribar a la ejecuci·n del il²cito.ò 

(SALA DE LO PENAL/ SENTENCIAS DEFINITIVAS, 308-CAS-2006 DE FECHA 14/03/2011) 

 

 

 

IMPROCEDENTE CASAR LA SENTENCIA CUANDO SE HA FUNDAMENTADO 

DEBIDAMENTE LA CONTRIBUCIÓN INDIRECTA CON LA QUE PARTICIPA EL 

IMPUTADO EN LA COMISIÓN DEL DELITO 

 

ñSeg¼n lo expuesto el recurrente alega una "INOBSERVANCIA DEL ART. 130 EN 

RELACIÓN AL 162 Y 362 No. 4, TODOS PR.PN.", en cuanto a que existe insuficiente 

fundamentación por haberse violado las reglas de la sana crítica en la valoración de un 

elemento de prueba decisivo. 

La pretensión del impugnante se focaliza en argumentar que las deducciones efectuadas 

por el A Quo al colegir que el arma suministrada por el imputado se utilizó para cometer 

el delito de Homicidio Agravado, en perjuicio de [é], no se deriva de la declaraci·n del 

testigo criteriado [é], refiri®ndose a dicha motivaci·n con el calificativo de "Falsa". 

De acuerdo a lo planteado, esta Sala se limitará al estudio de la regla de la lógica, 

ciñéndose al principio que arguye como violentado el solicitante. En ese sentido, es 

preciso mencionar que según la posición mayoritaria de la doctrina, toda motivación 

lógica implica la necesidad de dos principios: coherencia y derivación. 

En cuanto a éste último punto, se ha dejado por sentado que para cumplir tal exigencia 

debe tratarse de una fundamentación concordante, verdadera y suficiente. El aspecto 

medular sobre el cual el recurrente radica el agravio se encuentra en la motivación 

verdadera o auténtica. 
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Expone De la Rúa, que se quebranta cuando la apreciación es falsa, por basarse en 

prueba inexistente o cuyo contenido es alterado, cuestión que es denunciada por el 

impugnante. 

Por consiguiente, al ser el yerro exteriorizado tan preciso, esta Sala se avoca a examinar 

en la sentencia la logicidad en la valoración de la masa probatoria, tomando como base 

referencial la parte que discute el casacionista. 

De entrada, corresponde plantear que según consta en la fundamentación descriptiva del 

fallo se relaciona como elemento testimonial, la declaraci·n del testigo clave [é], quien 

respecto a la participación del indiciado en el delito atribuido, manifestó lo sucesivo: 

[é]. 

De lo expuesto, este Tribunal no repara la existencia de un error en el iter lógico del 

sentenciador, ya que consta en el fallo la estimación de toda la prueba destilada en la 

audiencia de Vista Pública a través de un proceso deductivo e integral, otorgándole su 

valor de acuerdo a las reglas de la sana critica: la lógica, la psicología y las máximas de 

la experiencia común. 

En ese sentido, esta Sala difiere de lo planteado por el imputado, puesto que tal como se 

ha verificado, la conclusión del juzgador es correcta en cuanto a considerar al inculpado 

[é] como c·mplice no necesario en el delito que nos ocupa, por haber entregado un 

"yagatán" para ser ocupada en el homicidio agravado, en perjuicio de la v²ctima [é]. 

Cabe señalar, que la circunstancia que toma en cuenta el sentenciador para condenar al 

indiciado, es el hecho de facilitar el arma blanca con el propósito de contribuir de 

manera indirecta en la comisión de este ilícito, no siendo relevante quién de los otros 

individuos que participaron activamente en el homicidio la utilizara. 

En suma, se desvanece la supuesta vulneración a la ley de la derivación, ya que los 

razonamientos del juez y determinados en la sentencia están constituidos de inferencias 

razonables que se deducen de la masa probatoria, siendo concordante, verdadera y 

suficiente como para acreditar la responsabilidad penal del condenado en el hecho que 

se le imputa. 
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De lo anterior procede afirmar, que el impugnante sólo se encuentra disconforme con el 

fallo pronunciado por el A Quo; en consecuencia, no se advierte ningún tipo de vicio en 

el pronunciamiento, por lo que el motivo alegado debe ser declarado no ha lugar.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 532-CAS-2010 DE FECHA 18/10/2011) 

 

 

CONCURSO IDEAL DE DELITOS  

OMISIÓN DEL JUZGADOR DE ARGUMENTAR SU CONFIGURACIÓN EN LA 

DETERMINACIÓN DE LA PENA NO CONSTITUYE VICIO ANTE LA 

POSIBILIDAD DE EXTRAER DEL RESTO DEL PROVEÍDO SU EXISTENCIA 

ñ[é] En ese sentido, se trae a cuenta que el litigante en su PRIMER MOTIVO alega: 

ñel Vicio de la Sentencia establecido en el Art. 362 NÜ 4 CPP (...) pues no dan las 

razones fácticas y jurídicas del porqué afirmaron que el accionar del imputado [...], a la 

luz de la Teoría General del Hecho Punible, se configure en lo que se conoce como 

"Unidad de Acción". 

Ceñido este Tribunal al margen de competencia que nace del reclamo que se hace ante 

esta Sede, debe especificarse que el examen que procede bajo este motivo es verificar si 

efectivamente el A-quo, no dio "razones fácticas y jurídicas" del por qué el acusado fue 

sentenciado bajo la figura del concurso ideal de delitos. Bajo tal análisis y partiendo que 

la sentencia es un todo integral, se transcriben los pasajes que ilustran el punto en 

debate: "FUNDAMENTACIÓN JURÍDICA Y ANALÍTICA. (...) el día cinco de julio 

de dos mil seis, a tempranas horas de la mañana, se organizó una manifestación 

estudiantil sobre la veintinueve calle Oriente a inmediaciones del Instituto [é] 

(INFRAMEN), misma que se dirigió por dicha vía rumbo poniente hacia la zona de la 

Universidad de El Salvador. Ese evento motivó a las autoridades de la Policía Nacional 

Civil, desplazar un grupo de elementos de la Unidad de Mantenimiento del Orden 

(UMO) para verificar que no se obstruyera el libre tráfico vehicular y de las personas 

por las vías utilizadas, no se dañara ni propiedad pública ni privada---[é] 
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"ARTICULACIÓN DE LOS EPÍGRAFES RELACIONADOS A LA EXISTENCIA 

DE LOS DELITOS, CON LA AUTORIA ATRIBUIDA AL SEÑOR [...] (...) 7°) Que, 

cuando el pelotón de la UMO, conformado por unos treinta a treinta y cinco agentes, se 

dirigían hacia el mencionado automóvil para neutralizar a los manifestantes, empezaron 

a ser atacados con piedras, palos y armas artesanales ïtrabucos-; 8°) Que, una vez 

habían pasado unos diez o quince metros al norte del Banco Salvadoreño del lugar en el 

que los sujetos habían atravesado el vehículo café, el pelotón de la UMO fue atacado 

con un arma de fuego de alto calibre, por un sujeto que había salido junto a cuatro 

individuos más del interior de la Universidad de El Salvador, el primero de ellos el 

ahora imputado [...]; [é]. 

ñDETERMINACIčN DE LA PENA APLICABLE: (...) Ha de advertir el Tribunal que 

los delitos atribuidos al señor [...] han sido calificados como Homicidio Agravado y 

Homicidio Agravado Imperfecto, bajo la modalidad de concurso ideal de delitos, 

tomando en cuenta la unidad de la acción delictiva desplegada por el autor de los 

homicidios, pues fueron ejecutados bajo un mismo fin criminal, por medio de varios 

actos", [é] 

"Es decir, tanto los homicidios agravados consumados como los homicidios agravados 

tentados, se ha determinado que la extensión del daño y el peligro provocado como 

producto del despliegue de una variedad de acciones encaminadas a un mismo fin, es 

decir se detecta la unidad de la conducta criminal del acusado" [é] 

Luego del análisis de las anteriores transcripciones, se concluye que a pesar que en el 

apartado de la sentencia que trata sobre la determinación de la pena aplicable, el A-quo 

no dio las razones de hecho por las cuales afirma que los delitos de homicidio agravado, 

perfectos y tentados, se efectuaron bajo la modalidad del concurso ideal de delitos, si 

son extraíbles del resto del proveído. 

Bajo tal óptica, siempre ceñidos por imperio de ley al escrutinio del defecto invocado, 

se refuerza lo sostenido hasta este momento por la Sala, con el siguiente extracto del 

hecho acreditado: "10°) Que, el imputado [...] desde el lugar realizó varios disparos de 

manera directa contra el pelotón de la UMO, desde una distancia de veinticinco a treinta 

metros de distancia, los cuales impactaron en la humanidad de los agentes [...], quienes 

fallecieron de manera inmediata, así como también impactaron en la humanidad de los 
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agentes [...], quienes resultaron heridos [é]. N·tese que el punto principal es que el 

Tribunal de Instancia únicamente tuvo por establecido, nuevamente en lo que atañe, que 

el sentenciado [...] realizó varios disparos. 

Lo anterior conlleva, siempre bajo la lupa de la unidad de la sentencia, ha observar la 

fundamentación descriptiva y analítica, a fin de constatar si algunos de los medios 

probatorios aportó la base fáctica sobre el tema que ocupa. Importante es acotar que esta 

Sala no puede realizar su propia valoración de los hechos o, en el caso de autos, entrar a 

examinar si la prueba fue o no apreciada correctamente, pues ello no es el punto en 

análisis. Tal explicación tiene por finalidad el dejar sentado que la verificación que se 

efectuará sobre el contenido de algunos de los medios de prueba, es exclusivamente 

entre aquella información que sirvió de base al A-quo para construir el evento histórico 

que tuvo por acreditado: "[...], quien manifestó: (...) escucha unas detonaciones fuertes, 

no eran de mortero como de arma larga, escucha más de veinte quizás", ver fs. 2096. 

(...) "[é], dijo: (...) escucha unas detonaciones m§s fuertes como de arma de fuego, iban 

de frente seg¼n calcula, oye unas veinte m§s", (...)"[é] dijo: (é) escucha unas 

detonaciones como de arma larga, escuchó unos tres lentos una cadena larga de unos 

veinticinco o m§s disparos", (...) "[é] dijo: (...) luego que se oye una r§faga de fusil, ®l 

pudo diferenciar, ve si no le hab²a ca²do uno, fue una r§faga", (...)"[é] dijo (...) se 

escuchan unos disparos, se carga a la derecha para ver de dónde iban, oye de dos a tres 

disparos, buscaba una pared luego se oye una descarga de bala"[é]. En conclusi·n, se 

ha verificado que contrario a lo sostenido por el impetrante, el A-quo a lo largo de su 

proveído dejó constancia de las razones de hecho y derecho que lo llevaron a concluir 

que los hechos que conoció por los delitos de Homicidio Agravado, consumados y 

tentados, atribuidos al acusado [...], constituyen un concurso ideal de delitos; por lo que, 

corresponden declarar no ha lugar a casar la sentencia por este motivo.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 574-CAS-2007AC DE FECHA 

20/07/2011) 
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CONCURSO IDEAL : ERRÓNEA APLICACIÓN DE LA FIGURA EN DELITO 

COMPLEJO  

FIGURA TÍPICA COMPLEJA DE HOMICIDIO AGRAVADO LLEVA IMPLÍCITO 

EL LESIONAR A UNA PERSONA CON EL OBJETO DE CAUSAR MUERTE Y 

CON EL FIN DE APROPIARSE DE OBJETOS AJENOS 

ñ[é] Como motivo de fondo, el inconforme argumenta que, el Homicidio Agravado 

por la causal N° 2, ya lleva imbíbita la comisión del Robo, en tal sentido, no es 

razonable condenar por ambos delitos (Homicidio Agravado Tentado y Robo 

Agravado). 

Consta en la sentencia que, los juzgadores condenan por dos preceptos legales distintos: 

Veinte años de prisión por el Homicidio Agravado Tentado, Art. 129 N° 2 Pn.; y, diez 

años de prisión por el delito de Robo Agravado, Art. 213 N° 2 Pn., pues ðsegún los 

jueces- estos dos tipos penales concurren dentro del típico concurso ideal de delitos, ya 

que la tentativa de Homicidio se realiza como medio para facilitar el delito de Robo, por 

tal razón, sancionan por dos conductas típicas (concurrencia de tipos penales) pero 

conforme la penalidad establecida para el concurso ideal en el Art. 70 Pn., es decir, 

aumentan la pena correspondiente al delito más grave (veinte años de prisión por el 

Homicidio Agravado Tentado) hasta en una tercera parte (veintiséis años ocho meses de 

prisión). 

Nota este Tribunal que, es erróneo el argumento por medio del cual el A quo sostiene 

que, en el caso de autos, concurren dos preceptos penales distintos e independientes uno 

de otro, pero idealmente conectados (unidad de acción) por una relación de medio a fin: 

la acción típica de lesionar con intención homicida y la acción de apropiarse de objetos 

ajenos. 

No hay concurso ideal porque las conductas típicas de lesionar a una persona con 

intención de causarle la muerte y con el fin específico de apropiarse de objetos ajenos, 

han sido adecuadas o incluidas en una sola figura típica compleja (Homicidio Agravado 

por la causal N° 2 del Art. 129 Pn.), siendo excluyentes entre si, ya que el delito 

cualificado de Homicidio incluye en su descripción típica el Robo. Consecuentemente, 

se trata de dos conductas típicas (final y socialmente conectadas) insertas en un mismo 
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tipo penal, pero que -normativamente- el legislador decidió excluir de penalidad el 

Robo y crear una sola figura típica compuesta de carácter complejo con una pena más 

grave (Homicidio Agravado, Art. 129, N° 2 Pn.). 

Cierto es que, en los delitos complejos hay unidad de acción porque existe conexión de 

medio a fin entre las diversas actuaciones o conductas delictivas, pero no se da la 

concurrencia de delitos porque el legislador decidió que sólo fuese punible una de ellas 

pero con una pena más grave. En el caso del delito de Homicidio Agravado por la 

causal N° 2, el legislador excluyó de penalidad la conducta de apropiarse de objetos 

ajenos con violencia (Robo) y la incluye en la descripción típica del Homicidio 

Agravado por la causal número 2, del Art. 129 Pn., aumentando el reproche por el 

homicidio o intento de homicidio, cuando el fin o voluntad del sujeto activo es el delito 

de Robo. Esto, en razón de la prelación de los bienes jurídicos puestos en juego (en el 

Homicidio la vida humana como bien jurídico de mayor entidad respecto del patrimonio 

en el Robo con violencia). 

 

EXISTENCIA DE VICIO DE FONDO EN RELACIÓN A LA INTERPRETACIÓN 

DE UNA CONCURRENCIA DE CONCURSO IDEAL DE DELITOS POR CLÁSICO 

DELITO COMPLEJO DA LUGAR A ANULAR PARCIALMENTE LA SENTENCIA 

 

En definitiva se concluye que, los hechos acreditados por el A quo, según la sentencia 

impugnada, no configuran un concurso ideal de delitos, sino el clásico delito complejo, 

en donde el legislador expresamente estableció la unidad de acción (voluntad-

final+conexión medio-fin), excluyendo de penalidad la conducta del Robo, pero 

agravando considerablemente el Homicidio Tentado con motivo de Robo. Por tanto, es 

aplicable sólo la pena correspondiente al delito de Homicidio Agravado Imperfecto. 

Por consiguiente, habiéndose demostrado la existencia del vicio de fondo argumentado, 

esta Sala determina que los hechos acreditados encajan en una sola descripción típica 

(Art.129 N° 2 Pn), es decir, en el delito de Homicidio Agravado Imperfecto, razón por 

la cual debe anularse parcialmente la sentencia de mérito, en lo relativo a los 

argumentos que se refieren al concurso ideal y a la penalidad aplicada por el A quo, y 
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pronunciar en su lugar la que a derecho corresponde (Art. 427 Inc. 3 Pr. Pn.). En 

consecuencia, resulta innecesaria la declaratoria de nulidad y reenvío por el vicio de 

forma señalado en el II considerando de esta sentencia. 

En consonancia con lo anterior, la sentencia recurrida debe ser modificada en cuanto a 

la responsabilidad penal de los imputados, [é], dada la concurrencia de la figura t²pica 

compleja que en forma definitiva se ha de aplicar a los hechos acreditados; en tal 

sentido, la Sala prescindirá de ulteriores consideraciones para dictar esta sentencia, 

limitándose a modificar la pena impuesta por el A quo, bajo los parámetros establecidos 

para la tentativa, de conformidad con los Arts. 24 y 68 Pn. 

Dado que la penalidad dispuesta en el Art. 129 Pn., para el delito de Homicidio 

Agravado oscila entre un mínimo de treinta años y un máximo de cincuenta años de 

prisión, y en razón de que se está frente a un caso de tentativa, atendiendo lo dispuesto 

en el Art.24 en relación con el Art. 68 ambos del Código Penal, los parámetros de la 

pena oscilan entre un mínimo de quince años y un máximo de veinticinco años de 

prisión, este Tribunal considera proporcional al desvalor de los hechos y de la 

culpabilidad de los imputados, modificar la pena de veintiséis años ocho meses 

impuesta por el A quo, por una pena media de veinte te años de prisión a cada uno de 

los imputados, debido a la inexistencia de circunstancias atenuantes o agravantes que 

justifiquen la imposición de una pena distinta, de acuerdo a lo dispuesto en los Arts. 62 

y 63 del Código Penal. 

Este Tribunal aclara que los efectos de esta resolución son extensibles para ambos 

imputados en razón de que el vicio por el cual se está anulando parcialmente el 

proveído, no se refiere a motivos personales, de conformidad con el Art. 410 Pr. Pn. 

[é]ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 590-CAS-2008  DE FECHA 14/03/2011) 
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CONCURSO REAL DE DELITOS 

IMPROCEDENTE SUBSUMIR DELITOS DE ROBO AGRAVADO CON 

AGRAVANTE DE USO DE ARMA DE FUEGO Y TENENCIA, PORTACIÓN O 

CONDUCCIÓN ILEGAL O IRRESPONSABLE DE ARMA DE FUEGO, PUES SE 

ATENTA CONTRA  BIENES JURÍDICOS DISTINTOS 

ñEn respuesta a las denuncias realizadas por el recurrente, esta Sala hace las siguientes 

consideraciones: 

Se tiene como único motivo de casación alegado, la FUNDAMENTACION 

INSUFICIENTE DE LA SENTENCIA, POR NO HABER OBSERVADO EN EL 

FALLO LAS REGLAS DE LA SANA CRÍTICA CON RESPECTO A MEDIOS O 

ELEMENTOS PROBATORIOS DE VALOR DECISIVO, en el que para fundamentar 

su postura expresa dos inconformidades, en la primera manifiesta: [é] 

Sobre este punto, el Tribunal A-quo, tiene por acreditados los siguientes hechos: [é] 

Esta Sede comparte el criterio plasmado por el Juzgador en el proveído, ya que no hay 

que perder de vista la naturaleza PLURIOFENSIVA de este proceder delictivo, ya que 

en el ROBO se tutela un bien jurídico patrimonial y en el caso de la TENENCIA, 

PORTACIÓN O CONDUCCIÓN ILEGAL O IRRESPONSABLE DE ARMAS DE 

FUEGO; el bien jurídico protegido es la seguridad pública, existiendo en consecuencia, 

un CONCURSO REAL de delitos. Así, para incurrir en el ilícito de ROBO 

AGRAVADO por la intimidación usando arma de fuego, se debe efectivamente portar 

la misma, incurriendo en el hecho punible de TENENCIA, PORTACIÓN Y 

CONDUCCIÓN IRRESPONSABLE DE ARMAS DE FUEGO, puesto que estamos 

frente a un delito de peligro abstracto, y al cometer el ilícito de ROBO AGRAVADO se 

ha desarrollado otra conducta que está prevista como delito y que amerita también una 

penalidad. 

Concluyéndose, que no es dable la subsunción entre las dos conductas ya que se atenta 

contra bienes jurídicos diversos, siendo correcto el razonamiento del Juzgador al aplicar 

la pena correspondiente y de manera separada por el delito de ROBO AGRAVADO con 

la agravante del uso del arma de fuego y por el delito de TENENCIA, PORTACIÓN O 
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CONDUCCIÓN ILEGAL O IRRESPONSABLE DE ARMAS DE FUEGO, no 

asistiéndole la razón al recurrente en esta queja. 

 

VÍCTIMA: CONDENAR AL IMPUTADO SIN DETERMINACIÓN CLARA DE  LA 

VÍCTIMA DENTRO DEL PROCESO VULNERA EL  PRINCIPIO LÓGICO DE 

DERIVACIÓN E IMPLICA NULIDAD DE LA SENTENCIA 

 

Como segunda denuncia, el interesado expresa: [é] no se puede condenar a una 

persona por el delito de Robo Agravado  en perjuicio de persona desconocida, ya que no 

tenemos v²ctima [é] 

Sobre esta queja, esta Sala procede a verificar lo resuelto por el A-quo en lo que a este 

aspecto se refiere, encontr§ndose que a [é], se dijo: "Por las razones anteriores, este 

Tribunal considera justo y procedente DECLARAR CULPABLES Y PENALMENTE 

RESPONSABLES a [é] (SIC)é por el delito de ROBO AGRAVADO, en perjuicio 

del patrimonio de la v²ctima clave [é] (SIC) a [é] (SIC), por el delito de ROBO 

AGRAVADO, en perjuicio patrimonial del cobrador, quien es persona desconocida en 

este procesoéò 

Seguidamente, al analizar el Tribunal de Mérito la DETERMINACIÓN DE LA PENA 

A IMPONER, en relaci·n al encartado [é], expres·: [é] 

Esta Sede, luego de verificar lo expresado por el Juzgador, considera que existe un 

error, en el sentido de que se hace referencia a lo largo del proceso a la figura del 

cobrador, el cual a criterio del A-quo es una de las víctimas del delito de ROBO 

AGRAVADO, atribuido al imputado [é], plasmando claramente que tal perjudicado es 

una persona DESCONOCIDA en este proceso, para manifestar en la parte dispositiva 

de la sentencia que se condenaba al imputado en mención por el delito de ROBO 

AGRAVADO en perjuicio de [é], quien no rindi· declaraci·n en calidad de v²ctima, 

en la vista pública estudiada. 
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En consecuencia, no se ha establecido de manera clara por parte del Sentenciador quién 

es la víctima en este segundo delito de ROBO AGRAVADO atribuido al imputado, ya 

que de los HECHOS ACREDITADOS, por el A-quo y se¶alados a [é] de la presente 

sentencia, no se advierte que el referido cobrador sea la misma victima relacionada 

como [é], por lo que se evidencia un error en el principio l·gico de la DERIVACIčN 

en el razonamiento del Tribunal, por lo que es pertinente casar la sentencia únicamente 

en lo que se refiere a este segundo delito de ROBO AGRAVADO, quedando 

inamovible lo relativo a los otros encartados y a los demás delitos atribuidos al 

imputado [é].ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 254-CAS-2010 DE FECHA 28/11/2011) 

 

 

CONCURSO REAL DE DELITOS: SECUESTRO Y HOMICIDIO AGRAVADO  

CONCURRENCIA DE AGRAVACIÓN DEL HOMICIDIO NO LE HACE PERDER 

AL SECUESTRO SU PROPIA INDIVIDUALIDAD TÍPICA 

 ñ[é] La calificaci·n legal que decidi· el sentenciador respecto de los hechos probados, 

ha sido la de concurso real de los delitos de Secuestro, art.149 CP, y Homicidio 

Agravado, art. 129 n° 2, 3 y 5 CP, por considerar que el Homicidio se cometió "por no 

haber logrado la finalidad perseguida al intentar" el delito de secuestro, es decir "ante 

esa impotencia de lograr lo perseguido con esa privación, pago de un rescate por parte 

de los padres del privado de libertad". 

Asimismo, que el delito "fue planificado previamente de manera reflexiva sobre la 

forma de su realización, ya que (...) cuando el plan es presentado a sus organizadores 

se determinan las eventualidades y las decisiones posteriores a tomar"; y finalmente 

porque se "encontraron múltiples lesiones como en la mandíbula izquierda que 

presupone una cortadura producto de un golpe fuerte en la cara, lesiones en las manos 

producto de la tortura que había sido objeto al estar amarrado durante días de 

cautiverio- aproximadamente de dos a tres días-, encontrándose sin vida aún atado de 
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sus manos para que éste no pudiera defenderse de ese ataque inescrupuloso y 

denigrante". 

De las tres agravantes específicas aplicadas por el juez de la instancia, la única que 

figura en el agravio reclamado mediante este motivo es la primera, la prevista en el 

citado numeral dos del art.129 CP, por tanto, será en torno a este precepto y al art.149 

CP, que se emitirá el respectivo pronunciamiento, art.413 inc.1° CPP. 

[é] En lo pertinente de los hechos probados, se aprecia que el delito de Homicidio fue 

cometido tras no obtenerse el rescate exigido mediante el Secuestro. 

En lo que ahora nos compete, el art.129 inc.1° n°2 CP regula: "Se considera homicidio 

agravado el cometido con alguna de las circunstancia siguientes: 2) Cuando el 

homicidio ocurriere, en su caso (é) por no haber logrado la finalidad perseguida al 

intentar cualquiera de los delitos mencionados". Dentro de los delitos enumerados en la 

disposición se encuentra el de Secuestro. 

Según el texto, legal la agravante tiene lugar cuando el agente mata, al ver malogrados 

los fines que se propuso en la ejecución del otro delito. Para su aplicación es menester el 

cumplimiento de dos requisitos: a) Como mínimo debe haber comenzado la ejecución 

de alguno de los delitos mencionados en el artículo; y b) Que el móvil específico para 

matar haya sido el despecho por no haber logrado la finalidad perseguida con el otro 

delito. 

En ese orden de ideas, si bien existe una clara conexión con el otro delito tanto en el 

plano objetivo como subjetivo, en principio la concurrencia de esa circunstancia de 

agravación del Homicidio, no le hace perder al otro hecho su propia individualidad 

típica. 

 

REGLAS DE APLICACIÓN DEL CONCURSO APARENTE DE LEYES EN 

PRECEPTOS PENALES EN CONCURSO REGULADO EN EL ARTÍCULO SIETE 

DEL CÓDIGO PENAL 
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El art. 7 CP regula las reglas a seguir en los casos de concurso aparente de leyes 

penales, lo cual supone que una o varias acciones son incardinables en dos o más 

preceptos penales, de los cuales sólo uno podrá aplicarse , ya que su estimación 

conjunta como concurso real o ideal produciría una violación al principio no bis in 

idem. La condición básica es que el hecho se adecue a todos y cada uno de los preceptos 

penales en concurso. 

 

APLICACIÓN DEL PRECEPTO PENAL QUE REGULE MÁS ESPECÍFICAMENTE 

EL HECHO INVESTIGADO DE LOS TIPOS EN CONCURSO 

 

El n° 1 del art.7 CP manda que "el precepto especial se aplicará con preferencia al 

precepto general", es decir que se aplicaría el que regule más específicamente el hecho, 

por reunir los elementos configurativos de los tipos penales en concurso, más otro u 

otros elementos no contenidos en ellos. 

El tipo penal de secuestro no contempla el elemento de matar a otro del homicidio; 

mientras que la agravación en comento, no prevé la conducta de privar de libertad 

individual a otro para exigir un rescate, aunque supone que, como delito precedente, 

como mínimo se haya dado comienzo al mismo. 

 

IMPOSIBILIDAD DE DEDUCIR EN FORMA TÁCITA EXISTENCIA DE 

SUBSIDIARIEDAD ENTRE HOMICIDIO AGRAVADO Y SECUESTRO 

 

Por otra parte, la regla de subsidiariedad (art.7n°2 CP) dispone que "el precepto 

subsidiario se aplicará en defecto del precepto principal, cuando se declare 

expresamente dicha subsidiariedad o ella sea tácitamente deducible". Entre los delitos 

que venimos tratando la ley no expresa subsidiariedad alguna; y no puede deducirse una 

en forma tácita, ya que la agravación del art. 129 n 2 CP no está preceptuando la 

punibilidad de un ataque más grave o acabado del bien jurídico libertad individual, que 
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excluya al Secuestro. Es decir, que en la figura agravada del Homicidio la privación de 

libertad no constituye un hecho anterior secundario, que sucumbe ante una formulación 

legal que contiene un tratamiento punitivo más severo. 

 

IMPOSIBILIDAD DE QUE EL HOMICIDIO AGRAVADO EXCLUYA AL 

SECUESTRO COMO DELITO PRECEDENTE 

 

La última de las reglas (art.7n°3 CP) prevé que "el precepto penal complejo absorberá 

a los preceptos que sancionan las infracciones consumidas en aquél". Se aplicará el 

precepto que en su tipicidad incluya el desvalor de todo el hecho, lo cual no acontece 

con el Homicidio Agravado en relación al delito de Secuestro, ya que en aquél la 

agravación tiene un fundamento predominantemente subjetivo que no llega a excluir el 

delito precedente por no abarcar sus elementos típicos y en consecuencia no comprender 

toda la ilicitud del mismo. 

Resumiendo, la agravante del art.129n°2 CP se caracteriza por exigir una conexidad con 

otro delito, el cual no resulta excluido; y además, que la acción de matar esté motivada 

por no haberse logrado el fin que se propuso el agente al intentar el delito conexo. 

 

IMPROCEDENCIA DE LA APLICACIÓN DE CONCURSO APARENTE DE LEYES 

EN LOS DELITOS DE HOMICIDIO AGRAVADO Y SECUESTRO 

 

En conclusión, en el caso concreto, entre el delito de Homicidio Agravado por la 

concurrencia de la mencionada agravante específica del art.129 n°2 CP y el de 

Secuestro art.149 CP, no existe un concurso aparente de leyes, ya que se trata de dos 

figuras delictivas que no se excluyen entre sí, pues la primera lo que prevé es una 

agravación especial en atención al móvil especifico del sujeto activo en conexión con el 

Secuestro. Más bien, la lesión a la vida está asociada al delito contra la libertad 

personal, cuando el secuestro había sido ya plenamente consumado por la realización de 



Volver al índice Ą 

todos sus elementos objetivo y subjetivos que lo configuran, emergiendo la decisión de 

matar al señor [...], como una reacción frente la situación adversa de fracaso a la que se 

enfrentaron los sujetos activos al no obtener el "monto" exigido a cambio de la libertad 

de aquél. 

 

DEBIDA APLICACIÓN DEL CONCURSO REAL ENTRE EL HOMICIDIO Y EL 

SECUESTRO AL VERIFICARSE LA REALIZACIÓN DE DOS ACCIONES 

INDEPENDIENTES ENTRE SI 

 

Tampoco estamos en presencia de un concurso ideal de delitos, pues éstos no fueron 

cometidos mediante unidad de acción, ni ha sido uno el medio para cometer el otro, 

art.40 CP, sino que las realizadas fueron dos acciones independientes entre sí 

configurativas de un concurso real entre ambos delitos, art.41 CP, resultando correcta la 

calificación legal decidida en la sentencia. 

[...] En apoyo a su pretensión, el licenciado [...] alega que en la obra "Código Penal de 

El Salvador Comentado", figuran ciertas opiniones de los autores, que son favorables a 

la tesis por él sostenida. A fin de brindar una respuesta completa y con fines 

pedagógicos, se aclara que no obstante reconocerse la importancia orientadora de la 

obra que cita, los comentarios ahí contenidos no necesariamente serán coincidentes con 

los criterios jurisprudenciales de esta Sala. En todo caso, en lo que respecta al art.129 

n°2 CP, tanto en la edición de agosto de mil novecientos noventa y nueve, como en la 

que se terminó de imprimir en abril de dos mil cinco, no se expresan conclusiones 

dogm§ticas en apoyo de lo pretendido en el presente motivo.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 759-CAS-2008 DE FECHA 30/03/2011) 
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CONCURSO REAL DE DELITOS: SECUESTRO Y HOMICIDIO AGRAVADO  

SUBSUNCIÓN DEL DELITO DE ATENTADOS CONTRA LA LIBERTAD 

INDIVIDUAL AGRAVADOS EN EL DE HOMICIDIO AGRAVADO 

ñPor haber sido invocada la infracci·n de la ley penal sustantiva, las circunstancias 

fácticas establecidas en la sentencia que actualmente es impugnada, se mantendrán 

inamovibles, ello en razón del Principio de Intangibilidad de los Hechos, cuyo 

contenido supone que las cuestiones de hecho, salvo excepciones relativas a la violación 

de las reglas de la sana crítica o al principio de duda a favor del imputado -que no han 

sido invocadas en el actual reclamo- se encuentran exentas de censura por esta sede 

extraordinaria. De tal forma, Casación se ocupará únicamente respecto de la 

comprobación de la correcta aplicación de la norma penal al caso juzgado y como 

corolario de ello, si la consecuencia jurídica prevista por la misma normativa, es la 

adecuada. 

A los efectos de examinar si efectivamente se está ante la presencia de una situación 

concursal, núcleo de la queja expuesta por los recurrentes, resulta imprescindible 

retomar las circunstancias fácticas de interés, para revisar la corrección de la 

calificación legal aplicada. Así: a) El juzgador tuvo por cierto que el señor [...], fue 

privado de su libertad con el fin de exigir un rescate; b) El hecho fue ejecutado mediante 

un plan premeditado con una distribución específica de tareas entre los imputados y 

otros no juzgados, teniendo plena conciencia y voluntad de ejecutar cada fase del plan 

para lograr sus propósitos; c) La víctima al momento de su secuestro contaba con la 

edad que oscilaba entre los sesenta y los setenta años; d) Se dio muerte al señor [...], 

utilizándose un objeto contundente el mismo día que fue privado de su libertad; e) Los 

imputados estuvieron de acuerdo en matar a la víctima, por la razón que podía 

reconocer a la mayoría de la agrupación, por haber sido su empleador; f) Los sujetos 

activos actuaron con alevosía pues al sacar con engaños a la víctima de su casa no pudo 

prevenir el posterior ataque contra su vida amarrándolo de pies y manos para luego 

asestarle los golpes en su cabeza que le provocaron la muerte; g) Existió premeditación 

pues los sujetos activos efectuaron dos reuniones para analizar sobre la víctima elegida 

y la distribución de tareas de los implicados para lograr el propósito aún de matarle para 

evitar ser descubiertos por la aquélla, quien ya de antemano conocía a la mayoría de los 

sujetos activos. 
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Así, los hechos acreditados en la sentencia fueron enmarcados por el juzgador en los 

delitos de Atentados contra la Libertad Individual Agravados, teniendo como figura 

básica el Secuestro, y Homicidio Agravado. La consecuencia jurídica acordada por el 

Tribunal A-Quo, fue la correspondiente a cincuenta años de prisión, pues impuso 

veintitrés años por el primer delito, y veintisiete años por el segundo. 

Corresponde ahora, como lo proponen los recurrentes, determinar si la sentencia ha 

incurrido en la causal de casación antes indicada al calificar erróneamente la conducta 

desplegada. 

De la plataforma fáctica recién expuesta, surge de relieve que dentro de la ideación del 

crimen se contempló por parte de los imputados que el móvil primero fue el provecho 

económico, y posteriormente, fue el ocultamiento del delito: pretendieron no ser 

descubiertos o denunciados por la víctima, quien ya conocía personalmente a algunos. 

Como puede verse, han sido lesionados dos bienes jurídicos diversos: vida y libertad. 

Precisamente ante este punto de la discusión, toma relevancia el tema respecto del 

concurso de leyes y concurso de delitos, que ha sido invocado por los recurrentes. 

Al respecto, es oportuno abordar primeramente el concurso de delitos que se encuentra 

regulado en los artículos 40 al 43 del Código Penal, contemplan entre otros, el real, de 

acuerdo al cual "cuando con dos o más acciones y omisiones independientes entre sí, se 

comenten dos o más delitos que no hayan sido sancionados anteriormente por sentencia 

ejecutoriada." La penalidad para esta clase de concurso, de acuerdo al artículo 71 del 

mismo cuerpo normativo, se impone que la consecuencia jurídica por cada delito 

cometido será impuesta de manera sucesiva, iniciando por la pena mayor. 

Por otra parte, el concurso de leyes, que se encuentra regulado en el artículo 7 del 

Código Penal y dispone: "Los hechos susceptibles de ser calificados con arreglo a dos o 

más preceptos de este Código y no comprendidos en los artículos 40 y 41, de este 

Código se sancionarán observando las reglas siguientes: 1) El precepto especial se 

aplicará con preferencia al precepto general; 2) El precepto subsidiario se aplicará en 

defecto del precepto principal, cuando se declare expresamente dicha subsidiaridad o 

ella sea tácitamente deducible; y, 3) El precepto penal complejo absorberá a los 

preceptos que sancionan las infracciones consumidas en aquél." Prestemos especial 

atención a la regla segunda que recién se ha citado, la cual contempla el Principio de 
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Subsunción, de acuerdo al cual el tipo penal más amplio "absorbe" al tipo delictivo de 

menor valor. 

 

DESCARTADO EL CONCURSO ANTE EXISTENCIA DE CONEXIÓN 

IDEOLÓGICA ENTRE LAS CONDUCTAS REALIZADAS POR EL SUJETO 

ACTIVO 

 

Para el caso de autos, el sentenciador consideró que se estaba ante la presencia de un 

concurso real de delitos, de manera tal que a su criterio no existió conexidad entre las 

conductas realizadas por los imputados y en consecuencia, condenó por Atentados 

contra la Libertad Individual Agravados y Homicidio Agravado, y al respecto 

fundamentó: "Al demostrarse que se dio muerte a [...], utilizándose un objeto 

contundente, el mismo día que fue privado de su libertad y aunque tal acción fue 

realizada por un sujeto activo no juzgado, no cabe duda que todo fue parte de un plan 

orquestado en el que todos los implicados, incluyendo los cuatro imputados, estuvieron 

de acuerdo en matar a la víctima, por la razón que podía reconocer a la mayoría de la 

agrupación, por haber sido sus empleados; es así, que la muerte de aquél fue 

consecuencia de aquella distribución de tareas que desde un inicio habían acordado los 

acusados y otros no juzgados, haciéndolo también consciente y voluntariamente, 

aceptando de antemano las consecuencias de la distribución de tareas lo que les hace a 

todos COAUTORES de ambos delitos acreditados; en el hecho los sujetos activos 

actuaron con alevosía pues al sacar con engaños a la víctima de su casa no pudo 

prevenir el posterior ataque contra su vida amarrándolo de pies y manos para luego 

asestarle los golpes en su cabeza que le provocaron su muerte, también existió 

premeditación pues los sujetos activos efectuaron dos reuniones para analizar sobre la 

víctima elegida y la distribución de tareas de los implicados para lograr el propósito aún 

de matarle para evitar ser descubiertos por [é] quien ya de antemano conoc²a a la 

mayoría de los sujetos activos (...) En cuanto al Homicidio Agravado, el motivo fue el 

no ser descubiertos o denunciados por el sujeto pasivo quien ya conocía a algunos de 

los sujetos activos." (Sic Fs. 265) 
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Sin embargo, de las circunstancias fácticas que rodean el caso concreto, la labor de 

subsunción que realizó el juzgador ha quedado reducida a una simple suma de delitos, 

en tanto que no fueron considerados los elementos tanto objetivos como subjetivos que 

dirigieron la conducta jurídicamente relevante, porque en el curso de la acción base 

delictiva, entiéndase el secuestro, se materializó otra que igualmente vulneró un bien 

jurídico diverso, que esta vez correspondía a la vida, pero esta última conducta fue 

proveniente del comportamiento doloso inicial: la finalidad de provocar la muerte a la 

víctima, obedecía al objetivo de asegurar la impunidad de los coautores del delito de 

secuestro. Ante este punto, se advierte claramente, que existió una conexión ideológica 

entre el secuestro y el homicidio: se dio muerte a la víctima para conseguir la finalidad 

que desde la ideación del delito surgió en los imputados, la cual correspondía a no ser 

descubiertos. 

Del tenor del Art. 129 Num. 2° del Código Penal: "Se considera homicidio agravado el 

cometido con alguna de las circunstancias siguientes: 2) Cuando el homicidio ocurriere, 

en su caso, para preparar, facilitar, consumar u ocultar los delitos de secuestro, 

violación, etc". Para discernir el tipo donde debe insertarse el actuar del inculpado, es 

necesario precisar que la conducta genérica del homicidio, tomando al efecto como 

referencia el Art. 128 del Código Penal, consigna como elementos del tipo de que se 

trata, los siguientes: a) ánimo de provocar la muerte, y b) relación de causalidad entre la 

acción de matar y el resultado de muerte. Y, cuando el legislador define la figura 

cualificada de este ilícito, que se construye a partir del tipo básico, indica precisamente 

los actos necesarios para la consumación, de manera que éstos según el Art. 129 Num. 

2° ídem, quedan integrados, entre otros, mediante la facilitación, preparación u 

ocultación del secuestro". 

Surge de relieve que el "secuestro" constituyó el móvil inicial; sin embargo, la intención 

homicida nació posteriormente al consumar el delito contra la libertad ambulatoria, tal 

como se vislumbra desde las circunstancias anteriores ("... Sobre el caso del secuestro 

del se¶or [...], sucedi· a trav®s de unas reuniones que se hicieron en [é], estuvieron 

[é], para planificar c·mo se iba a sacar al se¶or [...] de su casa, se dijo que al señor se 

le iba a quitar la vida porque ya conocía al resto del grupo y que antes de matarlo le iban 

a grabar la voz para ponérselo a la familia para que pagaran el rescate..." (sic. Fs. 261 

vto.); concomitantes ("...El día del secuestro llegó, Lira le dio con la barra en el cráneo a 
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la víctima, solo vi que le dio dos golpes, había un saco de yute, ahí pusimos al señor [...] 

para enterrarlo en una fosa de basura en el traspatio de la casa, sobre el rescate iban a 

pedir Doscientos cincuenta mil colones" (sic. Fs. 261 vto.); y posteriores ("...Todos 

decidimos que se privaría de la vida al señor [...], porque la víctima nos conocía a todos, 

el Señor [...] fue privado de la vida en un cuarto de la casa, Lira fue el que realizó la 

conversación con la víctima para la grabación, el mismo catorce de noviembre fue que 

se dio muerte al señor [...], fue de día, ahí habíamos tres personas, sobre la muerte del 

señor [...] fue lo que se acordó en la reunión." (Sic. Fs. 262 frente.). De tal suerte, se 

observa que el "ánimo de matar" se produjo en orden de asegurar la impunidad para los 

coautores del delito de secuestro. En efecto, las circunstancias denotan claramente que 

la privación de libertad tuvo directa incidencia sobre la vida de la víctima, y 

precisamente aquí, se aprecia el tipo cualificado por cuanto que la muerte constituyó el 

medio necesario para lograr tal fin. Ello se encuentra apoyado por las probanzas 

enumeradas en la sentencia de mérito, de las cuales resulta que, "el motivo del 

Homicidio Agravado, fue el no ser descubiertos o denunciados por el sujeto pasivo 

quien ya conocía a alguno de los sujetos activos."(Sic Fs. 265). 

Como puede constatarse, la coautoría imputada, se evidencia en la analizada división de 

tareas que exhibieran desde el inicio de la ideación del delito a los fines de obtener el 

beneficio económico provocado por el secuestro, es decir, existió un plan común para la 

realización de la acción típica, muerte, y su colaboración objetiva en el ilícito de 

homicidio agravado. De tal manera que "las distintas contribuciones deben considerarse 

como un todo y el resultado total debe atribuirse a cada autor" (MUÑOZ CONDE, 

Francisco, "Teoría General del Delito", p. 203). 

 

EXISTENCIA DE CONEXIDAD EN EL DELITO DE HOMICIDIO CON OCASIÓN 

DEL SECUESTRO POSIBILITA LA ADECUACIÓN DE LA CONDUCTA A UN 

SOLO HECHO PUNIBLE 

 

De esta forma, resulta que la elección de la norma no fue la adecuada, ya que al 

decantarse el juzgador por la aplicación del concurso real de delitos, se deja de lado la 
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inevitable conexión que existe para esta clase de delitos: el homicidio con ocasión de 

secuestro. Además, precisamente por la peligrosidad que conlleva la conducta y a efecto 

de no soportar los imputados un doble juzgamiento, existe la posibilidad normativa de 

adecuar la conducta a un solo hecho punible que en esta oportunidad corresponde al 

Homicidio Agravado. 

Entonces, de acuerdo a todo lo expuesto, es acertado el reclamo que formulan los 

recurrentes al señalar que es inadecuada la calificación jurídica de la sentencia 

correspondiente a "Atentados contra la Libertad Individual Agravados, teniendo como 

figura básica el delito de Secuestro", y "Homicidio Agravado", ya que la conducta debe 

adecuarse únicamente al delito de "Homicidio Agravado", tipificado en el Art. 129 

Nums. 2° y 3 del Código Penal, y a partir de éste, imponer la pena concreta a los 

procesados, la cual tiene como límites treinta y cincuenta años de prisión. 

Así, esta Sala considera que existe el vicio denunciado y por ello, es procedente anular 

la sentencia de fondo, respecto de la calificación jurídica del hecho acreditado y la pena 

impuesta, siendo la correcta, Homicidio Agravado, Art. 129 Num. 2° y 3° del Código 

Penal. [é] 

 

DETERMINACIÓN DE LA PENA: ERRÓNEA APLICACIÓN EN LA 

MODALIDAD DEL CONCURSO REAL DE DELITOS PRODUCE INADECUADA 

APLICACIÓN EN LA SANCIÓN 

 

Bajo ese mismo orden de ideas, la dosificación punitiva efectuada por el A-quo deberá 

ser modificada, en cuanto que no se está ante la presencia de un concurso real de delitos, 

sino de un hecho delictivo individual. De esta manera, al valerse de los criterios 

señalados en los artículos 63, 65 y 129 Núm. 2° y 3°, todo del Código Penal; así como 

en aplicación de los principios de Legalidad, Proporcionalidad y Responsabilidad por el 

Hecho, se hará un nuevo cómputo de la  misma. 

Lo primero que debe definirse es que individualizará la sanción, sobre la figura de un 

delito consumado, en tanto que la conducta de los autores realizó todas las exigencias 
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esenciales de la descripción típica, finalizando con la efectiva lesión del bien jurídico 

protegido. De tal suerte, los extremos punitivos iniciales son de treinta a cincuenta años 

de prisión, de acuerdo al contenido del artículo 129 Núm. 2° y 3° del Código Penal. 

 

INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA: PARÁMETROS NECESARIOS PARA LA 

IMPOSICIÓN DE LA PENA 

 

Establecido lo anterior corresponde individualizar la sanción punitiva, para lo cual 

deberá tenerse en cuenta el artículo 63 del Código Penal, disposición que corresponde a 

los criterios que deben ser valorados en cuanto a la determinación de la pena, 

correspondientes a: 1. Extensión del daño y del peligro efectivo provocado; 2. La 

calidad de los motivos que lo impulsaron al hecho; 3. La mayor o menor comprensión 

del carácter ilícito del hecho; 4. Las circunstancias que rodearon al hecho; y, 5. Las 

circunstancias atenuantes o agravantes. 

Así pues, el criterio referente a la "extensión del daño y el peligro provocado", se trata 

fundamentalmente de exponer la afectación provocada con la acción disvaliosa sobre la 

víctima de ésta, así como el menoscabo de los bienes jurídicos tutelados. En la especie, 

se reconoce que el desvalor del resultado causado por el acto querido fue consumado, en 

tanto que se atropelló el bien jurídico Vida, el cual es de los de mayor trascendencia 

reconocidos por la Constitución en los Arts. 1 y 2, por ser eje fundamental de todos los 

derechos fundamentales. 

Seguidamente, respecto de la "calidad de los motivos que impulsaron el hecho"; es 

oportuno mencionar que este parámetro, supone el estímulo personal del autor y las 

finalidades que persigue, ya sea la venganza, etc., todo ello debe encontrar sustento en 

la conducta ilícita. Pero, los "motivos" que regula la disposición en estudio, no deben 

ser necesariamente un calco de los elementos subjetivos del tipo penal, sino que su 

concepción es más amplia, ya que abarca razones de conciencia social e incluso 

ideologías que por formar parte de la reservada interioridad del sujeto activo, en 

ocasiones, no son conocidas por el mundo exterior. Aclarado este punto, considera esta 
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Sala que en el caso de autos la acción disvaliosa no sólo se ha adecuado a una conducta 

penalmente reprobada, sino que la misma obedeció a circunstancias económicas. 

En cuanto a la "mayor o menor comprensión del carácter ilícito del hecho", se advierte 

que los se¶ores [é], al momento de realizar la conducta sancionada, comprend²an el 

carácter ilícito de los actos ejecutivos, los cuales indican la intención, voluntad y 

efectiva muerte de la víctima. 

Sobre las "circunstancias que rodearon el hecho; y en especial, las económicas, 

sociales y culturales de los autores", ambos mayores de edad, motorista y cobrador de 

buses respectivamente; y de acuerdo al contenido de autos, son sujetos de escasa cultura 

y bajo nivel económico, no obstante, todas esas circunstancias no fueron impeditivas 

para comprender el ilícito cometido. 

Finalmente, el parámetro referente a las "circunstancias modificativas de la 

responsabilidad penal", no concurren circunstancias atenuantes o agravantes que 

provoquen modificar la responsabilidad penal. 

Con base en todo lo expuesto, la Sala estima que la pena que corresponde imponer a los 

imputados [é], deber§ fijarse en TREINTA A¤OS DE PRISIčN, manteni®ndose las 

penas accesorias y demás consecuencias, de la manera en que constan en el 

pronunciamiento judicial, sin modificaci·n alguna.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 605-CAS-2007 DE FECHA 21/03/2011) 

 

 

CONTRABANDO DE MERCADERÍAS  

NECESARIO ESTABLECER UNA DEBIDA FUNDAMENTACIÓN PARA LA 

ACREDITACIÓN DEL TIPO PENAL 

ñDel an§lisis de los motivos admitidos en consonancia a la sentencia objeto de estudio, 

y atendiendo a la regla de prelación establecida por ley, se determina: 
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Que sobre la denuncia del vicio de forma, consistente en la falta de fundamentación de 

la sentencia por haber quebrantado los juzgadores el principio lógico de razón 

suficiente, al concluir en la existencia del hecho penal calificado como Contrabando de 

Mercaderías, sin expresar los juicios de valor que los llevaron a configurar los 

elementos subjetivos del ilícito, se hace importante recordar que para validar el 

contenido de la motivación de la sentencia penal, se debe cumplir con los requisitos de 

ser expresa, clara, lógica, legítima y completa. 

Es con relación al último de los citados elementos, en que cabe la ausencia de 

motivación para la acreditación del tipo penal, ya que para darle entero cumplimiento a 

la exigencia de una fundamentación completa, ha de consignarse todo lo concerniente a 

la comprobación del hecho y la justificación que a derecho corresponda, es decir, es 

necesario establecer la valoración de las pruebas junto con las conclusiones que ellas 

arrojen, así como la configuración del cuadro fáctico en los presupuestos objetivos y 

subjetivos exigidos por el delito. 

Bajo este orden de ideas, se convierte en una exigencia mínima para el sentenciador, 

hacer constar la calificación jurídica de los hechos sometidos a juicio, dado que no basta 

con mencionar la norma penal aplicable al caso, sino que se requiere el enunciar las 

razones fundadas por las que consideran se cumple con los elementos del mismo, y 

sobre todo cuando se está en presencia de un delito como el de Contrabando de 

Mercaderías que sanciona diversidad de acciones u omisiones, lo que genera la 

imperiosa necesidad de identificar el concepto jurídico que se aplica para dictar una 

condena. 

 

EXAMEN DEBIDO SOBRE LA CONFIGURACIÓN DE POSESIÓN Y 

COMERCIALIZACIÓN ILEGÍTIMA DE MERCADERIA 

 

Así se tiene, que se establece en el romano VI de la resolución judicial el apartado 

denominado: "Elementos descriptivos del tipo penal de Contrabando de Mercaderías", 

el análisis del injusto penal, abordándolo desde las categorías de la acción, tipicidad, 

antijuricidad y culpabilidad, para el caso, la segunda de las condiciones que atiende a la 
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estructura, elementos y clases del tipo penal, es la cuestionada por los recurrentes, y por 

tal razón se transcribe en su totalidad lo que pronunciaron los juzgadores respecto de la 

misma, tendi®ndose as²: "é 

TIPICIDAD: Se ha establecido que el comportamiento de los imputados se adecua al 

delito de CONTRABANDO DE MERCADERÍAS prescrito y sancionado en el Artículo 

15 Literal g) de la Ley Especial para Sancionar Infracciones Aduaneras al haber 

realizado el hecho delictivo. ...". 

También constan a Fs, 1061 Vto. y 1062 de la sentencia, los razonamientos que 

explican las conclusiones que los juzgadores producto de la valoración de la prueba han 

adoptado, y de las cuales se extrae: "... Para el tribunal no existe duda, que la conducta 

exteriorizada por los tres enjuiciados tantas veces mencionados en los fundamentos de 

esta sentencia y descrita en los considerandos anteriores de la misma, se adecúa a lo 

prescrito en el Artículo 15 de la Ley Especial para Sancionar Infracciones Aduaneras, 

en sus incisos 1° y 2° literal, en cuanto que las cantidades de cajetillas de cigarros 

descritas supra, han sido introducidas al país evadiendo los controles aduaneros, -de ello 

existe suficiente prueba en el presente caso, y como ya lo dijo el tribunal en el presente 

caso no se ha establecido quién introdujo las cajetillas de cigarros, que alguien sustrajo 

o evadió la correspondiente intervención aduanera, además que en el presente caso se 

produjo perjuicios económicos a la Hacienda Pública, además de evadir los controles 

sanitarios o de salud. Certeza tiene el tribunal que todo lo anterior se adecua al Inc., 

primero del artículo antes mencionado. Que no obstante, como ya se dijo supra no se 

estableció quien introdujo las cajetillas de cigarros al país, pero lo anterior, no es óbice, 

para atribuirle a los enjuiciados [é] el delito de Contrabando de Mercanc²as, ya que en 

el juicio, sí se probó las conductas descritas en el literal g) del artículo 15 de la Ley 

Especial para Sancionar Infracciones Aduaneras, en sus incisos 1° y 2°, pues, la 

tenencia o comercialización de mercancías extranjeras que realizaban los incoados, sin 

que las mismas se encuentren amparadas por una declaración de mercancías o el 

formulario aduanero respectivo, y los mismos imputados no han comprobado su 

adquisición legítima ...". 

Lo anterior, deja en evidencia que efectivamente en el romano VI designado para 

desarrollar los elementos descriptivos del tipo penal, no se enuncian las razones del por 

qué se considera que se han configurado los mismos; sin embargo, éstos son posible de 
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extraer de los juicios de valor que constan en los folios antes citados, dado que, es 

derivable de ellos la subsunción de los hechos en la descripción legal del delito, y que 

tal y como se refiere encajan en el supuesto del Art. 15 Lit. g) de la Ley Especial en 

comento, que prescribe las conductas que constituyen Contrabando de Mercaderías, y 

establece "... la tenencia o comercialización de mercancías extranjeras sin que las 

mismas se encuentren amparadas por una declaración de mercancías o el formulario 

aduanero respectivo, a menos que se compruebe su adquisición legítima ...", por ende, 

de los argumentos plasmados se hace factible reconocer la convicción judicial en el 

sentido de señalar que se configura la posesión y comercialización ilegítima de 

mercaderías, en virtud de no encontrarse amparada de forma legal la tenencia de éstas. 

 

IMPOSIBILIDAD DE VULNERAR PRINCIPIO DE RESPONSABILIDAD AL 

MOTIVAR DEBIDAMENTE CONDENA CON EL ESTABLECIMIENTO DE LA 

CONDUCTA TÍPICA DEL DELITO 

 

Respecto a la vulneración al principio de responsabilidad alegado, cabe recordar, que tal 

y como lo contempla el Art. 4 Pn., sólo podrá asignarse una pena, si la acción u omisión 

se realizó con dolo o culpa, quedando prohibida la imposición de una sanción sin tomar 

en cuenta la dirección de la voluntad sino únicamente el resultado material; por tanto, al 

denunciarse que dicho principio se vulnera por acreditarse el hecho sin demostrarse que 

no se atendieron los controles aduaneros en la introducción de la mercadería, es 

menester aclarar que en el desarrollo de la resolución se destaca que no se comprobó 

quién fue la persona que introdujo las cajetillas de cigarros, ni la evasión de la 

correspondiente intervención aduanera, aspectos que se evidencia no son base de la 

condena, ya que ella es motivada por establecerse la tenencia o comercialización de 

mercadería extranjera, sin que ésta estuviera amparada con documento alguno que 

respalde su legítima adquisición, por tanto, no es viable la afirmación de los recurrentes 

que los juzgadores confirman una certeza positiva respecto a la evasión del pago de 

impuestos en la sentencia, y menos que esto sea lo que conlleve a vulnerar el principio 

de responsabilidad. 
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Sobre lo manifestado por los peticionarios, como parte de los fundamentos del motivo 

en comento, relativo a no haberse examinado de forma individual el actuar y la 

dirección de la voluntad de cada uno de los procesados, dado que, no se acreditó que los 

lugares en los que se encontraron los cigarrillos fueran propiedad de los imputados, se 

determina al verificar tal situación, que dentro de las conclusiones consignadas en la 

motivación de la sentencia se estipula que producto de la inmediación de la prueba de 

carácter testimonial y documental se evidenció que los allanamientos y detenciones 

practicadas a los encausados fueron producto de las investigaciones policiales 

confirmadas con vigilancias y seguimientos que durante tres meses, específicamente en 

Marzo, Abril y Mayo de dos mil siete se efectuaron, por lo que los registros y 

allanamientos realizados en los lugares de residencia de los se¶ores [é], as² como la 

detenci·n en flagrancia por medio de un ret®n policial o control vehicular de [é], 

tienen origen en las vigilancias en mención, y por ende, concatenadas entre sí, dan un 

resultado de certeza en cuanto a la participación delincuencial en el ilícito atribuido, 

resultando con dichas afirmaciones una condena producto de acciones cometidas por los 

encausados de las que tenían la posibilidad de saber qué hacer y la libertad para 

determinar su comportamiento, es decir, que se fundamenta en la responsabilidad 

subjetiva y no objetiva como lo aducen los impetrantes. 

 

SANCIÓN DE TENENCIA ILEGÍTIMA VERIFICADA POR AUSENCIA DE 

DOCUMENTO QUE RESPALDE SU LEGÍTIMA ADQUISICIÓN Y NO POR EL 

INGRESO DE LA MISMA SIN CONTROL ADUANERO 

 

En relación a la errónea aplicación del Art. 15 en su Inc. 1 y Lit. "g" de La Ley Especial 

para Sancionar Infracciones Aduaneras, por considerar que los juzgadores no tomaron 

en cuenta la definición de Contrabando de Mercaderías contenida en la ley especial 

citada, por haber condenado sin determinar quién era la persona dueña de los cigarrillos, 

y adoptar de forma aislada la conducta exigida por el Literal "g" de la norma en 

referencia, cabe señalar, que tal y como se ha indicado, en la resolución judicial se 

refleja una condena por la tenencia y comercialización de mercadería sin respaldo legal 

de la legítima adquisición, y no por el ingreso de la misma al país sin pasar por los 
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controles aduaneros, aspecto que se ha desarrollado en los razonamientos antes 

apuntados, y también el hecho de que los decomisos fueron verificados en los lugares de 

residencia de dos de los imputados y al tercero de éstos al momento de transportar la 

mercadería en el vehículo que conducía, diligencias que fueron consecuencia de las 

investigaciones efectuadas por la Policía, por tanto, con dichas justificaciones no es 

viable enunciar que existió una presunción por parte de los juzgadores, ya que las 

conclusiones fácticas que se han adoptado responden a la derivación lógica de las 

probanzas, que conlleva, que tanto la valoración, interpretación, fijación y adecuación 

de hechos, se encuentran concatenadas entre sí, formando una estructura razonada, 

coherente y derivada en el derecho. En consecuencia, y siendo que no se configura 

ninguno de los motivos analizados, es procedente confirmar la validez de las sentencia 

objeto de impugnaci·n.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 99-CAS-2009 DE FECHA 02/06/2011) 

 

 

CONFIGURACIÓN DE LOS ELEMENTOS OBJETIVOS Y SUBJETIVO DEL TIPO 

PENAL 

El Art. 15 literales "aò y "g" de la Ley Especial para Sancionar Infracciones Aduaneras, 

regula: "Constituyen delito de Contrabando de Mercaderías las acciones u omisiones 

previstas en esta Ley y por las cuales, la importación o exportación de mercancías se 

sustraen de la correspondiente intervención aduanera y produzcan o puedan producir 

perjuicios económicos a la Hacienda Pública o evadir los controles sanitarios o de otra 

índole que se hubieran establecido legalmente.-- Constituyen Contrabando de 

Mercancías las conductas siguientes: --a) El ingreso al país o la salida del mismo 

eludiendo los controles aduaneros....--- g) La tenencia o comercialización de mercancías 

extranjeras sin que las mismas se encuentren amparadas por una declaración de 

mercancías o el formulario aduanero respectivo, a menos que se compruebe su 

adquisición legitima". 

De acuerdo al precepto legal transcrito, para que el delito de Contrabando de 

Mercaderías se configure, deben acreditarse los elementos objetivos y subjetivos 
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siguientes: a) Tenencia o comercialización de mercancía extranjera; b) Que la 

mercancía no esté amparada por una declaración de mercancías o el formulario 

aduanero respectivo; c) Que tal mercancía se haya sustraído de la correspondiente 

intervención aduanera; d) Que dicha acción, de sustracción a la intervención aduanera, 

produzca un perjuicio económico a la Hacienda Pública, Éstos como elementos 

objetivos del tipo penal, y como elemento subjetivo que debe inferirse de los hechos 

probados, e) El Dolo, que consiste en el conocimiento que el agente tiene de que tal 

conducta, de poseer mercancía sin los requisitos de legalidad, es delito, pero no obstante 

ese conocimiento, orienta su voluntad a producir la conducta prohibida por la ley. 

Ahora bien, del estudio de la sentencia se observa que el tribunal, después del análisis 

de la prueba destilada en juicio, concluyó que el hecho acreditado, se adecúa al tipo 

penal de Contrabando de Mercaderías, al considerar que: "...es un hecho punible 

consistente en importar o exportar mercancías, licita o ilícita, que se hace objeto de trato 

o venta, evadiendo un control administrativo aduanal; que esa mercancía no esté 

amparada por una declaración de las mismas -como el caso en examen-; o en su caso el 

comercio, tenencia o circulación de cosa mueble tanto licita como ilícita que se hace 

objeto de trato o venta, sustrayéndolas de la respectiva intervención aduanera y en 

ambos casos, produciendo como resultado perjuicios económicos en la Hacienda 

Pública o según sea el caso, controles sanitarios, aunque éstos sean ulteriores...--- se 

establece que el tipo penal especial de Contrabando de Mercaderías, prescrito en el Art. 

15 literales b) y g) relacionado con el Art. 16, ambos de la Ley Especial para Sancionar 

Infracciones Aduaneras, requiere para su materialización que el sujeto activo realice 

cualesquiera de las conductas señaladas como verbos rectores en los literales b) y g) de 

la disposición apuntada, debiéndoseles adicionar que esas conductas pueden ser tanto 

para importar o exportar mercancías gravadas; que una o algunas de dichas conductas 

sean realizadas con cualesquier clase de mercadería, entendiéndose doctrinariamente 

como todo género vendible, o cualquier cosa mueble que se hace objeto de trato de 

venta; y que el sujeto no esté autorizado por la autoridad competente para hacer, la o las 

conductas prohibidas por el legislador en el literal del tipo penal "sub examine"...--- Es 

menester agregar, que el verbo rector "la introducción" que contiene el literal b) del Art. 

15 L.E.S.I.A. ha quedado evidenciada con el dicho del agente [é], ya que manifest· 

que él vio cuando el acusado venia del lado de la República de Guatemala y que a bordo 

de una carretilla transportaba dos bultos se pasó el límite fronterizo hacia este país por 
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un punto no habilitado para ello; y, con las declaraciones de [é] que en esos bultos lo 

que llevaba eran unas prendas de vestir para ambos sexos sin presentar documentación 

de ellas; las que luego de ser examinadas por un perito resultó que entre ellas había unas 

de origen guatemalteco, estadounidense y francés y otras no tenían lugar de origen; y, 

que en base a esa evaluación realizó el cálculo de liquidación correcta sobre el pago que 

debió hacerse al momento de introducir la mencionada mercancía por el lugar correcto; 

así como, la multa por la omisión cometida...". Considerando el A quo, que todos los 

requisitos de materialización del elemento objetivo del tipo en cuestión quedaron 

establecidos con los hechos que tuvo por demostrados. 

 

MERCADERÍA PROCEDENTE DE CENTROÁMERICA SE CONSIDERA 

EXTRANJERA PUES PROVIENE  DE UN PAÍS DISTINTO AL NUESTRO 

 

En virtud de lo expuesto anteriormente, se estima que la calificación dada por el 

tribunal, al ilícito atribuido al imputado es la correcta, se precisaron todos los elementos 

tipo del delito entre éstos, que la mercadería es extranjera, -proviene del exterior, su 

origen es de un país distinto del nuestro-, pues se comprobó con las declaraciones de los 

testigos que el imputado venía del lado de la República de Guatemala y que a bordo de 

una carretilla transportaba dos bultos, en los cuales llevaba prendas de vestir para ambos 

sexos, se pasó el límite fronterizo hacia este país por un punto no habilitado para ello, 

sin presentar ninguna documentación. Luego, se dictaminó con el informe sobre valúo 

de los productos decomisados rendido por la Contador Vista de la Aduana, que entre la 

totalidad de las prendas decomisadas al imputado, "unas eran de fabricación 

guatemalteca, otras estadounidense y otras de origen francés y otras no tenían lugar de 

fabricación"; que sobre esa mercadería se realizó el cálculo de liquidación correcta y se 

determinó que entre impuestos de importación, IVA y multas se obtuvo un total a pagar 

de seis mil novecientos dólares con sesenta y cuatro centavos, -peritaje que se hizo en 

base al Art. 42 de la Ley Especial para Sancionar Infracciones Aduaneras,-

introduciendo, el imputado mercaderías gravadas al territorio nacional por un lugar no 

habilitado legalmente para ello. 
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Además, no es cierto, como lo sostiene el recurrente, que la mercadería que provenga de 

Centroamérica no será considerada como extranjera, como aduce que lo regula la 

resolución 103-2002 del Consejo de Ministros de Integración Económica, pues en ésta 

lo que se resolvió es: "Reiterar que no se deben aplicar precios mínimos, precios de 

referencia o de cualquier denominación de efectos equivalentes, en las relaciones de 

comercio intracentroamericanas, la cual incluye los precios estimados....", como bien lo 

señala la Fiscalía en la contestación al recurso. 

 

AUSENCIA DE AGRAVIO AL REALIZAR UNA DEBIDA CALIFICACIÓN DEL 

DELITO POR INTRODUCCIÓN ILEGÍTIMA DE MERCADERÍA SIN 

INTERVENCIÓN ADUANERA 

 

Por todo lo anteriormente expresado, cabe concluir que, se extrae de lo dispuesto en el 

Art. 15 literales "b" y "g" de la Ley Especial para Sancionar Infracciones Aduaneras, 

que las formas legales para ingresar productos extranjeros al país son dos: a) una 

declaración de mercancías y b) formulario aduanero; de lo contrario, la introducción se 

considerará ilegitima, constituyendo por ende un contrabando de mercaderías, por lo 

tanto se requiere, como lo regula la ley, la Declaración de Mercancía o el Formulario 

Aduanero respectivo, ya que su origen es de un país distinto del nuestro, y su legal 

comercialización no puede sustraerse de la correspondiente intervención aduanera, por 

lo que este Tribunal no encuentra infracción o errónea aplicación de la norma 

sustantiva, pues la acción consiste en que el sujeto activo se despoja de la intervención 

aduanera de la importación o exportación de mercancías, produciendo con ello perjuicio 

económico a la Hacienda Pública, así como en evadir controles sanitarios o de otra 

índole, lo cual fue acreditado por el tribunal A quo. 

En consecuencia, por las razones indicadas no es procedente acceder a la pretensión del 

defensor.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 125-CAS-2010 DE FECHA 20/05/2011) 
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IMPOSIBILIDAD DEL TRIBUNAL SENTENCIADOR ACREDITAR HECHOS NO 

ACUSADOS ANTE OMISIONES O DEFECTOS COMETIDOS EN LA 

ACTUACIÓN FISCAL 

La queja formulada recae sobre dos puntos concretos, a saber: I. Equívoca valoración 

probatoria que efectuó el tribunal encargado respecto de la cadena de custodia de la 

prueba y el anticipo de la pericia practicada sobre el material textil, en tanto que éstas 

no fueron valoradas según las reglas de la sana crítica, específicamente de acuerdo a los 

Principios de Derivación y Razón Suficiente; y, II. Fundamentación analítica 

"ambigua", en tanto que no se acreditó "cuando menos ante qué clasificación de 

infracción aduanera nos encontramos, por qué consideraron los juzgadores que la 

infracción se subsumía en el ilícito de Contrabando y no se distinguió la clasificación 

tripartita del Código Aduanero, según el Art. 97 y los Arts. 5, 7 y 15 de la Ley Especial 

para Sancionar Infracciones Aduaneras."(Sic) 

Sobre la ratificación del secuestro, señala quien recurre que en todo caso, la única 

irregularidad podría recaer en que la Juez de Paz correspondiente no se haya apersonado 

a la práctica del registro y allanamiento, circunstancia que no invalida automáticamente 

este acto, sino que el sentenciador, como conocedor de la ley, debió haber valorado 

dicho medio probatorio como un indicio, de acuerdo a lo prescrito por el Art. 15 del 

Código Procesal Penal, y no restando todo mérito, tal como ocurrió para el caso de 

autos. Además, no es cierto tampoco que haya existido vulneración en la cadena de 

custodia del producto textil extranjero, ya que sí se constató la cantidad de todo el 

producto, el cual fue puesto a la orden del Órgano Jurisdiccional y a disposición de la 

Aduana, respetando así el traslado de los objetos hacia los lugares que señala le ley; y 

finalmente, la referida mercancía siempre estuvo bajo el cuido de Aduana de llopango, 

por todo ello, no existe mínima evidencia jurídica que establezca vulneración en la 

cadena. 

En cuanto al segundo elemento de convicción que considera el recurrente erróneamente 

valorado, que recae en el anticipo de prueba correspondiente a la "Tasación de impuesto 

no percibido por la Hacienda Pública", a partir del cual se estableció que el fisco dejó de 

percibir más de doscientos mil dólares, ya que el imputado, señor [...] no logró 

determinar la legítima tenencia de la mercadería que fuera incautada en el inmueble, y a 

pesar que el perito encargado dentro de sus conclusiones expuso: "No se puede llegar a 
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estipular si hay o no delito de Contrabando", no le incumbe a él determinar si hay o no 

delito, además no necesita como insumo primordial documentación de los objetos 

incautados, sino que su actuación se limita a efectuar un conteo del producto de forma 

material y no documental. 

Corresponde ahora hacer referencia, en lo pertinente, a la decisión judicial a efecto de 

controlar si son jurídicamente correctos y producidos bajo la sana crítica, los 

argumentos ahí vertidos. Es así, que de acuerdo a Fs. 1090 vuelto, el A-Quo expresó 

que han existido una serie de informalidades respecto de ambas probanzas, que no 

pueden pasar desapercibidas. En síntesis, éstas pueden ser detalladas tal como a 

continuación se indica: 1. En el acta de allanamiento, mediante la cual se pretendió 

documentar el objeto del secuestro, no se distinguió la mercadería respecto de la que no 

se acreditó la legal posesión por parte del imputado por carecer de la requerida 

documentación, sino que de manera general e indistinta se señalan cantidades de 

mercaderías. 2. Si bien es cierto que por la tremenda cuantía de los bienes, no era 

posible su embalaje, sí se podía poner cintas o distintivos con los sellos respectivos, 

para salvaguardar que lo decomisado en ese momento, era lo mismo que se conservaría 

o sobre lo cual se practicaría un valúo. Sin embargo, tal como es respaldado por la 

prueba testimonial, no existió un aseguramiento en la identidad material de los objetos. 

Tampoco figura, el tratamiento de la custodia que existió. 3.Un serio vacío lo conforma, 

además, la circunstancia que no son descritos los objetos decomisados, por el contrario, 

sólo de indican las cantidades de camisas, pants, hilos, etc., pero "en todo decomiso se 

tiene que detallar, por lo menos tantas camisas de tal marca o qué presentaban, qué 

características tenían, pero lo hicieron solamente en cantidades." (Sic Fs. 1091). 4. A 

pesar que el secuestro fue ratificado por el Juez de Paz de la jurisdicción respectiva, no 

se estableció que éste fuera a verificar materialmente si dichos objetos eran en verdad 

los que se encontraban en dichos lugares y se estaban poniendo a su orden. 

No obstante lo recién expuesto, más allá de los argumentos mediante los cuales se 

expone que se ha roto la cadena de custodia, es imperativo retomar el punto en el que el 

sentenciador ha establecido: "En la relación de los hechos acusados, no se menciona que 

hubo allanamiento, ni que hubo decomiso, ni qué cantidad de decomiso, ni en qué 

consiste específicamente la conducta atribuida del contrabando al señor [...], ni mucho 

menos se fundamenta tampoco cuál es la conducta y la relación que tenía la señora [...] 



Volver al índice Ą 

con respecto al señor [...], son elementos básicos en una acusación respectiva para que 

el Tribunal pueda acreditar o no los hechos acusados. Tampoco tenemos como 

acreditado en qué consiste realmente el contrabando de mercadería, porque en la vista 

pública lo controvertido como prueba y los parámetros que han dado los testigos, era 

que se consideraba mercadería extranjera por lo que decían las cajas, ya que el producto 

nacional las cajas est§n en espa¶ol, el testigo [é] manifest· que eran extranjeras porque 

tenían viñetas que decían "MADE IN EL SALVADOR" y al no tener la documentación 

que amparaba la mercadería, porque sí se ha establecido y han aceptado los testigos de 

que había una documentación que el señor [...] presentó, tanto en el momento que se 

estaba interviniendo en el Registro y Allanamiento como posteriormente en oficinas de 

Aduana, que sí amparaba cierta mercadería. Entonces, se tenía que haber delimitado en 

la investigación, no a esta altura de la fase plenaria, sino que en instrucción fase donde 

se tenía que haber delimitado cuál era la cantidad o qué clase de mercadería es la que no 

se estaba amparando, circunstancias que tampoco aparecen plasmadas en la acusación 

respectiva. Se ha manifestado que se incurre en esa conducta de contrabando porque no 

presenta la documentación respectiva y por las circunstancias que aparecía y 

características de la mercadería, se consideraba que estaba en el delito porque la 

mercadería que estaba ahí tenía unas viñetas que tenía letras que estaban en otro idioma 

(...) sobre ese aspecto el Tribunal considera que en ningún momento se logra establecer 

con el desfile de prueba o se ha determinado sin ninguna duda o bajo cierta clase de 

indicios que era mercadería extranjera y que había salido de una zona franca, entonces 

se tenía que establecer de qué zona franca había salido la mercadería. Si se establece 

que dec²a que ten²an cierta documentaci·n que [é] le hab²a entregado al imputado para 

amparar mercadería que se le incautó en el Registro y Allanamiento, pero dentro del 

proceso y dentro de la relación fáctica no se establece nada de eso, se tendría que haber 

investigado [é], si efectivamente en esa documentaci·n que se le encontr· al se¶or 

[é], hab²a existido una contrataci·n mercantil entre ellos (...)" (Sic Fs. 1091) 

Para el caso concreto, el sentenciador, luego de un detallado examen de las probanzas, 

concluyó que existieron serios defectos en la actuación fiscal, así por ejemplo, la 

relación circunstanciada de los hechos que se presentó resultó gravemente incompleta, 

en tanto que omitió narrar la totalidad del suceso después del registro, existiendo por 

tanto un vacío insuperable; pero el mayor atasco radica en que no se determinó en que 

consistió la conducta delictiva de la imputada y mucho menos el nexo que existía entre 
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ella y el señor [...], sino que de la relación fáctica se limita a señalar toda la normativa 

que la referida imputada inobservó en el desarrollo de sus actividades, verbigracia 

Código de Trabajo, Código de Comercio, Ley de Renta y Ley de Impuesto a la 

Transferencia de Bienes Muebles, legislativa toda de naturaleza administrativa; sin 

embargo, de ninguna forma se hace alusión a la comisión de una conducta punible que 

pueda sede atribuida. Por ello, como bien expone el sentenciador, el Tribunal no puede 

acreditar hechos no acusados, pues no solamente faltaría al Principio de Congruencia, 

sino también atentaría de forma peligrosa contra la Seguridad Jurídica y la Legalidad 

que reviste todo proceso penal. 

 

NECESARIO ACREDITAR DE MANERA SUFICIENTE LA EXISTENCIA DE 

UNA CONDUCTA DELICTIVA Y LA PARTICIPACIÓN DEL IMPUTADO PARA 

DESTRUIR LA PRESUNCIÓN DE INOCENCIA 

 

Ahora bien, sobre la acusación que pesa en contra del imputado [...], debe decirse que la 

actividad investigativa se ha presentado como deficiente, ya que como se desprende de 

la prueba legalmente ofrecida en el proceso, por una parte se afirma que se presentó la 

Declaración de Mercancía, documento que de acuerdo al Art. 15 Lit. G) de la Ley 

Especial para Sancionar infracciones Aduaneras, es un título suficiente para acreditar la 

legítima tenencia del producto; pero por otra, se afirma que no se tiene claridad respecto 

de la cantidad de mercancía no amparada mediante la documentación correspondiente. 

Tal ambigüedad, resulta intolerable hasta esta etapa del proceso, ya que para destruir la 

presunción de inocencia que acompaña a los imputados, es necesario que se acredite de 

manera suficiente y sin que concurra un mínimo de duda, la existencia de una conducta 

de relevancia jurídico penal así como la participación de los imputados en la misma, Al 

respecto es oportuno mencionar que la sentencia como unidad lógica inseparable, se 

obliga a observar dentro de sus características el cumplimiento al Principio de 

Completitud, lo cual significa que su contenido comprenderá todas las cuestiones 

fundamentales de la causa y los puntos decisivos que justifiquen cada razonamiento. 

Según la exposición de De la Rúa, que es compartida por esta Sala, la motivación para 

que sea completa, "debe referirse al hecho y al derecho, valorando las pruebas y 
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suministrando las conclusiones a que arribe el tribunal sobre su examen, sobre la 

subsunción del hecho comprobado en un precepto penal y sobre las consecuencias 

jurídicas que de su aplicación se derivan." (DE LA RÚA, FERNANDO. "La Casación 

Penal", p. 121). Según este principio, corresponde al A-Quo, valorar las pruebas tanto 

de manera individual a efecto de determinar si son legítimas, trascendentes y útiles, y 

luego, en su conjunto; todo ello para construir la decisión de absolución o condena 

derivada del contenido de los elementos de convicción estudiados. 

 

DEBIDA ARGUMENTACIÓN RESPECTO AL VALOR PROBATORIO 

OTORGADO A LAS PRUEBAS GARANTIZA UNA DEBIDA 

FUNDAMENTACIÓN ANALÍTICA DE LA SENTENCIA 

 

A pesar de todo lo expuesto, el recurrente se agravia que no fueron debidamente 

valoradas la ratificación del secuestro y el anticipo de prueba; sin embargo, tal como se 

observa de la fundamentación analítica elaborada por el Sentenciador, se sometieron a 

examen dichas evidencias, las cuales además fueron relacionadas con el resto de prueba 

testimonial, documental y pericial, pero debido a la deficiente investigación, no pudo 

acreditarse en el caso de la imputada [...], ni siquiera la concurrencia de un acto típico, 

antijurídico y culpable, es decir, la existencia de un delito. 

 

Así pues, esta Sala considera que además que ha existido una adecuada valoración 

respecto de las probanzas, la justificación de la absolución por la cual se decantó el 

sentenciador, no es errada, ni arbitraria y mucho menos ambigua, pues con claridad se 

han señalado todas aquellas razones por las cuales se considera que de la descripción de 

los hechos acusados no es posible sustraer la concurrencia de un ilícito penal y tampoco 

la participación de los imputados. En definitiva, se ha verificado de acuerdo a los 

argumentos desarrollados por el A-Quo, la correcta aplicación al Principio de 

Derivación de los pensamientos, en tanto que, el juzgador ha formado su convicción de 

certeza negativa sobre la base de los elementos incorporados a juicio mediante el auto 

de apertura a juicio y no en criterios personales ajenos al conocimiento de la causa. 
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Corresponde afirmar entonces, que el alegado vicio del procedimiento, no existe, en 

tanto que no se ha verificado una equívoca valoración probatoria que provoque una 

sentencia omisa de fundamentación, En ese sentido, han quedado a salvo el derecho de 

defensa del imputado y la legalidad del proceso.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 610-CAS-2008 DE FECHA 29/06/2011) 

 

 

IMPROCEDENTE DEVOLUCIÓN DEL SECUESTRO A LOS IMPUTADOS ANTE 

LA INEXISTENCIA DEL DELITO Y FALTA DE PRUEBA DE LA LEGÍTIMA 

PROPIEDAD DE LOS BIENES DECOMISADOS 

 

ñDel an§lisis de la sentencia en relaci·n al recurso interpuesto, se determina: 

Que para que la sentencia penal sea tomada como válida, debe contener elementos de 

claridad, exactitud, licitud y legitimidad, lo que conlleva el enunciar las conclusiones en 

las que se basa una condena o absolución, es decir, que sólo de esta forma podrá 

contemplarse como suficiente su motivación, por ende, para afirmar que concurre una 

correcta fundamentación, es menester valorar todos los elementos de prueba que 

desfilaron en la vista pública, la cual ha de verificarse a la luz de las reglas de la sana 

critica, lo que implica el apego a los principios de la lógica, las máximas de la 

experiencia y la sicología. 

Al denunciarse la concurrencia de juicios contradictorios en la resolución judicial, se 

hace necesario recordar lo que prescribe el principio lógico de contradicción: " que dos 

juicios, en uno de los cuales se afirma algo acerca del objeto del pensamiento, mientras 

que en el otro se niega lo mismo sobre el mismo objeto de pensamiento, no pueden ser a 

su vez verdaderos", a efecto de verificar si en los razonamientos citados por la 

impetrante concurre contradicción alguna, encontrándose así, los que textualmente 

dicen: "...Los suscritos Jueces valoraron, aplicando las reglas de la Sana Crítica la 

prueba que a continuaci·n se detalla: ... [é] Si bien se inmedi· como prueba de 

descargo, dos facturas, al no ser extendidas a nombre de alguno de los imputados sobre 
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quienes versa esta sentencia no prestan favor alguno a sus intereses ni se describen 

marcas de las prendas detalladas en las facturas por lo que tampoco puede probarse que 

se traten de las prendas incautadas a los procesados ... no siendo útil dicho secuestro a 

los fines de esta causa y habiendo sido absueltos los acusados, procederá se les devuelva 

la ropa descrita oportunamente ...". 

Aunado a esto, consta en la sentencia, los juicios de valor que se¶alan: [é] 

Con los argumentos expuestos, es posible afirmar, que se da una justificación apoyada 

en la valoración de las probanzas por parte de los sentenciadores sobre la absolución 

dictada en relación al delito sometido a juicio, que es el de Contrabando de Mercaderías, 

dado que, se indica porqué no se tuvieron por acreditados los extremos procesales del 

hecho punible y a su vez existe pronunciamiento respecto a la prueba de descargo 

consistente en dos facturas, que tal y como se advierte al no ser emitidas a nombre de 

los procesados no comprueban que éstas se refieran a las prendas incautadas. 

 

INVALIDA LA ENTREGA DE BIENES SECUESTRADOS AÚN Y CUANDO NO 

SE HA COMPROBADO SU LEGÍTIMA PROPIEDAD 

 

 

Sin embargo, lo que resulta contrario al principio de contradicción, es el romano VII 

nominado "Sobre los objetos secuestrados", ya que si los mismos juzgadores han tenido 

por acreditado la inexistencia del delito y de prueba que demuestre la legítima 

propiedad de las prendas decomisadas, no se valida la resolución adoptada en el fallo, 

en cuanto a la devolución del secuestro, y siendo que a tenor de lo dispuesto por el Art. 

16 Incisos 1° y 3° de la Ley Especial para Sancionar Infracciones Aduaneras, se 

establece la posibilidad de devolverlas siempre que se compruebe la titularidad de ellas, 

por ende, al no concurrir esto, lo pertinente es darle cumplimiento al mismo texto de la 

comentada ley, que indica que deberán ser puestas a la orden de la autoridad que 

determine la ley especial que corresponda, circunstancia que genera la invalidez del 
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comentado romano VII de la resolución judicial y la obligación del sentenciador de 

acatar con lo ordenado en el desarrollado Art. 16 de la referida ley. 

En cuanto a la existencia de otro imputado que habla sido declarado rebelde, se advierte 

que el mismo Tribunal de Sentencia mediante oficio [é] informa a esta Sala que dicho 

encausado fue sobreseído definitivamente del delito de Contrabando de Mercaderías por 

el Juzgado de Instrucción de Metapán, situación que viabiliza el dictar una resolución 

definitiva respecto al secuestro consistente en shorts y pantalones.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 559-CAS-2008 DE FECHA 17/08/2011) 

 

IRREGULARIDADES EN LA CANTIDAD DE MERCADERÍA DECOMISADA NO 

SIEMPRE VA A GENERAR NULIDAD EN LA CADENA DE CUSTODIA 

ñ[é] En ese sentido, se transcribir§n las razones que sustentan la absolución, las cuales 

radican en tres grandes bloques argumentales y, luego esta Sala expondrá su criterio al 

respecto: "PRIMERO, existen incongruencias entre los hechos planteados en la 

acusación y los elementos de prueba incorporados al juicio, sobre la cantidad exacta de 

mercadería incautada, pues en la acusación fiscal se expone que la cantidad de queso 

decomisada a los acusados, fue de [é], mientras que en el acta de remisi·n policial de 

los acusados, en la solicitud de secuestro que se hizo a la Jueza de Paz [é] y el acta de 

inspección que se realizó en el lugar conocido como Aduana El Papelón donde habían 

quedado en dep·sito, consta que eran [é] luego aparece en el auto de ratificaci·n de 

secuestro emitido por la Jueza de Paz [é] y en el informe de valuó y tasación emitido 

por la Dirección General de la Aduana El Papelón, que la cantidad decomisada, eran 

[é] igual cantidad de marquetas aparece en el Informe de subasta r§pida, que emiti· el 

Administrador de la Aduana Marítima Puerto Cutuco. Todo lo anterior nos lleva a 

concluir que hubo una ruptura en la cadena de custodia del producto incautado a los 

acusados, lo cual hace perder la credibilidad en cuanto al manejo que se dio al decomiso 

efectuado, por ello a la vez no ha sido posible determinar desde el inicio del proceso, 

cuál fue la cantidad exacta de la mercancía decomisada. 

Al examinar mesuradamente el texto que precede, se nota que el engranaje del 

postulado se aferra a una idea, compuesta de dos aseveraciones la primera es que existe 
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incongruencia entre los hechos planteados en la acusación y los elementos de prueba 

incorporados al debate; a su vez, este decir tiene su sostén, en el siguiente tema, que es 

la oscilación en la cantidad de marquetas de queso decomisado, pues en la acusación se 

habla de ciento sesenta y seis marquetas, en el acta de remisión policial de los acusados, 

entre otros documentos, se dice que son ciento sesenta y cinco marquetas y, luego 

resulta en otros actos tales como el auto de ratificación de secuestro emitido por la Juez 

de Paz [é] que eran ciento setenta y seis marquetas, lo que les lleva a presumir que 

hubo ruptura en la cadena de custodia; en cuanto al primer tópico, debe rescatarse que la 

congruencia se perfila entre la acusación, el auto de apertura a juicio y la sentencia, no 

sobre los elementos probatorios que al final son los que sirven para llegar al hecho 

acreditado del fallo y, referente a la diferencia en la cantidad de producto decomisado, 

ha de recordarse que la cadena de custodia es un mecanismo mediante el cual se 

garantiza que lo incautado no sufra ninguna alteración o, exista un reporte preciso de su 

mutación, en el lapso temporal que sea conservada por la autoridad administrativa y/o 

judicial; pero, lo anterior no significa que toda irregularidad que se presente produzca su 

nulidad, para ello debe examinarse en qué consiste el entuerto; en el caso en concreto, 

de lo que expresa el A quo, no se duda que lo decomisado sea queso o, que éstos tengan 

la forma de marquetas o, que fueron cambiados por otros o, por otra sustancia, sino 

sobre la cantidad espec²fica del producto que fue inicialmente de [é] marquetas, pas· a 

hablarse de [é] marquetas y, culmin· en [é] marquetas, inconsistencia que tuvo que 

sido investigada o atacada en el momento procesal oportuno, pero que no da para 

considerar que hubo tal manipulación que genere indefensión y, por tanto, si para la 

mayoría del Tribunal Sentenciador era imposible determinar la cantidad exacta de la 

mercancía decomisada; si lo era saber que el producto incautado era queso, que estaba 

en forma de marquetas y, que por lo menos habían ciento sesenta y cinco piezas, ya que 

éste es el dato inferior que les consta que había y, que no ha sido refutado de falso: en 

conclusión, el fallo carece de asidero válido en el apartado en estudio. 

 

DETENCIÓN DEL IMPUTADO EN EL LUGAR DE LOS HECHOS ES UN INDICIO 

PARA ACREDITAR RESPONSABILIDAD PENAL EN EL ILÍCITO ACUSADO 
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SEGUNDO, Existen grandes deficiencias probatorias en la acreditación de 

responsabilidad penal para los acusados, pues lo único verificado es que a los 

procesados se les incauto las cantidades de queso relacionadas y que ellos ampararon 

dicho producto en una factura de crédito fiscal que no ha sido tachada de ilegal, en ese 

sentido resulta válido aceptar que el lugar donde fueron detenidos, no ha sido 

demostrado que sea un lugar donde se produce queso, entonces surge una pregunta a la 

cual la parte acusadora no le dio respuesta, y es sobre averiguar ¿Qué hacían los 

acusados a esa hora -una de la madrugada aproximadamente- y en ese lugar, con un 

producto que aparentemente había sido elaborado en la ciudad de San Miguel y tenía 

como destino la ciudad de San Salvador?, esta pregunta estima el tribunal mayoritario, 

que perfectamente pudieron haberla respondido y aclarado los se¶ores, [é] quien fue el 

emisor de la factura (...) y el se¶or [é] a cuyo favor se expidi· (...) pero como no 

ocurrió así (...); en consecuencia, se puede concluir que los hechos no pueden ser 

atribuidos a los procesados con total certeza. 

La Sala considera que en este caso merece darle la razón a la impugnante, puesto que la 

tesis fiscal iba orientada a demostrar que el sitio y la hora en que fueron detenidos los 

acusados, junto con el producto decomisado, forman parte de los indicios que según el 

Ministerio Público Fiscal acreditan el ilícito acusado; es decir, que se estaba en 

presencia de contrabando de queso por un punto ciego entre la frontera de Honduras y 

El Salvador; de suyo, resulta falaz la postura de la mayoría del Tribunal Sentenciador de 

exigir al ente investigador que establezca supuestos contrarios a la teoría que sustenta y, 

que hasta ese momento no se barajaban como una alternativa, ni siquiera propuesta por 

la defensa; por otra lado, es probable, como se menciona en el fallo, que los señores 

[é] aclararan la inquietud que present· la mayor²a del A quo y que se ha relacionado 

anteriormente; sin embargo, esa es una posibilidad, y como tal, no abona eficacia al 

argumento absolutorio. 

 

IMPOSIBILIDAD DE DECLARAR LA LEGALIDAD DE LA MERCADERÍA 

AMPARADA EN UNA FACTURA COMERCIAL, PUES LO QUE SE SANCIONA 

ES EVADIR UN CONTROL SANITARIO INDEPENDIENTE QUE EL PRODUCTO 

SEA APTO PARA EL CONSUMO 
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TERCERO. Se ha verificado que la factura relacionada ampara la cantidad de [é] de 

queso, mientras que el informe sobre el valúo y tasación emitido por la Dirección de la 

Aduana El Papel·n, relaciona que las marquetas de queso tienen un peso de [é] ello sin 

considerar que se pierde producto en el mantenimiento del mismo; por tanto puede 

afirmarse que la factura ampara mayor cantidad a la realmente declarada (...) en tal 

sentido no se evidencia en el presente caso, tal defraudación, por cuanto la factura 

presentada ampara mayor cantidad a la realmente declarada, además tampoco se han 

evadido controles sanitarios pues como ya fue afirmado, el producto se encontraba apto 

para el consumo humano y la productora artesanal, "Lácteos Rodríguez", a pesar de 

tener vencido su permiso de funcionamiento, actuaba en condiciones regulares de 

funcionamiento". 

Al respecto esta Sala advierte que la mayoría del Tribunal Sentenciador yerra al 

sustentar que "la factura de crédito fiscal ampara mayor cantidad a la realmente 

declarada", puesto que precisamente parte de la imputación estriba en que no se 

DECLARA el ingreso de la mercancía, ocupando uno de los sitios denominados como 

"punto ciego" para introducir los objetos a El Salvador; asimismo, se motivó que 

"tampoco se han evadido controles sanitarios, pues (...) el producto se encontraba apto 

para el consumo humano", pero, la EVASIÓN DE UN CONTROL SANITARIO es 

independiente a que el producto sea apto para el consumo, e igual suerte corre el resto 

de su argumento consistente en que "la productora artesanal [é], a pesar de tener 

vencido su permiso de funcionamiento, actuaba en condiciones regulares de 

funcionamiento". Huelga advertir, que es palpable que la mayoría del A quo ocupó para 

las tres secuencias de argumentos que le sirven para la absolución, y desmedró del 

material incriminatorio la factura de crédito fiscal, proveyéndola de un plus de valor 

conviccional carente de un sustento válido conforme se ha mostrado en los párrafos 

precedentes. En conclusión, ha de otorgársele la razón a la impetrante anular la 

sentencia impugnada, reenviando el proceso a fin de que se discuta nuevamente, 

respetando las reglas del juicio y ante el Tribunal Primero de Sentencia [...].ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 647-CAS-2009 DE FECHA 15/07/2011) 
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CONTRAINTERROGATORIO  

MEDIO PARA IMPUGNAR LA PRUEBA TESTIMONIAL 

El impetrante, arguye la concurrencia de una errónea aplicación de las reglas a la sana 

crítica, en virtud de existir una exclusión arbitraria de prueba por parte del A Quo al 

s·lo valorar la prueba testimonial rendida en Vista P¼blica por el testigo [é], no as² las 

entrevistas previas que se le hab²an tomado [é]; a pesar que la misma fue ofertada. 

El elemento probatorio en comento igual que otras pruebas se encuentra sujeta a su 

posible impugnación, la impetrante en su escrito casacional manifiesta que llevó a cabo 

la oferta de la entrevistas realizadas en fecha previa a la vista pública, a razón que el 

deponente demostró contradicciones en su dicho, pretendiendo de esta manera atacarla. 

La impugnación de los testigos es una de las diligencias del juicio claves para el juez, ya 

que demuestra la credibilidad o no de los testigos y de la prueba. Es la esencia de la 

realización de la contradicción en las tradiciones orales y es en virtud de ello que 

existen medios a través de los que debe realizarse la misma, no bastando la sola 

impugnación. 

La prueba testimonial se ataca por medio de la incorporación de cualquier otro medio de 

prueba que tienda a crear una duda acerca del mismo. La principal herramienta para la 

impugnación es el contrainterrogatorio, durante éste, el abogado debe intentar sustraer 

información que esclarezca a su favor el testimonio del testigo, incluyendo versiones 

previas, contradictorias o inconsistentes, interés, perjuicio, falta de capacidad o 

posibilidad de observar o escuchar, etc. 

 

INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN AL DERECHO DE DEFENSA AL 

VALORAR TESTIMONIO DADO EN VISTA PÚBLICA, SIN QUE LAS PARTES 

UTILICEN CONTRAINTERROGATORIO PARA EXPONER CONTRADICCIONES 

DEL MISMO 
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En el presente caso, la recurrente ofertó en calidad de prueba las entrevistas previas del 

testigo  [é] con el fin que "el tribunal las valorara ya que en cada una de ellas el testigo 

protegido clave [é], ha brindado declaraciones totalmente diferentes y porque de ellas 

se desprende la incongruencia en lo declarado durante el juicio". La [é] limit· su 

actuación al ofrecimiento respectivo de la prueba documental en mención, sin haber 

realizado los pasos que principiaran a que el A Quo valorara las entrevistas frente a lo 

declarado por el declarante clave a razón de existir posibles contradicciones en las 

mismas, es decir no realizó la impugnación. Así vemos, que en el acta de audiencia y 

vista pública no aparece que tal profesional llevara alguna  intervención en el juicio 

donde expusiera un acto en el que inste el examen de las contradicciones dadas frente a 

la entrevista y lo declarado por el testigo frente al juez, teniendo que haber sido este el 

mecanismo a ser utilizado por la impetrante, ya que no basta para el caso de la 

impugnación de la prueba testimonial la sola incorporación de otro elemento, sin 

fundamentar las razones por las cuales éste ataca la credibilidad del testigo o ampara 

una contradicción. 

El concepto básico que unifica a todo el desempeño probatorio es la conducencia de la 

prueba o relevancia, para el caso de la prueba testimonial las entrevistas rendidas previo 

a la vista pública a excepción del anticipo de prueba no tienen el valor de elemento 

probatorio y sólo pueden ser incorporadas como tal en los supuestos que se busque 

esclarecer contradicciones en las que ha incurrido el testigo. Para que tal punto pueda 

ser examinado por el Juzgador la parte tuvo que sentado las bases y haber trazado los 

lineamientos respectivos por ejemplo que al momento de contrainterrogar al testigo se 

haya traído a colación la entrevista rendida por éste, donde manifestó una versión 

distinta, con el objeto de confrontarlo con declaraciones anteriores. 

En el presente caso se incorporaron las declaraciones, empero la parte no 

contrainterrogó al testigo, ni utilizó otro mecanismo para exponer al juez las 

contradicciones que a su criterio exist²an entre lo declarado por el testigo [é] y las 

entrevistas previas. Generando ello, que el Juez al momento de examinar las pruebas 

ofertadas no tomara en cuenta las declaraciones del testigo en mención y solamente le 

diera valor probatorio a lo manifestado por éste en vista pública, no existiendo por ello 

una vulneración al Art.11 Cn. 
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PLENA CONCORDANCIA EN EL ANÁLISIS VALORATIVO DEL 

SENTENCIADOR VUELVE LEGÍTIMO EL FALLO 

 

Por otra parte, la impetrante refiere a la existencia de una discrepancia entre lo 

manifestado por el testigo y la prueba pericial, ya que esta última no refiere a ninguna 

lesión. Esta Sala, al examinar el análisis intelectivo realizado por el A Quo desprende 

que la valoración llevada a cabo sobre cada uno de los elementos de prueba arroja 

congruencia y no contradicción. El examen intelectivo realizado por el Juzgador, es a 

criterio de esta Sala conforme a las reglas de la sana crítica y por tanto acorde a derecho, 

dejando claro que el argumento expuesto por la recurrente es inexistente; para el amparo 

de la anterior afirmación se procede a citar de los análisis plasmados en la sentencia 

impugnada, donde se expone: "con el reconocimiento m®dico forense de cad§ver, [é], 

se estableció que a las trece horas veinte minutos del día doce de mayo de dos mil siete, 

en un predio baldío; fue encontrado en estado de putrefacción, en posición decúbito 

lateral izquierdo, cuerpo flexionado y atada de ambas muñecas y pies, sobre una 

colchoneta de tela a rayas parcialmente quemado, el cadáver de una persona de sexo 

femenino, presentando quemaduras en miembro superior e inferior derecho , espalda y, 

con eviceración de intestinos en región lumbar; tanato cronodiagnóstico de ocho a diez 

días de fallecida"; lo cual tiene relación con el dictamen de autopsia [é], en esa misma 

fecha, al referido cadáver, en el que se "establece que la causa de muerte es 

indeterminada, y que el cadáver no presentó evidencias de lesiones de proyectil de arma 

de fuego, ni de arma blanca, pero sí presentó eventración de intestinos en región lumbar 

derecha". Agregado a ello, el patólogo en vista pública aclaró que en la ruptura de pared 

de abdomen con eventración de intestinos puede haber habido antes una herida. 

Lo anterior, guarda estrecha relación con lo declarado por el testigo[é], al determinarse 

con todos ellos que el cadáver de la víctima fue encontrado con signos de violencia 

envuelta en un colchón semiquemado, y en el lugar que la testigo señala; circunstancias, 

que nos arrojan indicios fuertes que la víctima previo a ser ejecutada y enterrada fue 

objeto de acciones violentas, donde no obstante que en el dictamen de autopsia 

respectiva dice que no presentó lesiones de disparos de arma de fuego, ello no indica 

que [testigo] mienta en cuanto a los disparos que escuchó, ya que expone, que los 

sujetos vigilaban la zona para que nadie se acercara al lugar, y que quienes portaban 
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armas de fuego eran [é]. Este Tribunal Casacional advierte una plena concordancia en 

el análisis valorativo formulado por el sentenciador, de tal forma que la prueba 

indiciaria se ha visto revestida por la restante. [é] 

 

PRUEBA INDICIARIA: VALOR PROBATORIO PLENO Y SUFICIENTE PARA 

EMITIR RESOLUCIÓN DE CONDENA 

 

Finalmente, la Licenciada [é] expone que existi· vulneraci·n a las reglas de la sana 

crítica en razón que el Tribunal ha hecho una hipótesis de probabilidad de la 

participaci·n de los procesados basados en suposiciones, ya que el testigo [é] en 

ningún momento señaló las formas en que ocurrieron los hechos, no habiendo 

establecido ningún tipo de participación de cada uno de los acusados. Por su parte, en 

consonancia con lo anterior los Licenciados [é] exponen en su escrito casacional que 

las premisas bajo las cuales el tribunal sentenciador basó su decisión fue únicamente 

con meros indicios aportados por el testigo clave, no obstante este en su entrevista que 

rindiera ha sido bien específico en exponer, que no tuvo ningún contacto visual, con el 

lugar donde sucedieron los hechos, siendo por ello procedente la Nulidad de la 

Sentencia. 

Respecto de tales fundamentos, esta Sala aclara a la parte recurrente que la prueba 

indiciaria incorporada legalmente al juicio, puede ostentar valor probatorio pleno y 

suficiente para emitir una resolución de condena, siempre y cuando ésta cumpla con los 

presupuestos necesarios para la elaboración de un cuadro de culpabilidad que se 

encuentre en concordancia con los restantes medios probatorios vertidos en vista 

pública, no siendo causa de nulidad de la sentencia que su contenido tenga por base un 

elemento probatorio que se conforme de indicios o que todos partan de indicios. Para el 

caso en examen, se advierte que el elemento testimonial determinante para aclarar las 

circunstancias f§cticas, es el testimonio del testigo [é] quien a pesar de haberse 

encontrado en el lugar de los hechos no visualizó cómo se ejecutaron los mismos, 

empero el A Quo al llevar a cabo la valoración integral de la prueba encontró 



Volver al índice Ą 

correlación entre lo expuesto por éste y la prueba documental y pericial estableciendo 

así la existencia del ilícito y la participación de los imputados. 

 

ACREDITACIÓN DE LA EXISTENCIA DEL HECHO Y PARTICIPACIÓN DEL 

IMPUTADO MEDIANTE FUNDAMENTACIÓN INTELECTIVA PLENA NO DA 

LUGAR A CASAR NI DECLARAR NULIDAD DE LA SENTENCIA 

 

El A Quo deja claro en la resolución impugnada, que el testigo en comento manifestó 

que no observó quién mató a [é], empero el hecho que éste haya declarado que:"oyó lo 

que sucedía", le permitió tener por determinada su presencia el día ocho de Mayo del 

año dos mil ocho en el lugar de los hechos, denominado casa Destroyer ubicada en el 

Pasaje Agatón de llobasco, donde escuchó cuando los procesados le daban muerte a la 

víctima, violándola, y finalmente matándola, situación que a criterio del Sentenciador 

guarda estrecha relación con el acta de levantamiento de cadáver y reconocimiento 

médico forense de cadáver, autopsia y álbum fotográfico. Siendo categórico el Juzgador 

al manifestar que es del criterio que lo expresado por el testigo [é] es coherente con el 

resto de la prueba indiciaria, que no varía en que los responsables de la muerte de [é], 

son los acusados presentes [é] afirmando puntualmente que quienes le dieron muerte a 

la v²ctima fueron el [é], teniendo en consecuencia su testimonio valor probatorio, ya 

que además de la coherencia con la demás prueba, fue muy segura y persistente en 

cuanto a lo que ella escuchó y percibió, lo que indica que este testigo estuvo cerca del 

lugar de los hechos. 

De acuerdo a todo lo anterior, esta Sala advierte la existencia de una fundamentación 

intelectiva probatoria plena, coherente y concatenada con la cual se tuvo por 

determinada y acreditada la existencia del ilícito de Homicidio Agravado y la 

participación de los procesados en la ejecución del mismo, no existiendo vulneración 

alguna a las reglas de la sana cr²tica ni nulidad de la sentencia.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 613-CAS-2008 DE FECHA 01/06/2011) 
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CHEQUE SIN PROVISIÓN DE FONDOS: EFECTOS DE LA CONCILIACIÓN  

IMPROCEDENTE DICTAR SOBRESEIMIENTO DEFINITIVO ALEGANDO 

CAUSAL DE EXTINCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL HASTA VERIFICAR EL 

CUMPLIMIENTO DEL ACUERDO CONCILIATORIO SUJETO A PLAZOS 

"En el caso de autos, tomando como base los datos que el expediente mismo incluye, la 

única forma de resolver la cuestión que -según se indicó- constituye el objeto central de 

la impugnación, es partir de que el hecho ilícito en contra del imputado se dio a 

mediados del mes de septiembre de dos mil uno, formulándose la correspondiente 

Acusación con fecha veinticuatro de octubre y recibida por el órgano de mérito el seis 

de noviembre del año citado; por tanto, el aparato judicial ya había sido activado por 

parte de la ofendida, a través de su mandatario. Bajo tal tesitura, no era posible tener por 

prescrita la causa, toda vez que la conciliación a la que llegaron las partes en este 

asunto, no estaba cancelada en su totalidad, mucho menos el sindicado había dejado de 

pagar la cuota estipulada mensualmente para dictar el auto en crisis u otra reapertura. En 

ese sentido, en caso que las estipulaciones acordadas estén sujetas a condiciones o 

plazos, a pesar de que se apruebe el acuerdo, no podría dictarse sobreseimiento con la 

consecuente extinción de la acción penal, sino hasta que se verifique el cumplimiento de 

tales cláusulas. (Res. #465-2004, emitida por esta Sala a las diez horas y dieciocho 

minutos del día dos de diciembre de dos mil cinco). 

Así las cosas, lo que procede es declarar con lugar el motivo del recurso interpuesto por 

la Defensa Particular. Se anula el sobreseimiento definitivo dictado por el Tribunal de 

Juicio y se ordena el reenvío del expediente para celebrar una nueva audiencia con la 

finalidad que pronuncie la que a Derecho corresponda, ante un juez de este mismo 

circuito judicial, distinto al que pronunci· el auto anulado.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS D EFINITIVAS, 441-CAS-2008 DE FECHA 19/09/2011) 
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CREDIBILIDAD DE LA PRUEBA TESTIMONIAL  

INEXISTENCIA DE DATOS QUE ATAQUEN EL TESTIMONIO NO GENERA 

VULNERACIÓN A LA FUNDAMENTACIÓN INTELECTIVA DE LA SENTENCIA 

ñĐNICO MOTIVO 1- Inobservancia de los arts. 130, 162, 356 inc.1°, 357 y 362 n°4 

CPP, alegando falta de fundamentación e inobservancia de las reglas de la sana crítica. 

2- El punto del argumento probatorio sobre el que está centrada la impugnación radica 

en que la sentencia ha concluido la credibilidad del testigo [é] 

ESTUDIADAS LAS ACTUACIONES Y CONSIDERANDO: 

4- La regulación legal de la casación penal vigente habilita una competencia amplia 

para examinar en forma integral la sentencia dentro de los límites fijados por los puntos 

de agravio expuestos en el recurso, salvo los supuestos de nulidad declarables de oficio, 

arts, 413, 421 y 225 CP. 

El ámbito de control comprende la fundamentación acerca de la valoración probatoria, 

art.362 n°4 CPP, por tanto es procedente el examen de la motivación sobre la 

credibilidad de la prueba testimonial. De tal manera, que todo razonamiento que tenga 

por objeto la valoración de prueba testimonial, fundado en elementos documentados 

procesalmente en actas o grabaciones, resiste el examen casatorio para determinar su 

razonabilidad. 

4.1- En nuestro ordenamiento no se niega a la víctima de un delito la capacidad para 

declarar en el proceso como testigo. Ahora bien, esta aptitud legal no significa que 

como órgano de prueba, se encuentre en una situación idéntica a la de un testigo en 

sentido estricto, es decir de un tercero ajeno a la situación que se juzga, que por conocer 

hechos pertinentes al objeto procesal es citada para que los declare. 

Por el contrario, los perjuicios generados por el delito en su esfera de derechos, son 

tutelados en la ley al reconocérsele facultades como sujeto procesal, inclusive la de 

constituirse en parte querellante, arts.13 y 95 CPP. 

Estas particularidades reclaman que el juzgador al momento de valorar el testimonio de 

la víctima tome en consideración con un mayor nivel de rigurosidad, ciertos criterios 
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generalmente aceptados para la correcta valoración de la prueba testimonial, tales como: 

a) La ausencia de circunstancias indicativas de que la declaración esté motivada por 

móviles de resentimiento, venganza u otros; b) Que el relato goce de verosimilitud, 

especialmente derivada de corroboraciones probatorias periféricas provenientes de otras 

fuentes, salvo que de las particularidades del caso resulte excusable su ausencia; c) 

Constatación del hecho por otras pruebas, cuando la acción delictiva haya dejado 

vestigios, comprobables verbigracia mediante inspecciones, pericias o documentos; d) 

Consistencia en la declaración incrimínatoria, es decir que la deposición esté libre de 

contradicciones esenciales a lo de las distintas oportunidades en las que haya declarado. 

4.2- En el caso que se analiza, según se deriva de los párrafos transcritos en el capítulo 

tres de esta sentencia, los agravios expuestos en el recurso están centrados en cuestionar 

la credibilidad que le mereci· al tribunal el testimonio de [é]. 

El fundamento que acompaña al motivo alegado se encamina a controvertir la 

credibilidad del susodicho en orden a dos aspectos: a) Que el testigo se encontraba 

prejuiciado respecto de los procesados; b) Que no hay otras pruebas que confirmen lo 

declarado por dicho testigo. 

5- En relaci·n a la consistencia en el relato de [é], el a quo ha tomado en cuenta que 

declar· anticipadamente seg¼n acta de [é], ante el Juzgado Quinto de Instrucci·n de 

San Salvador "La cual viene a robustecer la declaración del referido testigo en la vista 

pública, pues coincide con el lugar, día y hora en que sucedieron los hechos, el modo 

delictivo de actuar de los acusados en juicio" [é]. 

Para impugnar la consistencia del testimonio de [é], el recurrente alega la supuesta 

contradicci·n que se deja relacionada en [é], sin embargo se advierte que no es tal, ya 

que se trata de circunstancias diversas dentro de la secuencia de los hechos relatados, 

sin que las mismas sean excluyentes entre sí. Asimismo, la credibilidad del testimonio 

no se pierde por alguna discrepancia no esencial con el contenido de la denuncia (que 

no fue formulada por dicha víctima). 

Tampoco es refutado el argumento del a quo respecto de la credibilidad del testigo [é], 

por la supuesta contradicci·n se¶alada en [é], ya que la diferencia sobre el monto del 

dinero en efectivo y otros bienes objeto del robo obedece a que el titular de los mismos 
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era [é] el denunciante, raz·n por la que ten²a un conocimiento m§s preciso de esa 

circunstancia, mientras que [é] se limit· a declarar una suma aproximada al expresar 

"eran como mil d·lares" [é]. 

6-El tribunal de instancia afirma a [é] que [é] es cre²ble "pues no se desprende ning¼n 

móvil espurio", lo cual significa dentro del argumento probatorio que los juzgadores no 

encontraron ningún dato que les permitiera colegir que la declaración del testigo se 

encaminó a falsear los hechos para satisfacer sentimientos de venganza, ira u otros. Esta 

inferencia viene siendo controvertida en el recurso, en base a lo que se deja relacionado 

en los apartados [é] 

Al respecto, el hecho que [é] haya declarado que conoc²a a los imputados desde la 

infancia, no invalida el resultado positivo de los respectivos reconocimientos de 

personas. De hecho, el art.211 inc.1 CPP prevé como una de las finalidades del acto en 

comento "establecer que quien la menciona (...) efectivamente la conoce o la ha visto"; 

de lo que resulta que en este punto carece enteramente de fundamento legal lo 

pretendido por el recurrente. 

Por otro lado, la manifestación de sentirse ofendido de los imputados, no le resta validez 

a su declaración, ni constituye esa sola afirmación un fundamento bastante para colegir 

que el testigo busca con su comparecencia en el juicio, mentir en un afán de venganza u 

otro móvil, para que esto suceda debe ir acompañada de otras circunstancias que pongan 

en evidencia que su parcialidad afecta en forma grave la sinceridad de su relato. 

[é] Esta Sala encuentra entonces, que en la sentencia que se analiza concurren otras 

pruebas coherentes con el testimonio de [é], en lo tocante a la situaci·n ca·tica que se 

vivió dentro de la vivienda en la que se cometió el delito de Robo, siendo evidencia de 

esto el desorden en el que fue hallada la casa, así como vestigios de la violencia física a 

que fue sometido el declarante, resultando materialmente correcto el razonamiento del 

tribunal de instancia. La coherencia del argumento probatorio del a quo no se quebranta 

por la supuesta contradicci·n entre lo declarado por [é] y el acta de inspección policial, 

ya que la expresión del testigo que "nunca llegó la policía", está referida al contexto de 

la llamada de emergencia que el testigo hizo a la policía, mientras que el 

apersonamiento policial a la escena del delito fue ya en el marco de la investigación 

correspondiente. 
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8- En cuanto a que los testigos propuestos por la defensa no fueron valorados, consta 

[é] las razones por las que niega credibilidad a unos y concluye que otros no aportan 

elementos útiles para desvirtuar la acusación, mediante criterios razonables basados en 

el mismo contenido de dichas pruebas. 

9- Para concluir, al examinar el contenido de la fundamentación intelectiva que sirve de 

base al fallo condenatorio impugnado, se advirtió que el sentenciador ha expuesto los 

criterios interpretativos necesarios para justificar las conclusiones tácticas a las que 

arribó. Ha sido confirmada la ausencia de datos que indicaran móviles que 

comprometan la credibilidad del testimonio y la existencia de pruebas originadas en 

fuentes diferentes al testigo [é]. Procede desestimar el recurso. 

10- Por último, se aclara que la presente sentencia se pronuncia aplicando disposiciones 

del Código Procesal Penal creado mediante Decreto Legislativo número 904 del trece de 

diciembre de mil novecientos noventa y seis, publicado en el Diario Oficial número 

once, tomo trescientos treinta y cuatro, del veinte de enero de mil novecientos noventa y 

siete; no obstante, que el referido código fue derogado por el Decreto Legislativo 

número 733 de fecha 22 de octubre del 2008, publicado en Diario Oficial número 20, 

tomo 382 del 30 de enero de 2009, que contiene el código sustituto, y que entró en 

vigencia a partir del uno de enero del corriente año, en vista que el art.505 inc.3 de este 

nuevo estatuto, regula que el derogado continuará rigiendo en los procesos iniciados 

conforme al mismo hasta su finalizaci·n.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 85-CAS-2007 DE FECHA 04/05/2011) 

 

 



Volver al índice Ą 

CREDIBILIDAD DEL TESTIGO  

FALTA DE TRASCENDENCIA EN LAS CONTRADICCIONES DEL TESTIMONIO 

QUE HA SIDO DESACREDITADO, MÁXIME CUANDO NO SE CONTRASTA 

CON OTROS ELEMENTOS OBJETIVOS PROVOCA ANULACIÓN DE LA 

SENTENCIA 

"En primer término, cabe advertir que la parte recurrente ha señalado que el 

pronunciamiento actualmente impugnado, se encuentra afectado por los defectos del 

procedimiento, atinentes a la ausencia de claridad, legitimidad e ilogicidad. Además, 

señala que dicha decisión ha transgredido los principios de Coherencia de los 

pensamientos, Identidad, Contradicción, Derivación y Razón Suficiente. Por último, 

considera que también han sido incumplidas las reglas de la psicología así como las 

máximas de la experiencia común. A pesar que el escrito de interposición ha expresado 

de manera individual cada vicio, la fundamentación que al respecto se desarrolla, no 

logra poner de manifiesto la ilegitimidad en la motivación, la vulneración a los 

principios de Identidad y Contradicción, así como a la Psicología y las máximas de la 

experiencia común. Pero, en atención a que esta Sala conoce el Derecho, se comprende 

que su extenso reclamo se dirige a denunciar en concreto, la insuficiente 

fundamentación de la sentencia en tanto que no se han observado los principios de 

Derivación y Razón Suficiente, en tanto que del acervo probatorio agregado a autos e 

incorporado legítimamente en su oportunidad, pudo haberse obtenido un resultado 

diverso a la solución absolutoria emitida por el sentenciador; sin embargo, el tribunal 

encargado otorgó mayor importancia a circunstancias irrelevantes, tales como en la 

prueba testimonial, la discrepancia entre la hora exacta en que se practicó la diligencia 

de inspección ocular, según se advierte del contenido de esta acta y el dato aportado por 

la víctima; o también, la ambigüedad en las declaraciones de los agentes captores 

respecto de las horas en que supuestamente tomaron las llamadas de los sujetos 

secuestradores. De acuerdo a lo expuesto, esta Sala hará el respectivo estudio de la 

fundamentación analítica, examinando si en verdad ha ocurrido el defecto denunciado. 

Es oportuno de tal forma, remitirnos a aquel apartado de la sentencia en el cual son 

analizados los elementos probatorios. Consta en el "CONSIDERANDO V" del referido 

pronunciamiento que a partir de las evidencias propuestas, no se pudo derivar la 

responsabilidad penal del imputado por el delito de Secuestro, ya que constan las 
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siguientes contradicciones insalvables: 1. El hermano de la víctima se contradijo con el 

resto de testigos cuando fue preguntado con qui®n se encontraba la ofendida. 2. [é] 

manifestó que su madre le avisó del secuestro y luego que a esa misma hora recibió 

llamada de los secuestradores. 3. Entre la diligencia de inspección ocular practicada por 

la Policía y el dicho de la víctima hay una diferencia en el tiempo que ésta fue 

practicada, ya que según consta en la primera, se efectuó a las quince horas con cuarenta 

y cinco minutos del día doce de febrero de dos mil siete; pero de la narración de la 

v²ctima y la del testigo [é], se deduce que la diligencia se celebr· en horas de la 

mañana, aproximadamente a las nueve o diez de ese mismo día. 4. Las declaraciones de 

los agentes investigadores son imprecisas en cuanto a las horas que las llamadas 

efectuadas por los secuestradores al teléfono celular de los familiares de la víctima; así 

por una parte el agente García Castro, señala que recibió las llamadas de los 

secuestradores el día once de febrero de dos mil siete, a las diez y cuarenta y seis, once 

treinta y seis, quince con veintiséis minutos, dieciséis con cincuenta y ocho y por último 

a las diecisiete con once minutos. Por otra parte, el agente [é] indica que fueron 

tomadas a las once horas con treinta y cinco minutos, luego a las once horas con 

cuarenta y seis minutos, dieciséis horas con cincuenta y ocho minutos y a las diecisiete 

horas con once minutos; finalmente, el agente [é] identifica como horas de 

comunicación las once horas con cuarenta y seis minutos, doce horas, quince horas con 

veintiséis minutos, dieciséis horas con cincuenta y ocho minutos y diecisiete horas con 

once minutos.5. La víctima jamás mencionó en su declaración que entre sus 

secuestradores figurara un sujeto delgado, por el contrario, en la descripción de las 

personas que tuvo la oportunidad de ver como sus captores, todos eran "gordos", 

representación que no encaja con el perfil personal del imputado. 6. Como consecuencia 

de las anteriores observaciones al material probatorio, el resultado que éste produjo en 

el conocimiento del juzgador derivó en un fallo absolutorio, en el que se desarrolló el 

siguiente argumento: "Desde el inicio de la investigación se determinó que los teléfonos 

desde los cuales se efectuaban las llamadas solicitando el dinero del secuestro 

correspondían a números públicos y además de modalidad PREPAGO; esto significa 

que sin la utilización de una tarjeta que aporte un saldo de disponibilidad de 

comunicación es imposible ejecutar una llamada. Al momento de la captura del 

imputado, no le fue encontrada ninguna de estas referidas tarjetas o alguna moneda, 

únicamente un teléfono celular en cuyo directorio se encontraban los números 

personales de los se¶ores [é] familiares de la v²ctima y con quienes establecieron el 
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contacto los secuestradores. Ello, a pesar que los agentes investigadores lo ubicaron en 

dicha caseta efectuando una llamada y que el agente investigador [é] escuch· que el 

imputado expresaba: "Ya te dije que la tenemos bien en un lugar seguro[é]." 

Han sido retomadas las razones que sustentaron el fallo absolutorio del A-Quo, pues es 

necesario contrastarlas con los principios de Derivación y Razón Suficiente, con la 

única finalidad de establecer si éstos han sido respetados. A propósito de la Derivación, 

es oportuno mencionar que además de integrar la lógica del pensamiento humano, 

supone que el razonamiento se constituirá por inferencias razonables deducidas de las 

pruebas y de la sucesión de conclusiones que en virtud de ellas se vayan determinando. 

De la derivación se extrae el principio lógico de razón suficiente, según el cual todo 

juicio para ser verdadero, necesita de una razón suficiente que justifique lo que en éste 

se afirma o niega con pretensión de verdad. 

Ahora bien, en lo que atañe a la posición exculpatoria retomada por los juzgadores 

respecto del imputado [é], considera esta Sala que se alza contra la raz·n suficiente, ya 

que los motivos por los cuales se descalifica el dicho de los agentes captores no son 

relevantes, trascendentes o mediante ellos se ha logrado sustraer de la escena del delito 

al imputado, ni excluido a nivel de certeza positiva su participación. Sobre este 

particular, debe recordarse que la credibilidad de un testigo si bien es cierto es un 

análisis completo respecto de la fiabilidad o confianza del deponente, es aquí, donde 

toma lugar el estudio sobre las condiciones personales del testigo, la persistencia y 

coherencia en la incriminación, así como las corroboraciones periféricas objetivas. 

Ahora bien, a pesar que el grado de convicción que cada testigo provoca en los 

sentenciadores, configura una cuestión subjetiva perteneciente a la esfera reservada por 

la ley a ellos, quienes por la inmediación y oralidad de que disponen, son los encargados 

de establecer el mayor o menor valor de las declaraciones testificales; sí es competencia 

de esta Sala, verificar que el razonamiento ahí empleado, haya sido respetuoso de las 

reglas de la lógica o aquellas que rigen el entendimiento humano. 

Si bien es cierto, el juzgador se ha enfrentado ante la difícil tarea de desentrañar este 

testimonio, con la finalidad de verificar si éste constituye prueba válida para destruir la 

presunción de inocencia que acompaña al imputado, se advierte que su razonamiento se 

dedica a desacreditar los diferentes testimonios en tanto que de ellos se desprenden 

contradicciones, pero al ser revisadas tales, no resultan de elevada trascendencia que 
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descalifiquen por completo la narración brindada; por otra parte, los relatos ni siquiera 

fueron contrastados con otros elementos periféricos y objetivos, mediante los cuales 

existiera una razón válida para su descrédito. Así, las circunstancias del caso concreto 

no permiten decantarse por la absolución de la conducta decidida por los juzgadores en 

la sentencia impugnada, pues resultaba necesario que analizara la totalidad de elementos 

probatorios que se produjeron durante la correspondiente investigación y juzgarlos a la 

luz de una clara aplicación de las reglas de la sana crítica. 

En conclusión, este Tribunal advierte que por haber violado el proveído objeto de 

análisis, las reglas de la sana crítica, específicamente la lógica, en sus Principios de 

Derivación y de Razón Suficiente, se ha cometido por ende el vicio de la sentencia 

contemplado en el Art. 362, Número 4, del Código Procesal Penal, razón para accedera 

la pretensión de los recurrentes, y en consecuencia se debe anular el proveído 

impugnado, así como el debate que le precedió y remitir el proceso al competente para 

la nueva sustanciaci·n que determina la ley.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 566-CAS-2007 DE FECHA 29/07/2011) 

 

 

 

MOTIVACIÓN CONTRADICTORIA E INCOMPLETA AL VALORAR EL 

SENTENCIADOR ASPECTOS NO CONTENIDOS EN EL TESTIMONIO 

 

"Es así que los representantes fiscales señalan, que la sentencia impugnada, fue 

pronunciada sin el fundamento legal contenido en los Arts.130 y 162 inc.4° Pr.Pn.. En 

ese sentido, su inconformidad radica en que al verificar la logicidad de tales 

aseveraciones, resultaron no ser lógicas, porque solo demeritan el dicho del testigo, 

denotando subjetividad en el ánimo de los juzgadores. 

Con relación al literal a) se cuestiona el convencimiento previo del testigo de presenciar 

actividades que involucran drogas ilegales; sin embargo, el tribunal no repara, que es 



Volver al índice Ą 

agente de la División Antinarcóticos, cuyo trabajo consiste precisamente en dar 

seguimiento a acciones en las que están involucradas sustancias ilícitas. 

En cuanto al literal b), aduce el A-quo que el testigo sólo toca los aspectos más gruesos 

de la imputación fiscal, quebrantando el principio de identidad, pues el testimonio versa 

sobre los aspectos más importantes de los hechos acusados donde tiene que ser 

congruente y unitario. No significa que no interesen los detalles secundarios, pero su 

validez no está condicionada a que los mencione o no, porque eso depende de la 

dinámica del interrogatorio; también hay que considerar que lo que para alguien es 

primario, para otro es secundario o viceversa. 

Respecto al literal c), la representación fiscal censura que los jueces requieran que se 

detenga a una persona sujeta a vigilancia en las primeras intervenciones; no obstante, 

dada la naturaleza del hecho investigado, la Policía Antinarcóticos está habilitada para 

desarrollar vigilancias a individuos, lugares o actividades que tengan características de 

delitos, que por estar en el curso de una pesquisa, no necesariamente han de intervenir 

en las manifestaciones iniciales, si ello implica poner al descubierto la investigación que 

se está efectuando; ir en contra de lo anterior, tal como lo sostiene el tribunal, es 

mantener un criterio sin comprender la naturaleza de los hechos. 

En lo referente al literal d) el A-quo expresa que no se ha dejado constancia de cómo se 

tuvo la información que se realizarla una transacción de droga. En una de las pruebas 

documentales ofertadas, como es el acta de remisión, se consiga que agentes 

antinarcóticos de la Policía Nacional Civil, con sede en San Miguel, recibieron 

información que se iba a dar una transacción con el acusado, de quien se tenían 

seguimientos y una serie de vigilancias previamente documentadas y de verificación de 

reiteradas conductas orientadas a los verbos rectores que regula el Art.33 de la Ley 

Reguladora de las Actividades Relativas a las Drogas; de ahí la inconformidad de los 

fiscales, ya que al revisar el testimonio ponderado, no hay manera de arribar a esas 

conclusiones. 

En relaci·n al referido testigo [é], los juzgadores manifestaron que no resulta 

arriesgado, ni una imprudencia considerar la posibilidad, aún cuando pueda calificarse 

como débil, que la posesión o tenencia de la droga fuere atribuible a otro individuo; 

posibilidad que viene a constituirse en un valladar que impide alcanzar una convicción 
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sólida. No existiendo, a juicio de los recurrentes, un solo dato objetivo base para llegar a 

esa conclusión, ni concurre ningún elemento probatorio que la sustente, del que pueda 

inferirse que la droga haya correspondido a otra persona involucrada; lo que denota 

nuevamente el quebranto a los principios lógicos, en este caso al principio de razón 

suficiente, que estipula que todo pensamiento es derivado, es decir ha de provenir de 

inferencias lógicas deducidas de las pruebas. [é] 

 

DISPARIDAD ENTRE LA VALORACIÓN QUE HACE EL JUEZ Y EL 

CONTENIDO DE LAS DECLARACIONES CONLLEVA ARBITRARIEDAD EN EL 

FALLO 

 

VIII) Tales conclusiones, a criterio de la representación fiscal son ilógicas, así como las 

relacionadas al testigo [é], dado que al parecer del tribunal, dichos testigos no han 

probado nada; en efecto, en la fundamentación intelectiva, con relación a estos mismos 

testimonios en los párrafos 5 y 6, se deja constancia de valoraciones, que al contrastarlas 

con las señaladas anteriormente, reflejan disparidad, revelando que la apreciación que 

condujo al absolutorio es arbitraria, siendo dichas valoraciones, las siguientes: 

a) "...de esta declaración (refiriéndose al testigo con Clave "Junio"), aunada a la 

evidencia documental que hace relación a los mismos eventos, puede sacarse en claro 

con relación al enjuiciado, que se encontró dentro del vehículo donde él viajaba droga 

cocaína, diligencia en la que lógicamente siendo el enjuiciado el principal sospechoso 

de estar involucrado con drogas ilegales, seria finalmente detenido en flagrancia.."; b) 

"...de lo cual surge una fuerte convicción en este Tribunal sobre la certeza del juicio 

que dibuja con su dicho el testigo..."; c) "...así las cosas si bien el testimonio de este 

testigo apunta únicamente en dirección a que el enjuiciado tendría posesión personal 

de droga cocaína base o que la transportaba...". 

De manera que, debe tomarse en cuenta que la decisión de pronunciarse sobre la autoría 

del imputado, o respecto de su inocencia, depende básicamente de la actividad 

probatoria desarrollada durante la audiencia; en consecuencia, la decisión surge después 

de aplicar las reglas de la sana critica a la prueba producida durante la vista pública. Los 
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sentenciadores concluyeron que existía duda razonable sobre la participación del 

imputado en el ilícito acusado, razón por la cual consideraron procedente absolverlo. 

Sobre tal aspecto, es oportuno señalar que la representación fiscal, no encuentra la base 

de la duda, debido a que esta surge de la ausencia de medios probatorios suficientes de 

crear certeza, pero este no es el caso, por lo que no hay inseguridad, debido a que la 

prueba es coherente en tiempo, modo, lugar y personas; no obstante, reconocer el A-quo 

con lo afirmado por los testigos [é], que el imputado llevaba la droga en el vehiculo, 

aunado a que en el cuadro fáctico se acredita que la droga fue incautada junto al 

acusado. 

Por otra parte, el juzgador es libre en la selección y valoración de las pruebas que han de 

servir para fundar su convencimiento, así como también que dicha libertad no debe ser 

entendida de manera extrema al grado de prescindir de una visión en conjunto de la 

legalidad y congruencia de la prueba. 

En tal sentido, al realizar el estudio del proceso, se advierte que la fundamentación de la 

sentencia es incompleta y contradictoria, en vista que el tribunal de mérito, al analizar la 

prueba no se sirve de todos los elementos incorporados legalmente al juicio; para ser 

completa, la motivación debe referirse al hecho y al derecho, valorando las pruebas de 

manera integral y suministrando las conclusiones a que arribe sobre su examen y las 

consecuencias jurídicas que de su aplicación se derivan. 

La sentencia adolece de contradicción en el razonamiento empleado en la 

fundamentación, cuando contiene elementos, afirmaciones o conclusiones que se 

excluyen entre si. Lo anterior es recogido por la doctrina así, Fernando de la Rúa, en su 

obra "La Casación Penal", sostiene que la motivación es contradictoria cuando se niega 

un hecho o se declara inaplicable un principio de derecho, o viceversa, y después se 

afirma otro que en la precedente motivación estaba explícita o implícitamente negado, o 

bien se aplica un distinto principio de derecho. El vicio se presenta toda vez que existe 

un contraste entre los motivos que se aducen o entre éstos y la parte resolutiva, de modo 

que, oponiéndose, se destruyen recíprocamente y nada queda de la idea que se quiso 

expresar, resultando la sentencia privada de motivación. 
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Cabe señalar, que las resoluciones, providencias o sentencias que pronuncian los jueces 

no son actos de autoridad absoluta, sino que son los instrumentos a través de los cuales 

se rinde cuenta de la forma en que se ejercita el poder jurisdiccional que le ha sido 

delegado, por ende es una obligación constitucional de motivar efectivamente, de modo 

que el poder del juzgador, no es absoluto, ni oculto, sino racional y controlable, por el 

principio de transparencia. 

 

COMPETENCIA DEL TRIBUNAL CASACIONAL REALIZAR EXAMEN SOBRE 

LA FUNDAMENTACIÓN DE LA SENTENCIA 

 

El contenido de la fundamentación, consiste en que se justifique razonadamente el 

juicio de hecho y el de Derecho; además, la sentencia constituye una unidad lógica 

jurídica, cuya parte dispositiva es la conclusión por derivación razonada del examen de 

los presupuestos fácticos y normativos efectuados en su motivación. 

La motivación probatoria, tiene que efectuarse en sus dos niveles, es decir, tanto 

descriptiva, que supone la transcripción de la prueba recibida, como intelectiva, que es 

la valoración que se ha insertado en el fallo, del material probatorio que desfiló durante 

el juicio, específicamente en lo concerniente a las cuestiones relativas a la existencia del 

delito y participación delincuencial. 

El controlar una sentencia definitiva en su fundamentación, es una de las competencias 

del Tribunal de Casación, donde se evidencia que la libre valoración de la prueba, no es 

una actividad subjetiva del juzgador, sino el resultado lógico que tiene que 

exteriorizarse de una forma objetiva, completa y precisa, ejerciendo un control sobre la 

logicidad que debe imperar en los razonamientos plasmados. 

 

HABILITA CASAR LA SENTENCIA LA FALTA DE CONCORDANCIA ENTRE 

LA FUNDAMENTACIÓN DE LA SENTENCIA CON LA PRUEBA QUE SE 

ACREDITA EN EL JUICIO 
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De acuerdo con las consideraciones precedentes, los razonamientos base de la sentencia 

de mérito son insuficientes, debido a que no se valoraron los elementos probatorios de 

un modo integral, omitiendo relacionar las pruebas que fueron introducidas al debate y 

lo que con ellas se estableció, incumpliendo así con la motivación descriptiva; de igual 

manera, en la motivación intelectiva, pues al valorar el material probatorio que desfiló 

durante la respectiva vista pública se inobservaron las reglas de la sana crítica, según lo 

dispuesto en el Art.162 Inc. final Pr.Pn.; por consiguiente, la sentencia impugnada no 

guarda concordancia con la prueba que se acreditó en el juicio, incurriendo en el vicio 

descrito en el Art.362 No.4 Pr.Pn.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS  DEFINITIVAS, 109-CAS-2010 DE FECHA 31/08/2011) 

 

 

NECESARIO EXAMINAR LIMITACIONES PROCESALES DERIVADAS DEL 

RÉGIMEN DE PROTECCIÓN DE TESTIGOS PARA EMITIR JUICIO SOBRE 

CONFIABILIDAD DEL TESTIMONIO 

ñIndagando en la sentencia descubrimos que la denegatoria de credibilidad del testigo 

[é] encuentra s·lido basamento en una variedad de argumentos. De entre ®stos, los que 

sí justifican la decisión son los siguientes: a) Que el testimonio es sustancialmente 

dubitativo; b) Inconsistente; y c) Incoherente en relación a otras pruebas. [é] 

Examinados los argumentos del Tribunal [é] para negar credibilidad al testigo [é], se 

colige, en primer lugar que no existe razón alguna fundamentada en la sentencia 

recurrida, que permita sostener, como lo especulan los impetrantes, que la expresada 

decisión de los juzgadores se basara en el hecho que el testigo estaba siendo favorecido 

con medidas de protección. Lo que sí es cierto, es que los jueces llaman la atención de 

que se trata de un testigo que como consecuencia de dichas medidas, se está 

produciendo una "limitación" procesal al ejercicio de ciertas facultades derivadas del 

derecho de defensa en juicio relativas a la contradicción de la prueba, y que esto era 

bien importante tenerlo en cuenta a la hora de examinar lo tocante a la credibilidad del 
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testimonio, criterio que resulta enteramente acertado, puesto que si bien el tipo de 

restricciones que señala el juzgador resultan jurídicas y proporcionadas frente a la 

necesidad de proteger a las personas que colaboran con la justicia penal, ello no 

significa que el juzgador no deba de aguzar sus criterios valorativos a fin de compensar 

las legalmente tolerables limitantes que se derivan de aquélla ponderación. 

Bien claro queda entonces, que dentro de los argumentos expuestos en la sentencia, el 

hecho que se trata de un testigo con identidad oculta, sólo es un punto de partida dentro 

del análisis y no un argumento central para atribuir la falta de credibilidad que 

predicaron del testimonio sometido a tasación. 

 

AUSENCIA DE AGRAVIO AL ADVERTIR EL SENTENCIADOR 

INCONSISTENCIAS RESPECTO A LOS MEDIOS DE PRUEBA Y 

DUBITACIONES EN LA DECLARACIÓN SOBRE EL HECHO 

 

La verdad, es que el a quo conforma el sentido negativo de su valoración, mediante 

elementos objetivos derivados de las mismas manifestaciones del testigo en juicio, 

como también del examen de esta declaración en conjunto con otras pruebas, lo cual le 

permitió concluir tanto inconsistencias con otras pruebas, inspección, pericial; así como 

dispersiones internas dentro del relato, que llevaron al tribunal a representarse dos 

distintas formas de realización del delito, llegándose a establecer que en una y otra, 

tampoco se superaba un examen de confiabilidad al ser cotejadas con las restantes 

pruebas dirimentes del juicio. 

En efecto, al examinar el testimonio en s² de [é], el a quo encuentra que de ®ste se 

derivan dos distintas maneras de iniciación, seguimiento y consumación del ataque que 

sufrió la víctima; concluyéndose que estas versiones, desde ya le califican como 

dubitativo, y además que tales variables en el relato tampoco son coincidentes con la 

secuencia fotográfica de la inspección practicada y con la pericial de reconocimiento del 

cadáver. En resumen, afirma el tribunal, que de acuerdo a la topografía del lugar del 

hecho, que extraen de la inspección, el ataque no pudo iniciarse subrepticiamente como 

lo indica una de las versiones del testigo; y en relación a la otra de las modalidades 
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declaradas por éste, no es coincidente con la inspección en cuanto al lugar en el que 

fueron hallados los casquillos. Por consiguiente, el tribunal de instancia demuestra que 

el testimonio de [é] es dubitativo, al exponer dos versiones sobre circunstancias 

esenciales de la ejecución del Homicidio, y además que éstas resultaron inconsistentes 

con la inspección y con el dictamen pericial en mención. 

 

SUFICIENCIA EN LA MOTIVACIÓN AL DERIVARSE DE LA PRUEBA LOS 

ARGUMENTOS QUE SOSTIENEN LA FALTA DE CONFIABILIDAD DEL 

TESTIGO 

 

Por otra parte, en la sentencia vista, constan unos argumentos justificativos que 

demuestran una valoración integral de la prueba decisiva del juicio, tanto testimonial, 

pericial, por inspección, documental, así como las razones por las que se negó valor al 

reconocimiento en rueda de personas. 

Concluyéndose, que la prueba del juicio sí fue valorada integralmente; que la 

declaraci·n del testigo [é] fue valorada de forma individual y en conjunto con las otras 

pruebas, quedando claro el criterio expuesto por el tribunal de instancia, por lo que la 

decisión de negar credibilidad probatoria al mencionado testimonio (que le es propia de 

acuerdo al art.356 inc. 1° CPP) se encuentra razonablemente fundamentada en 

elementos derivados de la misma prueba, es decir, la prueba testimonial en comento al 

haber sido examinada en sí misma, y en relación a otras pruebas, puso en crisis su 

fiabilidad, y esto está suficientemente motivado en la decisión, con fundamento en 

argumentos derivados de la prueba, y por consiguiente, la sentencia se mantiene 

sólidamente. 

 

FALTA DE ESTIMACIÓN DE AGRAVIOS CUANDO NO SE MODIFICAN NI 

ALTERAN ARGUMENTOS JUSTIFICATIVOS DEL FALLO 
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8.- Los puntos que en el motivo dos son señalados como infractores de la sana crítica no 

tienen la virtualidad para modificar o alterar la solidez de los argumentos expuestos por 

el sentenciador para justificar la decisi·n que le neg· credibilidad al testigo [é]. Se 

reconoce, no obstante, que la máxima de experiencia común que se formula en el 

considerando jurídico siete de la sentencia, relacionada en el apartado 2.1 de ésta, carece 

de referente empírico, además que la vaguedad y generalidad como está expuesta, no 

permite su reconocimiento. Asimismo, el tribunal no es preciso en cuento a la 

interpretación de la misma y el porqué ha generado un impacto negativo en la 

credibilidad del testigo. 

Con respecto al criterio del a quo asentado en el 2.2 de esta sentencia, tiene el defecto 

que no se enuncia la generalidad causal desde la que se enjuició la parte de la 

declaración del testigo a que se refiere, por consiguiente quedó incompleto el 

argumento, lo cual no permite dotar de justificación a la afirmación concluyente del 

Tribunal, de que ese fragmento del testimonio de [é], "no es acorde ni con la realidad, 

ni con la experiencia común". 

Resulta pues, que la primera es una generalización vaga predominantemente subjetiva, y 

el segundo un argumento incompleto, ergo, no abonan racionalidad a la decisión 

jurisdiccional que se viene analizando, sin perjuicio que, al no tener un carácter 

dirimente, no se configura un agravio que deba ser estimado, en tanto como se explicó 

en p§rrafos arriba, el descr®dito del testimonio de [é] ha sido justificado mediante 

razones macizas y verdaderas que no dejan espacios penumbrosos para un rechazo 

arbitrario de dicha prueba.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 209-CAS-2008 DE FECHA 14/03/2011) 
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DECLARACIÓN DE EXTRANJERO  

RENDICIÓN DE TESTIMONIO CONFORME AL PROCEDIMIENTO COMÚN 

APLICABLE EN EL SALVADOR 

ñCon relaci·n a lo solicitado por el impetrante, este Tribunal de Casaci·n advierte que, 

el impugnante sostiene que las declaraciones de los Agentes de la Policía Nacional Civil 

de la República de Guatemala y las fotografías tomadas en la escena del delito fueron 

medios de prueba obtenidos ilícitamente y por ende no incorporados legalmente al 

juicio, pues a su criterio, para su obtención, debió aplicarse el Tratado de Asistencia 

Legal Mutua en Asuntos Penales, entre las Repúblicas de El Salvador, Guatemala, 

Honduras, Nicaragua, Costa Rica y Panamá. 

Al respecto cabe aclarar que, el expresado Tratado de Asistencia Legal Mutua, tiene por 

finalidad hacer efectiva la ayuda entre los países miembros en lo relativo a las 

investigaciones y procedimientos que terminarán específicamente en un juicio de índole 

penal, en cuanto a las declaraciones de los testigos, específicamente las que rinden en 

nuestro país, refiere el mecanismo cómo se invitará a los posibles deponentes a 

comparecer al juicio, Art. 8 el Tratado de Asistencia Legal Mutua, en consecuencia, no 

existe un mecanismo esencial o especial contenido en dicho Tratado respecto a la 

metodología de la rendición del testimonio en juicio; en otras palabras, la declaración de 

cualquier ciudadano de uno de los países suscriptores del Tratado rendirá su testimonio 

conforme al procedimiento común aplicable en El Salvador. 

 

FALTA DE MECANISMO EN EL TRATADO DE ASISTENCIA LEGAL MUTUA 

PARA TOMA DE FOTOGRAFÍAS EN LA ESCENA DEL DELITO NO 

COMPROMETE LEGALIDAD DE TAL DILIGENCIA 

 

En cuanto al segundo punto, referente a las fotografías que tomó el perito fotógrafo, el 

mencionado Tratado no regula mecanismo alguno que facilite o comprometa una 

diligencia como la realizada por dicho perito, entiéndase entonces que tanto el 

argumento primero como éste son infundados y en consecuencia vano sería entrar al 
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fondo del asunto por lo que es improcedente lo expresado por el impetrante debiéndose 

desestimar su pretensión recursiva respecto de estos dos puntos. 

 

FALTA DE AGRAVIO AL PRESENTAR REQUERIMIENTO FISCAL ANTE 

JUZGADO DISTINTO EN EL QUE SE HA PROCESADO A OTROS IMPUTADOS 

POR EL MISMO DELITO 

 

El solicitante expresa como tercer vicio que, el criterio de oportunidad que se le 

concedi· al testigo [é], ten²a que haber sido otorgado por el Juez Primero de Paz[é] y 

no por otro diferente; con relación a lo anterior, este Tribunal de Casación advierte que, 

los Agentes Fiscales [é], formularon la solicitud de un Criterio de Oportunidad de la 

Acci·n P¼blica, a  favor del testigo, ante el Juzgado Segundo de Paz [é], en fecha 

posterior a la presentación del respectivo requerimiento fiscal en contra de los demás 

acusados, de tal suerte como consta en autos, dicho testigo no fue procesado juntamente 

con el resto de los imputados, en consecuencia, no es procedente anular la sentencia 

respecto de este punto. 

 

RATIFICACIÓN DE SECUESTRO: PLAZO LEGAL PARA REALIZAR TAL 

DILIGENCIA ES UN PLAZO ORDENATORIO NO PERENTORIO, CUYA 

INOBSERVANCIA NO NECESARIAMENTE GENERA INADMISIBILIDAD 

 

Por otra parte, el impugnante también alega que no se ratificó, en el término de las 

cuarenta y ocho horas, el secuestro de las evidencias incorporadas al juicio, como lo fue 

el Acta de Inspección Ocular del cadáver y el levantamiento del mismo, al respecto, esta 

Sala advierte que, el término a que se refiere el Art. 180 Pr. Pn., no es de índole 

perentorio sino más bien, su correcta interpretación nos debe llevar a considerarlo como 

un "plazo ordenatorio", cuya inobservancia no necesariamente genera su 
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inadmisibilidad, exclusión o nulidad del acto. Con base a lo anterior, no procede 

tampoco anular la sentencia de mérito en virtud de dicho reclamo. 

 

AUSENCIA DE FISCAL EN REGISTRO Y ALLANAMIENTO ES UNA 

IRREGULARIDAD QUE NO CONSTITUYE INFRACCIÓN A DERECHOS 

FUNDAMENTALES 

 

Por último, el recurrente argumenta que los allanamientos que se practicaron en el 

presente caso fueron realizados en ausencia del fiscal; al respecto este Tribunal de 

Casación estima que únicamente la ausencia del fiscal en el Registro y Allanamiento es 

una irregularidad que es imputable al fiscal del caso; y que no constituye en lo absoluto, 

una infracción a algún derecho fundamental, de tal suerte que cabe aclarar que la 

ausencia del fiscal no vuelve por sí misma, como ilícita la práctica del allanamiento, por 

el contrario, como se dijo antes, lo que existe es una irregularidad en la práctica de la 

prueba por el incumplimiento de ciertas formalidades accesorias de actos que limitan 

derechos fundamentales, y que por lo tanto merecen ser sometidas a una contradicción y 

valoradas en el juicio, de acuerdo a las reglas de la sana cr²tica. [é] 

 

LIMITACIÓN AL USO DE LA PALABRA DE LAS PARTES EN LA VISTA 

PÚBLICA NO CONFIGURA DEFECTO O VIOLACIÓN AL DERECHO DE 

DEFENSA 

 

En relación al cuarto motivo, el recurrente expresó que, a la defensa se le vedó la 

palabra, ya que para controvertir una gama de hechos durante el juicio únicamente se le 

concedieron por parte del A-quo, diez minutos. Al respecto, este Tribunal de Casación 

considera que el Juez está facultado para realizar tales limitaciones, en el uso de la 

palabra las que por sí solas no configuran de manera alguna un defecto o violación al 

Derecho de Defensa como lo plantea el impugnante no siendo posible observar en sus 
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alegatos impugnaticios el supuesto error jurisdiccional que denuncia, en consecuencia el 

reclamo debe desecharse in limine. [é] 

 

AUSENCIA DE AGRAVIO REAL Y CONCRETO AL FUNDAMENTAR 

DEBIDAMENTE LA SENTENCIA PENAL EN TODOS LOS ELEMENTOS 

PROBATORIOS VERTIDOS EN EL JUICIO 

 

Por su parte, [defensor particular]  presentó recurso de casación por medio del cual 

argumentó que el tribunal sentenciador, al momento de valorar la prueba inmediada, 

afirmó categóricamente que con la prueba testimonial, pericial y documental, 

incorporada en la Vista Pública, tuvo por establecida tanto la existencia de los delitos 

como la autor²a del imputado [é], tomando en cuenta la declaraci·n del testigo 

criteriado [é], declaración que en su criterio no es creíble, ni lógica; por otra parte, el 

recurrente expresó que, al imputado no se le encontró arma de fuego alguna en su poder, 

ni se le practicó reconocimiento en rueda de personas para establecer con certeza que 

esa persona detenida era la misma que había participado en los hechos que se 

investigaron. 

Con relación a lo anterior, este Tribunal de Casación advierte que, en el caso de mérito 

los jueces sentenciadores consideraron que, la prueba desfilada durante la vista pública 

fue suficiente para demostrar la participación de los mencionados imputados en los 

delitos que se les atribuyeron, y al respecto expresaron lo siguiente: [é] 

De conformidad con lo anterior, esta Sala considera que, en el presente caso los 

razonamientos que sirvieron de base para la sentencia que ahora nos ocupa son 

suficientes, ya que los juzgadores realizaron una fundamentación, tanto descriptiva 

como intelectiva, de todos los elementos de prueba que desfilaron durante la respectiva 

Vista Pública aplicando las reglas de la sana crítica, específicamente el Principio Lógico 

de Derivación Suficiente, debe de entenderse que todo juicio para ser realmente 

verdadero, necesita de una razón suficiente, que justifique lo que en el juicio se afirma o 

niega con pretensión de verdad. Es decir, que la motivación de la sentencia al ser 

derivada, debe respetar el principio en mención, para lo cual el razonamiento debe estar 



Volver al índice Ą 

constituido por inferencias razonables deducidas de las pruebas y de la sucesión de 

conclusiones que en virtud de ellas se vayan determinando, tal como ha sucedido en el 

presente caso. 

Al respecto, el autor M. Miranda Entrampes, en su obra "La Mínima Actividad 

Probatoria en el Proceso Penal", expone que el Principio de Libre Valoración de la 

Prueba (o sana crítica racional) supone que los distintos elementos de prueba puedan ser 

incluidos libremente por el tribunal de instancia, a quien corresponde valorar su 

significado y trascendencia en orden a la fundamentación del fallo contenido en la 

sentencia. Pero para que dicha ponderación pueda llevar a desvirtuar la presunción de 

inocencia es preciso la concurrencia de una mínima actividad probatoria producida con 

las garantías procesales que de alguna forma pueda entenderse de cargo y de la que se 

puede deducir, por tanto la culpabilidad del procesado". 

En el mismo orden de ideas este Tribunal de Casación sostiene, como ya se ha hecho en 

forma reiterada que, el tribunal del juicio es libre en la valoración y selección de las 

pruebas que han de fundamentar su convencimiento, y en la determinación de los 

hechos que con ellas se demuestren, de conformidad con el Principio de la Libre 

Valoración de la Prueba, lo cual constituye una facultad exclusiva de los jueces de 

instancia. 

De lo anterior y con base en las razones anteriormente expuestas, esta Sala considera 

que, los argumentos esgrimidos por el recurrente [é] no tienen el efecto dirimente para 

anular el fallo visto en casación, en consecuencia no es procedente acceder a su 

pretensión recursiva manteniéndose incólume el fallo que nos ocupa.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 33-CAS-2006 DE FECHA 20/05/2011) 
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DECLARACIÓN DE LA VICTIMA  

VULNERACIÓN A LA MOTIVACIÓN DE LA SENTENCIA PENAL AL NO 

CUMPLIRSE LOS ELEMENTOS NECESARIOS PARA LA FUNDAMENTACIÓN 

 ñEn virtud de lo anterior, esta Sala conocerá de los mismos en un solo apartado, dando 

respuesta únicamente a la divergencia de lo acontecido en el juicio,-específicamente en 

cuanto al dicho de [é] respecto de lo manifestado en el fallo por el Juzgador; [é] 

 Ahora bien, en relación al motivo de forma que configura nuestro objeto de estudio, es 

preciso evidenciar la obligación constitucional y legal de los jueces, en cuanto a la 

motivación de las resoluciones judiciales, así como el contenido imprescindible de 

dicha fundamentación. Para lo cual, es preciso iniciar apuntando que toda motivación, 

debe reflejar el itinerario mental que justifica la decisión adoptada por el juez, 

comprobando la descripción de cada uno de los elementos de prueba que fueron 

inmediadas en el juicio oral y contradictorio, las conclusiones derivadas de los mismos 

y por supuesto, la relación de éstos con la decisión pronunciada. 

De manera antagónica, ha de estimarse vulnerada la obligación legal de fundamentar las 

resoluciones judiciales, para el caso de la sentencia definitiva, cuando no se encuentre 

plasmado la plataforma fáctica acreditada por el juzgador, -fundamentación fáctica-; el 

contenido de todos los elementos probatorios que desfilaron en vista pública -

fundamentacián descriptiva-, o las deducciones fruto de la valoración de los mismos -

fundamentación intelectiva-; de igual forma, si el juez no brinda las razones de derecho 

para justificar la adecuación de los hechos a la norma jurídica penal que se ha optado o 

llamada también fundametación jurídica. 

Por otra parte, también se ha exigida que el contenido de la motivación de la sentencia, 

sea expresa, clara, completa, legítima y lógica; o en otros términos, todo fallo debe ser 

redactado de forma sencilla y de fácil comprensión, cuyo sustento tenga como base el 

desfile probatorio, el cual tiene que haber sido incorporado al proceso e inmediado en la 

audiencia de vista pública de conformidad a las formalidades establecidas por la ley. 

Los anteriores requerimientos, permiten que cualquier decisión tomada por un juez, sea 

perfectamente controlable; siendo revisable si ésta encaja con los elementos 
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proporcionados por las pruebas producidas en el juicio oral y su estimación, de acuerdo 

a las reglas de la sana crítica previstas en los Arts. 130 y 162, ambos Pr.Pn. [é] 

 

POSIBILIDAD DE COMPROBAR MEDIANTE GRABACIÓN DE LA VISTA 

PÚBLICA VICIOS EN LA VALORACIÓN DEL AQUO SOBRE TESTIMONIO DE 

VÍCTIMA  

 

Al verificar el motivo de casaci·n alegado por los solicitantes, se encuentra [é] B. 

DELITO DE VIOLACION AGRAVADA, las consideraciones esgrimidas por el 

tribunal sentenciador, quien se pronunció en el siguiente sentido: "...De acuerdo al 

testimonio expresado por la testigo [é], ésta con firmeza manifiesta que la persona que 

abusó sexualmente de ella, era el sujeto que conducía del vehículo Hilux, Toyota color 

verde, propiedad de Placida y que el único que manejaba dicha vehículo es el imputado 

que se encuentra presente [é], dicho sujeto la separ· del grupo juntamente con [é] y 

éste la llevó para el cuarto de su padre, y la violó. Esta incriminación hacia este acusado 

ha sido persistente de su inicio, describiendo sus rasgos, señalando luego en 

Reconocimiento por fotografías, así mismo en una forma espontánea fue señalada en 

esta sala de audiencia...". (Sic). El subrayado es nuestro. 

Que después, de haber escuchado las cintas magnetofónicas de la audiencia de vista 

p¼blica, espec²ficamente la parte relativa al dicho de la v²ctima [é], esta Sala advierte 

que en su deposición no menciona quien abusa sexualmente de ella, solamente expresa 

que se trato de una persona, sin referirse a alguien en específico, no constatando este 

Tribunal el señalamiento espontáneo al que se refiere el A Quo, es más, del 

contrainterrogatorio ejercido por el defensor impugnante, se extrae un dato muy valioso 

que respalda lo expuesto, cual es, la aseveración de la víctima, en cuanto a que el sujeto 

que efectuó la violación no se encontraba en la sala de audiencias de la Vista Pública. 

 

TERGIVERSACIÓN DE TESTIMONIO AFECTA FUNDAMENTACIÓN JURÍDICA 

DE LA SENTENCIA 



Volver al índice Ą 

 

De tal manera, que en el presente caso, se evidencia una tergiversación de lo expresado 

por el testigo ðúnicamente lo referente al delito de Violación Agravadað y lo 

acreditado por el juez en la sentencia, por lo que el resto de la deposición de la testigo es 

correcta al coincidir con lo establecido por el sentenciador; cabe mencionar, que este 

defecto es de gran envergadura, ya que afecta el resto de etapas que el juez prosiguiera 

en su motivación, influyendo incluso en la fundamentación jurídica a tal grado de 

arribar a una sentencia condenatoria por el delito de VIOLACIÓN AGRAVADA, 

tipificado y sancionado en los Arts. 158 y 162 No. 5, ambos Pn., decisión que resulta de 

una serie de inferencias no derivadas del elemento probatorio principal desfilado en el 

juicio oral, obteniéndose de esa manera, una decisión arbitraria que no se ampara en una 

razón suficiente para poder sustentar la condena por el ilícito antes mencionado. 

Esta práctica ejercida por el tribunal, además de ilegal es atentatoria al sistema de 

valoración de la sana crítica incorporada en el Código Procesal Penal, específicamente 

en sus Arts. 130 y 162 de dicho cuerpo de leyes, lo cual deriva en una motivación 

ilegítima al no fundarse en los elementos de prueba admitidos y desfilados en la etapa 

de juicio. 

 

CONSTITUYE MOTIVACIÓN ILEGÍTIMA EL VALORAR  ARBITRARIAMENTE  

DATOS NO DERIVADOS DE LA DECLARACIÓN TESTIMONIAL 

 

El legislador salvadoreño establece en el Art. 130 Pr.Pn., un requerimiento inexcusable 

que debe observar toda motivación de los juzgadores, cual es, expresar con precisión los 

motivos de hecho y de derecho en que se basan las decisiones tomadas, así como la 

indicación del valor que se le otorga a los medios de prueba. Lo antepuesto nos indica 

que aunque el sentenciador aunque posea la libertad en cuanto a la selección y 

valoración de las pruebas que han de servir para fundamentar su convencimiento, debe 

motivar su resolución de acuerdo a lo dispuesto en el artículo en cita. 
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De igual manera, en basta jurisprudencia proveída por el Tribunal Casacional se ha 

desarrollado de manera extensa y reiterada los parámetros que comprenden una debida 

motivación de las resoluciones judiciales: en ese sentido, se ha mencionado que: "la 

motivación no consiste en describir procesos mentales; sino en acreditar la racionalidad 

de las conclusiones". (Sic) Véase SENTENCIA DEFINITIVA PRONUNCIADA EN 

EL PROCESO BAJO REFERENCIA NO. 223- CAS-2005, EL 04/11/2005. Asimismo, 

que: "...la motivación de la sentencia, constituye el elemento eminentemente intelectual, 

de contenido crítico, valorativo y lógico; es el conjunto de razonamientos de hecho y de 

derecho en los cuales el juez apoya su decisión y que deberán ser consignadas en los 

considerandos de la sentencia...". (Sic). Véase SENTENCIA DEFINITIVA 

PRONUNCIADA EN EL PROCESO BAJO REFERENCIA NO. 432-CAS-2005, EL 

04/04/2006. 

Aunado a lo anterior, la parte final del Art. 162 Pr.Pn., define que la valoración del 

material probatorio se realizará de acuerdo a las reglas de la sana crítica. De ahí que, 

que el juzgador al incorporar y valorar de manera arbitraria datos que no podían ser 

extraídos del elemento probatorio -al no provenir de la fuente de prueba-, incurre en una 

motivación ilegítima incompatible con las reglas citadas, ya que se impide determinar el 

recorrido mental del juez para llegar a su decisión final, transgrediendo de esa forma lo 

dispuesto en las disposiciones legales mencionadas. 

 

SENTENCIA CONDENATORIA DERIVADA DE UN DEFECTO EN LA 

MOTIVACIÓN VULNERA EL EJERCICIO PLENO DEL DERECHO DE DEFENSA 

Y CONLLEVA ANULACIÓN DEL FALLO  

 

Esta Sala al examinar la decisividad de la inclusión de la información valorada por el 

sentenciador, estima que al utilizar el método de exclusión mental hipotética, resulta que 

dicha acción afectó grandemente la motivación del A Quo a tal grado de pronunciar un 

fallo condenatorio por el delito de Violación Agravada, penando al indiciado a catorce 

años de prisión lo antecedente, generó una vulneración evidente a los Arts. 11 y 12 Cn., 
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al impedir el ejercicio pleno del derecho de defensa del imputado, privándole de la 

oportunidad de controvertir los aspectos expuestos. 

Por esa razón, se estima procedente el motivo de forma alegado por los litigantes, al 

concurrir un defecto de motivación en el razonamiento del juez, siendo insostenible para 

justificar la condena del imputado [é.], al haber inobservado las reglas de la sana 

crítica, por cuanto su resolución no guarda concordancia con la prueba que se acreditó 

en el proceso, al no haber efectuado la valoración probatoria mediante un proceso lógico 

deductivo y un análisis integral y racional de todos los elementos probatorios, 

incurriendo así en el vicio descrito en el Art.362 No.4 Pr.Pn. 

A propósito del error mencionado, esta Sala reconoce que el efecto del mismo es la 

consecuente anulación y el reenvío de la causa ante otro tribunal de sentencia; no 

obstante lo anterior, esta Sala estima a bien señalar, que el imputado también ha sido 

procesado por otros delitos, a saber, de Privación de libertad y Robo Agravado, 

tipificados y sancionados en los Arts. 148 y 213 No. 2, ambos Pn.; en ese sentido, es 

procedente la separación de la fundamentación del sentenciador: la defectuosa atinente 

al delito de Violación Agravada, del resto; lo anterior, debido a que los ilícitos 

mencionados en líneas precedentes, no poseen alguna conexidad con el viciado, al 

conservar cada una de ellos identidad propia; cabe señalar, respecto a estos últimos, que 

el tribunal sentenciador contó no solo con el testimonio de [é], el cual cabe aclarar no 

es inválido respecto a la acreditación de dichos delitos; sino que también, tomó en 

cuenta otros elementos probatorios en los que basó el pronunciamiento de su fallo 

condenatorio. [é] 

En consecuencia, solo se anulará la parte relativa al delito de VIOLACION 

AGRAVADA [é]  quedando el resto del fallo inerte [é]" 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 410-CAS-2008 DE FECHA 13/04/2011) 
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DECLARACIÓN DE TESTIGO VÍCTIMA  

COINCIDENCIA DE SU TESTIMONIO CON OTROS ELEMENTOS DE PRUEBA 

DE CARÁCTER OBJETIVOS OTORGA CREDIBILIDAD Y SUFICIENTE VALOR 

PROBATORIO 

ñEl segundo motivo invocado, consiste en que la fundamentaci·n de la sentencia es 

insuficiente, por inobservancia de las reglas de la sana crítica en la valoración del 

testimonio de [é], Art.362 No.4 Pr.Pn.[é] 

Al respecto, es preciso indicar que los juzgadores de forma reiterada en otras 

resoluciones han plasmado que el testimonio de la ofendida, al ostentar el doble rol de 

testigo y víctima, tiene la particularidad que por ser directamente la afectada, puede 

revelar tener cierto interés en el resultado del juicio. No obstante, tal situación obliga a 

que su deposición sea analizada con mayor cautela, a manera de llegar a una conclusión 

que otorgue mayor o menor credibilidad, y para ello, debe ser complementado y 

respaldado por otros elementos de carácter objetivo que conduzcan a establecer la 

credibilidad o falta de credibilidad, o en su caso determinar si constituye un testimonio 

aislado. Siendo así, éste ameritará credibilidad y valor probatorio en la medida que sea 

coincidente con otros elementos de prueba de carácter objetivo y persistentes. 

Para el A-quo existen una serie de circunstancias que permitieron otorgarle credibilidad 

a la víctima, basado en que no obstante ser el único testimonio, éste no es aislado, sino 

que tiene respaldo probatorio con la declaraci·n de [é] y la prueba documental 

agregada al proceso; además, se descartó que la víctima tuviera el propósito de 

perjudicar  al imputado, por no existir antecedente de enemistad con éste o con algún 

familiar suyo. Tales deposiciones son congruentes en cuanto al lugar, día y hora de 

ocurrencia de los hechos, así también en la secuencia de los mismos, señalándose que 

los agentes policiales que los intervinieron ese día eran tres, dos del sexo masculino y 

uno del femenino, situaci·n que incluso fue corroborada por [é], quien afirm· haber 

estado en el lugar en funciones policiales, ubicando al agente [imputado] con la víctima, 

lo cual ratifica lo dicho por ésta, debido a que la secuencia del abuso no fue apreciada 

por aquella, ni por ningún otro testigo, ya que por ser el tipo de delito del que se trata, es 

la intimidad y el no ser visto lo que se persigue primordialmente. 
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Por lo anterior, los juzgadores estimaron que además existen evidencias que están 

plasmadas en las fotocopias certificadas del Libro de Novedades, Órdenes de Servicio y 

de Patrullaje, donde consta que el día y hora indicados por los testigos, el imputado se 

encontraba trabajando en la zona en la que se dice cometido el hecho, siendo 

concordantes con las declaraciones de la víctima y testigos, manifestando seguridad, por 

lo que se les otorgó credibilidad. En esos términos, la seguridad mostrada por la 

ofendida, en el aspecto psicológico y en su deposición en el juicio, permitieron sin lugar 

a dudas establecer como cierta su narración en cuanto al ilícito. 

Resultando de relevancia para los jueces, que los agentes [é], quienes acompa¶aban al 

imputado al momento del procedimiento policial, confirmaron la presencia de dos 

jóvenes al interior de un vehículo estacionado sobre la Autopista de Oro, refiriendo 

haber ordenado al novio de la víctima que se bajara, retirándolo del mismo a unos 

quince metros; mencionando, que su compa¶ero [é] se qued· con la menor en el 

vehículo, aspectos que coinciden con la aportación efectuada por ella, sustentando la 

misma y por ende su imputación; llevando lo anterior, a tener por fundada la acusación 

fiscal, al haberse comprobado no sólo la existencia del delito, sino ser suficientes los 

elementos recabados para establecer la autoría del imputado. 

En el presente caso, no existe la falta de fundamento invocada, por no omitir analizar 

elementos probatorios decisivos. Es decir, la apreciación de la prueba debe respetar las 

reglas de la sana crítica, la lógica, las normas de la experiencia común y la psicología; el 

razonamiento exhibido tiene que estar constituido por inferencias lógicas deducidas de 

las pruebas. 

 

SUFICIENTE MOTIVACIÓN EN LA SENTENCIA CONLLEVA LEGITIMIDAD 

DEL FALLO 

 

Con relación a lo anterior, se destaca que la función principal del Tribunal de Casación, 

se limita a constatar si ha existido una correcta aplicación de las reglas de la sana crítica, 

no con la finalidad de determinar la existencia del hecho y la culpabilidad, sino con el 

objeto de verificar si el iter lógico expresado en la fundamentación está acorde con las 
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reglas del correcto entendimiento humano. La motivación de la sentencia fundamenta la 

convicción en relación a los medios probatorios que desfilan durante el juicio, y que en 

atención a la inmediación judicial se hace posible el contacto directo con ellos y su 

valoración, apoyada en las citadas normas. 

El objeto específico de la apreciación de la prueba es la conducción al convencimiento 

del juzgador respecto a la existencia de un hecho delictivo y quién es el responsable del 

mismo, por lo que el legislador ha previsto el sistema de valoración de prueba de la sana 

crítica, en la prueba desfilada durante la audiencia de juicio, en relación a la tesis 

acusatoria, según el cual, no supone la eliminación de la libertad que tiene el juzgador 

para la selección y valoración, pero requiere que la formación de la convicción se lleve 

a cabo a partir de las pruebas legalmente incorporadas al proceso, debiendo ser 

pertinentes y conducentes al hecho que se conoce. 

En ese orden de ideas, en el caso que nos ocupa, el Tribunal [é], cumpli· con las 

expectativas de motivación y por ende con los parámetros y alcances del Art.130 Pr.Pn.; 

de tal forma, suministró fundadas razones para la acreditación de los hechos acusados 

por la representaci·n fiscal, as² como para pronunciar un fallo condenatorio.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 638-CAS-2009 DE FECHA 21/03/2011) 

 

 

FALTA DE VALORACIÓN DE TODOS LOS ELEMENTOS APORTADOS EN SU 

DECLARACIÓN CON EL RESTO DE PRUEBA INCORPORADA AL PROCESO 

PROVOCA NULIDAD DE LA SENTENCIA 

ñEn respuesta al primer vicio se¶alado referido a la FALTA DE FUNDAMENTACIÓN 

DE LA SENTENCIA, fincando su inconformidad en la falta de motivación del proveído 

impugnado, dividiendo su queja en dos apartados, aseverando que la motivación es 

incompleta e ilegítima, expresando en síntesis lo siguiente: "1.1 MOTIVACION (SIC) 

ES INCOMPLETA. (---). puesto que al referirse al hecho y al derecho no proporciona 

la valoración total de las pruebas introducidas al debate...el tribunal inusitadamente, 

excluyó elementos importantes del testimonio de la testigo directa de los hechos y 
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víctima [é] (SIC) a efectos de establecer el estado conviccional (sic) de duda en cuanto 

a la euforia directa del imputado, que eran importantes para la valoración en la 

audiencia, al dejar de lado circunstancias de suma relevancia que se extraían de dichas 

probanza. [é] 

El peticionario concluye expresando: "1.2 MOTIVACION (SIC) ES ILEGITIMA (SIC). 

(---) ...por cuanto en la misma se excluyó arbitrariamente la valoración de los 

precitados elementos probatorios legalmente introducidos al debate...se despreciaron 

elementos probatorios que unidos bajo un análisis sistemático de la prueba presentada, 

eran decisivos y pertinentes para resolver la cuestión, elementos que fueron 

incorporados en el debate. Un análisis sistemático de los elementos probatorios de los 

cuales se omitió su valoración, sumado al resultado ya análisis (sic) que se hace de 

concordancia del testimonio de la víctima con los demás elementos probatorios que se 

tuvieron establecidos para acreditar la existencia del delito y su forma, tiempo y lugar 

de ejecución, claramente nos llevan al juicio de euforia directa del imputado en el 

delito que se le imputa.". [é] 

La Sala considera necesario remitirse en primer lugar a la fundamentación descriptiva 

que del testimonio de la víctima-testigo, hace el A-quo [é] pertinente relaciona: [é] 

Posteriormente, al efectuar la valoración de la prueba, el Juzgador al analizar la autoría 

del delito, manifiesta que la testigo-víctima [é], identifica al [imputado], que es su 

vecino, que lo observó a través de la hendidura de la puerta, que andaba un arma 

hechiza en su hombro y que se hacía acompañar por la compañera de vida de su hijo, 

expresando el A-quo sobre este punto en particular, lo siguiente, "para que la imputada 

(sic) pudiese observar todo ello, dicha rendija, debería tener una amplitud suficiente 

que permita apreciar todos los detalles mencionados, al respecto resulta que al 

visualizar las fotografías de la puerta ya mencionada, según el álbum fotográfico, 

incorporado como prueba documental, no se vislumbra que pueda existir dicha 

hendidura o rendija, pues ésta se observa muy adherida en los contornos del marco de 

la pared, lo que quita credibilidad a la afirmación de la testigo y víctima, de que haya 

reconocido de esta forma al referido imputado, y si bien es cierto, mencionó que dicho 

imputado es su vecino, tampoco expresó haberlo conocido por medio de la voz, lo cual 

hubiese sido más razonable en cuanto a la forma en que lo pudo haber identificada". 
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Efectuadas las transcripciones anteriores, se establece que el Juzgador concluye que la 

versión de la testigo-víctima no ha sido corroborada en forma objetiva por el resto de 

prueba incorporada en el juicio, llevándolo a pronunciar una absolutoria a favor del 

enjuiciado [é]. 

Este Tribunal no comparte el criterio que el A-quo plasmó en su proveído, en virtud de 

que el Sentenciador arriba a su conclusión sin analizar de manera armónica y en su 

totalidad la prueba destilada, específicamente determinadas circunstancias que aporta la 

declaración de la víctima, donde la misma hace relación, tal como el Sentenciador 

refiere en la fundamentación descriptiva, sobre la existencia de una conversación previa 

entre ella y el acusado, que se desarrolló junto a la puerta de la casa de la ofendida, la 

media hora que pasó el acusado frente a la puerta de ésta, que además escuchó las 

palabras que el imputado le dijo antes de efectuar los disparos; lo anterior, denota un 

quebranto al Principio de Derivación, ya que de lo analizado por el A-quo, se tiene que 

no consideró la declaración de la testigo-víctima [é] de forma integral y en conjunto 

con las demás probanzas que obran en el proceso, ya que no hace referencia a las 

circunstancias a que hace relación la representación fiscal en su escrito impugnativo, sin 

dar las razones que lo llevan a obviarlo, resultando al ser considerados bajo el método 

de la inclusión mental hipotética, que podrían tener alguna incidencia en las 

conclusiones a las que arribó el Juzgador, dada su esencialidad. 

En consecuencia se establece, que le asiste la razón al impetrante, ya que el análisis del 

Tribunal de Mérito, no está apegado a derecho, por lo que la Sala es del criterio que 

existe el vicio argumentado, por lo que deberá declararse ha lugar a casar la sentencia 

por este motivo, como se declarar§ en el fallo respectivo.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 82-CAS-2010 DE FECHA 19/09/2011) 
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DECLARACIÓN DE TESTIGO  

CONSTITUYE AGRAVIO VALORAR DE FORMA NEGATIVA EL TESTIMONIO 

POR NO IDENTIFICAR AL IMPUTADO EN LA VISTA PÚBLICA, CUANDO 

EXISTE IDENTIFICACIÓN MEDIANTE RECONOCIMIENTO DE PERSONAS 

ñEl primer motivo se¶alado por el impetrante consiste en denunciar falta de 

fundamentación de la sentencia, en virtud de alegar, que los juzgadores quebrantaron lo 

dispuesto en los Arts. 130, 162 Inc. 4 Pr. Pn. derogado y aplicable, generándose así el 

defecto consignado en el ordinal 4° del Art. 362 del mismo cuerpo legal, en razón, que 

el proveído no es expreso y además se inobservaron las reglas de la sana critica, 

concretamente, las de la lógica y de la experiencia común, con respecto a la prueba 

testimonial de cargo rendida por el testigo identificado como [é]. Como segundo vicio 

de casación, se invoca la errónea interpretación del Art. 270 Pr. Pn., en relación con los 

Arts. 211 y 5 Pr. Pn. 

Sobre la ausencia en la motivación del fallo, este Tribunal estima lo siguiente: 

Se hace necesario recordar, que la garantía de sustentar las decisiones adoptadas por el 

juzgador, se establece en consonancia a la autonomía que ostentan, con respecto a la 

valoración del desfile probatorio inmediado en la audiencia de vista pública, pero 

también enmarca el límite a tal facultad, el deber de reflejar esa estructura de 

conclusiones lógicas emanadas de las probanzas que han formado su convicción, lo que 

conlleva al respeto de las reglas del recto entendimiento humano, las que, como 

sabemos, están integradas por los principios fundamentales de la lógica, las leyes de la 

psicología y las máximas de la experiencia común. 

Por ende, debe constar de forma completa, la fundamentación en la sentencia 

documento y por consiguiente debe describirse el contenido de cada elemento de 

prueba; y expresarse las justificaciones de las deducciones surgidas de las mismas, así 

como indicar la conexión de las conclusiones con la decisión final contenida en el fallo, 

condiciones que son reconocidas como, motivación descriptiva e intelectiva, las que se 

configuran a fin de viabilizar la observancia de la correcta construcción de la convicción 

judicial. 
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Bajo ese orden de ideas, y al examinar el considerando III del fallo encontramos que se 

enuncia la prueba que fue producida en la vista p¼blica, siendo ®sta, [é] 

Así también, es posible denotar, que en el considerando IV se hallan los razonamientos 

esenciales expuestos por el A-quo en cuanto a la ponderación que hacen de los 

elementos probatorios, y as² tenemos: [é] 

De lo antes transcrito, observa este Tribunal que ha existido un quebranto al principio 

lógico de razón suficiente, pues los fundamentos dados por el A-quo debieron ir 

precedidos de las razones de hecho y de derecho que los respaldan; guardando éstos 

entre si la debida armonía; de tal forma, que los elementos de convicción que 

concurrieron a integrar su razonamiento, hubiesen sido concordantes, verdaderos y 

suficientes. El sentido absolutorio de su decisión descansa solamente en la declaración 

del testigo identificado como [é]; el que no le gener· certeza para condenar sino un 

estadio de duda, puesto que éste en ningún momento dentro del desarrollo de la vista 

pública aporto las características físicas del imputado, razón por la que no puede 

atribuírsele el cometimiento del ilícito; sin embargo, se observa, que la conclusión a la 

que arriba el Tribunal carece de sustento y no es derivada, ya que de la fundamentación 

probatoria descriptiva se extrae la incorporación al juicio del reconocimiento en rueda 

de personas, en el que el imputado [é], fue plenamente identificado por el testigo bajo 

régimen de protecci·n [é], como el sujeto que el d²a de los hechos observ· que ten²a 

un arma de fuego y le efectuó un disparo a la víctima a la altura de la cabeza. Tal 

reconocimiento, si bien es cierto, se practicó como anticipo probatorio, de conformidad 

al Art. 270 Pr. Pn. derogado y aplicable, se verificó en orden a lo prescrito en los Arts. 

211 y siguientes del Código Procesal Penal, quedando el acusado identificado en 

sentido positivo e ingresando dicha prueba por su lectura en la correspondiente vista 

pública, en consecuencia, y tal como lo refiere el impugnante, la presencia del testigo en 

juicio estaba orientada a expresar la forma en que los hechos sucedieron y no a la 

identificación de la persona que cometió el ilícito, pues esa situación ya estaba definida. 

Sin perjuicio que también de la fundamentación descriptiva se colige que el deponente 

manifest·: [é] de la que se desprende que el testigo pudo observar los hechos, y las 

características físicas del sujeto a quien no conocía, pero logró identificar a través del 

respectivo reconocimiento en rueda de personas, aspecto que no fue considerado por los 

jueces en la fundamentación intelectiva plasmada en la sentencia. 
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Por otra parte, se puede advertir, que además se transgreden en los razonamientos 

fundamentadores de la sentencia en estudio, las reglas de la experiencia, que se definen 

como aquellas nociones de dominio común que integran el acervo cognoscitivo de la 

sociedad, sin necesidad de mayores profundizaciones; es decir, las que cualquiera 

aprende en forma inmediata y espontánea como verdades indiscutibles, al pretender los 

jueces que el testigo en la audiencia recordara las características físicas o cuando menos 

la edad aproximada del acusado, exigencia que rompe con la referida máxima, puesto 

que no puede hacerse tal exigencia especialmente cuando el testigo que declaró 

mencionó que no conocía al imputado, y por otra parte, al haber transcurrido un tiempo 

de seis meses desde que acontecieron los hechos a la celebración de la vista pública, 

esta persona pudo haber olvidado el aspecto físico del sujeto al que observó causarle la 

muerte a la [víctima]. 

 

PROCEDE CASAR LA SENTENCIA ANTE UNA FLAGRANTE VULNERACIÓN 

AL DEBER DE MOTIVACIÓN EN LA DECISIÓN JURISDICCIONAL 

 

En vista de lo expuesto, y dado que la motivación del proveído no tiene suficiente 

sustento legal para mantener la decisi·n de absoluci·n, dada a favor del imputado [é], 

por la inobservancia de las reglas de la sana critica, las cuales tal y como se ha indicado, 

se constituyen como controladores de la validez de la fundamentación de la sentencia 

penal, y al quebrantarse el principio lógico de razón suficiente, es procedente declarar 

ha lugar a casar el fallo en recurso. 

Por haberse reconocido el defecto que ha provocado la invalidez de la sentencia, el 

Tribunal casacional considera que resulta inoficioso realizar un análisis en cuanto al 

segundo motivo denunciado, por lo que omite pronunciarse sobre ®ste.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 61-CAS-2008 DE FECHA 22/07/2011) 
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IMPOSIBILIDAD DE DESACREDITAR TESTIMONIO POR RAZONES PROPIAS 

DEL RECURRENTE 

ñEl Licenciado [é] acusa que el A quo err· cuando le dio credibilidad al testigo 

denominado [é], tan s·lo para sostener la condena de los imputados [é] a pesar de 

que no le mereció fe probatoria, respecto de otros hechos relacionadas con otros 

imputados (Caso Seis denominado [é]), porque advirti· que se divag· en su relato, 

cuando respondía con hechos ajenos a las preguntas que se le hacían. 

El anterior razonamiento no es válido, en principio porque tiene sustento 

exclusivamente en normas que el recurrente extrae de su propia experiencia. Nótese esta 

subjetividad en su escrito de interposición: "...la defensa considera que si el testigo 

divagó en los casos antes mencionados y (...) si este tribunal no le mereció fe (...) 

tampoco debió de dársele fe en el presente caso de mis defendidos, porque para el 

suscrito si el testigo miente en alguno o varios casos ha mentido en todo: no es creíble 

su testimonio y por consiguiente pone en duda su relato..." (El subrayado es de esta 

Sala). 

 

OTORGAMIENTO DE CREDIBILIDAD EN LA VALORACIÓN DEL 

TESTIMONIO AÚN Y CUANDO EL TESTIGO DIVAGUE EN SU RELATO 

 

Por otra parte, es oportuno señalar que la veracidad o mendacidad de un testigo no debe 

ceñirse a circunstancias absolutas o abstractas, sino que es aconsejable realizar un 

análisis detenido y prudente, en donde se tomen en cuenta la diversidad y múltiples 

aspectos que rodean el caso en particular, tal y como lo hizo el A quo al no descartar en 

su totalidad la declaración del testigo [é] por el hecho de que ®ste respondi· con 

hechos distintos a los cuales se le preguntaba en su momento, Esta divagación 

demostrada por el testigo [é], per se, no debe inducir a sospechar de que ha sido 

mendaz ( en todo o en parte), pues su comportamiento podría obedecer a muchas 

causas, las cuales deben ser extraídas de las particulares circunstancias objetivas que 

obran en el proceso y ser analizadas a la luz de las reglas de la sana critica, tal y como lo 

hizo el Tribunal del juicio, al interpretar el comportamiento del testigo como resultado 
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de un evidente descuido por parte del fiscal del caso: primero, por no realizar un 

interrogatorio adecuado a las circunstancias en que declaraba el referido testigo, 

tomando en cuenta de que su declaración incluyó múltiples Robos con similares formas 

de ejecución; y luego, por no haber ubicado oportunamente al testigo en el caso que se 

le interrogaba. Confróntese lo expresado por el tribunal en este punto: "...cuando el 

testigo [é] empieza a declarar se está refiriendo totalmente a otro caso, posiblemente 

seria porque la cantidad de casos que estaba declarando y que iba por el seis (...) la 

forma de preguntar de FISCALÍA, tenía que ir un poco más pausada; que el Tribunal en 

muchas veces le dijo a la representación fiscal que iba demasiado rápido haciéndole las 

preguntas al testigo, que por la forma que le hacían las preguntas y tener ya un 

parámetro de qué preguntas le iban a hacer al testigo que el fiscal ni siquiera se percató 

que el testigo le estaba contestando las preguntas relacionadas a otro caso; ya que fue 

hasta que el testigo le dice que lo hablan trabajado en el [é] y que llevaban el cami·n 

ya interceptado carretera a [é], es que le dice en una forma imperativa que le estaba 

preguntando del caso [é]; (...) pero el Fiscal en ningún momento se había percatado de 

las respuestas que le estaba dando el testigo [é]; el Tribunal considera que es por la 

multiplicidad de casos que el mismo testigo estaba declarando...". De ahí entonces que, 

no es una verdad absoluta e irrefutable de que todo testigo que divaga en su relato es 

mendaz, ni que todo testigo que miente en parte, miente en todo. Consecuentemente, no 

es atendible el reclamo en este punto.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 96-CAS-2009 DE FECHA 10/08/2011) 
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DECLARACIÓN DE VÍCTIMA S MENORES DE EDAD 

ASPECTOS NECESARIOS A VALORAR PARA LA CREDIBILIDAD DEL 

TESTIMONIO 

ñDel contenido del escrito recursivo, esta Sala advierte que, la denunciante alega que, el 

tribunal sentenciador no aplicó correctamente las reglas de la lógica, concretamente el 

Principio de Coherencia, respecto a los medios o elementos probatorios de valor 

decisivo, tales como el Reconocimiento Médico Legal de Genitales, el peritaje 

Psicológico, el Reconocimiento en Rueda de Personas positivo, la Prueba Testimonial y 

los resultados de los Anticipos de Prueba, con los cuales la impetrante es del criterio 

que éstos arrojaron elementos suficientes como para atribuirle al procesado la posible 

responsabilidad de su participación delictiva en el delito acusado; sin embargo, el 

tribunal de mérito absolvió al mencionado imputado, en virtud que la prueba de ADN 

practicada salió negativa en cuanto al  referido imputado; no obstante lo anterior, 

sostiene la recurrente que, ello no implicaba que éste no haya participado en el hecho 

punible que se le atribuye. 

Con relación a lo anterior, esta Sala analizará lo que el Tribunal de Sentencia consideró 

en la fundamentación intelectiva de la providencia, la cual en lo pertinente dice lo 

siguiente: "(...) Al examinar los diferentes medios de prueba este Tribunal advierte que, 

la acusación fiscal se fundamenta particularmente en la deposición testimonial de las 

víctimas de los ilícitos, menores [é] y el padre de la ¼ltima de ®stas [é] medios de 

prueba que contaron con corroboraciones de carácter pericial como lo son el Peritaje 

Social[é.]; Informe de Peritaje Psicol·gico [é]; Reconocimiento M®dico Legal de 

Genitales,[é]; Resultado de An§lisis Serol·gico y el An§lisis Comparativo de ADN; 

así con este plexo probatorio puede afirmarse que en efecto las menores [é] y la 

menor [é] en efecto fueron accesadas carnalmente vía vaginal y anal al interior de su 

casa de habitación ubicada en (...) Habiéndose corroborado el dicho de las víctimas 

mediante resultado de las pericias de genitales, serológica y comparativa de ADN, 

aportando que en efecto en las menores se advierten las secuelas características de la 

intromissio penne (Sic) como son lesiones en la membrana hímineal (Sic) y 

laceraciones en los pliegues anales; la segunda, que determina que de los hisopados y 

frotis vaginal y anal se advierten espermatozoides y semen; y el tercero, que aporta que 

el semen corresponde a dos perfiles genéticos del sexo masculino aportados por dos 
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personas diferentes (....) respecto de la coautoría acusada por la representación fiscal, 

atribuida ®sta al procesado[é], como una de las personas que acces· carnalmente a la 

menor [é], únicamente se ha contado con las afirmaciones de la menor en mención, no 

aportándose ningún medio de prueba corroboratorío al respecto, más que el 

Reconocimiento de Rueda de Personas con resultado positivo en la persona del 

acusado, realizada ésta bajo la figura del Anticipo de Prueba conforme al Art. 270 del 

C.Pr. Pn., resultando que la experticia comparativa de ADN excluye al procesado como 

una de las personas que accesó a la menor por cuanto el semen obtenido del área de la 

víctima corresponde a personas distintas del procesado y respecto del escenario del 

ilícito como son vellos púbicos y cabellos; la representación fiscal omitió practicar 

pericia comparativa de ADN sobre los mismos, en consecuencia, ante una prueba de 

carácter científica que excluye al procesado y una evidencia biológica que no vincula 

al mismo en la comisión del ilícito, genera duda razonable respecto de la 

responsabilidad en calidad de coautor del procesado máxime que las afirmaciones de 

la víctima, respecto del momento que tomó conocimiento de la identidad del tercero de 

los coautores, atribuida por ®sta a [é], constituyen circunstancias inidóneas para un 

reconocimiento efectivo o que no esté sujeto a error, por cuanto la víctima describe que 

el escenario del ilícito se encontraba en completa oscuridad y que trabo (Sic) 

conocimiento de la identidad del tercero de sus agresores bajo la tenue luz de un 

teléfono celular, condiciones que pueden derivar en un falso positivo en la 

identificación, por lo que al no contar con otra prueba confirmatoria de la 

participación del procesado en el ilícito correspondería absolverlo de responsabilidad 

penal y civil (...)". 

Al respecto, esta Sala verifica que, el tribunal sentenciador no ha valorado en forma 

integral la prueba testimonial de la menor v²ctima [é], de acuerdo a las reglas de la 

sana crítica, pues el tribunal deberá dar las razones de hecho y de derecho del por qué 

no da credibilidad a la deposición de ésta en su conjunto, pues del contenido de su 

declaración se extrae que ésta es coherente en tiempo, modo y lugar del acontecimiento 

delictivo, tal como se puede evidenciar de la declaración de la menor víctima [é], 

quien en lo pertinente sostuvo: [é] 

Con relación a lo anterior, esta Sala advierte que, del contenido integral de dicha 

declaración se evidencia que los sujetos activos del delito, al momento de irrumpir la 
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morada, una de las víctimas, es decir, [é] al escuchar los ruidos se levantó, y sí 

identificó a los sujetos activos del delito, por lo que no es cierto lo que afirma el tribunal 

respecto de que, el escenario del ilícito era de completa oscuridad en el sentido que la 

víctima testigo no podía conocer a sus agresores con sólo la luz tenue del celular, 

circunstancias que según se colige de la misma declaración se dieron previo al 

cometimiento del delito; en ese sentido, esta Sala considera que, la menor víctima [é] 

sí pudo identificar a sus agresores, entre ellos el referido imputado [é]; asimismo, 

consta en autos que, los Reconocimientos en Rueda de Personas practicados como 

anticipo de prueba dieron un resultado positivo, Art. 270 CPP., de ahí que el tribunal de 

mérito sostuvo, respecto del resultado de la experticia comparativa de ADN que excluyó 

al procesado como una de las personas que accesó carnalmente a las menores, por 

cuanto el semen obtenido en el área de la referida víctima correspondía a personas 

distintas del procesado, no implica que el imputado con probabilidades positivas no 

haya participado en el hecho que se le acusa, puesto que tal como se ha evidenciado 

éste, de conformidad con la declaración de la testigo víctima [é], fue objeto de 

violación por parte de tres sujetos, dentro de los cuales identific· al imputado [é]. 

 

RESULTADO NEGATIVO EN LA PRUEBA DE ADN NO ES EXCLUYENTE DE 

RESPONSABILIDAD PENAL EN LOS DELITOS CONTRA LA LIBERTAD 

SEXUAL 

 

Ahora bien, respecto del resultado de la prueba de ADN, la cual excluye al procesado 

[é] como una de las personas que accesó a la referida menor [é], este Tribunal de 

Casación ha sostenido en reiteradas ocasiones lo siguiente: y...) El resultado de la 

prueba pericial no obliga al juez, quien podrá separarse del dictamen siempre que 

tenga convicción contraria. Apartarse de la consideración anterior, implicaría que el 

perito podría sustituir al juez, erigiéndose virtualmente en quien en definitiva decidirá 

en no pocas ocasiones el resultado de la causa. (...) Esto no implica que el juzgador 

puede apartarse de la prueba pericial de forma arbitraria, pues ello redundaría 

inclusive en un motivo de casación, pero sí puede hacerlo cuando ha expresado 

explícita y razonadamente los fundamentos de tal apartamiento". Sentencia referencia 
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número 105-CAS-2004. En tal sentido, esta Sala estima que, si bien es cierto, en el 

presente caso existe una prueba de ADN que excluye al imputado, empero existen otros 

medios de prueba de valor decisivo, como lo es la declaración de la referida testigo 

víctima, quien señala al imputado [é] como uno de sus agresores; asimismo, se ha 

reiterado que, en este tipo de delitos relativos a La Libertad Sexual, la deposición de las 

víctimas es de vital importancia, puesto que son delitos que la doctrina ha denominado 

de alcoba, en los cuales, el dicho de la víctima agredida sexualmente es fundamental. 

 

VULNERACIÓN A LAS REGLAS DE LA SANA CRÍTICA CUANDO SE REALIZA 

VALORACIÓN NEGATIVA DE LA DEPOSICIÓN DE LA VÍCTIMA EN 

RELACIÓN A OTROS ELEMENTOS DE PRUEBA 

 

En esa misma línea de ideas, esta Sala ha sostenido, en anteriores resoluciones lo 

siguiente: "(...) Se violentan las reglas de la sana crítica, cuando se realiza una 

valoración negativa de la deposición de la víctima menor de edad, siendo el testimonio 

de ésta congruente con los demás elementos de prueba incorporados al proceso como 

el reconocimiento médico de genitales". Ref. No. 487-CAS-2005. Por lo que, en el caso 

objeto de estudio, esta Sala ha comprobado que en efecto, el Tribunal Sentenciador no 

aplicó correctamente las reglas de la sana crítica, de conformidad con lo que regula el 

Art. 356 Inc. 1° CPP., ya que no se hizo una valoración integral de la referida prueba 

documental, pericia y testimonial, sino que dicha actividad probatoria se efectuó en 

forma aislada, dejando de lado medios probatorios que objetivamente guardan estrecha 

relación entre sí, las cuales de haber sido valoradas integralmente hubieren hecho variar 

el fallo que nos ocupaò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 751-CAS-2008 DE FECHA 17/06/2011) 
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ETAPAS DE LA FUNCIÓN MOTIVADORA DEL FALLO 

ñEn primer t®rmino, cabe advertir que la peticionaria reclama una inobservancia de los 

Arts. 130, 162 en relación al 362 No. 4, todos Pr.Pn., que comprende la insuficiente 

fundamentación de la sentencia al no haberse observado las reglas de la sana critica, con 

respecto a elementos probatorios destilados en Vista Pública. 

De entrada, es menester tener presente que la sentencia definitiva constituye un bloque 

indivisible de decisión, en tanto que implica un juicio sobre los hechos y el derecho, en 

el que debe observarse ciertas cualidades concernientes a la claridad, logicidad y 

legitimidad; en doctrina se ha establecido que la función motivadora de un fallo tiene 

una serie de etapas, que en caso que el juez las omita o las realice exiguamente, incurre 

en el vicio sujeto a análisis. Así, de acuerdo a los autores ARROYO GUTIÉRREZ, J., 

RODRIGUEZ CAMPOS, A., en su obra "Lógica Jurídica y Motivación de la Sentencia 

Penal", P. 97, Poder Judicial-Escuela Judicial, San José, Costa Rica, 2002, son cuatro 

los momentos principales en que se hace necesario aplicar la actividad motivadora: "(a) 

aquél en que se expresan resumidamente los elementos de juicio con que se cuenta: 

fundamentación descriptiva; (b) aquél en que se procede a determinar la plataforma 

fáctica (hechos probados): fundamentación fáctica; (c) aquél en que se analizan los 

elementos de juicio con que se cuenta: fundamentación analítica o intelectiva; y (d) 

aquél en que se realiza la tarea de adecuar -o no- el presupuesto de hecho al 

presupuesto normativo: fundamentación jurídica...". (Sic). 

De ahí, que si un juez en cualquiera de estos momentos no explique o justifique su 

 pronunciamiento debidamente, es decir, cumpliendo con los requisitos esenciales, 

como el que sus argumentos sean expresos, claros, completos, legítimos y lógicos, 

incurrirá en un error que imposibilitaría su subsistencia jurídica, ya que de acuerdo a las 

garantías constitucionales, la obligación de motivación permite conocer a las partes 

procesales el iter lógico seguido por el juez para llegar a la certeza de la absolución o 

condena de un imputado; lo anterior precisa, que en dicha decisión el juzgador 

fundamente claramente su posición, sin utilizar argumentos ambiguos, respondiendo de 

manera suficiente a los requerimientos esgrimidos por los sujetos procesales. 
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CARENCIA DE FUNDAMENTACIÓN DESCRIPTIVA EN LA SENTENCIA 

INCIDE DIRECTAMENTE EN LA FUNDAMENTACIÓN INTELECTIVA O 

ANALÍTICA  

 

De acuerdo al estudio efectuado en el fallo pronunciado por el Tribunal de Sentencia 

[é], se obtiene como resultado, la identificaci·n de algunas deficiencias. As², como 

primer punto, incumbe criticarse la falta de consignación de todos los elementos 

probatorios desfilados en Vista Pública; de acuerdo al auto de apertura a juicio fueron 

ofrecidos y admitidos, los siguientes: "PRUEBA TESTIMONIAL; a) Deposici·n de [é] 

(...) con quien el Ministerio Público fiscal pretende probar que fue ella a la primera 

persona que le contó su hija lo que le hacia el imputado; b) Deposición de [é], de siete 

años de edad (...) con quien el ministerio público fiscal pretende probar que el 

imputado abusó sexualmente de su persona. PRUEBA DOCUMENTAL: a) Acta de 

inspección en el lugar donde sucedieron los hechos del trece de febrero de los 

corrientes y álbum fotográfico y croquis (...) b) Acta de detención del imputado (...) c) 

Certificación de partida de nacimiento de la menor (...) Reconocimiento y ampliación 

de genitales de la v²ctima (é) con el cual el Ministerio Público fiscal pretende probar 

la existencia del delito; e) Evaluación Psicológica practicada a la víctima, con la cual 

el Ministerio Público fiscal pretende probar la existencia del delito; f) Resolución de 

fecha veintitrés de noviembre del año recién pasado y oficio mediante el cual se ordena 

la detención de carácter administrativa al imputado...". (Sic); no obstante, el Tribunal 

de Sentencia de una forma diseminada ¼nicamente describe los testimonios de [é] y 

[é] y lo expresado en el Reconocimiento y Ampliaci·n de genitales de la menor 

víctima. 

Esta carencia de fundamentación descriptiva advertida en el contenido de la resolución, 

impide que esta Sala pueda comprender de una manera clara de dónde extrae la 

información el sentenciador para realizar sus valoraciones y conclusiones; en 

consecuencia, debido a tal deficiencia este Tribunal tuvo que avocarse a cada elemento 

probatorio ðy que se hallan agregados en el expediente judicialð para conocer el 

contenido de los mismos. 
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Como era de esperarse, el vicio mencionado ha incidido en la fundamentación analítica 

o intelectiva del juzgador; sobre este punto, es conveniente recordar que en esta clase de 

motivación, se hace referencia a la justificación racional, clara y precisa de los criterios 

de valoración utilizados en los elementos probatorios desfilados en Vista Pública, 

justificando la credibilidad o no otorgada, todo en consonancia con el sistema de 

valoración de las reglas de la sana critica: máximas de la experiencia, leyes de la lógica 

y psicolog²a. [é] 

 

ERRÓNEA VALORACIÓN DEL TESTIMONIO CONSTITUYE UN ERROR IN 

PROCEDENDO SUSCEPTIBLE DE ANULACIÓN 

 

 En vista de lo expuesto en líneas precedentes y después de haber analizado el extracto 

referente a la valoraci·n de la deposici·n de la menor v²ctima [é], esta Sala considera 

que dentro de los puntos conflictivos en el raciocinio del juez y que dan a conocer la 

errónea valoración del dicho de la menor testigo ðcircunstancia que se ha evidenciado 

en el contenido de su sentenciað, son las aseveraciones que realiza para restarle 

credibilidad a la menor [é], manifestando lo siguiente: "todo el interrogatorio sus 

respuestas eran afirmativas, aún cuando se le preguntó que si su mam§ la se¶ora [é] 

le había manifestado lo que ella tenía que decir, a lo cual respondió que sí". (Sic); al 

respecto, estima conveniente este Tribunal transcribir lo acontecido en la audiencia de 

Vista P¼blica [é], en la cual la menor v²ctima al momento de su interrogatorio, expres· 

lo subsecuente: "...A pregunta de la Defensa Técnica. MANIFIESTA: Que, su papá la 

sujeta con tirro... MANIFIESTA: Que, su papá la sujeta con tirro... Que, los hechos 

ocurrían cuando vivían en Zacamil...Que, sabe que su papá trabajaba en la 

escuela...Que, cuando sale del kinder se quedaba con su papá...Que, no se quedaba con 

otras personas...Que estudia preparatoria...Que, le comentó a su mamá los hechos 

cuando vivían en Zacamil (...) Que, de lo declarado nunca había conversado con nadie 

sólo con su mamá...Que su mamá nunca le ha dicho lo que diga...". (Sic). El subrayado 

es nuestro. 
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De lo anterior, puede observarse una clara aberración del sentenciador, al plasmar en su 

fallo una situación distinta a lo acontecido en la audiencia de Vista Pública, cuestión 

que configura un error in procedendo susceptible de anulación. 

 

CONSTITUYE AGRAVIO SUSTENTAR FALTA DE CREDIBILIDAD EN 

CONTRADICCIONES INEXISTENTES Y EXIGENCIAS NO ACORDES A LA 

EDAD DE LA MENOR VÍCTIMA 

 

De la misma manera, otro defecto que advierten estos juzgadores, es que el testimonio 

de la menor víctima fue sometido a un análisis doctrinario riguroso, que se encuentra 

muy alejado de lo que disponen las reglas de la sana critica, al evaluar su testimonio de 

una forma equivalente al de una persona mayor de edad; as², se observa [é], cuando el 

juez expresa lo siguiente: "...SEXTO. Las anteriores circunstancias no han sido 

analizadas por el Tribunal únicamente bajo el espectro de la existencia o no de 

violencia, sino más bien, en conjunto con la credibilidad del testimonio, por cuanto las 

condiciones propias de la víctima al rendirlo ðlenguaje no verbalizadoð, como 

algunos extremos de su declaración que tienen que ver con su comportamiento 

individual ðlos cuales se pretendieron disfrazar ante el Tribunal por parte de la 

v²ctima y ocultar por su madre se¶ora [é]ð han llamado la atención de los suscritos 

jueces y han adquirido por tanto relevancia para analizar la credibilidad del 

testimonio, el cual como doctrinariamente se ha establecido requiere ser sometido por 

regla general a un minucioso análisis, en tanto determinar: I) Ausencia incredibilidad 

subjetiva, para lo cual debe considerarse: a) La existencia o no de móviles de 

naturaleza espuria como ánimo de venganza, fabulación, resentimiento, odio o 

cualquier sentimiento similar; y b) Las condiciones personales del testigo, esto es, sus 

características personales, como edad, estado de lucidez, si no hay dificultades de 

visibilidad, audición o percepción; II) Establecerla verosimilitud de la declaración, lo 

que implica: a) Una declaración lógica que llanamente se refiere a que el relato del 

testigo no resulte opuesto a la lógica común; y b) Las corroboraciones periféricas 

objetivas, que está orientado a que se aporte cualquier prueba que haga creíble el 

testimonio de la víctima, ya sea por vía indirecta o incluso referida a aspectos 
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accesorios o circunstanciales de su declaración. III) Determinar la persistencia de la 

incriminación, que se traduce en ausencia de ambigüedades y contradicciones. 

Debemos referirnos obligatoriamente entonces a las contradicciones e incongruencias 

que existieron, en primer lugar en aspectos que resultan tener vinculación directa con 

el acceso carnal al que según la víctima fue sometida, esto es: A) Las condiciones 

propias en que sucedieron los hechos, en el sentido que el relato en sí mismo no resulta 

creíble, por cuanto la víctima hace referencia de forma mecánica a que: "Su padre 

llegaba, le amarraba la boca, las manos y las piernas con tirro, y le introducía el dedo 

en la vulva", sin describir ninguno que revelara por un lado oposición a la agresión 

sexual pretendida y por otro, algún grado de violencia para lograrlo, lo que no es 

lógica ni científicamente posible, pues aún los agresores sexuales ðen referencia al 

sujeto activoð necesitan predisponerse para el contacto; y, B) También es increíble lo 

manifestado por la señora madre de la menor, si ella sospechaba que su hija había sido 

abusada sexualmente ya que en una fecha la que no determinó dicha señora su menor 

hija apareció al imaginarse ella con una infección vaginal, a lo cual no se cercioró si 

efectivamente la menor padecía de dicha enfermedad e investigar cuál era la raíz de 

dicha infección. SÉPTIMO. Es evidente entonces que no puede descartarse una 

condición de descontento de parte de la víctima y su madre ðque resulta ser la 

denuncianteð para con el acusado, como tampoco un conflicto permanente en el núcleo 

familiar que conformaban todas las personas que rindieron declaración, situaciones que 

el Tribunal no puede pasar inadvertidas y que por las razones que se han dejado 

consignadas no permite otorgarle credibilidad absoluta a los testimonios de cargo, lo 

que trae como consecuencia la imposibilidad de afincar en el intelecto de los Suscritos, 

la certeza suficiente respecto de la tesis fiscal...". (Sic) 

En ese sentido, se considera que la decisión del sentenciador ha sido arbitraria, al 

sustentar una falta de credibilidad en contradicciones inexistentes y en exigencias que 

no están acordes a la edad de la menor víctima, que por su condición de vulnerabilidad, 

requiere durante todo el proceso penal apoyo familiar y psicológico, debido a su 

situación de inferioridad; aspecto que viola flagrantemente las reglas de la sana critica, 

al resultar incomprensibles en relación a la edad de la testigo, quien solamente tiene seis 

años de edad. 
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IMPROCEDENTE QUE EL JUZGADOR REALICE DEMASIADAS EXIGENCIAS 

EN LA DECLARACIÓN TESTIMONIAL DE UN MENOR DE EDAD 

 

Del mismo modo, se identifican razonamientos del juzgador que no son relevantes para 

desestimar la deposición en cita; asi como para la determinación del hecho acusado al 

imputado, tipificado como Violación y Agresión Sexual Agravada, regulado en el Art. 

161 en relación al 162 No. 1, ambos Pn., Vgr, en el siguiente párrafo de la sentencia, el 

juez argumenta lo subsecuente: "Las condiciones propias en que sucedieron los hechos, 

en el sentido que el relato en sí mismo no resulta creíble, por cuanto la víctima hace 

referencia de forma mecánica a que: "Su padre llegaba, le amarraba la boca, las manos 

y las piernas con tirro, y le introducía el dedo en la vulva",  sin describir ninguno que 

revelara por un lado oposición a la agresión sexual pretendida v por otro, algún grado 

de violencia para lograrlo, lo que no es lógica ni científicamente posible, pues aún los 

agresores sexuales ðen referencia al sujeto activoð necesitan predisponerse para el 

contacto", (Sic). El subrayado es de la Sala. 

Como puede observarse, una vez más el juez exige que en el testimonio de la víctima se 

establezcan elementos de violencia, que ya con anterioridad los aportó; por 

consiguiente, su credibilidad no se desmerece por esos detalles, ya que ésta ha sido 

constante en su testimonio y coherente con el resto de elementos probatorios; estamos 

pues, ante una exigencia demasiado exigente para la declaración testimonial de una 

menor de edad. 

 

PERICIA PSICOLÓGICA: CONSTITUYE UN ELEMENTO CORROBORATIVO 

SOBRE LA CREDIBILIDAD DEL TESTIMONIO DE UN MENOR DE EDAD 

 

Por otra parte, también se repara que en la sentencia existe una omisión de valoración 

del peritaje psicol·gico practicado a la menor v²ctima [é], sobre el cual el A Quo en el 

apartado Décimo de su fallo sostuvo que dicha pericia, junto al acta de inspección 

ocular, álbum fotográfico y acta de detención del imputado "no son necesarias para 
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determinar la existencia del delito". (Sic). Creemos que esta expresión utilizada por el 

juez, no es excusa para no fundamentar los elementos probatorios, puesto que todos los 

elementos deben estimarse en la sentencia. 

En relación a la relevancia de un peritaje psicológico en casos de abusos sexuales, es 

conveniente instruirle a los jueces, que de acuerdo a basta jurisprudencia esgrimida por 

esta Sala, estos constituyen una contribución para los juzgadores, no en cuanto a la 

existencia del delito, sino como un elemento corroborativo sobre la credibilidad de la 

menor víctima, que denota el daño psicológico provocado en la misma. Respecto al 

presente caso, en las conclusiones del dictamen psicol·gico, [é], se sostuvo lo 

siguiente: "...En base a la entrevista y aplicación de pruebas psicológicas se determina 

que la menor evaluada a este momento presenta indicadores que se observan en 

menores expuestas a abuso sexual y que requieren psicoterapia...". (Sic). 

 

FALTA DE VALORACIÓN DE ESTE ELEMENTO PROBATORIO INCIDE 

DIRECTAMENTE EN LA MOTIVACIÓN DE LA SENTENCIA 

 

En efecto, se discurre que las sentenciadores, no valoraron tal elemento probatorio de 

carácter decisivo, puesto que al efectuarse el método de la inclusión mental hipotética 

resulta que dicha omisión afectó la motivación del A Quo, a tal grado de absolver al 

indiciado de toda responsabilidad penal. 

En consecuencia, la motivación del juzgador no ha sido clara, completa y lógica, 

señalando de manera aislada elementos de prueba, sin apoyarse en las pruebas 

aportadas, valorando ciertos elementos probatorios y excluyendo arbitrariamente otros, 

entre ellas el peritaje psicológico; estas deficiencias, hacen que su resolución adolezca 

de una falta de fundamentación, lo que imposibilita determinar el itinerario mental del 

sentenciador, transgrediendo de esa forma lo dispuesto en los Arts.130 y 356 Inc.1°., 

ambos Pr.Pn., que disponen la obligación de los jueces de expresar las razones de 

mérito o desmérito que les otorgan a los elementos probatorios, en orden a la 

motivación del fallo. 
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PROCEDE CASAR Y ANULAR LA SENTENCIA ANTE INSUFICIENTE 

FUNDAMENTACIÓN PARA DESACREDITAR EL TESTIMONIO DE LA 

VÍCTIMA MENOR DE EDAD 

 

En definitiva, de conformidad con las consideraciones que anteceden, se estima que en 

este supuesto, el motivo alegado por la casacionista es atendible, al concurrir en el fallo 

una falta de fundamentación en los razonamientos de los juzgadores, siendo 

insuficientes para desacreditar el testimonio de la menor victima [é], as² como 

justificar la absoluci·n del imputado [é], ya que el A Quo no realiz· en debida forma 

la fundamentación descriptiva e intelectiva, ésta última al no observar los postulados del 

correcto entendimiento humano, por cuanto su resolución no guarda concordancia con 

la prueba que se acreditó en el proceso, al haber omitido hacer la valoración probatoria 

mediante un proceso lógico deductivo y un análisis integral y racional de todos los 

elementos probatorios, incurriendo así en el vicio descrito en el Art.362 No,4 Pr.Pn. En 

consecuencia, dado el efecto inminente del vicio comprobado, deberá anularse la 

sentencia y la Vista Pública originaria; por consiguiente, incumbirá ordenarse el reenvío 

para celebración de otra Vista Pública por un tribunal distinto al que pronunció la 

sentencia que se anula en virtud de esta resolución. 

Cabe añadir, que este Tribunal también advierte un equívoco en la calificación jurídica 

de los hechos, los cuales se han tipificado como un delito de Violación y Agresión 

Sexual Agravada, de acuerdo a los Arts. 161 en relación al 162 No. 1, ambos Pn.; en 

consecuencia, dicha situación deberá ser analizada por el juez a quien se le remita la 

causa para un nuevo conocimiento.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 297-CAS-2007 DE FECHA 10/08/2011) 
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DECLARACIÓN TESTIMONIAL  

INCONSISTENCIAS EN CUANTO AL VALOR PROBATORIO OTORGADO Y 

FALTA DE RELACIÓN CON EL RESTO DE PROBANZAS GENERA FALTA DE 

FUNDAMENTACIÓN INTELECTIVA 

"Como fue indicado párrafos arriba, y no obstante la diversidad de alegatos que se tocan 

a lo largo de la casación, el reproche radica esencialmente en la inobservancia de los 

Arts. 130, 162 Inc. 4°., 356 Inc. 1°., y 362 No, 4 Pr. Pn., por suponer los recurrentes que 

existe una insuficiente fundamentación de la sentencia, así como violación de las reglas 

de la sana critica. En efecto, el cuestionamiento se origina a partir de las conclusiones 

expresadas por los Juzgadores al valorar las probanzas, en particular sobre lo expuesto 

por el testigo con régimen de protección denominado "SAÚL", referidas a no poderse 

acreditar la participación delincuencial del imputado [...]. 

Aseguran los quejosos, que los Jueces A-quo basaron todo su análisis en la falta de 

corroboración de las siguientes zonas: "el lugar geográfico de donde se encontraba el 

testigo en relación con el punto donde se encontraban esos sujetos: el segundo aspecto 

es la escena que describe y que ha sido de dominio público por los diferentes medios de 

comunicación desde [fecha], en relación al grupo de sujetos que realizan el 

intercambio del arma. El tercer aspecto es el señalamiento de la entrega del fusil al 

otro sujeto que conoce como [...], conocido como La Renca". 

Los inconformes son de la idea, que el primero de ellos, es decir, el lugar geográfico 

donde se encontraba dicho testigo, se corroboraba con: Acta de Inspección, Álbum 

Fotográfico y Croquis de Ubicación, elementos probatorios que pese a su incorporación 

oportuna para el juicio, aseguran, no fueron valorados por los Juzgadores de manera 

integral. Dicen además, que la circunstancia controvertida por los Jueces, también era 

sostenida por el testimonio del señor [...], pero no fue estimado de este modo en la 

apreciación judicial. 

Contra el segundo aspecto, o sea la escena descrita por el testigo "Saúl", los 

inconformes señalan que era innecesario realizar alguna Reconstrucción de Hechos, 

como aparentemente fue exigido por los sentenciadores, ya que en criterio de los 
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solicitantes, era improcedente en este caso, por considerar que tampoco existió 

controversia entre las partes respecto del lugar donde ocurrieron los eventos delictivos. 

En el tercer punto, acerca de que el imputado vio el momento de la entrega del arma 

homicida. Sólo se han enfocado en las razones que se tuvieron para restarle valor al 

reconocimiento de personas que se practicó con el testigo "SAÚL", y de modo puntual, 

cuestionan a los Jueces por haber concluido que resultó positivo, en razón de haberse 

practicado a casi un año de ocurrido el hecho, cuando el imputado ya había sido visto en 

diferentes medios de comunicación. Sobre tal conclusión, los casacionistas argumentan 

que adicional a dicho reconocimiento, efectuaron una serie de diligencias a fin de tener 

por identificado al procesado, entre las que destacan la solicitud de la certificación de 

impresión de la hoja del Documento Único de Identidad del inculpado, un 

Reconocimiento por medio de Cardex Fotográfico, así como también con el expediente 

laboral del enjuiciado, en razón de que el mismo testigo les informó que el endilgado 

laboraba para la Universidad de El Salvador; lo que les hace pensar, que hasta era 

innecesario realizar el reconocimiento personal, no obstante éste fue hecho y resultó 

positivo. 

Afirman además, que el citado testigo refirió en su declaración que el imputado era de 

su conocimiento, por lo que consideran innecesario llevar a cabo un perfil fisonómico -

el que según dejan entrever, fue exigido por los Juzgadores-; haciendo notar los 

inconformes, que de la misma prueba de descargo ofrecida por el propio inculpado 

quedó acreditado que éste si se encontró en el lugar recibiendo el arma el día de los 

hechos. 

Este Tribunal, después de estudiar y analizar la sentencia de mérito, en el apartado que 

se denomina PARTICIPACIÓN DELINCUENCIAL [é] espec²ficamente en las 

consideraciones en torno al valor probatorio que le otorgaron a la declaración del testigo 

llamado "Saúl", considera lo siguiente: 

Que la fundamentación intelectiva explicada por la mayoría del Tribunal A-quo, 

respecto de la declaración del referido testigo y su relación con el resto de probanzas 

disponibles en el proceso, contiene inconsistencias y vacíos al determinarse la 

responsabilidad penal que se le atribuía al procesado [...], en vista que los argumentos 

jurídicos expuestos por dichos Juzgadores, no son categóricos ni contundentes en la 
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construcción del iter lógico relativo al juicio de reproche que dijeron no poder 

establecer. 

En tal sentido, esta Sala encuentra en el mismo contenido de la expresada 

fundamentación analítica, que los Sentenciadores no exteriorizan las razones, ni los 

medios de prueba, desde luego utilizando las reglas de la sana crítica. 

Y es que, la mayoría del Tribunal A-quo, al valorar lo expuesto en la declaración del 

testigo "Saúl", respecto de la acción delictiva que afirmó haber presenciado, estimaron 

resolverlo a la luz tres aspectos, así: "El primero es el lugar geográfico de donde se 

encontraba el testigo en relación con el punto donde se encontraban esos sujetos, el 

segundo aspecto es la escena que describe y que ha sido de dominio público por los 

diferentes medios de comunicación desde [fecha] en relación al grupo de sujetos que 

realizaban el intercambio del arma. El tercer aspecto es el señalamiento de la entrega 

del fusil al otro sujeto que conoce como [...], conocido como la Perica" [é]. 

A partir de tal análisis, el A-quo concluyó en el primero de ellos, que para darle plena 

credibilidad al referido testimonio, era necesario que les fuera recreada la "posición 

geográfica" del sitio donde se encontraba exactamente el testigo al momento de los 

hechos, la cual -a criterio de dichos Jueces- ni siquiera fue investigado. Sin embargo, 

cuando razonan el segundo de los aspectos arriba indicados, esta Sala advierte cierta 

ambigüedad en los argumentos judiciales, ya que han señalado que "la escena que 

describe" sobre el "grupo de sujetos que realizan el intercambio del arma", ya la tenían 

fijada al tener por demostrada la existencia del ilícito; no obstante, de forma opuesta 

vuelven a exigir que se requería la acreditación del sitio donde se encontraba el citado 

testigo. 

Sobre tal conclusión, es de señalar que los Juzgadores dan por cierta la existencia real 

del hecho y de los sujetos participantes, al decir que: "Sólo tenemos inspecciones, 

fotografía, planimetría, fotografías de donde se encontraba el grupo que intercambiaba 

un fusil", siendo precisamente la misma circunstancia que el testigo en cuestión 

manifestó en su declaración. 

De igual modo, cuando se refieren al tercer punto, se observa que los Juzgadores se 

pronuncian sobre la necesidad de llevar a cabo otra serie de diligencias, las que según 
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ellos no fueron realizadas oportunamente, y que las requerían para asegurar "la 

existencia de este sujeto y el intercambio del arma; es decir, para que se les demostrara 

el momento cuando el imputado recibió tal objeto, no obstante que ya habían 

manifestado tener por demostrada esa situación. Dejan entrever, que no era suficiente 

que el referido testigo afirmara que vio tal circunstancia de forma directa, sino que 

debía acompañarse con "un peritaje fisionómico o en su caso todo un estudio secuencial 

de las imágenes que habían surgido (...) y sellarlo con un reconocimiento de rueda de 

personas del testigo". 

A criterio de esta Sala, el A-quo ha demeritado la credibilidad de lo expuesto por el 

único testigo -que en la acusación se consideró presencial de los hechos-, obviando 

circunstancias que tanto en las diligencias en que constan las Actas de Inspección 

Técnico Ocular Policial, como en la declaración del señor [...] se podrían ratificar, dado 

que ahí se hallan elementos probatorios que de haber sido valorados de manera integral, 

con probabilidad hubiesen hecho variar el fallo que nos ocupa. 

Y es que, los referidos medios de prueba, aún y cuando entre ellos se advierten algunas 

contradicciones, mismas que el Tribunal A-quo señala en la sentencia, aportan 

información importante sobre la posible forma en que los hechos investigados 

acontecieron, no dejando pasar por alto un dato importante: Que el testigo clave -quien 

con su testimonio orientó las diligencias de investigación-, ubicó al imputado [...] en el 

lugar y la hora en que sucedió el hecho por el cual ha sido acusado, puesto que al 

parecer efectivamente se trataba de un testigo que conoce la zona con exactitud, la 

persona imputada y hasta el trabajo que éste desarrollaba al interior de la "Universidad 

Nacional", habiendo aportado elementos de convicción de relevancia respecto de los 

hechos que fueron sometidos a conocimiento del Tribunal de Instancia. 

Sobre esto último, la mayoría del tribunal A-quo nunca realizó un análisis Integral a 

partir del conjunto de elementos probatorios, y sólo se enfocó en requerir la práctica de 

diligencias de investigación que según su criterio, les permitiría concluir con certeza la 

ubicación del referido testigo; sin embargo, puede advertirse que según fotocopia 

certificada de Acta de Inspección Técnico Ocular Policial, Croquis de Ubicación y 

Álbum Fotográfico, elaborados en el interior de la Universidad Nacional de El 

Salvador, [é], suscritas por investigadores de la Polic²a Nacional Civil, existen 

elementos importantes que refuerzan la declaración del testigo "SAÚL", dado que ahí 
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detallan diversas evidencias encontradas, así como el lugar desde donde dicho testigo 

observó al imputado [...] al momento de los hechos. Vale mencionar, además, que tal 

como consta en la sentencia de mérito, específicamente en las consideraciones respecto 

de la credibilidad a la declaración del señor [...], testimonio de descargo, quien con 

bastante precisión describió los mismos hechos narrados por el testigo bajo protección, 

al manifestar que: "estaba en su lugar de trabajo, oyó la bulla, disparos y salió a ver a 

la puerta a las diez y media de la mañana", e indicó el lugar del hecho; así como la 

explicación que el enjuiciado laboraba para la Universidad de El Salvador. Sobre estos 

aspectos la mayoría del Tribunal de juicio tampoco hizo ningún análisis, ni mucho 

menos explicó de qué manera ésta información corroboraba o desvirtuaba lo afirmado 

por el testigo clave. 

 

RECONOCIMIENTO EN RUEDA DE PERSONAS: POSIBILIDAD DE VERIFICAR 

LA INDIVIDUALIZACIÓN DEL SUJETO ACTIVO EN LA ETAPA DE 

INVESTIGACIÓN INICIAL  

 

Cabe aclarar, que los sentenciadores dicen restarle valor probatorio al reconocimiento 

en rueda de personas, asegurando que fue practicado en esa sede judicial. - entiéndase 

Tribunal de Sentencia; y por haber estimado que fue realizado bastante tiempo después 

de los hechos delictivos (veinticuatro de enero del año dos mil ocho). 

Al efecto, debe decirse que existe error en las citadas conclusiones, por un lado, porque 

no fue un acto procesal desarrollado por los sentenciadores, como lo afirman, dado que 

se realizó durante la instrucción entre las partes acreditadas y la Juez Noveno de 

Instrucci·n  [é]. En segundo lugar, tampoco hay que soslayar la finalidad de dicha 

medida, puesto que de conformidad con el Art. 211 Pr. Pn., que establece: "el juez o 

tribunal podrá ordenar que se practique el reconocimiento de una persona, para 

identificarla"", hace referencia a un método de identificación, cuyo objeto principal es 

individualizar al sujeto imputado y vincularlo con el hecho delictivo, Art. 213 Pr, Pn.. 

Situación que como bien lo sostienen los impugnantes, ya había sido resuelta 

previamente en el proceso. 
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Esta Sala estima, que los peticionarios llevan razón en este extremo, ya que al verificar 

las diligencias efectivamente la circunstancia de individualización del acusado quedó 

superada en la etapa de investigación, dado que desde que la corporación policial tuvo 

conocimiento, mediante una llamada telef·nica que delat· al imputado [é], fueron 

realizadas las pesquisas necesarias a efecto de identificar al acusado. Siendo a partir de 

tal información que se solicitó la Certificación de Impresión de Datos e Imagen del 

trámite de emisión del Documento Único de Identidad Personal a nombre de [...]; 

entrevista con el testigo denominado "Sa¼l", [é], procesada por el Agente Fiscal Lic. 

[é], auxiliado por el investigador [é]; Acta policial de an§lisis de datos, firmada por 

los Agentes [é], con la que se determin· que en los archivos de la Sede policial ya se 

encontraba una persona con el nombre de [...] de [é] a¶os de edad, en aquella ®poca, 

con Número Único de Identidad Personal [é], proporcion§ndose todas sus 

características personales y la dirección de su residencia. 

Toda esa informaci·n, dio origen a que el d²a [é], mediante resoluci·n pronunciada por 

la Unidad Fiscal Especializada de Delitos de Crimen Organizado de la Fiscalía General 

de la República, decretara la Orden de Detención Administrativa contra el procesado, la 

que se hizo efectiva por Agentes de la Polic²a Nacional Civil, [é], donde el Sub 

Inspector [é], inform· al Lic. [é], de la Unidad Contra el Crimen Organizado, Fiscalía 

General de la República, sobre la detención de [...], manifestando que tal hecho tuvo 

lugar a las [é] del d²a [...]. Asimismo, consta el acta de interrogatorio de identificaci·n, 

[...], donde el Juez Noveno de Paz, acompañado de las partes intervinientes sometieron 

a interrogatorio al testigo ""Saúl" respecto de la identidad del inculpado y de la 

participación delincuencial que a éste se le endilgaba. Lo anterior, denota que tales 

diligencias eran importantes para lograr identificar e individualizar al imputado respecto 

del hecho que se le acusaba; siendo indicios que relacionados con el resto de probanzas 

disponibles en el proceso, bien pudieron servir para que la autoridad juzgadora -en este 

concreto proceso-, lograra construir una adecuada motivación de su sentencia, ya que 

fue a partir de tales datos que se logró la detención del procesado. 

 

CONCLUSIONES INCONSISTENTES AL VALORAR LAS PRUEBAS CONLLEVA 

INSUFICIENTE FUNDAMENTACIÓN Y VIOLACIÓN A LAS REGLAS DE LA 

SANA CRÍTICA 
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Con base en todo lo expuesto, este Tribunal de Casación estima que, el vicio 

denunciado por los recurrentes se ha configurado en el caso sub examen, siendo en 

consecuencia procedente acceder a su pretensión recursiva, ya que el ejercicio de 

valorar en forma completa la prueba que se produjo durante el juicio, no consta dentro 

del fallo que se impugna, incurriendo los Juzgadores en el defecto de falta de 

fundamentación intelectiva, que conlleva la vulneración de las reglas de la sana crítica; 

en virtud de ello, dado el efecto dirimente del vicio que mediante esta resolución se hace 

manifiesto, se anular§ la sentencia de m®rito y la Vista P¼blica que la origin·.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 574-CAS-2007AC DE FECHA 

20/07/2011) 

 

 

DECLARATORIA DE COMISO RESPECTO DE LOS BIENES DEL 

IMPUTADO ABSUELTO  

FALTA DE FUNDAMENTACIÓN EN RELACIÓN A LA PROPIEDAD Y EL 

DOMINIO A FAVOR O EN CONTRA DEL PROCESADO PROVOCA NULIDAD 

DEL FALLO 

V.- Respecto del alegato del abogado [é], donde cuestiona la parte de la sentencia que 

"DECLARA EN COMISO una escopeta calibre [é]; un barco pesquero [é], teniendo 

como motivo la: "FALTA DE FUNDAMENTACIÓN. Por violentar los artículos 2 de la 

Constitución de la República, 130, 356, ambos del Código Procesal Penal 68, 69, 70 

todos de la Ley Reguladora de las Actividades Relativas a las Drogas", cuyo argumento 

consiste en que tanto el arma como el barco antes relacionados son propiedad del señor 

[é], quien en la sentencia de m®rito fue declarado absuelto de toda responsabilidad 

penal y civil por el delito de Tráfico Ilícito; y porque además, la fiscalía no probó que 

tales objetos hayan provenido de actividad delictivas. Y al estimar que no existe 

motivación que establezca la razón para mantener en Comiso dichos bienes, sustentado 

en el Art. 69 de la Ley Reguladora de las Actividades Relativas a las Drogas, pide que 

se ordene su entrega al se¶or [é], para lo cual, indica los elementos probatorios 
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demostrativos de la propiedad a favor de esa persona relacionadas en el proceso, y que 

ahora ofrece como prueba documental para ser analizada en esta Sede. 

Sobre la alegación en comento, este Tribunal ha dicho lo siguiente: "es necesario aclarar 

que, el Comiso es una consecuencia accesoria de la condena penal y consiste en la 

pérdida a favor del Estado de los objetos o instrumentos utilizados por el imputado para 

cometer el delito". (Ref. 254-CAS-2006, pronunciada a las quince horas del día veinte 

de agosto del año dos mil nueve). Además, el inciso segundo del Art. 127 del Código 

Penal establece que: "El comiso sólo procederá cuando los objetos o instrumentos sean 

de propiedad del condenado o estén en su poder sin que medie reclamo de terceros". 

Bajo tales supuestos, es de entender que para poder ordenar la pérdida sobre los objetos 

o bienes se requiere, por un lado, que se haya logrado demostrar que en efecto el 

imputado (sujeto activo del hecho) es el responsable del delito. Y por otro, en razón de 

no poderse afectar derechos ajenos o de terceros, teniendo en cuenta que los bienes u 

objetos a comisar se utilizaron para perpetrar el ilícito o son producto del mismo, le 

pertenezcan a aquél y que no hayan sido reclamados por un tercero. (Cfr. Art. 127 del 

Código Penal, Art. 180 del Código Procesal Penal; Art. 67 de la Ley Reguladora de las 

Actividades Relativas a las Drogas; y, Art. 1 punto f), Art. 5 párrafo 1 punto b) y 

número 2 de la "Convención Contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 

Psicotrópicas", o "Convención de Viena"). 

 

PROCEDENCIA DEL COMISO ÚNICAMENTE CONTRA LOS BIENES 

UTILIZADOS PARA LA REALIZACIÓN DEL DELITO O POR SER PROPIEDAD 

DEL SUJETO ACTIVO QUE LO COMETIÓ 

 

En el caso de autos, de acuerdo con los hechos acreditados en la sentencia, no se pudo 

vincular al imputado [é] como part²cipe del delito de Tr§fico Il²cito, habiendo 

razonado el sentenciador que el procesado hab²a dado en arrendamiento el Barco [é] a 

favor de su padre, el ahora condenado [é], siendo ®ste ¼ltimo quien trabajaba en dicha 

embarcaci·n; tambi®n, result· cre²ble para el juzgador lo dicho por [é], compa¶ero de 

trabajo de {imputado}; además, verificó la veracidad de la declaración que rindiera el 
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propio acusado, en el sentido que el vehículo de navegación "la compró para que el 

papá lo administrara". Todo ello, indujo al A-quo a establecer que: " al analizar dichas 

declaraciones y aunado a ello la prueba documental de descargo, llego a la conclusión 

que no hay elementos de prueba suficientes para acreditar coautoría del imputado [...], 

que si bien es cierto él es el propietario del Barco [...], y no obstante que existen valúos 

contables, en los cuales no es justificable para acreditar con qué dinero compró el Barco 

[...], el señor [...]; más sin embargo, no hay suficiente prueba que acredite que el señor 

[...] junto a su padre esté percibiendo cantidades de dinero producto del trabajo  del 

Barco [...].- En vista de lo anterior, me genera duda razonable si existe de parte del 

señor [...] responsabilidad alguna en la comisión del delito de Tráfico Ilícito de Droga, 

por lo cual fué acusado, por ello deberé absolverlo por dicho delito. 

Pese a lo razonado, en la parte dispositiva de su resolución el sentenciador acordó el 

Comiso de una escopeta [é]; un Barco Pesquero de nombre [é], entre otros objetos, y 

las puso a disposición de la Fuerza Naval de El Salvador a fin de combatir el crimen 

organizado; y siendo que, respecto de los dos objetos relacionados existe probabilidad 

de que pertenezcan al se¶or [é], tal como se describe en el apartado que se hace al 

interior del proveído, precisamente en el punto llamado "DESCRIPCIÓN DE LA 

PRUEBA" [é], siendo la primera una: "Licencia de Embarcaci·n Pesquera, [é], 

emitida a favor de [é], para la Embarcaci·n [é], en la que consta que el imputado y su 

embarcación están autorizados para dedicarse a la extracción industrial con fines 

comerciales de camarón, camaroncillo y su fauna"; el segundo se refiere a una: 

"Matricula de Embarcaci·n [é] de la Embarcaci·n denominada [é]propiedad de [é], 

emitida [é], en la que consta que el imputado [é] es el propietario de la Embarcaci·n 

[é]"; y en la tercera se relaciona una: "Certificaci·n de [é], suscrita por el Coronel de 

Infanter²a del Estado Mayor [é], en su calidad de Director de Log²stica del Ministerio 

de la Defensa Nacional del Registro de Armas de Fuego, [é] en la que consta que dicha 

escopeta está inscrita a nombre de [é]". Elementos probatorios sobre los cuales no 

aparece alguna explicación, ya sea confirmando o desvirtuando la propiedad y el 

dominio a favor o en contra del referido procesado; todo ello demuestra, que 

efectivamente ha existido una transgresión al deber de motivar que ordena el Art. 130 

Pr. Pn., siendo procedente estimar el yerro invocado por el solicitante, en tanto que bien 

se pudo aplicar el procedimiento que prescribe el Art. 69 de la Ley Reguladora de las 

Actividades Relativas a las Drogas, que prescribe: "En el caso de que el dinero, 
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ganancias, objetos, vehículos o valores empleados en la ejecución de los delitos 

contemplados en la presente ley, no fueren propiedad del implicado, será devuelto a su 

legítimo propietario cuando no resultare responsabilidad para él, en este caso y cuando 

los bienes se encuentren incautados o embargados previamente, operará el 

desplazamiento en la carga de la prueba, debiendo ser el supuesto propietario, el 

obligado a comprobar la legítima propiedad del bien en un plazo perentorio de dos 

meses calendarios". 

Y es que, al tenerse por demostrado que el se¶or [é], no fue encontrado culpable o 

¡responsable del hecho delictivo por el que se le acusó; y si el Comiso, como se dijo, 

sólo procede contra los bienes, objetos o instrumentos provenientes de la actividad 

delictiva o aquellos utilizados para su realización por ser de la propiedad de los sujetos 

activos que han cometido el delito; a criterio de este Tribunal de Casación, sobre tales 

objetos existía la posibilidad de una discusión relativa a la legitimidad de su verdadero 

propietario, toda vez que se cumplieran los requisitos que la ley ordena; en 

consecuencia, es conducente acceder a la pretensión del recurrente y anular 

parcialmente la sentencia, sólo en cuanto a la declaratoria de Comiso respecto de los 

bienes del imputado absuelto, quedando firme en todo lo dem§s.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 195-CAS-2010 DE FECHA 02/05/2011) 

 

 

DEFENSA TÉCNICA  

AUSENCIA DE VULNERACIÓN AL DERECHO DE DEFENSA FRENTE A 

ACTUACIÓN POLICIAL SIN NOMBRAMIENTO INMEDIATO  DE DEFENSOR, 

CUANDO LOS IMPLICADOS NO TIENEN CALIDAD DE DETENIDOS 

ñRelativo a la defensa t®cnica. Como primer punto corresponde constatar la legalidad de 

las primeras actuaciones de investigación policial en torno al derecho de defensa técnica 

del imputado José León Rivera Martínez. 

Previo al análisis de fondo de la cuestión planteada, es necesario tener presente que del 

Art. 12 Cn., se desprende que la asistencia de defensor no es un derecho absoluto, 
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porque constitucionalmente se habilita al legislador secundario para que regule los 

términos en que se dará asistencia técnica al imputado en las diligencias iniciales de 

investigación y dentro del procedimiento judicial. Sin embargo, las limitaciones a este 

derecho, no deben ser arbitrarias, ni deberán exceder los fines propuestos, es decir, 

deberán ser razonables y acordes con el contenido esencial de la garantía de defensa, así 

como proporcionales a los fines buscados. 

De lo anterior se concluye que, los actos iniciales de investigación policial son 

actuaciones de naturaleza administrativa que se realizan en una etapa preprocesal con la 

finalidad de confirmar la noticia del delito; y, cuando sea necesario, dotar a la fiscalía de 

los elementos de juicio necesarios para sostener un requerimiento ante un Juez de Paz. 

De ahí su carácter eventual y no siempre necesarios, pues si la denuncia contiene los 

elementos indiciarios suficientes para fundamentar un requerimiento ante el Juez de 

Paz, la policía, o en su caso la fiscalía, pueden decidir obviar la realización de tales 

actos de investigación y presentar el requerimiento correspondiente ante las autoridades 

judiciales. 

Establecido el carácter urgente de las actuaciones iniciales de investigación, se puede 

extraer que la finalidad buscada con la realización de tales actos, estará limitada a 

impedir la consumación del delito, la huida del delincuente o la desaparición de los 

instrumentos y efectos del delito; recolectar aquellos elementos de prueba cuya pérdida 

se ha de temer; identificar y, en su caso, la captura de los posibles responsables del 

delito, autores y participes. 

De conformidad con el Art.268 inciso final Pr. Pn., las actas en donde constan los actos 

de investigación realizados por el fiscal y (o) la policía, por si mismas, carecen de valor 

para probar los hechos en el juicio; pero ello no significa que la labor investigativa 

inicial carezca de valor alguno para momentos anteriores al juicio, pues aunque para su 

elaboración no se requiere de mayor formalismo procesal -y por esto de escaso valor 

incriminatorio-, éstas son útiles para confirmar la noticia criminis y fundamentar un 

requerimiento fiscal; por tal razón, cuando el fiscal prevea la utilidad de estas 

diligencias a la hora del juicio, es necesario que recurra a la fijación de los actos de 

investigación conforme a las formalidades propias de los anticipos de prueba, o en su 

caso, que asegure la disponibilidad del testigo (s) hasta el momento de la vista pública. 
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En otras palabras, la facultad de los agentes policiales de realizar esa primera 

intervención ha de ser únicamente a efecto de tomar medidas de aseguramiento de 

personas y/o cosas cuando las actuaciones no admitan demora. Una vez superada la 

urgencia y la necesidad de la actuación, la policía debe, en atención al mandato 

constitucional, dar a conocer a la fiscalía, de todas las diligencias realizadas con carácter 

de urgentes y necesarias. Y es que, constituye un deber ineludible de los agentes 

policiales ðal recibir noticia de la perpetración de un hecho delictivo- el practicar todas 

las actuaciones urgentes y necesarias para impedir la consumación del delito o 

comprobar el mismo. 

En el caso en estudio, consta que los agentes policiales contaban con la dirección 

funcional de la fiscalía a partir de que tuvieron noticia del crimen, de tal manera que el 

operativo consistente en colocar un retén policial sobre la carretera que de Sonsonate 

conduce a San Salvador, constituyó una de las primeras medidas de aseguramiento que 

no admitían retraso, ya que en principio la policía tuvo por objetivo confirmar la noticia 

criminis, y consecuentemente, impedir que la droga llegara a su destino, así como 

también descubrir a sus autores y asegurar las pruebas necesarias para proceder a la 

captura inmediata de los implicados en el ilícito. Todo ello con carácter de urgente y 

necesario. 

Por otra parte, es importante señalar que la actuación policial fue confirmada 

testimonialmente en el juicio, y particularmente, los actos iniciales de aseguramiento de 

pruebas sobre la participación del imputado en los ilícitos, fue posteriormente 

judicializada con respeto a las garantías fundamentales inherentes a su defensa. Así para 

el caso, la experticia de campo realizada en la sustancia incautada fue corroborada 

posteriormente al ser sometida a las formalidades de un anticipo de prueba, es decir, 

asegurando a las partes su oportunidad de contradecir dicha prueba ante la autoridad 

judicial. 

Por todo lo expuesto esta Sala determina que, en el caso particular, la actuación policial, 

no exigió el nombramiento inmediato de un defensor, pues hasta ese momento los 

implicados no tenían la calidad de detenidos; además, dichas diligencias sirvieron para 

confirmar la denuncia anónima y para legitimar la aprehensión de los sujetos que 

transportaban la droga. No existe entonces violación al derecho de defensa de los 
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imputados, por lo cual resulta improcedente acceder en este punto a las pretensiones de 

los defensores. 

 

DEFENSA MATERIAL: IMPUTADO PUEDE OFRECER PRUEBA HASTA ANTES 

DE CERRADA LA ETAPA DE LOS DEBATES EN LA VISTA PÚBLICA, SIN QUE 

ELLO IMPLIQUE OBLIGACIÓN LEGAL DE ADMITIRSELA 

 

II. RELATIVO A LA DEFENSA MATERIAL. En relación con el punto que imputa a 

los jueces violaci·n del derecho de defensa material del imputado [é], porque no 

admitieron la licencia para usar arma de fuego que ofreció éste en la vista pública, esta 

Sala se ha pronunciado en reiteradas ocasiones, en el sentido que, excepcionalmente al 

principio de igualdad de las partes y al principio de preclusión procesal, el legislador 

secundario ha permitido que el derecho material de defensa del imputado de 

ofrecimiento de prueba, sea ejercido, incluso, durante el debate del juicio. Esto se 

infiere del texto del Art. 261 Inc.1 °, en relación con el Art. 264 Pr. Pn. Sin embargo, la 

admisión de la prueba que ofrece deberá someterse al análisis de pertinencia, 

trascendencia, utilidad, eficacia y legalidad correspondiente. De tal manera que, si el 

tribunal determina que tal ofrecimiento es manifiestamente impertinente, no es útil, o 

los hechos que se pretende probar resultan irrelevantes o repetitivos o superabundantes, 

podrá rechazarse su admisión, pero deberá cumplir con el deber de fundamentar su 

decisión conforme lo dispuesto en el Art. 130 Pr. Pn. 

Para constatar la validez de la actuación judicial, es preciso examinar el fundamento de 

la decisión de inadmisibilidad pronunciada por el A quo. 

En primer término, conforme el acta de vista pública respectiva consta que los jueces 

rechazaron la prueba documental ofrecida por el imputado [é] basados exclusivamente 

en la extemporaneidad de tal ofrecimiento, omitiendo el análisis obligatorio a que se ha 

hecho referencia en el párrafo que antecede. 

No obstante que el legislador no determinó expresamente el limite temporal para el 

ejercicio de este derecho, procede hacer una interpretación sistemática de las 
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disposiciones relacionadas con el asunto, con el fin de establecer hasta qué momento de 

la vista pública autorizó el legislador hacer extensible el derecho del imputado de 

ofrecer prueba. 

Si partimos de que la declaración del imputado es un medio de defensa, y que la 

voluntad del legislador se orientó a que las reglas aplicables a la declaración del 

imputado (particularmente el ofrecimiento de prueba de descargo) fuera extensible a 

cualquier otra declaración del imputado, incluso, durante el desarrollo de la vista 

pública; la lógica nos lleva a concluir que, si uno de los derechos que le asiste al 

imputado es el poder declarar en cualquier momento del juicio, sin que su abstención 

pueda tomarse en su contra: lógicamente, éste tiene la facultad de declarar hasta antes 

de que se cierren los debates del juicio, pues después, no hay lugar a la contradicción de 

las partes. 

Por otra parte, el término "declaración" utilizado por el legislador en los Arts. 261 Inc.1 

°, en relación con el Art. 264 Pr. Pn, debe entenderse en su sentido amplio, es decir, 

cualquier declaración en su favor, sea formal -cuando es sometida al interrogatorio de 

las partes- o informal, cuando solicita permiso para interrogar a los testigos, o cuando se 

incorpora la prueba documental o los anticipos de prueba, así como también cuando el 

juez ðantes de declarar cerrada la etapa de debates- le concede la palabra. 

De lo anterior se desprende que, el límite para que el imputado ofrezca prueba de 

descargo, es hasta antes de declarar cerrada la etapa de los debates del juicio; sin que 

ello obligue al juez a admitir dicha prueba, pues como se dijo antes, todo ofrecimiento 

de pruebas en tiempo, deberá ser sometido al respectivo examen de pertinencia, 

relevancia, utilidad y legalidad. 

 

DECLARATORIA DE INADMISIBILIDAD DE LA PRUEBA OFRECIDA POR EL 

IMPUTADO REQUIERE NO SOLAMENTE QUE SE ENCUENTRE DENTRO DEL 

TERMINO PARA OFRECERLA, SINO REALIZAR EXAMEN SOBRE UTILIDAD, 

PERTINENCIA Y RELEVANCIA DE LA MISMA 
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Así las cosas resulta que, en el caso en estudio, la extemporaneidad expresada por el A 

quo -como fundamento único- no es razón válida para declarar la inadmisibilidad de la 

prueba ofertada; advirtiéndose además, que los jueces omitieron examinar la utilidad, 

pertinencia y relevancia de la prueba ofrecida. El tribunal del juicio debió realizar dicho 

examen antes de declarar la inadmisibilidad de la prueba, más por tratarse de prueba 

documental, en cuyo caso, ya el legislador previó en el Art. 330 Inc. fnal. Pr. Pn., que 

todo otro elemento de prueba que se pretenda introducir al juicio por su lectura, para 

que tenga validez, deberá hacerse previa autorización del tribunal, oyendo a las partes a 

quienes afecte su incorporación. Aunado a ello, consta en el acta de vista pública 

respectiva, que no existió oposición de parte de la fiscalía para la incorporación de dicha 

prueba, y en ese sentido, los jueces de sentencia estaban en la obligación de realizar el 

examen de utilidad, pertinencia y relevancia de la prueba ofrecida, y en caso de 

encontrada irrelevante, razonar en tal sentido su inadmisibilidad. En definitiva, los 

jueces incumplieron con su deber de realizar dicho examen, por tal razón, corresponde 

pasar a constatar la esencialidad de la prueba y su incidencia decisiva en el fallo, con el 

fin de determinar la necesidad o no, de declarar la nulidad solicitada. 

 

INVIOLABILIDAD AL DERECHO DE DEFENSA CUANDO SE RECHAZA  LA 

PRUEBA POR SER IRRELEVANTE PARA EL ESCLARECIMIENTO DEL HECHO 

INVESTIGADO 

 

En el acta de vista pública respectiva, consta que se incorporó como prueba el informe 

del Director de Logistica del Ministerio de Defensa Nacional [é], en el cual se 

establece que el imputado  [é] posee licencia para usar arma de fuego: y adem§s, tiene 

registradas a su nombre varias armas de fuego, excepto la pistola (decomisada) que se 

encontró dentro del vehículo en que se conducía el día de su captura. 

De la información anterior se colige que, la licencia para usar armas de fuego ofrecida 

por el imputado [é], resulta sobreabundante, ya que sus pretensiones probatorias ya 

han sido establecidas por medio del informe del Ministerio de Defensa relacionado en el 

párrafo anterior. 
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Por otra parte, es importante dejar claro que, la licencia para el uso de armas de fuego, 

autoriza tan sólo su uso, no así, su tenencia, portación o conducción, en cuyos casos, le 

es imperativo al tenedor, portador o conductor de un arma (s), la presentación de la 

licencia de uso y la matricula (s) correspondiente (s). Asimismo, cuando - quien posee, 

porta o conduce un arma: de fuego- es un empleado de seguridad de la persona natural o 

jurídica a nombre de quien se encuentra matriculada el arma, le es exigible llevar 

consigo una autorización especial legalizada ante notario y la matricula correspondiente 

(o la copia autenticada). Todo esto con fundamento en los Arts. 3, lit. a); 4, lit. a) y b); 

26, 27 y 28 de la Ley de Control y Regulación de Armas de Fuego, Municiones, 

Explosivos y Artículos Similares. 

En definitiva se concluye entonces que, la licencia para usar armas de fuego que ofreció 

el imputado [é], no autoriza la conducci·n de la pistola que fue encontrada dentro de 

su vehículo el día de su captura, por tanto, el rechazo de dicha prueba, por parte de los 

jueces del juicio, no afectó su derecho de defensa material ni hubiese tenido incidencia 

en el proveído de condena. 

En tal sentido, no procede declarar la nulidad por el motivo alegado." 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 202-CAS-2007 DE FECHA 12/10/2011) 

 

 

NECESARIO GARANTIZAR AL IMPUTADO DISPONER DEL TIEMPO Y DE 

LOS MEDIOS ADECUADOS PARA LA PREPARACIÓN DE SU DEFENSA Y A 

COMUNICARSE CON UN DEFENSOR DE SU ELECCIÓN 

 

"El señor [...], invoca como precepto legal vulnerado el Art. 10 Pr. Pn., por estimarse 

transgredido su derecho de defensa técnica, argumentando que durante todo el proceso 

su defensor fue el Licenciado [...]; que para la vista pública él no se presentó y en su 

lugar envió a su esposa Licenciada [...] y a su hermana Licenciada [...], dichas 

profesionales no conocían el proceso y no solicitaron tiempo razonable y prudencial 

para imponerse del mismo, lo que significó indudablemente su indefensión en razón de 
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tener una defensa técnica deficiente e incompleta por lo que pide se anule la sentencia 

recurrida. 

Esta Sala, estima pertinente acotar lo referente al principio de inviolabilidad de la 

defensa, a efecto de establecer los límites fijados al ejercicio del expresado derecho. 

El proceso penal responde a un diseño en el cual las garantías fundamentales de los 

sujetos intervinientes, constituyen la base sobre la cual ha de girar la búsqueda de la 

verdad y de la justicia en el caso concreto; es en ese contexto donde la defensa del 

imputado se convierte en una actividad esencial, proyectándose en dos modalidades: la 

defensa material y la defensa técnica. 

La primera atañe a las facultades cuyo ejercicio compete al mismo imputado en el 

proceso, tal como su negativa a declarar o, en caso contrario, el contenido de su propio 

relato donde el acusado es libre de introducir cualquier información o datos. Y la 

segunda, presupone la asistencia de un abogado que interviene en el proceso en 

representación y tutela de las pretensiones del acusado. Es en este ámbito, donde la 

defensa técnica se erige como una garantía fundamental rodeada de algunas variantes, 

precisamente llamadas a salvaguardar su eficacia; entre las facultades que forman parte 

del derecho de defensa, cabe identificar el derecho del imputado "A disponer del tiempo 

y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a comunicarse con un 

defensor de su elección...", con lo cual, es claro que para los fines de una óptima 

defensa, no basta con dotar al imputado de la asistencia de un abogado, siendo 

indispensable garantizar que el procesado disponga de los medios adecuados para 

preparar su defensa y del letrado de su preferencia. 

 

INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN AL DERECHO DE DEFENSA CUANDO ES 

EL  IMPUTADO QUIEN HA NOMBRADO A LOS ABOGADOS DE SU ELECCIÓN 

 

Esta modalidad, es decir a ser asistido por el abogado de su elección, se halla vinculada 

a la naturaleza de la defensa, que no es más que un mandato de carácter especial 

destinado a tutelar derechos e intereses primordiales del imputado, los que 
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eventualmente podrían resultar afectados si su ejercicio fuese deficiente o errático, ya 

que el imputado ha de tener la opción de confiar su asistencia y representación al 

abogado de su preferencia, en atención a la índole del mandato cuya terminación es 

atribución del poderdante por la vía de la revocación. 

Aunado a lo anterior, la Convención Americana sobre Derechos Humanos -Art. 8.2 

Lit.d)- y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos -Art. 14.3 Lit. d)-, 

reconocen el derecho del imputado de ser representado en el proceso por un defensor 

"de su elección", de donde resulta claro que se trata de un derecho fundamental, y por lo 

mismo, su ejercicio es inherente a la inviolabilidad de la defensa en el procedimiento. 

En consonancia con lo antes dicho, al examinar el acta de vista pública agregada a [...] 

encontramos que al imputado [...], le fue concedida la palabra al inicio de la referida 

audiencia, momento en el cual pidió a los Jueces del Tribunal de Sentencia de San 

Vicente, el nombramiento de las Licenciadas [...], como sus defensoras particulares, 

para que actuaran conjunta o separadamente, las que aceptaron el cargo conferido y 

ejercieron la defensa técnica del imputado. Consta además, en dicha acta que el Juez 

Presidente preguntó a las partes si estaban preparadas para exponer el caso, a lo que 

éstas manifestaron afirmativamente, declarándose de tal forma abierta la Vista Pública. 

Esta Sala, reconoce que todo sujeto tiene derecho a ser juzgado en estricta conformidad 

con las leyes que regulan el procedimiento y el derecho de defensa; sin embargo, en el 

presente caso no se puede llegar al extremo de considerar ilegitimo el juzgamiento del 

procesado, porque no se advierte una real afectación a garantías reconocidas en nuestra 

Constitución, las Convenciones Internacionales de Derechos Humanos y la ley, pues tal 

y como consta en autos el imputado tuvo la oportunidad de nombrar a las abogadas de 

su elección, -siendo ellas las únicas responsables del correcto o defectuoso ejercicio del 

derecho de defensa- para el que fueron nombradas, fundamentos con los cuales se puede 

concluir que no ha existido vulneración al derecho esencial e irrenunciable de defensa 

denunciado por el impugnante. 

Con base en todo lo anterior, y por no configurarse el vicio casacional alegado, este 

Tribunal estima procedente declarar que no ha lugar a casar la el fallo recurrido." 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 165-CAS-2009 DE FECHA 07/11/2011) 
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DELITO CONTINUADO  

PRINCIPIO DE NON REFORMATIO IN PEIUS IMPIDE CAMBIO DE 

CALIFICACIÓN JURIDICA ANTE LA OBSERVANCIA DE ERROR EN EL 

ENCUADRAMIENTO DE LOS HECHOS TENIDOS POR ACREDITADOS 

En relación a los hechos tenidos por acreditados por el A-quo, la Sala nota una errónea 

calificación dada por éste, ya que señala que el victimario es esposo de la tía materna 

donde fue dejada la menor al partir su madre al extranjero, configurándose los hechos 

tenidos por ciertos en el numeral CUARTO del Art. 162 del Código Penal, el cual 

señala: "Los delitos que se refieren los cuatro artículos anteriores serán sancionados con 

la pena máxima correspondiente, aumentada hasta una tercera parte, cuando fueren 

ejecutados: 4°) Por persona encargada de la guarda, protección o vigilancia de la 

víctima," No obstante lo expresado, esta Sede en observancia al Principio de NON 

REFORMATIO IN PEIUS no realizará el cambio en la calificación del delito, no 

obstante evidenciarse el error en el encuadramiento de los hechos tenidos por 

acreditados. 

 

IMPOSIBILIDAD DE APLICAR TAL FIGURA CUANDO EXISTE UNA 

SEPARACIÓN DE HECHOS CONTINUADOS EN RAZÓN DE TIEMPO Y LUGAR 

EN QUE SE EFECTUÓ 

 

 Sobre el primer vicio referido a la INOBSERVANCIA DEL ART. 42 EN RELACIÓN 

CON EL 72 AMBOS DEL CÓDIGO PENAL y segundo yerro atinente a la 

INOBSERVANCIA DEL ART. 7 DEL CÓDIGO PENAL, este Tribunal nota que 

ambos se refieren a una idéntica infracción, teniendo como fundamento el mismo 

agravio, por lo que se resolver§n de manera conjunta.  [é] 

Este Tribunal delimita que la inconformidad del recurrente radica en la separación que 

el Sentenciador hace en los hechos ocurridos, según lo acreditado, uno a partir de marzo 

de dos mil cinco y durante todo ese año y el segundo desde noviembre de dos mil seis 

hasta febrero de dos mil siete, circunstancia que ha sido razonada de manera clara y 
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precisa, siendo tales argumentos compartidos por esta Sede, con la salvedad en cuanto a 

la agravante del numeral 4° del Art. 162 Pn., a que se hizo referencia en considerandos 

anteriores. 

A este respecto nuestra legislación ha sido clara sobre la existencia del delito 

continuado, ya que en el Art. 42 Pn. se expresa: "Hay delito continuado cuando dos o 

más acciones u omisiones reveladoras del mismo propósito criminal y aprovechándose 

el agente de condiciones semejantes de tiempo, lugar y manera de ejecución, se cometen 

varias infracciones de la misma disposición legal que protege un mismo bien 

jurídico...". En este mismo sentido señala Ricardo C. Núñez citado por Juan Fernández 

Carrasquilla que se está en presencia de un delito continuado: "Si un mismo contexto de 

conducta delictiva aparece dividido en su ejecución sólo por razones circunstanciales". 

Son éstos los casos de actos sucesivos sin apreciable solución de continuidad, 

realizados, pues, en "un solo contexto de conducta", teniéndose como exigencias para su 

reconocimiento los siguientes: a) Subjetivamente: un proyecto existencial expreso o 

tácito que se patentiza, por tanto, como "dolo conjunto"...b) Objetivamente: una misma 

oportunidad que se prolonga o repite constante o duraderamente en circunstancias 

similares de actuación...c) Existencialmente: fraccionamiento vivencial del tiempo 

como modo ejecutivo...d) Jurídicamente: atentado contra el mismo bien jurídico 

genérico...e) Legalmente: el tipo respectivo ha de permitir...la realización gradual 

...tanto como la unitaria. f) Procesalmente: debe constar que el Injusto se realizó por 

varios actos homogéneos ejecutados en diversos tiempos...g) Circunstancialmente: 

modo fundamentalmente similar de ejecución y ausencia de factores que interrumpan la 

unidad... (v.gr. descubrimiento del hecho, iniciación de procedimiento penal...etc.) 

unidad relativa de lugar, de sujeto pasivo, etc. EL DELITO CONTINUADO FRENTE 

AL CÓDIGO PENAL, Temis, Bogotá, 1984, Págs.56 al 58. 

 

FALTA DE AGRAVIO POR AUSENCIA DE UNIDAD TEMPORAL EN LOS 

HECHOS ACREDITADOS 
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En el presente caso, de los hechos acreditados se tiene que pasaron diez meses entre el 

primer grupo de agresiones y el segundo mediando entre ellos un proceso penal, que 

origin· que el imputado escapara a [é], espec²ficamente a la ciudad de [é], constando 

el transcurso de un lapso temporal muy prolongado entre acto y acto, lo que va contra la 

unidad temporal. 

Aunado a lo anterior, la ubicación geográfica en donde se da el segundo delito 

continuado de Violación es fuera de nuestras fronteras patrias, dándose entonces en un 

lugar diferente, como lo es [é], concluy®ndose entonces, que el A-quo no comete ni la 

inobservancia del Art. 42 en relación con el 72 ni del art. 7 todos del Código Penal, ya 

que de los mismos argumentos del impetrarte y de los hechos acreditados se deduce que 

si existió una solución de continuidad tanto temporal como espacial, tomándose 

imposible aplicar la figura del delito continuado, compartiendo la Sala el razonamiento 

del Tribunal de Mérito, en cuanto a la separación de las violaciones continuadas en 

razón del tiempo y el lugar en que se efectuaron, no siendo procedente casar la sentencia 

por los vicios esgrimidos.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 567-CAS-2007 DE FECHA 17/08/2011) 

 

 

 

DELITO DE EXTORSIÓN AGRAVADA EN GRADO DE TENTATIVA  

CONFIGURACIÓN 

 ñ [é] Pretende la err·nea interpretaci·n del Art. 214 del CP, argumentando que los 

hechos comprobados por el sentenciador, no se llegaron a consumar, ya que "El delito 

es de resultado por lo que al no producirse aquel (...) para el caso, si ha obligado a otro 

por cualquier medio de intimidación a que realice un acto o negocio que perjudique su 

patrimonio, pero el sujeto pasivo del delito no obra tal como lo esperaba el actor (sic) 

habrá delito tentado (...) los sujetos activos del delito exigieron a la víctima que les 

entregara la cantidad de [é] mediante la amenaza de causarle un mal sino lo hacía, por 

lo que realizó todos los actos idóneos para su consumación, pero resulta que por 
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motivos ajenos a la voluntad del agente activo, la víctima no realizó el acto que 

esperaba el extorsionador, puesto que en lugar de procurarse la cantidad de dinero 

exigido, acudió a la Policía Nacional Civil, ya no para que éstos entregaran el dinero 

exigido, sino para procurar la captura de los delincuentes, lo que de hecho sucedió, por 

lo que el dinero señuelo que ésta aportó nunca estuvo en peligro porque nunca salió de 

la esfera de protección de la víctima por la custodia que mantuvo a través de la 

autoridad policial (...) no se ha producido en la presente causa el resultado dañino al 

patrimonio de la víctima y tampoco nunca tomó la decisión de perjudicar su patrimonio 

lo cual se evidencia al decidir concurrir a la policía en lugar de entregar el dinero. Por 

tanto la norma a aplicar en este caso es el Art.214 en relación con el 24 ambos del 

Código Penal consecuente con ello aplicar la penalidad del delito tentado que señala el 

Art. 68 Pn. (...) debe calificarse la conducta descrita en la acusación como Extorsión 

Agravada en grado de tentativa". [é] 

El delito de Extorsión es de carácter pluri-ofensivo, toda vez importa la lesión o puesta 

en peligro de los bienes jurídicos autonomía personal y patrimonio. En lo tocante al 

último, la figura delictiva que nos ocupa se consuma mediante la disposición 

patrimonial que realiza la víctima por su propia decisión, que se encuentra viciada, 

debido a los condicionamientos coactivos que sufre a consecuencia de los actos 

ejecutados por el sujeto activo. 

 

DELITO DE RESULTADO 

 

Configura un delito de resultado, perfeccionándose cuando en la acción se cumplen 

todos los elementos objetivos y subjetivos previstos para el mismo, lo cual tendrá lugar 

si el sujeto pasivo realiza, tolera u omite el acto, en perjuicio de su patrimonio. 

 

FALTA DEL ELEMENTO DE DISPOSICIÓN PATRIMONIAL AFECTA LA 

CONSUMACIÓN DEL DELITO DE EXTORSIÓN 
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Considerando el anterior planteamiento interpretativo, se advierte que el a quo ha 

acreditado la realización de una conducta dirigida a obligar a la víctima a que dispusiera 

de su patrimonio por la suma de [é], sin embargo, seg¼n los hechos probados, se 

observa que no llegó a ejecutarse esta disposición patrimonial, ya que el acto extorsivo 

fue denunciado, de ah² que la entrega de [é] por parte de ella "a efecto de formar el 

paquete simulando la cantidad solicitada", no estaba ya causalmente determinada por la 

acción delictiva, sino que facilitaba un recurso material para utilizarlo en el acto 

investigativo, sabiendo que no conllevaría una disminución patrimonial. 

En consecuencia, el delito no se consumó por causas ajenas al agente, consistente en el 

operativo policial desarrollado para la entrega del dinero, lo que volvió nugatoria la 

materialización de la disposición patrimonial perjudicial para la víctima, quedando en 

grado imperfecto, conforme al dispositivo amplificador del art. 24 del CP. 

 

CONFIGURACIÓN DE LA TENTATIVA ACABADA 

 

Ciertamente se ha tratado de una tentativa acabada por cuanto ha concurrido la 

realización de todos los actos necesarios por parte del sujeto activo para alcanzar la 

consumación, mas el resultado no se produjo por causas ajenas a su voluntad. Así, 

después de la actividad del agente, quedó a la espera del resultado lesivo, dependiente 

éste de la disposición patrimonial de la víctima, lo cual no se produjo por causas 

independientes de la voluntad del agente. 

Conviene aclarar al recurrente, que si bien esta Sala entiende que el delito no se 

consumó, pero no por el criterio expuesto en el fundamento del motivo que se analiza, 

sino por las razones aquí expresadas, ya que el tipo respectivo no requiere que el sujeto 

activo se aproveche patrimonialmente en forma efectiva, siendo este último supuesto 

innecesario para los efectos de la consumación. 
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DETERMINACIÓN DE LA PENA: EFECTO EXTENSIVO DE LA PENA INCLUYE 

BENEFICIOS PARA LOS IMPUTADOS DE LOS CUALES NO SE RECURRE EN 

CASACIÓN 

 

3.3- En vista que el motivo recién analizado y que procede estimar, no se basa en una 

circunstancia que afecte en forma exclusiva y personal al imputado [é], sino por el 

contrario resulta común a los restantes imputados respecto de quienes no se interpuso 

recurso, debe aplicárseles extensivamente los efectos legales de la presente sentencia, lo 

cual significará la reducción de sus respectivas penas de prisión adecuándolas al delito 

imperfecto cometido, art. 410 inc.1° CPP. 

 

MODIFICACIÓN DE LA PENA DEL DELITO DE EXTORSIÓN AGRAVADA A 

EXTORSIÓN AGRAVADA EN GRADO DE TENTATIVA 

 

3.4-Procede enmendar la violación de ley directamente en esta sede, casando la 

sentencia ¼nicamente en la pena de [é] de prisi·n, por el delito de Extorsi·n Agravada 

Consumada. En sustitución de esa penalidad, a continuación se determinar la 

correspondiente al delito en su modalidad imperfecta. 

Por la fecha de comisión del delito, la penalidad abstracta regulada en el art. 214 CP es 

la de diez a quince años de prisión para el tipo básico, y cuando concurre alguna 

agravante específica, como es el presente caso, la pena "anterior se aumentará hasta en 

una tercera parte del máximo establecido", es decir que oscilará entre diez y veinte años 

de prisión, ya que el mínimo legal no es modificado por el precepto. 

Conforme al art. 68 CP la tentativa se sanciona con una pena que se fijará entre la mitad 

del mínimo y la mitad del máximo de la pena señalada para el delito consumado, por lo 

que para el delito que nos ocupa sería entre un mínimo de cinco años y un máximo de 

diez años de prisión. 



Volver al índice Ą 

Para la determinación de la pena concreta a imponer, se toman en cuenta los criterios 

regulados en el art. 63 CPP en la forma que adelante se expone. 

En la sentencia que se ha analizado, la acción reprochada a los procesados no llegó a 

consumarse por causas extrañas a los sujetos activos que la realizaron, sin embargo, esto 

no significa que los bienes jurídicos tutelados por el delito no hayan corrido un peligro 

efectivo, tal como aparece acreditado en la sentencia, en donde se ve especialmente 

afectada la autonomía de la víctima, dada la situación de zozobra a la que fue expuesta; 

si bien el patrimonio le fue relativamente resguardado con la oportuna intervención de 

la policía. 

En torno a las agravantes comprobadas por el sentenciador de instancia, deben ser 

consideradas en tanto circunstancias que dotan de un mayor desvalor al hecho. 

En relación a la mayor o menor comprensión del carácter ilícito del hecho, nos 

remitimos a lo argumentado en la sentencia impugnada [é]. 

Se juzga entonces, que la pena que corresponde proporcionalmente a los imputados 

coautores según su responsabilidad y la gravedad de la acción típica cometida, es la de 

seis años y seis meses de prisión. 

4- Por último, se aclara que la presente sentencia se pronuncia aplicando disposiciones 

del Código Procesal Penal creado mediante Decreto Legislativo número 904 del trece de 

diciembre de mil novecientos noventa y seis, publicado en el Diario Oficial número 

once, tomo trescientos treinta y cuatro, del veinte de enero de mil novecientos noventa y 

siete; no obstante que el referido código fue derogado por el Decreto Legislativo 

número 733 de fecha 22 de octubre del 2008, publicado en Diario Oficial número 20, 

tomo 382 del 30 de enero de 2009, que contiene el código que lo sustituyó, el cual entró 

en vigencia el uno de enero del corriente año, en vista que el art.505 inc.3° de este 

nuevo estatuto, regula que el derogado continuará rigiendo en los procesos iniciados 

conforme al mismo hasta su finalizaci·n.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITI VAS, 456-CAS-2007 DE FECHA 30/03/2011) 
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DELITOS SEXUALES  

AUSENCIA DE FUNDAMENTACIÓN PROBATORIA DESCRIPTIVA E 

INTELECTIVA AL NO DETALLAR EL CONTENIDO DE CADA ELEMENTO 

PROBATORIO QUE SIRVIO PARA TOMAR LA DECISIÓN JURISDICCIONAL 

"[é] IV.- Esta Sala, previo al estudio de fondo, considera que es menester acotar que en 

orden al "Principio de Prelación" debe examinarse los motivos que atacan la 

fundamentación probatoria del proveído. En ese sentido, se observa que tanto el 

Ministerio Público Fiscal como la Defensa Particular señalan que ha habido un error en 

la motivación intelectiva, aunque cada uno de los interponentes según su agravio. 

Siendo ésta la parte del fallo que se verá en ambos casos por ser coincidentes, dejando 

el análisis del resto de reclamos a posteriori. 

Tal y como lo refieren los promoventes, la sentencia presenta graves vicios de 

motivación probatoria; así, en relación a la fundamentación probatoria descriptiva, la 

carencia es total, pues en ningún momento el órgano de Instancia Penal detalla cuál es el 

contenido de los diversos medios probatorios de cargo incorporados o evacuados en el 

juicio, sólo hace un listado de la "prueba recabada en la audiencia respectiva", que 

abarca menos de un folio, [é] de la providencia, pero no refiere en la resolución el 

contenido de la misma, al extremo que no sabemos lo que dicen los medios de prueba, 

pese a que en algunas de las consideraciones de fondo hacen reseña alguna al contenido 

de las declaraciones de las menores-víctimas, que no tiene ningún respaldo de 

fundamentación descriptiva. Tampoco se conoce el contenido de las declaraciones 

testimoniales, ignorándose que testigos depusieron en el juicio, y lo que dijeron. Los 

se¶ores Jueces, en el considerando "DE LA PRUEBA DE DESCARGO", [é], as² 

como en el Romano III titulado "SOBRE LA CALIFICACIÓN JURÍDICA DE LOS 

HECHOS ATRIBUIDOS A [IMPUTADO]", realizan algunos relatos al análisis de 

prueba y aspectos de fondo, tambi®n en los [é], pero lo efect¼a en forma incompleta, 

en forma aislada, y asistemática, pues en vez de establecer cuáles elementos probatorios 

extrae de los diversos medios, y de concatenarlos lógicamente entre sí para arribar a la 

conclusión, sea a los hechos determinados, lo que hace es partir de lo que tiene por 

probado, para agregarle alguna referencia del contenido probatorio, que en su criterio lo 

sustenta, lo que no configura ninguna fundamentación intelectiva, la que debe permitir 

saber no solo qué conocimiento (elementos probatorios) se extrajo de los diversos 
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medios probatorios, sino también cómo se conjugaron, examinaron y valoraron, para 

llegar a la conclusión, que son los hechos que se consideran acreditados. 

[é] Conforme a lo expuesto, hay que concluir que el fallo carece de motivaci·n 

probatoria en ambos aspectos, descriptivo y analítico, tal y como lo aducen los 

recurrentes, lo que impediría totalmente establecer si la conclusión del órgano de mérito 

se adecua o no a las exigencias en la valoración de la prueba que constituye la ley, lo 

que incide en la acreditación de los hechos, y en su calificación jurídica. Por lo que 

resultan evidentes las violaciones alegadas, y en última instancia el debido proceso, del 

que forma parte la fundamentación de la sentencia y la valoración de la prueba 

conforme a las reglas de la sana crítica. 

 

NULIDAD  DE LA SENTENCIA POR AUSENCIA DE FUNDAMENTACIÓN 

IMPLICA REVICTIMIZACIÓN DE LA PARTE OFENDIDA 

 

Cabe agregar, que la desformalización de la providencia, con una abrupta eliminación 

de las garantías que implica la correcta motivación, ha conducido a que muchos de los 

pronunciamientos que han llegado a conocimiento de esta Sede, dada la ausencia de 

fundamentación en los diversos niveles (descriptiva, analítica) como el subjúdice hacen 

oportuno el momento para decir al Tribunal de Instancia que deben valorar seriamente 

la posibilidad o capacidad que tienen para proceder a dictar sentencias de este modo, 

sobre todo en casos de delitos sexuales en donde el efecto colateral del ensayo-error se 

ve reflejado en una parte: la ofendida, que es revictimizada constantemente ante la 

reiterada nulidad de fallos efectuados cual practicas académicas para aprender, en 

espacios que no son propios de la docencia sino del servicio público. Se recuerda, pues, 

el deber que los juzgadores tienen de poner la debida diligencia en la confección de las 

resoluciones judiciales. 

[é] En consecuencia, se acoge el motivo, se anula la sentencia y se dispone el reenv²o a 

nuevo juicio. Dado lo resuelto no se conoce de los otros motivos, esgrimidos por el del 

Ministerio Público en su escrito, ni del recurso de la defensa, pues los defectos que se 

aducen son eliminados con la nulidad decretada.ò 
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(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 394-CAS-2007 DE FECHA 02/03/2011) 

 

 

DENUNCIA ANÓNIMA  

RECONOCIMIENTO JURISPRUDENCIAL SOBRE VALIDEZ DE LAS 

COMUNICACIONES ANÓNIMAS SOBRE COMISIÓN DE DELITOS 

ñ[é] es procedente desarrollar una breve consideraci·n acerca de la viabilidad legal de 

dar inicio a investigaciones por delitos de acción pública perseguibles de oficio, Art.19 

Inc.2 CPP a partir de información proporcionada a través de comunicaciones telefónicas 

efectuadas por personas de quienes se desconoce su identidad. 

La noticia del delito puede llegar a los organismos Estatales que tienen competencia 

para investigarlos, con la finalidad de que se ejecute esta función, a. través de medios 

formales o informales. Los primeros tendrán ese carácter por estar regulados 

expresamente en la ley, a cuya especie pertenecen la denuncia y la querella, Arts.229 y 

96 del C.P.P. Es oportuno fijar desde ya que el denunciante strictu sensu será una 

persona de identidad conocida, por exigirlo así el Art.230 Inc.4° C.P.P. que a la letra 

manda: "...el funcionario comprobará y dejará constancia de la identidad del 

denunciante". 

Asimismo, el Código Procesal Penal regula la iniciación oficiosa de la investigación 

dentro de las limitaciones que la misma legislación prevé, especialmente las relativas al 

Régimen de la Acción Penal a que estuviere sometido el delito de que se trate, Arts.238 

y 239 C.P.P. 

Es en este ámbito de prosecución oficiosa donde pueden tener cabida otros medios no 

formales que cumplirán en principio la función de canalizar información sobre la 

realización de un delito a las entidades encargadas de su investigación, las que a partir 

de este conocimiento desempeñarán de oficios sus respectivas atribuciones. 

Naturalmente, que no puede establecerse un numerus clausus de fuentes y modalidades 

de cómo podrá presentarse y provenir esta información. También, puede suceder que la 

comunicación este: dirigida a un fin investigativo o que no lleve esta finalidad, lo cual 
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será indiferente a los efectos de que se desplieguen las diligencias pertinentes para el 

esclarecimiento de los hechos. 

Es en este marco de vías informales de manifestación de la noticia criminis, que 

podemos encontrar la comunicación ciudadana por medios telefónicos a las autoridades, 

acerca del sometimiento de delitos, en cuyo caso no será menester que se identifique a 

la persona que la ha realizado, al no constituir un medio formal regulado en la, ley para 

ese efecto que requiera de esa formalidad mucho menos configurar una denuncia. 

Ya esta Sala ha tenido ocasión previa de pronunciarse en sentido afirmativo, sobre la 

validez de comunicaciones anónimas para llevar conocimiento a la Policía sobre la 

comisión de delitos, a fin de que ésta ejerza oficiosamente las pertinentes atribuciones 

legales investigativas, 451-CAS-2004. 

 

POSIBILIDAD DE INICIAR INVESTIGACIÓN DE OFICIO AL CONOCERSE LA 

NOTICIA CRIMINIS 

 

Concluyendo, se reafirma el criterio que el aviso anónimo no está previsto legalmente 

como una forma de dar inicio a una investigación penal, es más, lo cierto es que la ley 

no requiere una particular forma procesal de cómo deberá llevarse a cabo el aviso, ni 

exige que se haga constar como una formalidad del acto, el nombre e identificación de 

la persona que lo realiza, de modo que no está prohibido por el ordenamiento tal 

proceder y viene a configurar un conducto informal a disposición de la ciudadanía para 

comunicar la noticia criminal a la Policía y a la Fiscalía General, quienes en ejercicio de 

sus respectivas competencias legales, están facultadas para iniciar y proseguir las 

indagaciones que quepan, con sujeción a las restricciones previstas en el ordenamiento. 

 

AVISO POR PERSONA DESCONOCIDA SOBRE LA EJECUCIÓN DE UN ILÍCITO 

ES LA VÍA MEDIANTE LA CUAL SE CANALIZA LA INFORMACIÓN SOBRE 
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LA COMISIÓN DE UN DELITO HACIA EL CONOCIMIENTO DE LAS 

ENTIDADES RESPONSABLES 

 

En el caso concreto, la investigación del delito se originó por comunicación telefónica 

recibida por el sargento investigador de la Polic²a Nacional Civil [é], tomada a las 

ocho horas con treinta minutos del día cuatro de diciembre del año dos mil seis, quien 

en acta de esa misma fecha documentada a fs.11 de la P pieza, hace constar que por esa 

vía "una persona que por el tono de voz se trataba del sexo femenino, manifestando que 

por motivos de seguridad personal y de su familia no quería ser identificada, pero que 

quería proporcionar información relacionada al comercio y almacenamiento de drogas, 

específicamente COCAÍNA, MARIHUANA Y CRACK, siendo el responsable de dicha 

actividad un sujeto conocido como[é]. 

Por lo que, con fundamento en la llamada telefónica relacionada, el fiscal asignado al 

caso [é], procedi· de oficio a la investigaci·n del hecho que se le dio a conocer, con 

base en los "Arts. 193 Ord.3° de la Constitución de la República, 19 Inc.2°, 83, 84, 85 y 

238 del Código Procesal Penal". En lo esencial, estas circunstancias aparecen 

consignadas en el folio 180 fte. 

 Conforme a lo anterior, la comunicación por persona no identificada alertando sobre la 

ejecución de un delito de acción pública, ha sido únicamente la vía mediante la que se 

canalizó la información sobre la comisión del delito hacia conocimiento de la Policía, 

entidad que la trasladó a la Fiscalía General de La República, la cual mediante uno de 

sus agentes auxiliares promovió oficiosamente la investigación, lo que quedó amparado 

dentro del marco de actuación que le autoriza el art.238 Inc.1° del CPP, que le manda 

"Tan pronto ( ...) tenga conocimiento de un hecho punible, sea por denuncia o por 

cualquier otra vía fehaciente, procurará en lo posible que no se produzcan 

consecuencias ulteriores e iniciará la investigación", de modo que la comunicación 

anónima cumplió solamente la función de canalizar la noticia sobre la comisión del 

delito para que la Policía con la dirección funcional de la Fiscalía procedieran a su 

investigación, se agotó ahí ese acto, y por esta razón no es comparable este caso al 

conocido en el precedente de esta misma Sala que relaciona el impetrante en el recurso 

marcado con el número 34-CAS-2006, es decir, en el presente esa gestión ciudadana 
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anónima en modo alguno es la base de la decisión recurrida, pues ésta se sustentó en la 

prueba practicada en el juicio.[é]ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 420-CAS-2008 DE FECHA 30/03/2011) 

 

 

DERECHO A LA PRUEBA COMO MANIFESTACIÓN DEL PRINCIPIO DE 

IGUALDAD PROCESAL  

SUJETOS PROCESALES DEBEN SUJETARSE AL MOMENTO OPORTUNO 

PARA EL OFRECIMIENTO DE LA PRUEBA Y EN LA ETAPA PROCESAL 

DETERMINADA POR LA LEY 

El impugnante invoca como motivo de casación, la errónea aplicación del Art. 9 Pr.Pn, 

argumentando que el Tribunal de Mérito vulneró el derecho de defensa de los 

procesados al no permitir que los testigos de descargo y la prueba documental que había 

sido ofertada en la Audiencia Preliminar, se vertiera en la Vista Pública. 

En el caso de autos consta, que el imputado [é] en Audiencia Preliminar instalada a las 

doce horas y quince minutos del día veinte de Marzo del año dos mil siete, haciendo uso 

de su defensa material presentó escrito firmado por él y por el resto de procesados a 

efecto de ofrecer como prueba de descargo: [é], prueba documental con la cual se 

pretendía demostrar que los imputados son hombres responsables y trabajadores 

honestos. Y como prueba testimonial a los [é], quienes se¶alar²an que los procesados 

con la supuesta víctima, quién también es pescador, habían tenido problemas 

anteriormente y que éste los había amenazado con hacerles daño. 

Los elementos de prueba citados fueron admitidos por el Juez de Instrucción en 

Audiencia Preliminar; sin embargo, la Representación Fiscal en la Vista Pública 

presentó incidente donde solicitó se excluyeran los testigos de descargo ofertados, a lo 

que el Tribunal de Sentencia resolvió, la exclusión de los mismos, por ser extemporánea 

la prueba ofertada, a lo cual la defensa interpuso Recurso de Revocatoria, que fue 

declarado sin lugar. 
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El actual proceso penal, se rige entre otros principios por el de Igualdad de Partes Art. 

14 Pr.Pn., los sujetos procesales deben sujetarse al momento oportuno para el 

ofrecimiento de prueba previsto en la ley, lo cual también se fundamenta en el principio 

de legalidad y de preclusión procesal, que tiene por objeto ordenar las actuaciones 

procesales mediante el cierre en forma definitiva de las sucesivas etapas del proceso. 

Conforme lo indicado, la no producción de una prueba en tiempo, agota la posibilidad 

de hacerlo posteriormente; en este caso se dice que hay preclusión cuando no es 

cumplida la actividad dentro del tiempo dado para hacerlo, quedando así clausurada 

dicha etapa procesal. (Casación 327-CAS-2006 de las diez horas del día veinticuatro de 

Septiembre del año dos mil siete). 

 

MODELO GARANTISTA OPTADO POR LA LEY PENAL SALVADOREÑA 

SUPERA LA POSTURA DEL PRINCIPIO DE PRECLUSIÓN EN RELACIÓN AL 

SUPUESTO ESPECIAL DEL DERECHO DE DEFENSA MATERIAL PARA EL 

OFRECIMIENTO DE PRUEBA 

 

El derecho a aportar pruebas, implica que la ley no debe establecer obstáculos 

irracionales o excesivos a la posibilidad de valerse de los medios probatorios, se trata de 

un acto procesal, que persigue como "fin inmediato llevar un hecho a la evidencia 

(retomando así las palabras de Goldschmidt), dé manera que esta actividad es procurada 

por las partes para acreditar sus afirmaciones. En el supuesto especial del Derecho de 

Defensa Material del procesado, esta Sala ha considerado que el ofrecimiento de prueba 

efectuado por este nace desde las etapas iniciales del proceso, continúa vigente hasta la 

declaración que este rinda en el desarrollo de la vista pública, según el artículo 340 del 

Código Procesal Penal criterio con el cual se ha superando con ello, la postura que se 

inclina por adherirse al contenido del artículo 317 de la ley adjetiva penal, el cual señala 

que el ofrecimiento de prueba precluirá, previo a la celebración de la audiencia 

preliminar. La postura adoptada de ninguna manera contraria el principio de preclusión 

que rige las diversas etapas procesales y según el cual, los actos de procedimiento deben 

agotarse en cada fase que el efecto se determina; sino que resalta la idea jurídica de 

defensa como elemento esencial del debido proceso y no por ello, se está atentando 
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contra la seguridad jurídica, en tanto que la solución no debe estar basada en un rigor 

formalista, sino en el sustento mismo del modelo garantista que ha sido optado por la 

ley penal salvadoreña. 

 

FACULTAD DEL CIUDADANO REQUERIDO EN EL EJERCICIO DEL DERECHO 

DE DEFENSA MATERIAL ES LA DE OFERTAR PRUEBA EN AUDIENCIA 

PRELIMINAR Y EN LA VISTA PÚBLICA 

 

Tal modelo reconoce que el imputado en ejercicio de su derecho de defensa material 

salvo error u omisión tiene las siguientes facultades: a) intervención personal en el 

proceso, b) derecho a formular todas las peticiones que considere oportunas, entre las 

cuales se desprende la de ofertar prueba, en cualquier etapa del proceso, aún en 

audiencia preliminar y en la vista pública tal como lo permite y habilita dentro de la 

normativa adjetiva penal, el legislador en el precepto citado; en los Arts. 261 Inc. 1 y 

264 ambos del Pr.Pn, tal como se desglosa para el caso de la vista pública, del texto que 

contiene el segundo de los preceptos donde estipula que "...el juez dará oportunidad al 

imputado a declarar cuanto tenga por conveniente sobre el hecho que se le atribuye y 

para indicar los medios de prueba cuya práctica considere oportuna...". 

Así pues, es criterio de esta Sala que en el presente caso el ofrecimiento probatorio 

llevado a cabo por el procesado en la audiencia preliminar no era extemporáneo, dado 

que en la fase preliminar puede ser llevado a cabo siempre y cuando cumpla con los 

requisitos de ley, siendo así las cosas, se advierte que ha existido un vicio casacional, 

debido a que el Juzgador excluyo elementos probatorios sobre la base de una incorrecta 

aplicación legal, la cual provocó que excluyera prueba que debió ser analizada, ya que 

el ofrecimiento estuvo dentro del tiempo por lo que debi· valorarla. [é]ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 287-CAS-2007 DE FECHA 24/03/2011) 
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DERECHO DE DEFENSA MATERIA L DEL IMPUTADO  

ELEMENTOS QUE CONFORMAN LA DEFENSA MATERIAL EN CADA UNA DE 

LAS ETAPAS PROCESALES DE LAS QUE SE COMPONE UN PROCESO PENAL 

ñ[é] El quejoso invoca una "Inobservancia del Art. 9 Pr.Pn.", sus argumentaciones se 

encaminan a denunciar una vulneración al derecho de defensa material del imputado, en 

cuanto a la no admisión de la reproducción de una secuencia fotográfica. 

De una forma introductoria, este Tribunal considera procedente esbozar en un primer 

momento lo referente a la estructura del derecho de defensa, para luego examinar el 

aspecto considerado como vulnerado ðderecho materialð, avocándose finalmente a 

las acusaciones efectuadas por el casacionista. 

Como preámbulo, debe recordarse que la inviolabilidad de defensa es reconocida como 

un derecho en los Arts. 11 y 12, ambos Cn.; por su parte, el Código Procesal Penal 

vigente ha entendido que en él se incluyen tanto las manifestaciones ejercidas por el 

imputado (material), como los actos e intervenciones efectuados por su abogado 

(técnica). 

En términos semejantes se han pronunciado algunos Tratados Internacionales, Vgr., la 

Declaración Universal de Derechos Humanos expresa, junto a la garantía de la 

presunción de inocencia, el derecho de toda persona acusada de un delito a un juicio 

público en el que se le hayan asegurado todas las cauciones necesarias para su defensa; 

de igual forma, en el Pacto de San José de Costa Rica, se resalta la comunicación libre y 

privada con el defensor y la irrenunciabilidad del poder ser asistido por un defensor 

proporcionado por el Estado. 

En cuanto a la Legislación Salvadoreña se refiere, se ha recogido esta máxima ð

siempre en su doble vertienteð, al establecerse como garantía constitucional en el Art. 

9 Pr.Pn., protección material, que dispone lo sucesivo: "Será inviolable la defensa en el 

procedimiento. El imputado tendrá derecho a intervenir en todos los actos del 

procedimiento que incorporen elementos de prueba y a formular todas las peticiones y 

observaciones que considere oportunas, sin perjuicio del ejercicio del poder 

disciplinario por la autoridad correspondiente, cuando perjudique el curso normal de los 

actos o del procedimiento. Si el imputado está privado de libertad, el encargado de su 
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custodia transmitirá al juez las peticiones u observaciones que aquél formule dentro de 

las veinticuatro horas siguientes, y facilitará en todo momento su comunicación con el 

defensor. Toda autoridad que intervenga en el procedimiento velará para que el 

imputado conozca, inmediatamente, los derechos que la Constitución de la República, el 

Derecho Internacional y este Código le conceden". (Sic). Y al instaurarse en el Art. 10 

Pr.Pn., la defensa técnica como un derecho irrenunciable, el cual básicamente consiste 

en la asistencia de un abogado durante todo el proceso, incluso en la fase de ejecución; 

por consiguiente, una de las prerrogativas particulares que tiene el defensor como parte 

del ejercicio de su cargo, es el impugnar cualquier ilegalidad que advierta en el juicio, 

haciendo uso de los mecanismos procesales que establece la ley. 

 

DERECHO A LA INTIMACIÓN 

 

En lo que atañe a la defensa material, es conveniente delimitar los aspectos que 

componen el mismo y que deben observarse para su efectivo respeto. En primer lugar, 

corresponde acentuar el derecho al conocimiento de la imputación deducida, 

denominada también como "intimación"; ésta se encuentra prevista en el Art. 259 

Pr.Pn., Inc. 1°, que dispone lo subsecuente: "Antes de comenzar la declaración, se 

comunicará detalladamente y de un modo comprensible al imputado el hecho que se le 

atribuye en el requerimiento fiscal en su caso, con todas las circunstancias de tiempo, 

lugar y modo, en la medida conocida, incluyendo aquéllas que sean de importancia para 

la calificación jurídica, un resumen del contenido de los elementos de prueba existentes 

y las disposiciones penales que se juzguen aplicables...". (Sic). Una caución derivada de 

la intimación, es la facultad que posee el sujeto a expresarse libremente sobre cada uno 

de los extremos de la imputación, agregando incluso, todos los elementos probatorios 

posibles para inhibir o aminorar la persecución penal, tal como lo permite el párrafo 

último de la disposición citada. 
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PROHIBICIÓN EXPRESA DEL IMPUTADO DE DECLARAR CONTRA SÍ 

MISMO, ASÍ COMO LA OBLIGATORIEDAD DE LA PRESENCIA DE UN 

ABOGADO DEFENSOR 

 

Como segundo punto, corresponde señalar la prohibición de declarar contra sí mismo, 

ello está regulado en el Art. 262 Pr.Pn., que prevé lo siguiente: "En ningún caso se le 

requerirá al imputado juramento o promesa, ni será sometido a ninguna clase de 

coacción, amenaza, o se utilizará medio alguno para obligarlo, inducirlo o determinarlo 

a declarar contra su voluntad, ni se harán cargos o reconvenciones tendientes a obtener 

su confesión". (Sic). Aunado a lo anterior, corresponde resaltar otra garantía que se 

encuentra ligada con la esbozada, a saber, la obligación del juzgador de efectuarle una 

advertencia al procesado en el sentido que éste posee la facultad de no declarar y que 

esa decisión no será utilizada en su perjuicio; de igual manera, se le instruirá que tiene 

derecho a la presencia de un abogado defensor y que si no puede nombrado se le 

designará uno de oficio, de conformidad al Art. 259 Inc. 2° Pr.Pn. 

Para finalizar, incumbe mencionar el derecho del incoado a intervenir en todo el juicio, 

de acuerdo a lo establecido en el Art. 9 Pr.Pn., lo que comprende: asistir a las audiencias 

y anticipos de prueba, ser informado de manera personal de los mismos, interrogar a los 

testigos de cargo en Vista Pública, ofrecer e incorporar prueba, hacer uso de la palabra 

al final de los debates orales, para exponer lo que estime conveniente a su defensa, 

interponer medios impugnativos, entre otros. [é] 

 

IMPOSIBILIDAD DE VULNERACIÓN AL DERECHO DE DEFENSA MATERIAL 

ANTE LA NEGACIÓN DE LA ADMISIÓN DE PRUEBA OFRECIDA POR EL 

IMPUTADO 

 

En ese sentido, consta tanto en la audiencia de Vista Pública, como en el fallo provisto, 

que en la etapa incidental el imputado [é] en ejercicio de su derecho de defensa 
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material solicitó la reproducción en Cd de las fotografías de entrega donde se le acusa 

que ha participado. 

Al respecto, el juzgador resolvió lo siguiente: "...En cuanto a la petición realizada por el 

encartado [é], en el ejercicio de su derecho de defensa material qui®n peticion· la 

reproducción en CD en la audiencia de vista pública de las fotografías de entrega donde 

se le acusa que ha participado, pero al analizarse el auto de apertura a juicio se observa 

que lo admitido en juicio fue el álbum fotográfico, circunstancia por la cual se declara 

sin lugar dicha petición...". (Sic). 

Al verificarse lo expresado por el juez, se comprueba que en el auto de apertura a juicio 

[é], se enuncia de la siguiente manera: "...Prueba ilustrativa. Secuencias fotográficas 

obtenidas en los dispositivos policiales de vigilancia [é], en los precisos momentos en 

que algunos de los involucrados llegaban a recoger de manos del investigador [é] el 

dinero de la extorsi·n en perjuicio de la v²ctima [é] en que estos sujetos llegaban a 

exigir y recibir el dinero de la extorsión...". (Sic). 

De lo anterior, nota esta Sala, que expresamente no se ha establecido la admisión del 

CD; sino que sólo se refiere a "secuencias fotográficas". Para dilucidar a qué se reseña 

dicha frase, es conveniente retomar la contestación de la Fiscalía General de la 

República al incidente planteado, quien respondió lo sucesivo: "En cuanto a la 

reproducción del CD se presentó la secuencia fotográfica, aunque no obstante se ha 

hecho costumbre que se presenta tanto en papel como en soporte...". (Sic). El subrayado 

es nuestro. 

De lo expuesto, puede inferirse que ambas palabras se describen tanto al soporte físico 

como electrónico. De ahí, que la decisión del juzgador haya sido arbitraria al vedar la 

solicitud del imputado para impedir el desfile en la audiencia oral de vista pública, de 

una prueba admitida en el auto de apertura a juicio, aunque sea de manera genérica. 

No obstante lo anterior, se considera que es necesario fijar si dicha vulneración, es 

suficiente como para derivar a una eventual anulación. 

Un aspecto decisivo para ello, es la determinación de la existencia del agravio a la parte 

procesal que lo alega; conviene aclarar que tal como lo ha dispuesto la doctrina ð

posición que comparte esta Salað, el perjuicio se analiza en dos momentos: "en el 
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examen preliminar, donde basta con la enunciación, aunque sea precaria del agravio, y 

en fondo, donde la Sala determinará la existencia y suficiencia o trascendencia del 

agravio". (Sic). (Véase RODRÍGUEZ, A. "Admisibilidad del Recurso de Casación 

Penal en El Salvador: estado actual de la cuestión", P. 134, en A.A.V.V., Ventana 

Jurídica No. 5, Año III, Vol. 1, Consejo Nacional de la Judicatura, San Salvador, 2005.) 

Esta trascendencia del detrimento, se refiere básicamente a que no podrá casarse una 

sentencia, por cualquier irregularidad procesal; así, se ha afirmado en este despacho, 

agregándose el siguiente carácter "máxime cuando su sola ocurrencia no ha generado 

una desventaja o afectación de derechos o garantías para las partes que lo reclaman; o 

peor aún, si la afectación ha sido provocada por negligencia en el accionar de la parte 

que lo pretende hacer valer". (Sic). (Véase entre otras, SALA DE LO PENAL DE LA 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, sentencia pronunciada en la casación bajo Ref. 

464-CAS-2004 pronunciada el 09/08(2005). 

Al analizar lo manifestado por el juzgador en cuanto a la valoración de las secuencias 

fotogr§ficas, espec²ficamente las que vinculan al procesado [é], se advierte que el A 

Quo expuso que el extremo procesal de participaci·n del imputado [é] en el delito de 

Extorsión en su modalidad agravada, se estableció con prueba testimonial y documental 

ðentre ésta última: las fotografíasð, de las cuales expresó lo siguiente: "....secuencias 

fotográficas obtenidas en el dispositivo policial de vigilancia de fecha diecisiete de julio 

del año dos mil nueve, en los precisos momentos en que algunos de los involucrados 

llegaban a recoger de manos del investigador [é], el dinero de la extorsi·n en perjuicio 

de la v²ctima [é], mediante las cuales se acredit· que tres sujetos llegaron en una moto 

taxi a la gasolinera Shell y el [é] se aproxima para entregarles el dinero de la extorsi·n, 

siendo la persona que exigi· el dinero en concepto de renta [é], siendo la persona que 

conduc²a la moto taxi [é]...". (Sic). 

En cuanto a este punto, es conveniente acentuar que se decretará una nulidad, sólo 

cuando el vicio en que se incurre, cause indefensión o no pueda ser subsanable, ya que 

la nulidad por la nulidad misma actualmente no es aceptada aunque se trate de aquellas 

absolutas, si ésta no ha sido capaz de provocar una indefensión procesal. (Véase para 

mayor profundidad, CRUZ CASTRO, F., La nulidad por la nulidad, la justicia pronta y 

cumplida y la vigencia del formalismo procesal, Pp.16 a 17, Corte Suprema de Justicia, 

Costa Rica, 1994). 
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De lo anterior, advierte esta Sala, que el CD que no se reprodujo en la audiencia de vista 

pública constituye una copia fiel del álbum fotográfico agregado al proceso; por lo que, 

aunque se vedó el develamiento del mencionado soporte en la precitada audiencia, ello 

no genera un perjuicio irremediable al imputado, ya que no aporta un elemento distinto 

que haga variar la valoración que el A Quo efectuó a las fotografías impresas en papel y 

que tomó de base, juntamente con otro tipo de prueba, huelga decir, testimonial y 

documental, Vgr., Reconocimientos positivos en rueda de personas, que le sirven de 

sustento para dictar el fallo condenatorio. 

En ese sentido, si este Tribunal anulara en este caso, provocaría un reenvío de carácter 

innecesario y se estada dictando una nulidad, sin tomar en cuenta la trascendencia y 

grado de afectación hacia las partes procesales, que cabe reiterar no existe en este 

supuesto: por tal motivo, no es procedente acceder a las pretensiones recursivas.[é]ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCI AS DEFINITIVAS, 468-CAS-2010 DE FECHA 30/11/2011) 

 

 

 

IMPOSIBILIDAD DE VULNERACIÓN ANTE LA DEBIDA FUNDAMENTACIÓN 

EN LA NEGACIÓN DE LA ADMISIÓN DE PRUEBA DE DESCARGO OFRECIDA 

POR EL IMPUTADO 

 

ñAhora bien, en lo tocante a la tercera denuncia merece traer a cuenta que este Tribunal 

ya ha tomado postura en lo que atañe al tópico en estudio, así: a las diez horas veinte 

minutos del veintinueve de mayo de dos mil ocho, en la casación interpuesta contra la 

sentencia definitiva condenatoria pronunciada por el Tribunal de Sentencia de 

Sonsonate, en el proceso penal seguido a [é], por el delito de Agresi·n Sexual en 

Menor e Incapaz, se expuso en lo que interesa: 
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"El derecho a ofrecer prueba de descargo le asiste al procesado (...) a lo largo del 

proceso, inclusive en el debate, puesto que dicha facultad forma parte del derecho de 

defensa material que por mandato constitucional tiene establecido a su favor. 

Y, se añadió que no obstante lo anterior: "es necesario recordar que el citado derecho no 

puede considerarse como absoluto, al grado de utilizarse de forma antojadiza y 

arbitraria (...); para evitar esa circunstancia bastaría con tener en cuenta: 

"(...) los criterios de pertinencia, trascendencia, utilidad y legalidad; debiéndose 

establecer razonadamente su inadmisión (...). 

Tiene que analizarse a su vez (...) si la prueba no era conocida por el acusado, se debe 

considerar si ésta surgió con posterioridad o si sabiendo de su existencia fue imposible 

su obtención e incorporación al proceso". 

Cabe agregar a lo que precede, aunque resulta visible, que la excepción en comento 

pretende garantizar el derecho de defensa del acusado. 

Por su parte, la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, resolvió a las 

doce horas con quince minutos del día veintiuno de marzo de dos mil tres; en el proceso 

de hábeas corpus, clasificado bajo el número 243-2002, solicitado a su favor de los 

se¶ores [é], quienes fueron condenados por el Tribunal de Sentencia de Zacatecoluca 

por el delito de homicidio simple; en lo que interesa: 

"En el segundo punto integrante de su pretensión, el peticionario reclama contra la 

vulneración" a la presunción de inocencia y al derecho a la defensa material del 

favorecido, por no haberle permitido la aportación de prueba, que a su criterio, resultaba 

fundamental para demostrar la falta de participación delincuencial de los ahora 

favorecidos. Al respecto, y con la  finalidad de dotar de un contenido claro a esta 

resolución, se expondrán algunas notas sobre la presunción de inocencia y el derecho de 

defensa en su aspecto material. 

1) La presunción de inocencia posee tres significados claramente diferenciados, a saber: 

a) como garantía básica del proceso penal; b) como regla de tratamiento del imputado 

durante el proceso; y c) como regla relativa a la prueba. 
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La presunción de inocencia como regla relativa a la prueba (...) ïy de manera más 

específica en el ámbito penal-, el derecho de defensa material (..) lo componen, entre 

otros, (...) e) a realizar indicaciones probatorias, las cuales pueden ser hechas ya sea a 

través de declaraciones o mediante solicitud a la autoridad judicial que se encuentre 

conociendo del proceso penal (...); sin embargo, cuando la prueba es solicitada en el 

juicio, tiene sus limitaciones, ya que es el tribunal sentenciador quien lo decide por 

resolución fundada, cuando lo considere pertinente para resolver el caso o para lograr 

que los vicios que se hayan presentado en el proceso sean subsanados. 

Asimismo, la sentencia condenatoria (...) previo a emitir la condena, se realizó de 

manera motivada la valoración tanto de la prueba de cargo como de descargo, 

expresando (é) todas las razones que los llevaban a dar por establecido el delito por el 

cual se procesaba a sus favorecidos, dejando, por consiguiente, de manifiesto que dentro 

del proceso existió una mínima actividad probatoria previa a la declaración de 

culpabilidad de los procesados" 

A su vez, tampoco existió vulneración a la defensa material de los favorecidos, pues de 

la lectura del acta de la Vista Pública, este Tribunal advirtió que no fueron ellos quienes 

solicitaron la incorporación de la prueba, sino su defensor técnico (...); razón por la cual 

el tribunal sentenciador en su negativa a aceptar la prueba razonó: "(...) la prueba de (...) 

no fue ofrecida por la defensa en ningún momento (..)", no desprendiéndose ðcomo ya 

se acotó- de dicha negativa vulneración constitucional alguna a la defensa material, ni 

mucho menos a la defensa técnica, ya que el abogado defensor contó con el plazo que la 

ley establece para la aportación de prueba. 

Y es que, no debe perderse de vista que la defensa técnica se ejerce mediante instancias, 

argumentaciones, alegatos u observaciones que se basan en normas de derecho 

sustantivo o procesal, por tanto, ante la existencia de un plazo que establece el momento 

procesal oportuno para realizar la aportación de prueba, dicho plazo debe ser respetado 

por las partes intervinientes en el proceso penal, ello en atención al principio de 

igualdad de armas que debe regir el proceso penal. 

Finalmente, es necesario aludir al hecho, que no obstante la existencia de plazos 

procesales para que las partes aporten las pruebas que consideren pertinentes, el Juez 

que conoce del proceso penal, atendiendo al caso concreto, puede aceptar se incorporen 
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pruebas que no fueron ofrecidas en el momento procesal oportuno, y que por su 

relevancia pueden servir para desvirtuar la acusación, razón por la cual la resolución que 

resuelva el incidente en el que se solicite la incorporación de nueva prueba, deberá ser 

siempre de manera motivada a fin de permitir que el imputado no vea disminuido el 

ejercicio de su defensa". 

[é] Recapitulando, y en busca de tener mayor claridad en el t·pico en estudio, se 

destaca que los Sentenciadores sostienen su decisión en cuatro razones: 

1) El Art. 3 Cn., establece el Principio General de Igualdad y el Principio General de 

Libertad, "todos somos iguales ante la ley" el que está retomado en el Art. 14 CPP. 

2) Hay que tomar en cuenta los Principios de Preclusión o de Caducidad de un derecho, 

confirme al Art. 10 CPP. 

3) Si un imputado guarda silencio como en este caso, se asume el riesgo que se declare 

sin lugar una propuesta de prueba, pues lo único que puede darse es lo dispuesto en los 

Arts. 333 No. 7, 343 Inc. 3° y 352 CPP. 

4) El [imputado] no le dio cumplimiento al Art. 317 CPP, es decir, se debe de indicar 

los hechos o circunstancias que se pretenden probar. 

[é] En suma, no puede sostenerse que exista una nulidad absoluta en la negaci·n de la 

admisión de la prueba; ya que el Tribunal de Sentencia, posterior a permitir la oferta de 

prueba, vía incidental, expone los argumentos que según su entender conllevan al 

rechazo de los testigos ofertados, fundamentos que compartidos o no por este Tribunal, 

poseen una coherencia, razonabilidad y, mesura que no les hacen arbitarios, antojadizos 

o absurdos (aunque reitera la Sala el criterio expuesto párrafos atrás); ya que, en materia 

de recursos es indispensable la existencia de un agravio como requisito para alzarse; 

pues, no basta la denuncia de un supuesto mal proceder jurisdiccional, como en el caso 

de autos. Además, obvian por completo ilustrar los elementos probatorios que 

aportarían los testigos ofertados, es más, ni siquiera son mencionados los nombres de 

éstos, quedando sus argumentos en abstracciones sin un fundamento vivencial o nutrido 

para su pretensión; por el contrario superficialmente expresan: "el [imputado] en su 

calidad de imputado y ejerciendo su derecho de defensa material solicito a este Tribunal 

colegiado la admisión de testigos que según sus propias palabras aportarían elementos 
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de suma trascendencia para su defensa ya que aportarían hechos nuevos que 

demostrarían su inocencia" ; lo que, si bien fue suficiente para admitir la casual es 

precaria para nulificar el fallo, ante la motivación que fue dada por los Sentenciantes, 

más aún cuando los impetrantes añaden que aportarían "hechos nuevos", cuando su 

patrocinado no lo manifestó, puesto según acta de Vista Pública éste díjo: "Que en 

derecho al ejerci· de su defensa propone a los testigos [é], que se encuentran presentes 

en el edificio, con los que probará su inocencia porque no ha participado en lo que se le 

acusa"; por lo que, debe desestimarse de entrada la pretensión de quienes impugnan. 

No obstante lo predicho, por haberse efectuado la revisión del fallo por la apertura de la 

vía impugnaticia, es importante reflexionar que el Tribunal de Instancia para llegar a la 

conclusión que el acusado realizó el hecho punible por el que fue juzgado, tuvo a su 

disposición un abanico de probanzas tanto de cargo (testimonial: [é] (menor-víctima), 

[é], documental: Acta de remisi·n del procesado, denuncias y sus ampliaciones, 

certificación de partida de nacimiento de la menor víctima, acta de inspección ocular, 

álbum fotográfico y croquis de ubicación; y, pericial: reconocimiento médico legal de 

genitales y, peritaje psicológico practicados a la víctima) como de descargo (testifical: 

[é] y, las pericias: resultados de an§lisis de a) Biolog²a forense practicado en 

evidencias de hisopado vaginal y sangre recolectada en la víctima y, b) de Serología 

realizado en evidencias recolectadas en el lugar de los hechos), que al ser inmediadas 

por las partes y, sujetas a la contradicción ante los Jueces, produjeron en la psiquis de 

éstos la certeza positiva de que el [imputado] ejecutó el evento criminoso, quebrando la 

presunción de inocencia que le cobijaba; es decir, que se cumplió con la garantía de la 

mínima actividad probatoria para un fallo de condena. 

Bajo ese perfil, se prudente releer la siguiente fundamentación de la Sala de lo 

Constitucional de esta Corte, en el hábeas corpus número 85-2007, proveído a las doce 

horas con cincuenta y dos minutos del día treinta de abril de dos mil diez, solicitado a 

favor de [é]: 

"Lo que se ha constatado es que el deber de motivación se cumplió en la audiencia 

relacionada por parte de la autoridad demandada, en virtud de la exteriorización de las 

razones que le permitían conocer del proceso penal, por lo que no existe la violación 

constitucional alegada sobre este punto. 
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Con lo anterior se evidencia y es de concluir que, contrario a lo alegado por el pretensor, 

en la audiencia en la cual el juez ordenó la detención provisional del favorecido, se 

permitió a la defensa técnica del favorecido exponer sus argumentos sobre los aspectos 

señalados por el solicitante, de manera tal que no existe ningún indicio que permita 

concluir que concurrió algún tipo de limitación que impidiera el ejercicio efectivo del 

derecho de defensa de aquel. Por tanto, la violación al derecho de defensa reclamado 

por el peticionario no concurre en el presente caso, lo que impide estimar su pretensión 

sobre este reclamo". 

[é] De suyo, ante la solidez de los argumentos expuestos por el črgano de M®rito para 

tener por acreditada la participación del acusado en el delito por el que se le condenó, se 

tiene la convicción razonable que las declaraciones de los testigos de descargo ofertado 

por el incoado vía incidental en la Audiencia de Sentencia, como se dijo párrafos atrás, 

no poseen la fuerza necesaria para cambiar los silogismos, deducción, inferencias y, 

conclusiones a las que arribaron a partir de la valuación probatoria en conjunto y, 

conforme a las reglas del correcto entendimiento humano. 

En suma, por todas las razones dadas por este Tribunal la sentencia impugnada 

permanecer§ inmutable, desestim§ndose el motivo invocado.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 185-CAS-2006 DE FECHA 02/03/2011) 

 

 

DERECHO DE DEFENSA 

IMPOSIBILIDAD DE VULNERACIÓN ANTE EL ANÁLISIS DE PERTINENCIA  Y 

NECESARIEDAD DE LAS PRUEBAS OFRECIDAS Y DETERMINAR LA 

INADMISIBILIDAD DEBIDAMENTE FUNDAMENTADA  

ñTal como se advirti· en la fase preliminar, esta Sala s·lo conocer§ de la denuncia 

encaminada a demostrar una violación al derecho material de defensa del imputado 

[é]. 
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Argumenta el quejoso que el indiciado en virtud de su derecho de defensa ofreció 

prueba testimonial, aceptando el Tribunal de Sentencia s·lo a un testigo: [é]; 

excluyendo a [é], con los cuales de acuerdo al criterio del solicitante se hubiera 

desvirtuado la acusación fiscal en contra de su representado, lo cual para él refleja una 

vulneración al derecho en cita. 

[é] Como pre§mbulo, debe recordarse que la inviolabilidad de defensa es reconocida 

en un primer momento como un derecho, en los Arts. 11 y 12, ambos Cn.; el Código 

Procesal Penal vigente por su parte, ha entendido que en él se incluyen tanto las 

manifestaciones ejercidas por el imputado (defensa material), como los actos e 

intervenciones efectuados por su abogado (defensa técnica). 

Así pues, la defensa material está regulada en el Art. 9 Pr.Pn., que dispone lo sucesivo: 

"El imputado tendrá derecho a intervenir en todos los actos del procedimiento que 

incorporen elementos de prueba y a formular todas las peticiones y observaciones que 

considere oportunas...". (Sic). De ahí, que se le facilite al imputado una serie de 

herramientas durante el desarrollo del proceso, por ejemplo, asistir a las audiencias y 

anticipos de prueba, ser informado de manera personal de los mismos, interrogar a los 

testigos de cargo en Vista Pública, ofrecer e incorporar elementos de prueba, entre otros. 

Respecto a la defensa técnica, es el Art. 10 Pr.Pn., el que la instaura como un derecho 

irrenunciable, consistente en la asistencia de un abogado durante todo el proceso, 

incluso en la fase de ejecución; por consiguiente, una de las prerrogativas particulares 

que tiene el defensor como cuota del ejercicio de su cargo, es el interrogar, refutar y 

contradecir los testigos en la Vista Pública. 

En cuanto al ofrecimiento probatorio, cabe recalcar que de acuerdo a la estructura del 

procedimiento penal vigente en nuestro país, la regla general es que se realice por las 

partes en la audiencia preliminar, de conformidad al Art. 317 en relación al 318, ambos 

Pr.Pn.; excepto, si se trata del indiciado, quien tiene la posibilidad de ejercerlo con 

posterioridad, incluso en el desarrollo de la Vista Pública. Esta distinción ha sido 

deducida de la interpretación de los Arts. 261 Inc. 1º, y 264, ambos Pr.Pn.; que regulan 

la institución de la "declaración indagatoria", que permite que el imputado durante la 

etapa de instrucción declare todo lo que tenga por conveniente sobre el hecho que se le 

atribuye e indique los medios de prueba cuya práctica estime oportuna; las anteriores 
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reglas también serán aplicables a cualquier tipo de declaración del imputado, resultando 

así su implementación en la etapa final del juicio. 

Desde luego, cuando el A Quo se encuentre frente a estos casos, deberá analizar la 

admisibilidad de las pruebas que se ofrezcan; a tal grado, que su evaluación 

comprenderá un examen sobre la pertinencia, utilidad, necesariedad y legalidad. De 

modo que, el sentenciador al efectuar el juicio de admisibilidad puede determinar si es 

impertinente, dicho de otra manera, que no es apto para formar la definitiva convicción 

del tribunal, inútil, innecesario, irrelevante o repetitivo; algo semejante ocurre si se trata 

de hechos ya conocidos con antelación, o que no constituyen prueba para mejor proveer; 

en todos estos supuestos se discurre correcta la decisión del juzgador al declarar la 

inadmisión, fundamentándola por supuesto con los motivos de hecho y de derecho que 

la respalden. 

Acerca del asunto que nos ocupa, nota esta Sala que el Tribunal A quo, de acuerdo a lo 

plasmado en el acta de audiencia de Vista Pública; así como del texto de la sentencia 

[é], ®ste acept· su admisi·n y valor· la ¼nica prueba de descargo que ofreci· el 

imputado en ejercicio de su derecho de defensa material, [é], no aludi®ndose el nombre 

de ninguno de los testigos que "supuestamente" el sentenciador no había aceptado, lo 

anterior desvirtúa la posición expuesta por el recurrente. 

De acuerdo a lo plasmado en el párrafo precedente, no se observa en el fallo de mérito 

una afectación al derecho de defensa material del imputado; en efecto, ni el imputado 

[é], ni su defensora p¼blica [é], emitieron alguna petici·n de ofrecimiento respecto a 

los deponentes mencionados por el quejoso; cabe indicar, que no obstante el actual 

defensor no ejercía la defensa del indiciado, ello no lo habilita para pretender subsanar 

en esta Sede, un mal desempeño de la defensa técnica; por consiguiente, este Tribunal 

no puede suplir tales omisiones, puesto que era la defensa -con independencia del 

profesional nombrado en ese momento- el que tenía la obligación de realizarlo, de 

conformidad a lo dispuesto en el Art. 10 Pr.Pn. 

De lo antepuesto, se concluye que el quejoso carece de un agravio real, siendo su 

denuncia una mera inconformidad con el fallo pronunciado, lo que tal como se ha 

evidenciado no tiene asidero legal al encontrarse la resolución del A Quo conforme a 
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derecho, por tales motivos deberá confirmarse la resolución emitida por el Tribunal de 

Sentencia.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 195-CAS-2007 DE FECHA 14/03/2011) 

 

 

IMPOSIBILIDAD DE VULNERACIÓN CUANDO SE GARANTIZA LA 

IGUALDAD A LAS PARTES EN LA REALIZACIÓN DE LOS ACTOS Y 

OPORTUNIDAD PROCESAL AL REALIZAR LAS ALEGACIONES 

CORRESPONDIENTES 

 

ñ[é] El impugnante invoca como primer motivo, que la actuaci·n policial vulnera 

garantías constitucionales como la Inviolabilidad de la morada, Art.20 Cn., en relación 

con los Arts.188 y 300 Pn.; y Arts.173 y sigs. Pr.Pn.; dado que no se dio ninguna de las 

situaciones previstas en los Arts.177 y 288 Pr.Pn. 

Respecto a lo anterior, esta Sala es del criterio que los argumentos vertidos respecto a 

este motivo carecen de fundamentación, por cuanto consta en el acta de detención en 

flagrancia, que los agentes [é] destacados en la Divisi·n de Investigaciones de la 

Regional Paracentral de la Policía Nacional Civil, refieren haber procedido a la 

aprehensión del imputado, por la comisión del delito de Homicidio Agravado en 

perjuicio de [é], luego de tener conocimiento del hecho mediante llamada telef·nica; 

encontrando en el lugar un testigo presencial que proporcionó las características físicas 

del victimario, a quien se le otorgó el régimen de protección. 

Otro aspecto señalado por el recurrente, es que la sanción impuesta, sesenta años de 

prisión, es una pena perpetua, prohibida por disposición constitucional, Art.27 Inc.2° 

Cn. 

Partiendo de la noción del Principio de Culpabilidad como garantía constitucional que 

se proyecta como un límite al poder punitivo del Estado, se requiere como presupuesto 

básico para la imposición de la penalidad que se declare la culpabilidad del individuo; 
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tal declaratoria, es producto de un juicio complejo que recae sobre el autor, vinculada 

directamente con la conducta desplegada por éste; luego de cubrir el presupuesto de la 

culpabilidad, se habilita la imposición de la sanción penal. 

Demostrada en juicio la responsabilidad del sujeto, en relación al reclamo planteado en 

el recurso, acerca de la individualización de la pena impuesta, es necesario partir de la 

noción del Principio de Necesidad de la Pena. Al respecto, la conducta ejecutada fue 

analizada por el juzgador, por lo tanto la respuesta penal, corresponde a la afectación del 

bien jurídico tutelado. 

En tal sentido, la decisión se fundamenta además, en la calificación fijada por el tribunal 

de mérito, que en la sentencia estableció atendiendo a los principios de necesidad y 

proporcionalidad de la pena, en relación al desvalor del hecho realizado por el autor y a 

su culpabilidad; entendida la pena en sentido ontológico, como una retribución por la 

ejecución de un acto prohibido por el legislador y con un sentido teológico, conforme al 

Art.27 Inc.3° Cn., la imposición de la pena es con el objeto de corregir a los 

delincuentes, educarlos y formarles hábitos de trabajo, procurando su readaptación y la 

prevención del delito; en forma general, para enviar un mensaje a la población, en el 

sentido que el derecho a la vida consagrado en el ordenamiento jurídico, se encuentra 

vigente aún frente a la acción cometida por el acusado y evitar que actos como el 

presente, se volvieran a dar en ese Departamento, se impuso la pena mínima de treinta 

años de prisión por cada uno de los ilícitos. 

De igual manera, en relación a lo alegado respecto a la solicitud de la práctica del 

peritaje balístico, para la comparación de los casquillos recolectados en la escena del 

delito, con la experticia balística en las armas decomisadas a [...], fué denegada 

fundadamente en los siguientes términos [...]: "Este tribunal, siendo garante de los 

derechos constitucionales y como defensa material del imputado, de su solicitud ..., 

nótase que la persona que el imputado menciona en sus escritos agregados a [...] del 

presente expediente penal, con el nombre de [...], a quien se procesa en el Juzgado 

Primero de Instrucción de la ciudad de San Vicente, por el delito de Tenencia, Portación 

o Conducción Ilegal o Irresponsable de Armas de Fuego, bajo referencia [...] y se le han 

decomisado dos armas de fuego, en las cuales solicita el referido imputado se le realice 

peritaje balístico comparativo con los casquillos recolectados en la escena del delito en 

el presente caso, esta persona de quien se trata o sea [...], en el presente expediente 
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penal no la menciona, mo la requiere, ni es parte procesal, ya que la acusación penal que 

se ha recibido solamente es contra el imputado [...], y no contra la persona de [...], por lo 

que se deniega realizarse las experticias solicitadas por el imputado...", por lo que el 

derecho de defensa no le fué coartado. 

Aunado a lo anterior, por su parte, el defensor reiteró la solicitud de la práctica del 

peritaje balístico comparativo, a lo que el A-quo resolvió, que ésta ya había sido 

denegada al estimar que la inviolabilidad de la defensa es la garantía fundamental con la 

que cuenta el ciudadano, situándose en la idea de que ningún proceso se concibe sin esa 

posibilidad; que se había respetado el derecho de defensa al imputado, con el fin de 

garantizar un procedimiento equilibrado que se concreta en el principio de igualdad; 

agregando, que el imputado menciona otro sujeto el cual no tiene ninguna calidad. 

Considerando los juzgadores, improcedente la práctica de la diligencia solicitada por la 

defensa por carecer de valor y robustez legal, ya que los elementos de prueba obtenidos 

en virtud de una prueba originada en un procedimiento o medio ilícito es improcedente, 

por lo que ni la más abyecta conducta delictiva justificaría la utilización de medios de 

prueba que violenten derechos -y procesos garantizados por la legislación penal y 

procesal penal, así como los plasmados por la Constitución de la República. 

Al respecto, la representante fiscal, tiene a bien mencionar que el derecho de defensa es 

fundamental e irrenunciable, protegido por la Constitución de la República, así como 

por los Tratados y Pactos Internacionales sobre Derechos Civiles y Políticos suscritos y 

ratificados por El Salvador; en razón a ello, este derecho radica en el carácter 

contradictorio del proceso, en el que las partes técnicas plantean un conflicto ante el 

juzgador, quien de manera imparcial proporciona una solución; por lo que la efectividad 

del modelo acusatorio requiere inexcusablemente el ejercicio de una defensa técnica, 

que actúe dentro de los parámetros de igualdad y plena contradicción; en ese sentido, no 

se puede invocar que ha existido una violación al derecho de defensa, pues se ha 

garantizado en todos los actos realizados, siendo inclusive que en el desarrollo de la 

vista pública existió igualdad entre las partes, así como la oportunidad procesal para 

realizar las alegaciones correspondientes. 

Conjuntamente, consta lo referido por el testigo [...], agente investigador encargado de 

diligenciar el procedimiento, quien se constituyó al lugar de los hechos y realizó la 

recolección de datos y evidencias de lo acontecido. La testigo presencial [...], 
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proporcíonó las características físicas y vestimenta del sujeto agresor, información que 

los condujo a su paradero, y al ser identificado éste se procedió a la persecución en el 

término de la flagrancia, a quien capturaron en las cercanías del lugar mencionado, por 

lo que conforme al señalamiento originado con la deposición de la testigo clave [...], se 

logró tener la individualización, contándose además con el anticipo de prueba 

consistente en el reconocimiento en rueda de personas; afirmando el A-quo que la 

deposición de ambos testigos es sustentado por éstos, pues al hacerlo de forma 

independiente, arrojan información que en definitiva se complementa, lo cual permite 

construir un juicio de valoración concluyente relativo a que el imputado es el 

responsable directo de la comisión de los ilícitos, ya que a través de los medios de 

prueba analizados, se estableció la autoria, tenéndose con acierto el grado de 

participación acreditado conforme la acusación fiscal. 

 

AUSENCIA DE VULNERACIÓN MEDIANTE LA DEBIDA IDENTIFICACIÓN 

DEL TESTIGO BAJO RÉGIMEN DE PROTECCIÓN QUE RECONOCE AL 

IMPUTADO COMO AUTOR DEL DELITO 

 

Como segundo motivo, invoca el recurrente que en el caso que nos ocupa, como prueba 

incriminatoria se presentó el dicho de una persona que hasta ese día no había sido 

indentificada con ningún documento de identidad, ni de ninguna otra manera, por lo que 

no se individualilzó al autor de los hechos. 

Con respecto a lo anterior, además de lo expuesto, cabe señalar que en Acta de 

Identificación y Adopción del Régimen de Protección de Testigos, peritos y víctimas, 

del día [...], elaborada por [...], constan los datos de identidad del testigo, a quien se le 

aplicó la Clave [...], y en la que se fundamenta la aplicación del régimen, realizada 

administrativamente conforme lo establece el Art. 210 Lits. A, B, C, D, E, F y G Pr Pn., 

los que están agregados en un expediente especial, y a los cuales tuvo acceso el defensor 

[...] 

Asimismo, en auto pronunicado por el Juzgado de Paz de Santo domingo, a las [...], 

consta que se ratificó la aplicación del Régimen de Protección para Tetigos, respecto del 



Volver al índice Ą 

denominado testigo Clave [...], acreditándose así la legalidad de la medida. Además, en 

el Acta de la Audiencia Especial de Identificación del mismo, ante el Juez Instructor de 

San Sebastián [...], con la compareciencia de las partes técnicas e imputado, diligencia 

en la que se ratificó el régimen otorgado a su favor, garantizando de tal manera, el 

derecho de defensa del procesado. 

En el resultado del Anticipo de Prueba, efectuado el día [...], mediante audiencia previa 

realizada en [...], en la que se hace constar que la Jueza de Paz de Santo Domingo, 

mostró al defensor [...], los datos de identificación del testigo Clave [...]; luego, el 

defensor procedió a interrogarlo; a la vez, en acta de esa misma fecha consta el anticipo 

de prueba de reconocimiento en rueda de personas, cuyo resultado fué positivo, pues el 

testigo protegido, reconoció al imputado como la persona que cometió los hechos 

delicitivos.   

El principio de libre valoración de la prueba supone que los distintos elementos de 

prueba puedan ser ponderados libremente por el Tribunal de Instancia, a quien 

corresponde valorar su significado y trascendencia en orden a la base del fallo contenido 

en la sentencia. Sin embargo, el deber de motivar no exige del juzgador una exhaustiva 

descripción del proceso intelectual que le ha llevado a resolver en un sentido 

establecido, ni le impone una determinada extensión, intensidad o alcance en el juicio 

empleado, pero sí exige que las resoluciones judiciales sean apoyadas en fundamentos 

que permitan conocer cuáles han sido los criterios jurídicos esenciales de la decisión, 

con raciocinios que resulten provistos de argumentación para conocer el discurso lógico 

jurídico que conduce al fallo. 

Por consiguiente, en el presente caso, a criterio del Tribunal de Casación, tales 

presupuestos se han cumplido y son suficientes para mantener el proveído, por cuanto la 

motivación está constituida por inferencias razonables deducidas de las pruebas y de la 

sucesión de conclusiones que en virtud de ellas se determinaron, por lo que existen 

elementos suficientes para sostener que la sentencia impugnada se encuentra 

debidamente fundamentada; en consecuencia, no existiendo los defectos denunciados, 

es procedente desestimar la pretensi·n del recurrente.ò 

(SALA DE LO PENAL/SE NTENCIAS DEFINITIVAS, 487-CAS-2006 DE FECHA 08/03/2011) 
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DESACREDITACIÓN DEL TESTIMONIO  

ARGUMENTACIÓN JURÍDICA SOBRE FRASES NO DICHAS POR EL TESTIGO 

AFECTA DIRECTAMENTE LA INMEDIACIÓN DE LA PRUEBA TESTIMONIAL 

Y CONLLEVA NULIDAD DE LA SENTENCIA 

ñDel an§lisis del motivo admitido, en consonancia a la sentencia objeto de estudio, se 

determina: 

Que la motivación del escrito casacional contiene una serie de razonamientos que son 

tendentes a provocar que esta Sala verifique una revalorización de prueba, lo cual como 

ha sido reiterado por numerosa jurisprudencia emitida por este Tribunal, no constituye 

materia del recurso de casación, por tanto, respecto de dichos juicios de valor no se 

emitirá pronunciamiento alguno. 

Así se tiene, que de la denuncia de una falta de fundamentación de la resolución judicial 

por considerar que no se ponderó en su conjunto los elementos de prueba inmediados en 

juicio, y de forma específica la declaración del testigo que goza de régimen de 

protección y es identificado como ARAGÓN en relación a las pruebas de carácter 

documental y pericial, y además por alegarse que el juzgador analizó a efecto de restarle 

valor a lo manifestado por el citado deponente, aspectos que éste no dijo, se vuelve 

necesario advertir, que sí es materia de estudio en casación, el control del grado de 

convencimiento que se expresa en la sentencia, debiendo por ende, consignarse en la 

misma, las justificaciones en las que basan el fallo, es decir, exponer la certeza razonada 

y positiva de lo que se comprobó con el elenco probatorio, que conlleva a la 

acreditación o no del cuadro fáctico acusado. 

Para que la convicción judicial esté rectamente formada y al margen de todo 

subjetivismo, debe apegarse a las reglas de la sana crítica, siendo éstas, la lógica, 

sicología y la experiencia; dentro de las cuales encontramos, las leyes del pensamiento 

que rigen los principios lógicos y que son la coherencia y derivación, con las que se 

pretende excluir de los fundamentos del fallo, los juicios falsos, contradictorios y que no 

tengan una razón suficiente. 

Al realizar el respectivo examen de la motivación plasmada en la sentencia objeto de 

estudio y cuestionada por la impetrante, relativa a la declaración del testigo protegido 
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ARAGÓN, se tienen los argumentos rectores que textualmente refieren: "... se tiene que 

la deposición del testigo Clave ARAGÓN, presentó una diversidad de contradicciones 

con la prueba pericial, que se describen a continuación: --- En primer lugar el testigo 

aseveró haber estado en el lugar de los hechos y observando la vestimenta de la víctima, 

exponiendo que éste vestía camisa y pantalón negro, lo cual no es cierto, puesto que al 

estudiar el Álbum Fotográfico se observa que el pantalón es un jeans color azul claro, 

descrito también en el Acta de Inspección Ocular de color azul; de igual manera el 

testigo ARAGÓN expresó en su deposición que la víctima portaba en su camiseta la 

insignia del Equipo Real Madrid, y no obstante ser cierto este Juez también observa en 

las fotografías que la posición en que quedó el cadáver de la víctima, no permitía ver 

ninguna señal de la camisa ... por lo que considera este Juez, que el mencionado testigo 

obtuvo esa información no porque le consten sino por otra circunstancia ... Por otro 

lado, omitió información básica que era bastante obvia, pues únicamente refirió haber 

observado que la víctima tenía disparos en la espalda, sin embargo también tenía 

disparos visibles en el cuello y parte posterior de la cabeza ... En cuanto al lugar de 

utilización del testigo, puede observarse en el Álbum Fotográfico, que el poste de 

energía eléctrica detrás del cual dijo el testigo que se encontraba, se encuentra situado 

en una curva, siendo imposible observar desde ese ángulo todos los actos que aduce ... 

Se advierte además que se practicó análisis toxicológico ... el cual refleja que la víctima 

se encontraba bajo los efectos de Marihuana, teniendo un porcentaje de 134 ng/ml en 

orina, elemento que si bien es cierto constituye una sustancia alucinógena, que provoca 

relajación en el cuerpo, pero no produce los efectos referidos por el testigo clave 

ARAGÓN, como es tambalear al caminar, lo cual sí producen las bebidas embriagantes, 

no obstante se determinó en dicho análisis que no se encontraba bajo los efectos del 

alcohol ...". 

De los razonamientos arriba transcritos es posible señalar: Que no es cierta la 

afirmación de la recurrente, consistente en que no se ponderó la declaración del testigo 

ARAGÓN en relación a las pruebas documental y pericial, dado que, tal como se refleja 

es de la supuesta discrepancia que hay con las mismas, que el sentenciador decide 

otorgarle un valor negativo al elemento probatorio de carácter testimonial, siendo en 

este punto en que se hace preciso analizar de forma detallada cada una de las 

justificaciones rectoras de la pérdida de credibilidad en lo narrado por el testigo 

protegido que consta en el texto de la sentencia, teniéndose así: 
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- Que el sentenciador concluye que existe contradicción en razón que el testigo 

manifestó que la víctima vestía camisa y pantalón negro, y que en su camiseta tenía la 

insignia del equipo del Real Madrid, y que por la posición en la que quedó, tal y como 

lo observó en las fotografías, a criterio del juzgador, no era posible ver ninguna señal de 

la camisa, y que la información en relación a ese dato la obtuvo no porque le conste sino 

por otra circunstancia, argumento que en base a lo depuesto por el testigo, no es posible 

derivar, ya que lo expuesto fue: "... que estos sujetos le dijeron esperándote estamos, 

que estos sujetos vestían ropa oscura, pantalón negro y camisa negra ... que la víctima 

también vestía ropa oscura sin nada en sus manos, que la ropa de la víctima era un 

pantalón negro y una camisa del Madrid negra, tenía el diseño del Real Madrid ...", es 

decir, el declarante nunca mencionó el momento en que observó la "insignia del Real 

Madrid", por tanto, no es viable suponer que de haberlo hecho tuvo que ser después de 

los disparos, y menos concluir que la información la adquirió por otra circunstancia. 

- Respecto a la imposibilidad de ver el hecho, que argumenta el juzgador, por estar 

situado en una curva el poste donde el testigo refirió haber observado a la víctima, y 

desde ahí no era factible observar todos los actos que indicó, aspecto, que también 

rompe con la derivación lógica que debe contener la sentencia, ya que lo que dijo el 

declarante fue: "... que se escondió detrás de un poste de luz eléctrica, que el poste 

estaba a la orilla del cerco, que estaba iluminado ... que luego se tiró al otro lado del 

cerco que se encontraba a ocho metros de distancia de los sujetos ... que en esa calle hay 

unos cinco postes, que en esa calle la iluminación es con lámpara pública ...", evento 

que demuestra que el testigo nunca identificó cuál de los cinco postes que se 

encontraban en la escena del hecho fue en el que se escondió, y además refirió que 

también se ocultó al otro lado del cerco, por lo tanto, no es posible que se deduzca que 

fue cuando estaba atrás del poste que vio todo lo ocurrido, pues también se ubicó al lado 

del cerco, lo cual pudo haber ampliado el ángulo de visibilidad al que hace referencia el 

juez A quo. 

- Además, se determina por el juez A quo que el peritaje toxicológico indica que la 

víctima había consumido marihuana y no alcohol, y que a su criterio si bien es cierto 

este tipo de droga se constituye como una sustancia alucinógena, que provoca la 

relajación en el cuerpo, pero no genera los efectos de tambalear al caminar, aspecto que 

no es extraíble de la prueba pericial en comento, por ende, se desconoce si es 
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conocimiento privado del sentenciador lo que privó al momento de la ponderación de 

dicha probanza en relación a la declaración del testigo ARAGÓN. 

Lo anterior, lleva a concluir que del conjunto de razonamientos que componen la 

fundamentación de la sentencia, se determinan juicios no auténticos, lo que denota la 

inobservancia a la obligación de valorar las pruebas producidas a la luz de la lógica, 

puesto que una buena parte de motivación consignada en el proveído, adolece del 

requisito de legitimidad, pues se ha construido sobre frases no dichas, que afectan de 

forma directa el acto de la inmediación de la prueba testifical, y consecuentemente la 

decisión carece de razón suficiente, ya que no existe correspondencia en los argumentos 

que llevaron a desacreditar al testigo, por no haberse erigido sobre inferencias deducidas 

de la prueba producida.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 72-CAS-2010 DE FECHA 20/07/2011) 

 

 

 

OBLIGACIÓN DEL JUEZ DE JUSTIFICAR Y FUNDAMENTAR LAS RAZONES 

QUE LO HACEN ARRIBAR AL FALLO 

 

ñIV) Por vicios de naturaleza procesal [é] impugna la resoluci·n y cuestiona su 

fundamentación por insuficiente. Ante sus alegatos, es oportuno subrayar que la 

fundamentación de la sentencia, constituye una garantía tanto para las partes del 

proceso, que son los destinatarios directos de la misma, como para la colectividad en su 

conjunto. El juez se encuentra obligado a justificar sus actos y resoluciones, a indicar las 

razones, causas y fundamentos que lo hacen arribar a un fallo determinado. 

Nuestro sistema procesal penal, basado en la libre apreciación de la prueba y en la 

libertad probatoria, no privilegia, a los fines de valorar la suficiencia y racionalidad de 

una decisión, el número de elementos en que se apoye una decisión sino su peso y 

calidad de la ponderación que de ellas se haga en la sentencia. En tal sentido, al analizar 
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el proveído objeto del presente estudio, la Sala consultante observa que el Juez A quo, 

sustenta su fallo absolutorio en la no credibilidad que otorga al testigo protegido 

identificado con el nombre de [é], sosteniendo literalmente lo siguiente: [é] 

 

VALORACIÓN DE CIRCUNSTANCIAS FUERA DE LO EXPUESTO POR EL 

TESTIGO EN SU DECLARACIÓN PROVOCA NULIDAD DE LA SENTENCIA 

 

Observa esta Sala Penal, del trozo traído a cuenta del proveído, que los cimientos del 

fallo son equívocos, por cuanto que, el tribunal del juicio para declarar sin 

responsabilidad al encartado, se limita a cuestionar circunstancias de cómo tuvo que 

proceder el testigo, o qué debió hacer al momento del cometimiento del hecho. No 

obstante, nota esta Sede, que ninguno de sus cuestionamientos restan en nada 

credibilidad a los elementos principales expuestos por él en su declaración y 

presenciados de manera directa, de los cuales se extraen claramente, el tiempo, lugar y 

forma de ejecución del il²cito, es decir, que afirma que el indiciado el d²a [é], 

aproximadamente a las [é], lleg· a la vivienda de la v²ctima, ubicada en [é], 

solicitándole un vaso con agua, y al momento en que ella se lo entregaba, éste saco un 

arma de fuego y le dispara. Dicho de otra forma, nada de lo que argumenta el A Quo 

para desestimar su deposici·n, exime al imputado [é] de la responsabilidad penal en el 

delito de Homicidio Simple que se le atribuyó. 

De haber sido tomado en cuenta, los elementos antes señalados, el fallo dictado 

posiblemente hubiese sido distinto; en consecuencia, es viable en el caso de mérito casar 

la proveído objeto del presente estudio. Por ello, el Ad Quem omitirá pronunciarse 

respecto del siguiente motivo de casaci·n.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTEN CIAS DEFINITIVAS, 48-CAS-2009 DE FECHA 07/11/2011) 
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DETERMINACIÓN DE LA PENA DE PRISIÓN EN CONCURSO IDEAL DE 

DELITOS  

FALTA DE FUNDAMENTACIÓN EN LA IMPOSICIÓN DE LA PENA POR 

APLICACIÓN DE CONCURSO IDEAL DE DELITOS GENERA VIOLACIÓN DE 

LEY 

ñ[é] el impetrante alega la: "errónea aplicación de los Arts. 27 Cn., 40, 63 y 71 Pn., fue 

esencial e incidió que al imputado se le impusiera una pena que no es proporcional con 

la vulneración de bienes jurídicos afectados los cuales fueron siete y de ahí la necesidad 

de la misma". Para determinar la existencia del vicio que denuncia el recurrente, se 

transcribe lo pertinente del fallo---"DETERMINACIÓN DE LA PENA APLICABLE: 

(...) en el presente caso los delitos acusados son Homicidio Agravado y Homicidio 

Agravado imperfecto, que establece como pena a imponer al infractor de la norma penal 

en el primer delito la pena de treinta a cincuenta años de prisión; y, en el segundo caso 

de quince a veinticinco años de prisión. (...) Para la determinación de la pena, en los 

casos en los que fue encontrado culpable el imputado, es decir en aquellos hechos donde 

la prueba desfilada fue suficiente para enervar el principio de presunción de inocencia 

que le asiste que subyace de la Constitución de la República y estando en el caso Sub-

Judice en presencia de un concurso ideal de delitos, de conformidad a los Arts. 40 y 70 

C. Pn., analizado que ha sido cada caso en concreto en particular, es decir tanto en los 

homicidios agravados consumados como los homicidios agravados tentados, se ha 

determinado que la extensión del daño y el peligro provocado como producto del 

despliegue de una variedad de acciones encaminadas a un mismo fin, es decir se detecta 

la unidad de la conducta criminal del acusado, sin que mediara razón alguna de la 

agresión en contra de la humanidad de las víctimas, ni que existiera causa de 

justificación que obligara a actuar de la forma en que lo hizo el encausado, y 

comprendido el carácter ilícito de lo que hacía, se le ha probado la autoría y 

participación en los ilícitos penales relacionados anteriormente, por tanto el Tribunal 

por unanimidad, tomando en consideración que el Art. 27 Cn., prohíbe las penas 

perpetuas, así como los principios de Utilidad y Proporcionalidad, se le impone por los 

homicidios tentados y consumados la pena de TREINTA Y CINCO AÑOS DE 

PRISIÓN, bajo la modalidad de CONCURSO IDEAL; la cual cumplirá en su totalidad 

el uno de julio de dos mil cuarenta y dos, sin perjuicio del computo final que realice la 



Volver al índice Ą 

señora Jueza Segundo de Vigilancia Penitenciaria y de Ejecución de la Pena de esta 

ciudad, así mismo se le impone la pena accesoria de inhabilitación absoluta por el 

tiempo que dure la pena principal" [é] 

Como puede observarse del párrafo precedente, el A-quo no ha motivado las razones 

por las cuales aplicando las reglas del concurso ideal ante la presencia de siete delitos - 

todos Homicidios Agravados, dos consumados y los restantes cinco en Grado de 

Tentativa-, le impone al sentenciado [...] básicamente el límite inferior (TREINTA Y 

CINCO AÑOS) correspondiente a uno de los delitos consumados (TREINTA A 

CINCUENTA AÑOS DE PRISIÓN); conformándose a exteriorizar que el Art. 27 Cn., 

prohíbe las penas perpetuas, así como los principios de Utilidad y Proporcionalidad; lo 

que en definitiva no constituye un fundamento para la imposición de la pena; de manera 

que, ha de otorgársele la razón al impetrante casando la sentencia en cuanto a este 

motivo y, conforme el Art. 427 Inc. 3° Pr. Pn., se enmendará directamente la violación 

de ley. 

 

CRITERIOS NECESARIOS PARA IMPOSICIÓN Y DETERMINACIÓN EN BASE 

A EXISTENCIA DE CONCURSO IDEAL DE DELITOS 

 

En ese sentido, el Art. 70 Pn. prescribe: "En caso de concurso ideal de delitos, se 

aplicará al responsable la pena que le correspondería por el delito más grave, aumentada 

hasta en una tercera parte. Si los delitos concurrentes tuvieran determinado en la ley el 

mismo máximo de la pena el tribunal determinará el delito que a su juicio merezca 

mayor pena y la aumentará hasta en una tercera parte de la misma. Las reglas anteriores 

no tendrán aplicación, si le resultare más favorable al reo la imposición de todas las 

penas correspondientes a los delitos concurrentes, de conformidad a la determinación 

que haga de las mismas." 

Se inicia por afirmar que no es posible aplicar para el presente caso, el último inciso de 

la norma en estudio, ya que aún imponiendo las mínimas en cada caso treinta años por 

cada uno de los dos homicidios agravados consumados (30+30=60) y, quince años por 

cada uno de los cinco homicidios agravados imperfectos (15+15+15+15+15=75), haría 



Volver al índice Ą 

un total de ciento treinta y cinco años de prisión. De manera que, se procede a examinar 

el caso de autos a la luz de los restantes incisos de la disposición legal en comento, se 

cuenta con siete infracciones penales todas subsumidas en la figura de homicidio 

agravado, dos consumados y cinco en grado imperfecto; de suerte que, en atención al 

primer inciso del articulo en mención se tiene que ha de aplicársele al señor [...] la pena 

que corresponde al homicidio agravado consumado, cuya pena oscila entre los treinta y 

cincuenta años de prisión (Art. 128 y 129 N°10 Pn.), por ser más grave en comparación 

a la tentativa, cuyo margen punitivo se reduce a la mitad del mínimo y máximo; es decir 

de quince a veinticinco años de prisión (Arts. 24, 68, 128, 129 Nº 10 Pn.); ahora bien y, 

siendo que consta en la sentencia que el acusado perpetró dos homicidios agravados 

(consumados), a de establecerse cuál de esos delitos merece mayor pena y ésta se 

aumentará hasta en una tercera parte de la misma. 

En ese sentido, observando el cuadro de ambos homicidios agravados existen una serie 

de factores que abonan a determinar cuál de ellos es el que merece mayor pena, puesto 

que el d²a [é], mientras los se¶ores [...], formaban parte de un pelot·n en cumplimiento 

de su deber como miembros de la Unidad de Mantenimiento del Orden (UMO) de la 

Policía Nacional Civil, fueron impactados por proyectiles, calibre 5.56 mm., disparados 

por un fusil M 16, causándoles la muerte de inmediato; lo anterior se extrae del hecho 

tenido por acreditado por el A-quo, siendo éste que el señor [...] falleció por 

traumatismo cráneo encefálico severo, mientras que el Agente [...] murió a 

consecuencia de herida de t·rax y abdomen, [é]. Aseveraciones hechas por el Tribunal 

de Instancia a partir de los -reconocimientos de cadáveres y autopsias de los señores 

[...], como se muestra a continuación: "Reconocimiento de cadáver de [...] (...) 

concluye: evidencia externa del trauma: orificio de más o menos ocho por ocho 

centímetros con exposición y salida de masa encefálica, mas fractura de cráneo expuesta 

a nivel temporo occipital derecho" y "autopsia número A-06-944, efectuado al cuerpo 

del ahora occiso [é] (...) [é] y, "Reconocimiento de cad§ver de [...] (...) concluy· 

evidencia externa de trauma: orificio de cero punto cinco por cero punto cinco 

centímetros a dos centímetros medial a la tetilla izquierda de hemitórax anterior 

izquierdo" y, "autopsia número A-06-945, efectuada al cuerpo del ahora occiso [é]. 

Por lo que, a juicio de esta Sala el hecho punible al que debe imponérsele mayor pena es 

el perpetrado en contra de la vida del señor [...], en razón de que el proyectil que le 

causó la muerte, impactó en su cabeza, provocando un traumatismo cráneo encefálico 
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severo, con orificio de más o menos ocho por ocho centímetros con exposición y salida 

de masa encefálica, mas fractura de cráneo expuesta a nivel temporo occipital derecho; 

causando con ello un daño aún mayor, para los dolientes, compañeros de faena y, ante la 

misma sociedad. 

 

PARÁMETROS PARA ESTABLECER IMPOSICIÓN DE PENA 

 

En razón de lo expuesto, procede establecer la pena que debe imponérsele al señor [...], 

por el Homicidio Agravado perpetrado en la victima [...], conforme los Arts. 62, 63 y 64 

Pn. 

En ese sentido el Art. 63 Pn., proporciona los parámetros para su establecimiento; así el 

número 1) dice: "La extensión del daño y el peligro efectivo provocado". De acuerdo 

con lo acreditado, se tiene que el ilícito es un delito grave (homicidio agravado), el 

resultado propio de la acción típica fue alcanzado en el momento en que el proyectil 

5.56 mm, disparado por el sentenciado mediante el uso de un arma larga (fusil M-16), 

impactó en la cabeza de la víctima; el modo de perpetrarlo (en un lugar y una pose, que 

evidencia algún grado de entrenamiento para el uso de esa clase de armas, que son de 

uso privativa de la fuerza armada), teniendo los medios el encartado para poder 

ejecutar un hecho de grandes proporciones; por ende, es posible afirmar que se causó el 

máximo daño posible a un ser humano (la muerte). 

Referente al numeral 2) del articulo 63 Pn., ñLa calidad de los motivos que impulsaron 

al hecho". De la lectura de la sentencia no se logran extraer las razones que impulsaron 

al imputado a cometer el delito; sin embargo, se puede afirmar que no existe una 

justificación que ampare el comportamiento de éste, pues resulta claro que provocó un 

grave riesgo y materialización de daños en la humanidad de varios miembros de un 

contingente policial de Mantenimiento del Orden que no iba preparado para resistir un 

ataque con arma de guerra y a larga distancia. 

Respecto del numeral 3) del Art. 63 Penal, relativo a: "La mayor o menor comprensión 

del Carácter Ilícito del Hecho". Esta Sala colige, que por la mayoría de edad del 
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acusado éste podía comprender la diferencia entre lo lícito e ilícito y las consecuencias 

negativas de su ilegal proceder. Además, el A-quo tuvo por acreditado que por la forma 

en que efectúo los disparos (posición de rodilla en tierra, que es catalogado como una 

postura de tiro de precisión con arma larga, según el Manual de Armas y de Tiro, de 

Juan C. Larrea, editorial Universidad, Ciudad de Buenos Aires, Argentina, 2003), el 

indilgado es una persona que posee algún tipo de adiestramiento en el uso de fusil M 16 

-que es un arma de guerra, de uso privativo para la fuerza armada-, por lo que tenía 

una consciencia clara sobre las consecuencias de su accionar. 

En cuanto a "Las circunstancias que rodearon el hecho y, en especial, las económicas, 

sociales y culturales del autor", señaladas en el número 4), se tiene que: a) El imputado 

se parapeto en un lugar apropiado para realizar los disparos sin riesgo para él y que le 

ofreció un acceso inmediato para darse a la fuga de forma efectiva; b) Fue acompañado 

por un grupo de personas que le brindaron seguridad, apoyo y facilidades para ocultar el 

fusil M-16 con el que ejecutó los homicidios; y, c) Le fue indiferente el desarrollo de 

una manifestación en un lugar de mucho tránsito vehicular, peatonal, y que ya 

desbordaba en violencia, provocando una situación de peligro -de tal magnitud-, que 

puso en riesgo la integridad e incluso la vida de otro grupo de personas, entre 

transeúntes, trabajadores, estudiantes, espectadores, periodistas y, aún las personas de la 

citada manifestación. Respecto de las circunstancias especiales que contempla la norma 

en comento, no se extrae del proveído en análisis datos certeros de su acreditación. 

Y, no habiendo más agravantes o atenuantes que considerar, sino que sólo la prevista en 

el Art. 129 Nº 10 Pn., esta Sala es del criterio que la pena que corresponde imponer al 

imputado [...], por el delito de HOMICIDIO AGRAVADO en [...], debe ser de 

CUARENTA Y DOS AÑOS DE PRISIÓN. 

 

DECLARATORIA PARCIAL DE INCONSTITUCIONALIDAD LEGITIMA PLAZO 

DE CINCUENTA  AÑOS DE PRISIÓN COMO PENA MÁXIMA PARA EL DELITO 

DE HOMICIDIO AGRAVADO 
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Cabe mencionar, que según sentencia de la Sala de lo Constitucional de esta Corte, 

pronunciada el veintitrés de diciembre del año dos mil diez, en proceso de 

inconstitucionalidad acumulado y Clasificado con referencias números 5-2001/10-

2001/24-2001/25-2001/34-2002/40-2002/3-2003/10-2003/11-2003/12-2003/14-

2003/16-2003/19-2003/22-2003/7-2004 publicada en el Diario Oficial número 1, Tomo 

390, del tres de enero del corriente año, fueron declarados inconstitucionales 

parcialmente de un modo general y obligatorio los artículos 45 N°1, 71 , 129 inciso final 

y 149 todos del Código Penal, en lo referente a los máximos de las penas de prisión 

previstas en tales disposiciones; dejando diferidos sus efectos, hasta que la Asamblea 

Legislativa -en el menor plazo posible-, preceptúe lo pertinente. 

De ahí que, a partir de la publicación de tal sentencia en el Diario Oficial (tres de enero 

del corriente año), el plazo de 50 años de prisión como pena máxima prevista en el Art. 

129 Inc. Final del Código Penal para el delito de Homicidio Agravado, debería ser 

inconstitucional de un modo general y obligatorio, aunque con sus efectos diferidos. 

Sin embargo, la referida Sala de lo Constitucional dictó a las nueve horas y veinte 

minutos del día tres de enero de dos mil once, otra resolución del proceso de 

inconstitucionalidad aludido y publicada en el Diario Oficial número 25, Tomo 390, del 

4 de febrero de 2011, en la que expresó que conforme disposiciones del Código 

Procesal Civil y Mercantil -de oficio realizaría aclaraciones de conceptos oscuros-, de la 

sentencia que se viene comentando, en el sentido que: "por un error en la impresión y 

edición final del documento en el que se trascriben los acuerdos tomados por los 

integrantes de este Tribunal, en el texto antes citado se declaró inconstitucional -de un 

modo general y obligatorio- el máximo de penalidad en el delito de Homicidio 

Agravado contemplado en el artículo 129 del Código Penal, esto es de cincuenta años 

de prisión". 

Por lo cual, debe entenderse que la declaratoria parcial de inconstitucionalidad del 

inciso final del Art. 129 Pn., quedó sin efecto ante tal modificación. 

Por consiguiente, la penalidad de cuarenta y dos años de prisión que esta Sala ha 

impuesto al imputado [...] por el Homicidio Agravado en [...] se encuentra dentro de los 

márgenes constitucionalmente establecidos. 
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Además, tomando en consideración que el Tribunal de Sentencia determinó que los 

hechos constituyeron un Concurso Ideal de Delitos y, que conforme el Art. 70 Inc. 2° 

Pn., la pena de prisión relacionada en el párrafo anterior (cuarenta y dos años) se 

aumentará hasta en una tercera parte (catorce años), el margen real, en que figurará la 

sanción a imponer al sentenciado [...], por los siete delitos (dos Homicidios Agravados 

y, cinco Homicidios en Grado de Tentativa) oscilará entre 

 

AÑOS DE PRISIÓN IMPUESTOS POR EL TRIBUNAL: POSIBILIDAD DE SER 

RECTIFICADA VÍA CASACIÓN ANTE LA DETERMINACIÓN INCORRECTA 

REALIZADA POR EL SENTENCIADOR 

 

En ese sentido, la determinación de la pena debe ajustarse a las previsiones de los Arts. 

62, 63 y 64 Pn. Referente a la existencia y extensión del daño causado, se tiene que los 

il²citos son graves, Homicidio Agravado en [é] y, los cinco Homicidios Agravados 

imperfectos en [é], el resultado propio de la acción típica fue alcanzado en el momento 

en que el proyectil disparado por el sentenciado impact· en el cuerpo de la v²ctima [é], 

no así en los otros cinco casos: el modo de perpetrarlo como se dijo párrafos antes, en 

un lugar y una pose que evidencia algún grado de entrenamiento para el uso de esa 

clase de armas, teniendo los medios el sentenciado para poder llevar a cabo el hecho; 

por ende, es posible afirmar que se causó el máximo daño posible a un ser humano (la 

muerte), en el primero de los casos y un peligro efectivo contra la vida en los restantes. 

En cuanto, al medio empleado para cometerlo y las circunstancias en que lo generó. 

como se expuso anteriormente no son los que generalmente se observan, en la que a 

pesar de encontrarse ante un contingente de la Unidad del Mantenimiento del Orden de 

la Policía Nacional Civil, el incoado tenía un margen de ventaja sobre éstos por el tipo 

de arma que utilizó (fusil M-16), su ubicación y, la distancia en que se encontraba 

respecto de ellos, la cantidad de munición con la que contaba, todo ello quedo 

establecido para el A-quo mediante: "el acta de inspección ocular policial realizada en 

la intercepción del Boulevard Los Héroes, veinticinco avenida Norte, calle San Antonio 

Abad y autopista Norte de esta ciudad (...), [é]. Asimismo, no se logra extraer de la 



Volver al índice Ą 

lectura del fallo las razones que le impulsaron a cometer el delito. Desde luego, como ya 

se sostuvo se puede afirmar que por la mayoría de edad del acusado se le puede atribuir 

comprendió la diferencia entre lo licito e ilícito y las consecuencias negativas de su 

ilegal proceder. 

Al valorar las circunstancias que rodearon al hecho, en especial, las económicas, 

sociales y culturales, se acreditó por la forma en que efectúo los disparos que es una 

persona que posee algún tipo de adiestramiento en el uso de fusil M 16, por lo que tenía 

una consciencia clara sobre las consecuencias de su accionar. Por lo que, no habiendo 

agravantes ni atenuantes que apreciar, esta Sala es del criterio que la pena que ha de 

imponérsele al endilgado [...], por el concurso ideal de delitos de Homicidio Agravado, 

en [é] y, los Homicidios Agravados imperfectos en [é], conforme la sentencia dictada 

por el A-quo, es de CINCUENTA Y SEIS A¤OS DE PRISIčN.ò 

(SALA DE LO PENA L/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 574-CAS-2007AC DE FECHA 

20/07/2011) 

 

 

 

DETERMINACIÓN DE LA PENA  

GRADUACIÓN DEBE ESTAR DENTRO DE LOS LÍMITES MÍNIMO Y MÁXIMO 

ESTABLECIDOS POR EL LEGISLADOR 

"En relación al motivo interpuesto, referente a la FALTA DE FUNDAMENTACIÓN 

DE LA SENTENCIA, fundamenta el yerro manifestando en síntesis lo siguiente: "La 

decisión del Tribunal A Quo a tenor de lo establecido en el artículo 362 N°4 procesal 

penal, contiene un vicio que habilita el presente recurso, (...) precisamente por que (sic) 

situados en el tema de la fundamentación de un fallo deben observarse entre otros 

momentos cardinales, los de motivación tanto descriptivos como intelectivos de la 

prueba y del que aquí nos ocuparemos para demostrar el agravio este punto o tema se 

encuentra en la sentencia [...].La defensa por su parte no logro (sic) acreditar ninguna 

atenuante, es por ello que la fiscalía considera que el Tribunal debió imponer la pena 
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de cinco años de prisión y no la de tres ya que eso significa dar por acreditado una 

atenuante que la defensa no ha podido demostrar y no valorar una agravante que la 

fiscalía ha acreditado, convirtiéndose el Tribunal en una parte mas a favor del 

imputado. ". 

Esta Sede, dada la naturaleza del vicio aducido, considera necesario remitirse al 

proveído atacado, específicamente a los HECHOS ACREDITADOS POR EL 

JUZGADOR, [...]. 

Teniendo entonces, suficientemente acreditado la existencia del ilícito de POSESIÓN Y 

TENENCIA, el Sentenciador en el Romano III denominado INDIVIDUALIZACIÓN 

DE LA PENA APLICABLE expresa: "...se tiene para el acusado [...], que la extensión 

del daño y el peligro efectivo provocado, no es de gravedad tomando en consideración 

la clase y cantidad de droga que le fue decomisada; en cuanto a la calidad de los 

motivos que lo impulsaron a cometer el hecho, se ignoran; en cuanto a la mayor o 

menor comprensión del carácter ilícito de su acción, se concluye que [el imputado], 

actuó con conocimiento pleno del carácter ilícito que conlleva poseer droga; en cuanto 

a las circunstancias que rodearon el hecho, especialmente las económicas, sociales y 

culturales, [el imputado], tiene veinticinco años de edad, es Salvadoreño por 

nacimiento, está acompañado, ha estudiado noveno grado, ha procreado dos hijos, es 

cobrador de autobuses, por lo que se considera una persona de bajos recursos 

económicos y escaso grado de cultura, pero ello no le impide comprender entre lo licito 

e ilícito. No se establecieron circunstancias modificativas de la responsabilidad penal. 

(---) Con lo antes expuesto se considera que lo adecuado y proporcional a la 

culpabilidad de [el imputado], es condenarlo a sufrir la pena de TRES AÑOS DE 

PRISION (SIC), por el delito de Posesión y Tenencia...". 

En el presente caso, la Sala advierte que la representación fiscal acusó por el delito de 

POSESIÓN Y TENENCIA, y que el punto objeto de agravio es la pena impuesta al 

procesado, aduciendo que no existen circunstancias atenuantes que habiliten al Tribunal 

para la imposición de la pena mínima, haciendo depender su queja de un inexistente 

supuesto condicionante que conmine al A-quo a imponer una pena mínima sólo ante la 

presencia de una circunstancia atenuante, porque dentro de dicha lógica siempre que 

concurra una agravante correspondería bajo el parámetro fiscal la pena máxima, lo cual 
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no es cierto pues la ley obliga a graduar dentro de los limites mínimo y máximo 

establecidos por el legislador en base al sistema de penas relativamente indeterminado. 

Sin perjuicio de lo anterior, no es viable pretender en esta Sede, la aplicación de una 

agravante cuando es el propio fiscal quien no la acusó en su dictamen, ni hizo uso de las 

herramientas franqueadas por la ley para que fuera incorporada en los momentos 

procesales oportunos, razón por la que al no existir vicio que declarar, se mantiene la 

sentencia incólume con la salvedad de que conforme a los hechos plasmados, el 

ministerio público fiscal pudo haber enmarcado la conducta dentro de un tipo penal 

distinto." 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 650-CAS-2009 DE FECHA 31/08/2011) 

 

 

 

MERA INCONFORMIDAD CON LA IMPOSICIÓN DE LA PENA NO 

CONSTITUYE VICIO CASACIONAL 

 

ñQue tanto la Constituci·n de la Rep¼blica as² como la ley Procesal Penal obligan a la 

fundamentación de las resoluciones dictadas por los juzgadores, bajo pena de nulidad, 

tal como lo prescribe expresamente el Art. 130 Pr. Pn. derogado y aplicable, que en 

esencia refiere: ñ... la fundamentaci·n expresar§ con precisi·n los motivos de hecho y 

de derecho en que se basan las decisiones tomadas.". Para el caso, se entenderá que para 

cada uno de los aspectos que hayan sido sometidos a conocimiento del sentenciador, 

deberá consignarse una justificación de la decisión mediante la cual se define cada uno 

de éstos. 

En consonancia con la denuncia del impetrante, el proceso de individualización de la 

pena también tendrá que estar a tenor de ese imperativo de motivación que contiene la 

sentencia penal, bajo la idea de consignar las conclusiones por las que se razona 

necesaria la imposición de determinada sanción, es decir, dotar a ella de contenido en 
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cuanto a las consecuencias jurídicas del delito, aspectos que han sido considerados en el 

Art. 63 Pn., los cuales atienden a la extensión del daño y peligro efectivo provocados, 

calidad de los motivos que impulsaron el cometimiento del hecho, la mayor o menor 

comprensión del carácter ilícito de éste, las circunstancias que rodearon al mismo, en 

especial las económicas, sociales y culturales del autor, y cualquier atenuante o 

agravante, siempre y cuando la ley no las haya contemplado como elemento tipo del 

ilícito comprobado en juicio. 

Así también, el Art. 62 Pn. indica el necesario apego del juzgador a los límites máximos 

y mínimos que para cada delito se prescriben, y reitera el imperativo de validar la 

medida de la condena, lo que conlleva, como antes se dijo, la justificación de la 

determinación de la pena, circunstancia que sí es posible de ser sometida al control de 

casación, es decir, todo lo pertinente a los argumentos que sostienen esa "medida de la 

sanción impuesta", los que deberán atender a las reglas del recto pensamiento humano 

para dotarlos de eficacia en la resolución judicial, por ende, para entrar al estudio de 

fondo de dichas justificaciones, tendrá que manifestarse los fundamentos en los cuales 

se ve vulnerada esa estructura de ideas que soportan la penalidad asignada, puesto que 

la mera inconformidad con la misma, no constituye vicio casacional, siempre y cuando, 

como se refirió se encuentre dentro del rango legal permitido. 

 

NECESARIO VALORAR  LA GRAVEDAD DEL HECHO COMETIDO PARA UNA 

CORRECTA IMPOSICIÓN DE LA PENA 

 

Bajo ese orden de ideas, cabe resaltar que la queja del peticionario radica en que el 

aspecto de gravedad del hecho cometido, no ha sido de forma correcta considerado, por 

lo que se hace imperante, revisar los citados razonamientos, encontrando así, que 

efectivamente la condena de tres años de prisión obedece a la cantidad y clase de droga 

que le fue decomisada, la que según los hechos acreditados, es constitutiva de droga 

marihuana, con un peso neto [é] y un valor econ·mico de [é], la cual pretend²a ser 

introducida al Centro Penal, pero que a consecuencia de lo dicho por la misma imputada 
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no se concretizó ni siquiera la revisión, ya que ella advirtió a la registradora que en 

efecto portaba una sustancia ilícita en su cavidad rectal. 

De lo apuntado es menester recordar, que mediante el derecho penal actual, el Estado 

ejerce poderes de carácter punitivo, y los efectúa mediante la imposición de penas, 

cualquiera que fuera su clase, las cuales contemplan en base al principio de necesidad 

una función rehabilitadora y utilitarista de la sanción penal, que implican la posibilidad 

de una verdadera resocialización y readaptación del individuo, contrario a la idea de 

retribucionismo absoluto que se vivía con legislaciones anteriores, por ende, no se 

vuelve válido atender a lo manifestado por el solicitante, de que la pena impuesta en el 

presente caso envía un mal mensaje a las personas que busquen cometer hechos 

constitutivos de delito, en especial a aquellos que pretenden la protección del bien 

jurídico Salud Pública, puesto que como se ha citado, los sentenciadores han razonado 

la condena y lo han verificado bajo los requisitos legales prescritos.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 460-CAS-2009 DE FECHA 28/09/2011) 

 

 

 

DILIGENCIAS  INICIALES DE INVESTIGACIÓN  

AUSENCIA DE VULNERACIÓN AL DEBIDO PROCESO EN 

RECONOCIMIENTOS DE FICHAS Y DE PERSONAS REALIZADOS POR LA 

POLICÍA  EN COORDINACIÓN CON EL MINISTERIO PÚBLICO FISCAL 

ñEn la audiencia de la vista p¼blica, el A-quo resolvió que los reconocimientos de fichas 

y de personas, entran al elenco probatorio para que las partes puedan hacer uso del 

mecanismo apropiado y controvertir esos elementos, no encontrando un vicio de 

nulidad que llame al tribunal a violaciones de derechos constitucionales; señalando que 

dichas nulidades no fueron motivadas por la defensa. Como se menciona en el acta de 

captura, los imputados fueron detenidos a las nueve horas con quince minutos del 

veintidós de julio de dos mil nueve, por agentes policiales por el delito de Agrupaciones 

Ilícitas y el Homicidio, presentando requerimiento fiscal al Juzgado de Paz de Victoria, 
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a las ocho horas con diez  minutos del día veinticinco de julio del mismo año, dentro del 

término administrativo. En la audiencia inicial, se resolvió ordenar la instrucción por 

tales delitos, por lo que no consideró necesario solicitar ese expediente; el tribunal 

declaró no ha lugar a la revocatoria planteada por la defensa, en virtud de no reunir, 

fundamento mínimo elemental para ello, de conformidad con los Arts.414, 415 y 416 

Pr.Pn.. 

Respecto a la nulidad de las actas de reconocimiento de fichas policiales y de 

fotografías, manifiesta el representante fiscal, que dicha solicitud carece de todo 

fundamento jurídico y doctrinario, porque Fiscalía y Policía como entes investigadores 

de los hechos delictivos por mandato Constitucional (Arts.159 Inc. final y 193 Cn.), 

poseen la facultad legal para llevar a cabo este tipo de diligencias iniciales de 

investigación tendientes a identificar a los responsables o partícipes de hechos 

delictivos, tal como se realizó en el presente caso. 

Los actos de investigación en el proceso penal, tienen por objeto recoger los elementos 

de prueba que serán utilizados para verificar las propuestas de las partes durante el 

juicio y justificar con grado de probabilidad, las resoluciones que dictará el juez; es 

decir, que la finalidad es obtener, identificar o asegurar las fuentes de información que 

proporcionen la elaboración de respuestas coherentes sobre la ejecución de un hecho 

delictivo y su presunto autor. 

La Constitución de la República faculta a la Fiscalía General y a la Policía Nacional 

Civil a desarrollar sus atribuciones en forma coordinada, de modo que se complemente 

la preparación jurídica del fiscal, con la formación criminalística de la Policía; es así, 

que el margen de acción propio indispensable que la ley reconoce a la policía en la 

investigación del delito, no quebranta por sí mismo la función de dirección que la 

Constitución otorga a la fiscalía, sino que se faculta a la policía dentro de un marco 

conjunto de coordinación técnica con la fiscalía, tratándose de una responsabilidad 

compartida, sujeta al control de ésta. 
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IMPOSIBILIDAD DE VIOLENTAR EL PRINCIPIO DE DOBLE JUZGAMIENTO 

ANTE LA EXISTENCIA DE PROCESOS DIFERENTES  CONTRA LOS MISMOS 

IMPUTADOS 

 

El agente fiscal en la contestación del recurso, aduce que cuando los defensores alegan 

que la sentencia se basa en el inicio fraudulento del proceso, han efectuado una 

interpretación errónea, porque existen dos procesos diferentes. Ciertamente, como lo 

señala el fiscal, los imputados fueron aprehendidos en flagrancia el día diecisiete de 

julio de dos mil nueve, pero por el delito de Agrupaciones Ilícitas, luego encontrándose 

detenidos por ese hecho, fueron intimados el día veintidós del mismo mes y año, en la 

Delegación de la Policía Nacional Civil de Sensuntepeque, Cabañas, por el delito de 

Homicidio Agravado y Agrupaciones Ilícitas, después de haberse efectuado una serie de 

diligencias iniciales de investigación que los señalaron como responsables de los ilícitos 

en mención, estableciéndose de esta forma que existen dos procesos distintos, en los 

cuales los imputados aparecen como partícipes, no siendo verídica la apreciación de uno 

solo, al ser condenados en el proceso que se recurre por el Homicidio Agravado, en 

perjuicio de la vida de [...]. 

 

EXAMEN SOBRE UNA DEBIDA INDIVIDUALIZACIÓN E IDENTIFICACIÓN 

NOMINAL DEL SUJETO ACTIVO A TRAVÉS DE RECONOCIMIENTOS POR 

FOTOGRAFÍA Y EN RUEDA DE PERSONAS 

 

En atención al desfile probatorio vertido, los juzgadores determinaron que el testigo con 

régimen de protección, relató que al momento de los hechos, él se encontraba a una 

distancia aproximada de diez metros, desde donde observó cuando los sujetos se 

acercaron a la víctima, conociendo a [é], por ser residente del lugar. Resultado mismo 

que se generó al resto de ellos, al practicarse reconocimiento por fotografías en sede 

policial [é]. 
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Por lo tanto, afirma el tribunal, dicho señalamiento coincide con el resultado del 

reconocimiento por fotografías, donde el testigo señaló las que correspondían a los 

imputados, sin que haya sido cuestionado por la defensa, generando una 

individualizaci·n e identificaci·n nominal de ellos. Adem§s, [é] fue reconocido por el 

referido testigo, en reconocimiento en rueda de personas [é]. 

 

FUNDAMENTACIÓN DE LA SENTENCIA: FALTA DE AGRAVIO AL REALIZAR 

EL SENTENCIADOR UNA VALORACIÓN EN CONJUNTO DE TODOS LOS 

ELEMENTOS PROBATORIOS VERTIDOS EN EL JUICIO 

 

Los recurrentes consideran que se ha violentado la ley fundamental de La Derivación, 

específicamente el Principio de Razón Suficiente, como lo menciona el autor Fernando 

de la Rúa en su obra "La Casación Penal", "...La motivación debe ser derivada, es decir, 

debe respetar el principio de razón suficiente, para lo cual el razonamiento debe estar 

constituido por inferencias razonables deducidas de las pruebas y de la sucesión de 

conclusiones, que en virtud de ellas se vayan determinando...". En ese sentido, es lógico 

que el tribunal juzgador hubiese valorado la prueba de cargo y de descargo en su 

totalidad, no manifestando que no les merecía fe lo dicho por las testigos de descargo 

por pequeñas contradicciones, aunque lo repararon a repreguntas de la defensa; no 

siendo a su juicio, un aspecto trascendental. 

Por su parte, el representante fiscal, invoca que la valoración doctrinaria que hacen los 

defensores, refiriéndose al principio de Razón Suficiente, la basan en esa extensión, 

pertinencia y valoración de la prueba, Art.162 Pr.Pn., principio que no obliga al tribunal 

sentenciador a seguir reglas específicas o estándares de valoración de prueba, 

circunstancias que como muy bien lo abordan, aplicando esos verdaderos elementos de 

la sana crítica como lo son la psicología, la lógica y la experiencia, no le otorgaron valor 

a los testigos de descargo; primero, por ser familiares de los imputados y segundo, por 

las contradicciones existentes entre éstos. 

En los fundamentos de la sentencia impugnada, se otorga valor probatorio al testigo 

Clave "Seiscientos Once", ya que su testimonio les mereció credibilidad al haberse 



Volver al índice Ą 

expresado firme en la incriminación, sin existencia de motivos espurios, que se 

concatena con el resto de prueba de cargo, que fortalecen su testimonio. De igual forma, 

le dieron valor probatorio a la prueba pericial y documental, al no ser contradictoria 

entre sí y que abonan a dar credibilidad al testimonio del testigo protegido; prueba que 

estimaron suficiente para destruir el estado de presunción de inocencia que 

constitucionalmente gozan los encartados, respecto al delito de Homicidio Agravado, no 

así en cuanto al delito de Agrupaciones Ilícitas. 

La fundamentación de la sentencia ha de alcanzar la categoría de derecho fundamental 

incluido en la tutela judicial efectiva, pues ésta se hace efectiva cuando frente a la 

arbitrariedad se impone una respuesta de fondo que resulte razonada; tal exigencia sólo 

se cumple cuando pueda deducirse razonablemente que el juzgador ha valorado de 

manera íntegra los elementos probatorios con sustantividad propia, que requiere de una 

respuesta judicial específica y expresa. 

Cabe señalar, que la valoración de la prueba es potestad soberana del tribunal de 

instancia, de conformidad al principio de inmediación de la prueba, así como del límite 

de intangibilidad de los hechos, en virtud de ello este tribunal se encuentra vedado de 

censurar el grado de convencimiento que la prueba generó en los jueces, porque la 

inmediación le atañe exclusivamente a la competencia de los juzgadores; de manera, 

que el límite del control casacional, es factible únicamente sobre las consideraciones 

esgrimidas por el Aquo, provenientes de la suficiencia de la prueba. 

 

IMPOSIBILIDAD DE RECONOCER ERRORES VIA CASACIÓN CUANDO LOS 

ELEMENTOS DE PRUEBA HAN SIDO OBTENIDOS E INCORPORADOS DE 

FORMA VÁLIDA AL PROCESO 

 

Forma parte del análisis de casación el examen de la fundamentación de la sentencia, en 

sus dos aspectos básicos: logicidad y legitimidad; no siendo viable, desde luego, la 

valoración de los elementos probatorios, aunque es factible establecer si las razones de 

hecho y de derecho empleadas por el juzgador se ajustan a los preceptos legales 
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aplicables, y a las leyes fundamentales de la lógica en sus principios esenciales de 

coherencia y derivación de los juicios. 

Por consiguiente, los Jueces en la sentencia de mérito, observaron las normas del 

correcto entendimiento humano que obligan a la coherencia y derivación de los juicios 

desarrollados en cada decisión jurisdiccional, en vista de lo cual, la sentencia debe 

expresar la relación entre el hecho a probar y el medio de prueba que conforma la 

convicción judicial, con el fin de comprobar la razonabilidad de la decisión. 

Por las consideraciones anteriores, el Tribunal de Casación arriba a la conclusión que la 

sentencia impugnada se fundamentó en elementos de prueba obtenidos e incorporados 

de forma válida al proceso, por lo que el vicio denunciado no tiene la fuerza dirimente 

respecto a los medios de prueba en los que se sustenta la sentencia vista en casación, no 

siendo procedente acceder a la pretensión de los recurrentes, se rechaza el recurso 

interpuestoò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 723-CAS-2009 DE FECHA 22/06/2011) 

 

 

DOMICILIO ACCIDENTAL  

HABITACIONES DE HOTELES CONSTITUYEN DOMICILIO ESPECIAL DE SUS 

HUESPEDES POR EJERCER TEMPORALMENTE ACTOS DE DISPOSICIÓN Y 

VOLUNTAD 

ñSeguidamente, el recurrente expone que se construy· la condena en contra de 

[imputado], por la mera circunstancia que la habitación del hotel en la que fue 

encontrada la droga, fue alquilada por éste. Se ha acreditado en autos, que el imputado 

es de nacionalidad guatemalteca, ejerciendo su domicilio accidental en el Hotel [é]. 

Sobre este particular debe destacarse que, las habitaciones de los hoteles pueden 

constituir domicilio de sus huéspedes ya que, en principio, por sus propias 

características son lugares idóneos para que se desarrolle la vida privada del ocupante. 

Desde esta perspectiva, la accidentalidad o temporalidad del uso de la habitación del 

hotel, las limitaciones al disfrute de las mismas que derivan del contrato de hospedaje, 
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constituyen obstáculos reales a que se considere como domicilio de los clientes del hotel 

mientras han acordado con éste su alojamiento. Entonces, por considerarse las 

habitaciones de los hoteles espacios aptos para el desarrollo o desenvolvimiento de la 

vida privada, se ejercen ahí efectivamente actos de disposición y voluntad. 

 

CIRCUNSTANCIAS NECESARIAS PARA VALORAR LA RELACIÓN DEL 

OBJETO INCAUTADO CON EL IMPUTADO 

 

En el presente caso, bajo la venia del ocupante, los agentes policiales ingresaron a la 

habitación del hotel que le servía de morada y en la que ejercía el derecho a la intimidad 

de su vida personal de la forma más intensa. Precisamente en este espacio destinado a la 

ocupación, fue encontrada una fuerte cantidad de droga cuyo valor económico ascendía 

a la cantidad de [é], parte de la cual estaba siendo manufacturada en la presentaci·n de 

cigarrillos artesanales. Como corolario de tales circunstancias, y en apoyo de las 

pruebas documentales, testimoniales y periciales, resultó atinado el razonamiento del 

sentenciador al afirmar que esta sustancia se destinaría a fines comerciales, en atención 

a la forma en que fue encontrada, la evidente preparación para su inmediata distribución 

y el dinero de diferente procedencia y denominaci·n:[é]. Todo ello devela o hace 

presumir un fin de comercio. En definitiva, la vinculación que ha existido entre el 

hallazgo de la droga y el imputado, no solo se ha derivado del alquiler de la habitación 

2A, sino también de la directa disposición que éste tenia de las llaves del mismo, y el 

ocultamiento de la sustancia ilícita en lugares donde se encontraban las pertenencias del 

imputado: en el interior de un gavetero y dentro de un closet. 

Por todas las reflexiones que figuran dentro de la motivación analítica desarrollada por 

el juzgador, no vislumbra esta Sala que exista una motivación insuficiente o arbitraria, 

pues la solución de condena se ha extraído a partir de la totalidad de probanzas que 

l²citamente han sido obtenidas e incorporadas al proceso penal.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 94-CAS-2010 DE FECHA 12/10/2011) 
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EFECTO SUSPENSIVO DEL RECURSO DE APELACIÓN 

INCOMPETENCIA DEL TRIBUNAL SENTENCIADOR PRONUNCIARSE 

RESPECTO DE UN DELITO QUE SE ENCUENTRE PENDIENTE DE 

RESOLVERSE LA ALZADA POR EL TRIBUNAL SUPERIOR 

Sobre este aspecto, la Sala se remite al proceso en análisis, específicamente en el Auto 

pronunciado a las [é], por el Tribunal de M®rito, que corre agregado a [é], en donde 

en el ordinal primero de la parte resolutiva se establece: "Ordenar se agreguen a la 

Causa los anteriores oficios, junto a la documentación que acompaña al primero; 

asimismo dar por enterado a este Tribunal del Recurso de Apelación interpuesto por los 

acusadores, mismo que, por no causar efecto suspensivo, no detiene el normal curso 

procesal." 

De lo anterior, se desprende que si bien es cierto el Tribunal [é] dict· un 

SOBRESEIMIENTO PROVISIONAL a favor de los imputados [é], tal como se 

verifica [é]., dicho pronunciamiento no causaba estado, pues exist²a un recurso de 

Apelación que había sido interpuesto por  [é] en su calidad de QUERELLANTE, 

constando [é] la resoluci·n de la C§mara Primera de lo Penal de la Primera Secci·n 

del Centro, en la cual se revocaban los sobreseimientos dictados a favor de los 

imputados, situación que es posterior al pronunciamiento de la Condenatoria hoy en 

estudio. 

Al respecto, esta Sede no puede soslayar que nuestro Código Procesal Penal, incorpora 

un gran avance en materia de nulidades, porque frente a todos aquellos actos procesales 

en cuya producción defectuosa se han vulnerado derechos y garantías, obliga a 

determinar si efectivamente la producción del acto que se estima defectuoso ha 

provocado perjuicio o agravio al derecho de defensa del o los imputados. 

Lo antes expuesto, permite considerar que la pretensión de la parte defensora en cuanto 

a aplicar al presente caso los efectos del articulo 359 en relación con el articulo 224 

Pr.Pn., requiere la aplicabilidad de la doctrina que sustenta el sistema de nulidades 

moderno adoptado por la legislación Salvadoreña, que tiene como requisito para 

declarar la nulidad, de auténticos efectos de indefensión, resultando de elemental 
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importancia determinar siempre la extensión del vicio y como éste ha o pudo haber 

producido perjuicio al derecho de defensa del procesado. 

En el caso concreto, el tribunal de la causa dictó sentencia definitiva condenatoria y 

consider· en ella el delito de Lesiones Muy Graves atribuido a los enjuiciados [é], sin 

esperar las resultas de la apelación ejercida por la parte querellante contra el auto de 

Sobreseimiento Provisional decretado en audiencia preliminar por dicho delito. 

De conformidad al Principio de Trascendencia de la Nulidad, ésta no podrá retrotraer el 

proceso a etapas anteriores con grave perjuicio para el imputado, salvo cuando la 

nulidad se funde en la violación de una garantía establecida en su favor. 

De este modo, si durante la audiencia preliminar se dictó Sobreseimiento Provisional a 

favor de los encartados y el A-quo se pronunció en los términos señalados, aun y 

cuando el Tribunal de Alzada haya resuelto con posterioridad a la referida sentencia, -

revocando el auto apelado- el Juzgador al momento de su decisión carecía de 

competencia funcional para pronunciarse por el delito de Lesiones Muy Graves. 

 

PRONUNCIAMIENTO DEL SENTENCIADOR SOBRE PUNTOS APELADOS 

VULNERA GARANTÍAS DEL IMPUTADO E IMPLICA NULIDAD DE LA 

SENTENCIA 

 

En tal sentido, al Sentenciador le estaba vedado resolver asuntos cuya competencia 

estaba activada para un tribunal superior tal como se expresa en la locución tantum 

devolutum quantum apellatum. Así, todo pronunciamiento del Juez A-quo sobre el 

punto apelado debe ser conminado con la sanción de nulidad y en el caso que nos 

ocupa, es evidente que no tenían que pronunciarse, ni resolver lo relativo al referido 

ilícito, por cuanto estaba pendiente el pronunciamiento del Tribunal de Segunda 

Instancia, aún y cuando dicho Sobreseimiento haya sido revocado por la Cámara, no 

podría ni siquiera considerarse una subsanación dado que el defecto que se denuncia por 

los impugnantes no lo permite. 
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Por lo anterior, es procedente anular parcialmente la sentencia objeto de impugnación, 

en lo relativo a la condena pronunciada en contra de [é], por el delito de LESIONES 

MUY GRAVES, en perjuicio de [é], quedando inc·lume el pronunciamiento respecto 

del imputado [é], ya que no exist²a recurso en tr§mite a su favor, pero se advierte un 

ERROR MATERIAL en lo relativo a la calificación de las LESIONES, las cuales se 

relacionaron en la sentencia como LESIONES MUY GRAVES AGRAVADAS, siendo 

lo correcto LESIONES MUY GRAVES, como se tipificaron en el Acta de Vista 

Pública. Tal situación, no incide en la pena anunciada por el Tribunal de Mérito, ya que 

no se aplicó la penalidad del concurso ideal con el delito de ROBO AGRAVADO tal 

como se expresó en la parte dispositiva de la sentencia, señalada en el Art.70 Pr. Pn., 

por lo que es inocuo tal yerro, debiéndose mantener sin modificaciones el proveído 

impugnado, lo anterior conforme al Principio de Econom²a Procesal.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS  DEFINITIVAS, 259-CAS-2007 DE FECHA 13/07/2011) 

 

 

ENTREVISTA  DE TESTIGOS EN LA FASE DE INVESTIGACIÓN  

IMPOSIBILIDAD DE VULNERACIÓN ANTE UN SIMPLE ERROR MATERIAL 

EN LA FECHA DE COMETIMIENTO DEL HECHO SIN QUE SE MODIFIQUE 

ESENCIALMENTE LA CALIFICACIÓN DEL DELITO 

"En relación a la denuncia de existir una inobservancia de las reglas relativas a la 

congruencia, es necesario recordar, que el principio de congruencia atiende a que los 

hechos investigados y atribuidos a una persona sean los mismos que informen el 

contenido del cuadro factico sometido a juicio, es decir, a objeto de debate, lo que de 

conformidad al Art. 359 Inc. 1 Pr. Pn. derogado y aplicable, se expresa: "la sentencia no 

podrá dar por acreditado otros hechos u circunstancias que los descritos en la acusación 

y admitidos en el auto de apertura a juicio o, en su caso, en la ampliación de la 

acusación, salvo cuando favorezcan al imputado". 

Lo anterior, es en consonancia del mismo principio acusatorio que rige nuestro actual 

Código Procesal Penal, el cual en esencia refiere que no es factible modificar hechos 
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esenciales que se constituyan como objeto del proceso, pues de darse tal situación se 

afectaría el derecho de defensa que ostenta toda persona a quien se le imputa un delito, 

por ende, el sentenciador no podrá basar su sentencia en hechos distintos a los que 

fueron acusados y admitidos en el auto de apertura a juicio, situación que vuelve 

ineludible descender a analizar lo establecido en los Arts. 343 y 344 Pr. Pn. derogado y 

aplicable, preceptos legales que habilitan que en el desarrollo de la audiencia de vista 

pública tanto el fiscal o querellante puedan ampliar la acusación mediante la inclusión 

de un hecho nuevo o una nueva circunstancia que no haya sido mencionada en la 

acusación o en el auto de apertura a juicio, siempre que ésta modifique la calificación 

legal o la pena del hecho, o bien integre un delito continuado o modifique los términos 

de la responsabilidad civil, igual facultad se le otorga al juzgador para que éste de forma 

oficiosa considere que el cuadro factico sometido a juicio sea encajado en otro ilícito 

distinto al acusado, y que a su vez conlleve una modificación esencial de la calificación 

jurídica del mismo. Como es posible advertir, ambas disposiciones dejan claro 

condiciones específicas por medio de las cuales se puede entender que se está frente a 

un cambio sustancial de hechos que afecte directamente el citado derecho de defensa, 

pero más aún debe atenderse a lo expuesto en el Inc. 2 del Art. 343 Pr. Pn. derogado y 

aplicable, que de forma explícita indica que la corrección de simples errores materiales 

o la inclusión de alguna circunstancia que no modifica en esencia la imputación ni 

provoca indefensión, no se considera una ampliación de hechos, y por ende, no afecta la 

congruencia a la que se hace referencia en los vicios de la sentencia. 

En consecuencia, y al estudiar la sentencia objeto del recurso, se determina, que 

efectivamente tenemos que los hechos acreditados refieren que el día del cometimiento 

de los mismos, es el dos de abril de dos mil cinco, fecha que también consta en el auto 

de apertura a juicio y dictamen de acusación, sin embargo, como lo sostiene el 

recurrente los medios probatorios desfilados en juicio, y de forma directa dos de las 

declaraciones testimoniales arrojaron que la fecha que ocurrieron los hechos fue el uno 

de abril del citado año, el tercero de los deponentes manifestó no estar seguro si era el 

uno o dos, pero las probanzas periciales fijan como el día del hecho punible el dos de 

abril de dos mil cinco, aspecto que considera el impetrante vulnera la congruencia de la 

sentencia, lo cual, como ya se ha expresado, tendría que ser una situación que demuestre 

una grave afectación al derecho de defensa del procesado, pues un simple error material 

o la inclusión de alguna circunstancia que no modifica esencialmente la calificación no 
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es suficiente para considerar incongruente la sentencia, lo que en el presente caso, no 

concurre, ya que existe una identidad en las personas, lugar, acción y resultado del 

hecho punible que fue acusado, por el que se dictó auto de apertura a juicio y fue 

juzgado. 

 

POSIBILIDAD DE INTRODUCIRLO AL PROCESO VÍA INTERROGATORIO 

PARA CUESTIONAR SU CREDIBILIDAD 

 

En cuanto al segundo de los motivos alegados, mediante el cual se considera que la 

fundamentación de la sentencia vulnera las reglas de la sana crítica por no haberse 

ponderado las entrevistas admitidas como prueba, es preciso señalar la existencia de 

jurisprudencia emanada por esta Sala mediante la cual se expresa que las entrevistas 

realizadas a los testigos en la fase de investigación no constituyen medios probatorios 

propiamente dichos, sino que sólo pueden ser utilizados sí en la producción de la prueba 

testifical se introducen por la vía del interrogatorio realizado al testigo, y con la única 

finalidad de cuestionar la credibilidad de lo dicho por éste, por ende, no es posible 

afirmar la obligación de ponderar entrevistas como prueba documental, ya que como se 

dijo, ellas no constituyen prueba, sino que es el testigo el que se vuelve un órgano de 

prueba, que es entendido como aquella persona cuya participación le permite al 

juzgador introducir en el proceso elementos probatorios, lo que conlleva a ser la persona 

que suministra al órgano jurisdiccional el conocimiento del objeto de la prueba, 

conceptualización que materializa que lo afirmado por el peticionario no se vuelve 

válido. 

 

FALTA DE AGRAVIO AL REALIZAR UNA DEBIDA DETERMINACIÓN DEL 

CUADRO FÁCTICO PARA LA ACREDITACIÓN DE HECHOS 
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Y en cuanto al motivo tres consistente en la inobservancia o falta de fundamentación 

probatoria intelectiva por considerar que en el momento de la ponderación probatoria no 

se concluyó con algún elemento de descargo, sino que todas las deducciones que 

conformaron de cargo, cabe mencionar, que tal argumento como tal no constituye vicio 

casacional pues se cuestiona la forma en que el juzgador valoró las probanzas, sin 

embargo, como dicha denuncia tiene base en el hecho de la supuesta contradicción en el 

día en que sucedieron los hechos, cabe mencionar, que como se ha expuesto en el citado 

análisis respecto al "día dos de abril", fue consignado por el sentenciador en el texto de 

la resolución, y por ende es posible deducir de forma coherente y derivada las razones 

que motivaron la decisión de la determinación del cuadro fáctico tal y como aparece 

contemplada en el apartado denominado "determinación precisa y circunstanciada de 

los hechos acreditados por este tribunal", por lo que tampoco se configura el quebranto 

alegado.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 440-CAS-2007 DE FECHA 22/07/2011) 

 

 

 

ERROR DE PROHIBICIÓN VENCIBLE SOBRE LA CAUSA DE 

JUSTIFICACIÓN DE LA LEGÍTIMA DEFENSA  

 

ñ3- En atención a la clase de motivo invocado, resulta necesario primero, relacionar la 

proposición fáctica que tuvo por acreditada el Tribunal de Instancia, pues ésta 

constituye el material sobre el que recaerá el análisis jurídico objeto de discusión. 

[é] 4- El argumento del a quo para concluir que El imputado actuó bajo un supuesto de 

error de prohibición vencible, es el siguiente: ñsi bien en el presente caso hay una 

agresión ilegítima por parte del ahora occiso hacia el imputado, la defensa que éste 

empleó no es razonable para impedir o repeler la agresión; no obstante, es necesario 

cuestionarnos si ¿Se le puede exigir capacidad de comprensión de eso al procesado, si 

éste se encontraba en estado de ebriedad o de inferioridad psíquica (Art. 29 n° 1 Pn.) y 
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si además había sido objeto de una agresión ilegítima? Consideramos que este estado 

emocional el autor no es plenamente conciente de la prohibición, y tampoco estaba en 

plena condición de poder reflexionar acerca de si su acción es antijurídica. Por lo que a 

criterio de este tribunal en el presente caso se configuraría un error de prohibición 

vencible sobre la causa de justificación de legítima defensa (é) este Tribunal tiene por 

acreditada la existencia del delito de Homicidio Simple en [é] y la autor²a en el mismo 

del imputado [é], bajo la influencia de un error de prohibición vencible.ò 

5- Un hecho comprobado en la presente sentencia, es que el procesado [é] mat· en 

forma dolosa a la v²ctima [é], es decir que la acci·n del primero se incardina en el 

art.128 CP que tipifica el delito de Homicidio Simple. También lo es, que el sujeto 

activo no actuó en legítima defensa. El punto que se somete a consideración de esta Sala 

queda delimitado a establecer, si de acuerdo a la acreditación de los hechos, el imputado 

ejecutó la acción bajo la creencia errónea que actuaba defendiéndose legítimamente. Se 

estima oportuno escribir unos breves comentarios en torno a la inteligencia del art.28 

inc.2° CP en lo conducente al punto impugnado. 

 

CONSIDERACIONES DOCTRINARIAS SOBRE LA TEORIA DEL ERROR EN EL 

DERECHO PENAL 

 

6- En principio, la Teoría del Error en Derecho Penal, distingue entre error de tipo y 

error de prohibición. El primero, excluye el dolo si es invencible, o puede llegar a 

sancionarse la acción como culposo, si concurren los requisitos de éste. El ámbito que 

comprende está referido al desconocimiento de elementos del correspondiente tipo 

objetivo, es decir que puede recaer en la acción, curso causal, resultado, cualidades 

especiales de autor. Mientras que la segunda clase, tiene como objeto la prohibición 

jurídico penal, de ahí que esté comprometida la conciencia de la antijuridicidad y por 

esta vía la culpabilidad misma, la que será excluida cuando se trate de un error 

invencible, o dará lugar a una responsabilidad atenuada especialmente si es vencible. 

A su vez, el error de prohibición puede ser directo o indirecto, según que el sujeto actúe 

creyendo que su comportamiento no es delito o bien que conociendo la prohibición 
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penal en general, supone que en el obrar concreto, le ampara una causa de justificación. 

Una sub clasificación más, el error puede estar referido a la existencia de la causa de 

justificación (error de permisión) o respecto de los presupuestos de ésta, siendo en esta 

última modalidad en la que nos concentraremos en adelante por su pertinencia con el 

motivo que se analiza. 

En la sentencia impugnada, se expresa que el imputado [é] actu· "bajo un error de 

prohibición vencible sobre la causa de justificación de la legítima defensa". El error en 

los presupuestos de la legítima defensa, tiene lugar cuando el sujeto activo despliega 

actos defensivos contra una agresión que sólo está presente en la psiquis del mismo, 

debido a una errónea apreciación de las circunstancias que rodearon al hecho. Es pues, 

la equivocada apreciación de la realidad, la que lleva al sujeto a creer que está frente a 

una agresión ilegítima, El desacierto puede focalizarse en la existencia, actualidad o 

ilegitimidad de agresión. 

Es condición para que el error en comento produzca los efectos penales que la ley prevé, 

que la conducta figure a priori como justificada, aunque con posterioridad se evidencie 

el error que la tornaba innecesaria. Según esto último, la defensa debe efectuarse con 

medios proporcionales para repeler el peligro que equivocadamente se creyó que existía. 

 

FALTA DE ARGUMENTOS EN CUANTO A LOS HECHOS QUE HACEN CREER 

AL IMPUTADO QUE ESTA SIENDO AGREDIDO AL MOMENTO EN QUE SE 

EJECUTA EL DELITO PROVOCAN NULIDAD DE LA SENTENCIA 

 

7- Para comenzar, cabe señalar que en la motivación jurídica del a quo para aplicar el 

art.28 inc.2° CP, no expresa argumento que explique el error que identificó en la 

conducta del imputado, es decir cuáles fueron los hechos que el procesado interpretó 

para creer que estaba siendo actualmente agredido en el momento en el que da inicio a 

la ejecuci·n de la acci·n que caus· la muerte del se¶or [é]. 

Lo cierto es que al examinar con detenimiento los hechos acreditados, nos encontramos 

con que no aparece ninguna circunstancia objetiva que haya podido motivar en el agente 
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la creencia errónea que estaba siendo atacado. De ahí, que no cabe inferir racionalmente 

que la conducta desarrollada por el procesado manifestara un querer defenderse. Todo 

lo contrario, si nos atenemos a que el mismo sentenciador concluyó que las lesiones 

producidas fueron "con intención homicida, dado su número, intensidad y ubicación en 

el cuerpo del ahora occiso, en el que toca áreas vitales". 

No puede concurrir el error a que refiere la sentencia, debido a que no se acredita 

ningún hecho a partir del cual se pueda inferir que cuando el imputado mató al señor 

[é], pod²a razonablemente suponer que estaba siendo agredido por el ahora occiso. Lo 

cual queda bien claro, ya que el hoy condenado se alejó de la escena en la que 

inicialmente, según el criterio del a quo, se produjo una agresión ilegítima en su contra; 

y luego se fue a su casa ubicada aproximadamente a veinte metros, es decir que salió de 

la esfera de aquella "agresión", regresando armado, para consumar la muerte del señor 

[é]. No se acredit· pues, ninguna circunstancia que describa el desplazamiento de 

alguna situación de riesgo hacia la vivienda del procesado, como para entender que él se 

encontraba defendiéndose. 

Si bien el error en estos casos tiene un carácter subjetivo y personal, pero es menester la 

concurrencia de una circunstancia objetiva que valorada ex ante, explique la errónea 

creencia que impulsó a actuar. Como se lee en la proposición comprobada, no se 

acreditó ningún comportamiento atribuible al ahora occiso que pudiera desnaturalizarse 

idealmente por el imputado que lo llevara a suponer que estaba siendo agredido. Dicho 

de otra forma, el sujeto no puede iniciar una defensa de la nada, sino que debe concurrir 

un hecho que apreciado erróneamente como un ataque, haga nacer síquicamente la 

necesidad de reaccionar defensivamente contra su atacante. 

La atenuación especial que regula el art.28 inc.2° CP se funda en el conocimiento 

defectuoso sobre la criminalidad del acto (antijuridicidad), circunstancia que no aparece 

en la conducta comprobada al procesado. 

Por otra parte, es bastante manifiesto en los hechos probados, que la conducta fue en 

absoluto desproporcionada, lo que demuestra la ausencia de un querer defensivo aunque 

éste fuera motivado por una causa imaginaria. 
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ESTADO DE EBRIEDAD ES UNA ATENUANTE EN CUANTO A LA 

RESPONSABILIDAD PENAL PERO NO ES CAUSA DETERMINANTE PARA 

FUNDAMENTAR EL ERROR 

 

Finalmente, el a quo afirma que el procesado al momento del hecho se encontraba "en 

estado de ebriedad o de inferioridad psíquica (Art.29 n°1 Pn.) (...) además había sido 

objeto de una agresión ilegítima" lo cual presenta como argumento para sustentar el 

supuesto error de prohibición que se viene comentando. Sobre lo primero, su efecto 

jurídico es la modificación de la responsabilidad penal, atenuándola, más no es 

determinante por sí solo para fundar un error. En cuanto a lo segundo, la agresión había 

acontecido en otro lugar y ya había cesado, por lo que tampoco puede figurar como la 

circunstancia que hiciera incurrir en error al agente, ya que para ello, era necesario que 

concurrieran otros hechos que pudieran valorarse, aún erróneamente, en el sentido que 

aquella continuaría. 

Concluye esta Sala, que no cabe subsumir la hipótesis fáctica aceptada por el 

sentenciador en el art.29 inc.2° CP, y en consecuencia se confirma su errónea aplicación 

en la sentencia recurrida, por lo que procede casarla parcialmente, sólo en cuanto a la 

aplicación de dicha disposición y lo que fuera su consecuencia. Asimismo, basándose 

en el art. 427 inc.3° CPP, se procederá a enmendar la violación de ley en esta misma 

resolución. 

 

MODIFICACIÓN DE LA DETERMINACIÓN DE LA PENA BAJO LA 

ATENUANTE DE INFERIORIDAD PSÍQUICA POR INTOXICACIÓN 

 

8- La pena de prisión que corresponde imponer al imputado es la de diez años, en 

observancia de lo previsto en el art.63 CP. 

En abstracto, el delito de Homicidio Simple está sancionado con una pena de diez a 

veinte años de prisión. Se lesionó plenamente el bien jurídico vida, puesto que se 
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consum· la muerte del se¶or [é], empleando un medio id·neo para este fin, haciendo 

uso del mismo en forma causalmente efectiva, ejecutándolo en la vía pública del 

vecindario en el que residían víctima e imputado, y frente a una tercera persona, la 

testigo [é], "esposa del ahora occiso", quien ante el hecho decidi·:"tirarle piedra al 

imputado, para que cesara la agresión y las reacciones del imputado de seguirla", lo cual 

denota una mayor extensión de la violencia con la que fue realizada la acción de matar, 

que puso en peligro a otra persona y quedó reflejada en la autopsia del cadáver. 

"Entre víctima y victimario, existía amistad" se lee en la sentencia, además que las 

"lesiones mortales las produce el imputado (...) como reacción a insultos y golpes que el 

ahora occiso le había propiciado momentos antes", los cuales, según el sentenciador a 

[é], consistieron en que "[é] le dijo a [é] que no era hombre y comienza [é] a 

golpear a [é] con sus pu¶os; que entonces [é] sale para su casa a sacar un machete"; 

lo que, si bien no configura un móvil fútil, según el criterio del a quo, no debe dejarse 

de estimar para establecer un mayor desvalor en la acción, si se toma en cuenta que fue 

lo que indujo al imputado [é] a propinarle a la v²ctima "once lesiones con arma corto 

contundente en cabeza y tórax". 

Se acepta la concurrencia de la atenuante genérica de "inferioridad psíquica por 

intoxicación", normada en el art.29 n 1 CP y aplicada por el Tribunal de Instancia. 

9- Las penas accesorias impuestas en la sentencia se mantienen, pero por el tiempo de 

prisión determinado en la presente; asimismo queda firme lo tocante a la 

responsabilidad civil y costas procesales.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 441-CAS-2009 DE FECHA 06/05/2011) 
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ERRORES MATERIALES EN LA SENTENCIA  

ERROR EN EL NOMBRE DEL IMPUTADO NO AFECTA GARANTÍAS DEL 

DEBIDO PROCESO NI DERECHO DE DEFENSA CUANDO SE HA 

IDENTIFICADO PLENAMENTE AL MISMO EN LA COMISIÓN DEL DELITO 

SEÑALADO 

ñEn cuanto al yerro referente al quebranto del Art. 359 del C·digo Procesal Penal, esta 

Sala considera pertinente aclarar, que el verdadero agravio del casacionista se encuentra 

constituido por la circunstancia que el auto de apertura a juicio fue dictado contra 

[imputado];  sin embargo, la persona que se relacionó como acusada en tal 

pronunciamiento fue el señor [otro nombre]. Este reclamo trasciende entonces de los 

conceptos doctrinarios del Principio de la congruencia, es decir, la base de la queja no 

se encuentra constituida por el señalamiento de hechos distintos a aquellos de los que se 

acusó al imputado, la protesta respecto de una calificación diferente o incluso la 

imposición de una pena superior a la solicitada por la acusación, sino que se pretende 

indicar un quebranto al Debido Proceso y al derecho de defensa en tanto que en el auto 

de apertura a juicio provisto por el juez de instrucción, la acción dolosa de Posesión y 

Tenencia, fue ubicada en la persona de [otro nombre], no así en el inculpado y a pesar 

de ello, se continuó con el trámite del actual proceso, llegando incluso a dictarse 

sentencia definitiva condenatoria en contra de éste. 

Es preciso remitirse a autos para verificar la circunstancia expuesta por el recurrente. 

Así pues, se advierte que desde las etapas iniciales de la presente causa, se individualizó 

e identificó al [imputado], entre otros imputados, como partícipe en el delito de 

Posesión y Tenencia. Como resultado de la audiencia inicial, se ordenó la instrucción en 

contra del referido reo y asimismo se decretó sobreseimiento provisional a favor del 

resto de señalados. En seguida, tal como lo ordena el Art. 265 del Código Procesal 

Penal, se dictó auto de instrucción en el que se dictaminó la indagación de tal hecho 

punible atribuido con probabilidad a [imputado], y una vez que finalizó esta etapa 

mediante la presentaci·n del dictamen fiscal, el licenciado [é] acus· al [imputado] por 

el ilícito ya indicado. Como consecuencia de la audiencia preliminar, se proveyó 

sobreseimiento provisional a favor del referido imputado, el cual fue revocado por la 

Cámara Cuarta de la Sección del Centro, ordenando la celebración de audiencia especial 

para la aportación de prueba de descargo por parte de [imputado]. Llevada a cabo la 
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referida audiencia, en cumplimiento al Art. 322 del Código Procesal Penal, el Juzgado 

de Primera Instancia procedió a dictar el auto de apertura a juicio en contra de 

[imputado] observando los requisitos que la ley adjetivo establece al efecto, es decir: 1. 

La admisión de la acusación con la descripción precisa del hecho objeto del juicio y el 

resto de sujetos involucrados. Plataforma fáctica que ha resultado ser conteste y 

conforme respecto del dictamen; 2. Imposición, ratificación, revocación o sustitución de 

las medidas cautelares; y 3. Intimación a las partes. En este mismo pronunciamiento, 

también fueron relacionados los elementos de convicción obrantes a través de los cuales 

se confirmaba la existencia del delito. Sin embargo, en la exposición de la probable 

participación delincuencial, el Juzgado erró al establecer que el sujeto activo del delito 

recala en la persona de [otro nombre], así como también en consignar que el señor [otro 

nombre], actuó dolosamente; pero al continuar con la lectura del referido auto, se señala 

a [é], como el imputado que actu· con capacidad de culpa, catalogando finalmente, su 

actuar como típico y antijurídico, dictando en consecuencia, la apertura a juico en contra 

de [imputado]. 

Si bien es cierto existe un equivoco, a criterio de esta Sala no puede ser considerado 

como insuperable o que provoque una vulneración ya sea al Debido Proceso o al 

derecho de defensa, pues de una concienzuda lectura de los autos que conforman las 

actuaciones, se advierte que toda la acción del lus Puniendi se encamina a la 

averiguación del delito de Posesión y Tenencia atribuido a [imputado]. 

Pero aún, si se continúan analizando los autos, se encuentra que la sentencia dictada por 

el Tribunal de Sentencia de Santa Tecla, señala en la integralidad de su contenido a 

[é], como el ¼nico responsable penal del delito calificado definitivamente como 

POSESIÓN Y TENENCIA. 

Entonces, de la anterior relación de las incidencias procesales, no se vislumbra que haya 

sido cometido un error que derive en nulidades absolutas, en tanto que desde ninguna 

óptica fueron comprometidos derechos o garantías erigidos a favor del imputado; ya que 

con claridad a lo largo del proceso, se ha identificado a [imputado], en la comisión del 

delito señalado. Y como recién se ha expuesto, la irregularidad Del auto de apertura a 

juicio, puede ser comprendida como un error material, que nada incide en el contenido 

esencial de la acusación. De tal forma, no existe ningún defecto en la sentencia, por la 

cual deba anularse o descalificarse.ò 
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(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 94-CAS-2010 DE FECHA 12/10/2011) 

 

 

INEXISTENCIA DE NULIDAD CUANDO EL ERROR ES EN LA DESIGNACIÓN 

DEL TIPO DE MONEDA EN QUE HA DE HACERSE EFECTIVA LA CANTIDAD 

INDICADA COMO RESPONSABILIDAD CIVIL 

 

ñIV.- Advierte esta Sala, que el núcleo de la inconformidad contra la sentencia de 

mérito, reside concretamente en el monto que ha sido establecido en concepto de 

Responsabilidad Civil, pues según el inconforme la violación de las reglas de la sana 

crítica en la fundamentación se ha dado al establecer dos cantidades distintas, ya que en 

un apartado se calcula en "colones" y en la parte dispositiva se hace en "dólares"; de ahí, 

que sobre dichos argumentos se desarrollarán las consideraciones de este Tribunal. 

Previo a resolver la cuestión planteada, se reitera lo afirmado en otras resoluciones de 

esta Sede casacional, donde se ha dicho que la motivación implica incorporar a la 

decisión las razones fácticas y jurídicas que han inducido a la autoridad judicial a 

resolver en un determinado sentido, ya que la sentencia se conceptualiza como un 

instrumento que garantiza que la decisión jurisdiccional no sea arbitraria, y que la 

facultad discrecional del juzgador para interpretar y aplicar el Derecho se haya ejercido 

racionalmente; en otras palabras, se tiene por fundamentada una decisión judicial 

siempre que las razones que la sustentan permitan entenderla sin esfuerzo alguno. Esa es 

la dirección del Art. 130 Pr. Pn., cuyo postulado radica en sancionar con nulidad la falta 

de fundamentación de las resoluciones en el marco del proceso penal, al ordenar que el 

juzgador o tribunal ha de expresar "con precisión los motivos de hecha y de derecho en 

que basan las decisiones tomadas, así como la indicación del valor que se le otorga a los 

medios de prueba". 

En la sentencia cuestionada, se observa que los jueces A-quo han consignado de forma 

satisfactoria los hechos acaecidos, tal como se describen en la acusatoria, así como el 
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valor que le otorgaron a cada uno de los medios de prueba sometidos a su 

consideración, cumpliendo así con los parámetros jurídicos indicados. 

Sin embargo, cuando se pronuncia sobre la Responsabilidad Civil, los juzgadores 

señalan que habiendo mediado solicitud fiscal al respecto, y sustentados en los Arts. 115 

No. 3 Pn. y 361 Pr. Pn., establecen la cantidad de "TREINTA Y TRES MIL 

VEINTIOCHO COLONES, MAS INTERESES LEGALES A PARTIR DEL OCHO 

DE MAYO DEL DOS MIL DOS", a ese efecto. Tal decisión se anotó de forma 

diferente en el fallo del proveído, pues al referirse a la condena del imputado respecto 

de este punto, el A-quo dijo que a "[é], en concepto de responsabilidad civil, se le 

condena al pago de TREINTA Y TRES MIL VEINTIOCHO DÓLARES, MAS 

INTERESES CALCULADOS A PARTIR DEL OCHO DE MAYO DE DOS MIL 

DOS, QUE DEBERÁ CANCELAR A LA REPRESENTANTE DE LA VÍCTIMA". 

Evidentemente, la situación así establecida demuestra cierta inconsistencia en la 

designación del tipo de "moneda" en que ha de hacerse efectiva la cantidad indicada 

como Responsabilidad Civil; lo cual, aparentemente ha generado incertidumbre al 

imputado al no tener claridad sobre con cuál de las dos monedas relacionadas deberá 

cumplir la misma, sea en colones o en dólares. 

Esta Sala, a efecto de emitir una adecuada resolución al caso que nos ocupa, ha 

verificado en las diligencias -sin que se estén valorando las mismas-, pero es el caso, 

que ah² consta que el d²a [é], en ocasi·n de llevarse a cabo el inicio de la audiencia de 

vista pública de este asunto, al rendir su declaración indagatoria, el imputado aceptó 

conciliar con la ofendida, por la cantidad de TREINTA Y TRES MIL VEINTIOCHO 

COLONES "33, 028.00 colones" , habiendo accedido el Tribual de Instancia a clausurar 

la vista pública, y en consecuencia, estableció que se le concedían noventa días de plazo 

para hacer efectiva la cantidad acordada; lamentablemente, el procesado incumplió con 

la citada obligación, razón por la que se indicó nueva programación para desarrollar el 

correspondiente juicio [é]. 
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FACULTAD DE LA SALA DE LO PENAL DE RECTIFICAR UN ERROR 

MATERIAL QUE NO DERIVA EN NINGÚN AGRAVIO EN DETRIMENTO DEL 

IMPUTADO 

 

De lo anterior, se desprende que el vicio alegado es el resultado de un error material del 

cual no se puede derivar ningún agravio en detrimento del justiciable, ya que como se 

indicó anteriormente, el Imputado solicitó conciliar con la víctima por la suma dineraria 

de TREINTA Y TRES MIL VEINTIOCHO COLONES, pudiéndose entender que 

también se trata de su equivalente en dólares; dado que el imputado asumió -en aquella 

ocasión-, ese monto como el total de dinero que ha retenido en favor de la ofendida, 

debiéndose entender en lo sucesivo, que lo correcto ha sido en "colones" , y no como 

equívocamente se consignó en el fallo, que se trataría de una suma en "dólares"; por lo 

que, con base al Art. 429 Pr. Pn., se subsana el error detectado, puesto que dicha 

rectificación no altera en modo alguno el contenido de la sentencia. 

En el reproche, el imputado pretende que esta Sala lo absuelva de toda responsabilidad, 

incluyendo la civil; circunstancia que de conformidad con nuestra legislación no 

procede, dado que según esta materia la ejecución de un hecho delictivo genera 

obligación civil, Art. 114 del Código Penal, cuya procedencia ha de declararse en las 

modalidades que al efecto señala en Art. 115 del citado cuerpo legal; en consecuencia, 

habiéndose acreditado -en este proceso- la evidente participación delincuencial del 

ahora condenado en el ilícito que se le atribuyó, debe también responder por las 

consecuencias civiles del mismo. 

Finalmente, se considera oportuno indicarle al Tribunal de juicio que en los procesos 

sometidos a su conocimiento, no se repitan las anormalidades como la denunciada en el 

caso que nos ocupa, a fin de no dilatar innecesariamente el proceso. 

En virtud de todo lo anterior, habiéndose comprobado la inexistencia del yerro señalado 

contra el fallo de m®rito, debe declararse que no ha lugar la pretensi·n del impugnante.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 296-CAS-2010 DE FECHA 14/12/2011) 
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ESTAFA AGRAVADA  

DEFECTUOSIDAD EN LA MOTIVACIÓN DE LA SENTENCIA NO GENERA POR 

SÍ SOLA NULIDAD SINO ATIENDE A LA ESENCIALIDAD DEL QUEBRANTO 

QUE SE PRESENTA 

ñEs menester expresar que la finalidad de la prueba, es precisamente formar la 

convicción del Sentenciador en relación a lo argumentado por las partes en la audiencia 

de vista pública, ya que ésta, se instituye como un instrumento que contribuye con el 

principio procesal de la verdad real de los hechos, y es mediante la prueba judicial, que 

se da esa actividad de verificación de lo alegado por cada una de ellas, a efecto de 

establecer la existencia o no de la certeza. Es decir, que la importancia en la valoración 

de los elementos probatorios que desfilan en el desarrollo del juicio, es para permitir la 

reconstrucción histórica del hecho sometido a debate. 

Dado el objetivo enunciado, es que la ponderación de la totalidad de las pruebas 

admitidas en el auto de apertura a juicio y producidas en el acto del juicio oral y público 

se configura como una de las garantías de validez de la motivación de la sentencia 

penal, que se impone como una obligación Constitucional y legal del respeto al debido 

proceso, teniendo en cuenta que la mera defectuosidad de ésta, no genera por sí la 

nulidad de la resolución, pues para que concurra, debe atender a la esencialidad del 

quebranto que se presenta. 

 

FALTA DE NEXO CAUSAL ENTRE PERJUICIO Y ENGAÑO VUELVE ATÍPICA 

LA CONDUCTA DELICTIVA DEL IMPUTADO 

 

Así se tiene, que en la sentencia en estudio, constan los apartados denominados "sobre 

la existencia del delito" y "sobre la culpabilidad del imputado", en los cuales se procede 

a detallar y analizar los medios probatorios sometidos al debate, encontrando que en el 

primero de éstos, se establece que el Tribunal de Sentencia a efecto de acreditar la 

existencia material del delito de Estafa Agravada, se circunscribe a consignar la prueba 

documental que fue ofrecida y presentada por la parte querellante, concluyendo de 
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manera general que con la misma se tiene por acreditada la existencia material objetiva 

del delito. En el segundo de los apartados, se atiende a la participación delincuencial del 

imputado, exponiéndose que con la declaración de la víctima solo se obtiene 

información que es constitutiva de un indicio de antijuricidad, agregando que con todos 

y cada uno de los elementos de prueba que son coadyuvantes con lo aseverado por la 

referida testigo, se obtiene ¼nicamente referencias contra [é] 

De los argumentos antes transcritos, es posible afirmar, que efectivamente se presenta 

en el apartado dedicado a la existencia del hecho sometido a juicio, una escasa 

valoración de la prueba documental; sin embargo, ésta es retomada en el análisis de la 

participación delincuencial, mediante la cual los juzgadores determinan la inexistencia 

del elemento tipo requerido para el delito de Estafa, como lo es el ardid o engaño con la 

finalidad de obtener un provecho injusto, y por ende, consideran que se está frente a un 

caso típico de responsabilidad objetiva, ya que se ha pretendido atribuir al imputado el 

hecho punible, cuando lo único que se demostró es que se encuentra unido causal o de 

forma normativa al mismo. 

Lo anterior, hace necesario recordar que doctrinariamente el delito de Estafa, es 

definido como la obtención de un provecho penal injusto mediante engaño que induce el 

error al que lo sufre y efectúa una prestación voluntaria de naturaleza patrimonial en 

beneficio del autor del engaño o de un tercero, siendo justamente del concepto que se 

extraen los elementos del tipo penal, como lo son el engaño, error, disposición 

patrimonial y perjuicio, requiriéndose que entre el perjuicio y el engaño deba mediar 

una relación de causalidad, es decir, que de no haber existido el menoscabo patrimonial 

no hubiera ocurrido, consecuentemente, si ese "nexo causal" no se comprueba, el ilícito 

no se configura, aspecto que en definitiva han contemplado los juzgadores al establecer 

que tanto el imputado como la víctima no se conocían, ya que cuando firmó la hipoteca 

lo hizo ante el Bufete [é], que se encargaban de colocar dinero en cr®ditos hipotecarios 

a cambio de ofrecerles intereses satisfactorios, y es hasta que se ejecuta la propiedad 

que se conoce quién es el acreedor e incluso de la persona que fungía como depositario 

judicial, que realizaba su función mediante la custodia del dinero producto de los 

cánones de arrendamiento con la Empresa [é] y si bien es cierto que la cuenta estaba 

mancomunada con el procesado, esto de conformidad a lo dispuesto por el Art. 620 Pr. 
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C., no le genera responsabilidad alguna al imputado, sino que, en dado caso ésta es de el 

citado depositario. 

 

AUSENCIA DE AGRAVIO CUANDO DEL ANÁLISIS PROBATORIO DE LOS 

ELEMENTOS VERTIDOS EN EL JUICIO SE ADVIERTE LA INEXISTENCIA DE 

UN HECHO PUNIBLE 

 

En consecuencia, no se configura la falta de fundamentación de la sentencia alegada por 

el recurrente, ya que sí aparece un análisis probatorio de los elementos de prueba que 

fueron inmediados en juicio, y que de dicho estudio se concluyó la inexistencia de un 

hecho punible, por tal raz·n deber§ mantenerse la validez de la resoluci·n.ò 

(SALA DE LO PENAL/SE NTENCIAS DEFINITIVAS, 545-CAS-2008 DE FECHA 29/07/2011) 

 

 

 

ELEMENTOS QUE COMPONEN LA ESTRUCTURA DE UNA DEBIDA 

FUNDAMENTACIÓN DE  LA SENTENCIA PENAL 

 

ñSobre los argumentos expuestos en el cuarto vicio casacional del recurso promovido 

por el Licenciado [é], se tiene que éstos recaen básicamente en el hecho de que el 

Tribunal A-quo habría quebrantado en su proveído lo dispuesto en los Arts. 130, 357 

No. 2° Pr.Pn. derogado y aplicable, y Arts. 11 y 12 de la Constitución de la República, 

generándose el vicio de falta de motivación del proveído por ser incompleta e ilegítima, 

por cuanto el Tribunal de mérito se abstuvo de analizar en ella prueba de carácter 

decisivo introducida en el debate. 
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Así se tiene, que la sentencia como la resolución final en la que se define la situación 

jurídica de la persona que ostenta la calidad de imputado, requiere para su eficacia, que 

se establezca de forma clara y completa el material probatorio que desfiló en la 

audiencia de vista pública, y las conclusiones emanadas del mismo. Tales 

razonamientos deben describir el contenido de cada elemento y la vinculación racional 

de las afirmaciones o negaciones que respalden el fallo, y si los hubiere, expresar los 

medios de prueba a los que se les restó credibilidad, manifestando el porqué no se les 

otorga valor, pues sólo así, la motivación responderá a las garantías constitucionales y 

legales establecidas. 

Por ende, la resolución final, como se ha expuesto en reiterada jurisprudencia, posee una 

estructura fijada con claridad y precisión. Está compuesta por tres elementos que 

son:1°) Una relación de los hechos históricos, es decir, una exactitud clara, concreta y 

circunstanciadamente del hecho que estime acreditado y sobre el cual se emite un juicio, 

que es lo que se conoce como fundamentación fáctica. 2°) Un sustento probatorio que es 

donde se analizan los elementos de juicio que han sido vertidos en el proceso, lo que se 

denomina fundamentación probatoria, donde se fijan los siguientes razonamientos: 

A) La fundamentación probatoria descriptiva, la que obliga al juez a señalar en la 

sentencia uno a uno, los medios probatorios conocidos en el debate. No siendo 

necesario expresar una relación detallada de todos los medios probatorios. 

B)  La fundamentación probatoria intelectiva, donde el juzgador valora propiamente los 

medios de prueba. Aquí, no sólo se trata de apreciar cada elemento probatorio en su 

individualidad, sino contraponer y vincular esa apreciación con el conjunto de la masa 

probatoria. Éste es el estadio de la sentencia donde se encuentran inducciones del juez 

sentenciador, y donde quedan expresados los criterios de valoración que se han 

utilizado, al definir cuáles pruebas se acoge, cuáles rechaza, y con qué elementos de 

juicio cuentan los juzgadores para tomar determinada decisión. Consecuentemente la 

falta de fundamentación es la ausencia en la sentencia documento de cualquiera de los 

elementos anteriormente desarrollados. 
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FUNDAMENTACIÓN ILEGÍTIMA DE LA SENTENCIA AL NO VALORAR LA 

PRUEBA INTRODUCIDA LEGALMENTE AL PROCESO 

 

Bajo ese orden de ideas, consta en la sentencia objeto de análisis, el apartado 

denominado "Prueba producida en el juicio y valoración", consignándose en el primero 

de éstos la enunciación de los medios de prueba que fueron conocidos en audiencia oral, 

y la narración de cada uno de ellos, entre los que se encuentran los de carácter 

documental, pericial y testimonial; posteriormente, encontramos que los jueces plasman 

las razones por las cuales estiman que no se estableció la falsedad ideológica alegada, 

desarrollando un análisis acerca de la existencia del delito de Estafa Agravada 

Continuada, verificando el juicio de tipicidad previo al análisis de la autoría de los 

imputados, concluyendo que la conducta atribuida a éstos era atípica y por lo tanto 

procede a dictar un fallo absolutorio a favor de los imputados [é]. 

En consonancia con lo anterior, y tal y como se dijo la fundamentación táctica obliga a 

los jueces a establecer en la sentencia, uno a uno cuales fueron los medios de prueba 

conocidos en el debate describiéndolos, ya través de los cuales los juzgadores extraen 

sus conclusiones. De forma que podría haber medios de prueba que suministren buenos 

elementos, en tanto que otros no, en la sentencia impugnada se ha realizado una 

descripción de todos los elementos probatorios realizando una síntesis de los mismos lo 

que para esta Sala considera que es una adecuada fundamentación en su aspecto 

descriptivo. Ahora bien, dentro de los argumentos expuestos por el A-quo en la 

sentencia en estudio, se detecta una total y completa omisión en cuanto a lo que sin 

duda constituye el momento más importante de la fundamentación de un proveído, que 

es la apreciación y el examen de la prueba propiamente dicha, momento en que deben 

exponerse porqué se escogen determinados elementos de prueba y porqué se desechan 

otros, porqué se les da credibilidad a unos y a otros no, y la vinculación que se obtiene 

de estos con otros medios del elenco probatorio, no está de más señalar en cuanto a éste 

punto, que se reconoce que el sentenciador es libre para apreciar las pruebas en su 

eficacia, con el único límite que su juicio sea razonable, es decir, que al valorar los 

elementos de prueba incorporados al proceso debe hacerlo en apego a las reglas de la 

lógica, de la psicología y de la experiencia común; sin embargo, si se prescinde 

ilegítimamente de fundamentación en la sentencia cuando no valora aquellas que han 
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sido introducidas legalmente al proceso y son capaces de modificar las conclusiones del 

fallo la sentencia será nula por falta de motivación. 

 

PROCEDE ANULAR LA SENTENCIA CUANDO EL SENTENCIADOR OMITE 

REALIZAR UN EXAMEN CRÍTICO DE TODA LA PRUEBA VERTIDA EN EL 

PROCESO 

 

En el caso que nos ocupa, los Jueces de Sentencia por unanimidad fallaron absolviendo 

a los imputados, en razón de estimar que la conducta es atípica, pero sin establecer los 

hechos, ni efectuar el correspondiente análisis crítico de la prueba documental, pericial 

y testimonial sometida a discusión, sino que limitó su análisis a desarrollar una de las 

categorías analíticas de la teoría del delito, como lo es la tipicidad de la conducta 

atribuida a los imputados, por lo que la sentencia documento contiene el defecto de falta 

de motivación, por carecer de una fundamentación intelectiva lo cual da lugar a que no 

sea completa, es decir, no está referida tanto al hecho como al derecho, por la omisión 

de valorar la totalidad de las pruebas en base a las cuales tuvo que sostener su decisión. 

En razón de lo dicho, es procedente casar la sentencia de mérito, anular la vista pública 

que le dio origen y ordenar su reposición por un Juez distinto al que conoció del 

proceso, todo de conformidad al Art. 427 Inc. 3Á Pr. Pn.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 608-CAS-2008 DE FECHA 20/09/2011) 

 

 

OMISIÓN DEL JUZGADOR DE EXPRESAR CLARAMENTE LOS CRITERIOS DE 

VALORACIÓN RESPECTO A ELEMENTOS PROBATORIOS DECISIVOS 

CONLLEVA VULNERACIÓN A LA SEGURIDAD JURÍDICA 

ñ[é] Estudiada la sentencia siguiendo como par§metro el motivo formulado por la 

recurrente, se pasa a justificar la decisión acordada por esta Sala. Primero, se 
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examinarán los argumentos probatorios de la sentencia, a fin de establecer si han sido 

considerados o no, los puntos controvertidos por la impetrante. En seguida, habrá que 

determinar si esa circunstancia fue objeto de acusación. Superado este nivel, se indagará 

si esa información que se dice que no fue valorada por el sentenciador, ingresó al juicio 

legalmente y con especial observancia de los derechos de las partes y respetándose el 

contradictorio. Finalmente, si es una prueba de carácter decisiva. 

[...] Del dictamen de acusación fiscal, se transcribe el párrafo que contiene la 

descripci·n de los hechos acusados: "El d²a [é]del a¶o dos mil seis a eso de las diez de 

la ma¶ana el se¶or [é.] fue al (sic) casa de habitaci·n de la se¶ora [...], quien es su tía 

ya que con anterioridad a esa fecha ella le había ofrecido dos lotes de terreno propiedad 

de la señora imputada, por lo que él decidió visitarla ya que los terrenos están contiguo 

a la casa de habitación de la imputada y por la ubicaci·n al se¶or [é.] le interesaron, y 

le c§nselo (sic) a la se¶ora [é], la cantidad de Seis mil d·lares, por la compraventa de 

dichos lotes, pero la señora no le podía dar la venta en esos momentos por que dichos 

terrenos los había adquirido por medio de aceptación de herencia de su  hermano, de lo 

cual es (sic) traspaso de dicha aceptación de herencia no se  había inscrito en el Centro 

Nacional de Registros, prometiéndose con (sic) al  comprador que al estar debidamente 

inscrito legalizarían el contrato, y que le firmaría un recibo por dicha cantidad, y así lo 

hizo, pero es el caso que hasta la fecha la imputad (sic) no a (sic) cumplido con lo 

prometido al (sic) víctima y los lotes ya se encuentran inscritos a nombre de la imputada 

en el Centro Nacional de Registros bajo el número cincuentra (sic) y tres del libro un 

mil ochocientos ochenta y nueve a folios doscientos treinta y uno y siguientes de 

Usulut§n, neg§ndose la se¶ora [é] a (sic) haber recibido tal cantidad y que por tal raz·n 

no puede traspasarle los inmuebles en mención". 

En el mismo dictamen, al enumerarse la prueba ofrecida para la vista pública se lee: 

"Informe del Centro Nacional de Registros en el que informa a nombre de quien se 

encuentran los lotes que se le prometieron a la víctima". Por consiguiente, puede 

concluirse que el tema de la titularidad registral de los inmuebles que la imputada 

prometi· vender, es una circunstancia acusada. [é] 

Considerando el párrafo que antecede, se colige que el dato probatorio tocante a la 

titularidad registral de los lotes, reclamaba de parte del tribunal un pronunciamiento 
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acerca de su valor como lo manda el art.130 CPP, y que se dejase constancia de su 

análisis integral con las restantes pruebas, arts. 162 inc.4° y 356 inc.1 CPP. 

[é] El dato probatorio que se alega que no fue valorado, fue incorporado al juicio a 

través de la certificación (informe según las actuaciones) expedida el nueve de junio de 

dos mil ocho, por el licenciado [é], Registrador de la Propiedad Ra²z e Hipotecas de la 

Segunda Sección de Oriente, con sede en el departamento de Usulután, en la que consta 

resolución de ese Registro, de las once horas y quince minutos del uno de diciembre de 

dos mil tres, que dice: "INSCRÍBASE DECLARATORIA DE HEREDEROS, a favor 

de la heredera intestada FILOMENA RUÍZ IRAHETA, en calidad de hermana del 

causante se¶or: [é.], con asiento de presentaci·n bajo el n¼mero OCHOCIENTOS 

NOVENTA Y TRES del diario DOSCIENTOS TREINTA Y DOS de propiedad". 

 

FALTA DE VALORACIÓN INTEGRAL DE LA PRUEBA VERTIDA EN EL JUICIO 

CONLLEVA NULIDAD DE LA SENTENCIA 

 

[...] En cuanto a la valoración de la prueba, la sentencia expresa que le mereció fe tanto 

la testimonial como la pericial y documental. Sin embargo, está bien claro en el texto de 

la resolución, que el a quo no dejó constancia de criterios valorativos empleados para 

abordar la prueba arriba relacionada, tanto en forma individualizada como en sus 

interconexiones con otras pruebas. Inclusive, ni la enumera adecuadamente, mucho 

menos describió lo medular de su contendido, deficiencias que pueden comprometer la 

seguridad jurídica. 

No obstante, como resultado de la "valoración" efectuada, emite la conclusión siguiente: 

"el delito de Estafa Agravada, se habla de un provecho injusto, y que ese provecho se 

obtiene mediante ardid (...) el engaño debe existir antes que se dé determinada situación, 

cuando se ha hablado del presente caso, se dice que se dio dinero para que en su 

momento se hiciera la entrega o tradición de los lotes a los cuales se hace referencia, no 

puede decirse que existía engaño en ese momento, en el presente caso la posibilidad de 

tener la propiedad existía y se concreta de manera precisa al acreditarse que la 

procesada aceptó herencia y ha adquirido la propiedad del inmueble, a criterio de este 
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Tribunal lo que resta es cumplir dicha obligación". Lo anterior, pone de manifiesto que 

el sentenciador no apreció integralmente el medio probatorio en comento, en tanto 

descuidó el extremo que la inscripción por traspaso a favor de la imputada fue fechada 

en diciembre de dos mil tres, mientras que según acreditación del mismo a quo (pág. 7 

de la sentencia o fs.166 fte. de la pieza principal) la acción atribuida a la procesada se 

ejecutó el veintiséis de marzo de dos mil seis, lo cual reclamaba una explicación 

argumentativa por parte del sentenciador, misma que fue omitida. 

 

EXISTENCIA DE AGRAVIO AL SUSTENTAR FALLO ABSOLUTORIO EN LA 

ATIPICIDAD DE LA CONDUCTA SIN HABER REALIZADO UNA DEBIDA 

VALORACIÓN DE LOS ELEMENTOS PROBATORIOS 

 

Por otro lado, se estima que se trata de una información decisiva, ya que refiere a una 

circunstancia ex ante que obraba en el momento de la realización de la acción acusada, 

importante para valorar la repercusión en el ámbito de la tipicidad penal del delito de 

Estafa, la condicionante expuesta por la imputada [é] para diferir la compraventa. 

De ahí, que estamos en presencia de un segmento de los hechos que debió examinarse 

argumentativamente en la sentencia, con independencia del resultado epistemológico a 

que arribara el tribunal, en especial cuando el fundamento del fallo absolutorio radica 

sustancialmente en la atipicidad de la conducta, por falta de ardid. 

Se concluye entonces, que procede estimar el recurso fiscal, debido a la constatada 

inobservancia de los arts.130, 162 inc.4 en relación con el 356 inc.1, todos del CPP, lo 

cual ha derivado en la afectación de la sentencia con el vicio que regula el art. 362 n 4 

CPP. 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 615-CAS-2009 DE FECHA 14/03/2011) 
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ESTAFA 

ELEMENTOS QUE DEBE CONTENER LA SIMULACIÓN COMO ELEMENTO 

DEL DELITO PARA QUE PUEDA TRASCENDER AL ÁMBITO PENAL 

ñLa pretensi·n b§sica del recurrente se resume en atacar uno de los elementos t²picos 

del delito de Estafa, conocido como "Engaño o ardid"; de acuerdo al impugnante, la 

circunstancia que el señor [...] haya aparentado ser abogado frente a la víctima, no 

constituye engaño alguno, situación que de manera contraria fue sustentada por el 

juzgador en su sentencia. 

Cabe mencionar que uno de los parámetros para poder determinar si existe o no, la 

errónea aplicación mencionada por el casacionista, precisa en conocer la plataforma 

fáctica que tuvo por acreditada el A Quo; en este caso, debe mencionarse que no existe 

un apartado específico que se denomine: hechos acreditados o relación fáctica; sino que 

se encuentra inmersa en la valoración de prueba o fundamentación intelectiva y jurídica; 

por ello, sólo se retomarán las consideraciones pertinentes, respecto del punto 

impugnado por la defensa. [é] 

Expresando [é], su conclusi·n definitiva en cuanto a la adecuaci·n t²pica de los hechos 

comprobados mediante la prueba que desfiló en la Vista Pública, que reza: "...tenemos 

certeza de que el imputado [...], es autor del delito de ESTAFA en perjuicio del señor 

[é], ya que como se ha indicado en párrafos anteriores se hizo pasar como abogado 

no siéndolo y exigió dinero para hacer trámites legales los cuales no llevó a cabo y le 

decía al ofendido argumentos que fueron desacreditados por el abogado que si hizo los 

trámites al ofendido...". (Sic). 

Para efecto de determinar la existencia del error, considera esta Sala que es imperioso 

conocer acerca del elemento típico del delito de Estafa que el denunciante considera no 

se ha configurado, nos referimos al engaño o ardid. 

En primer lugar, la posición mayoritaria de la doctrina lo ha definido de la manera 

siguiente: "es un medio no violento del que se sirve el autor para viciar el 

consentimiento del disponente, mediante la desfiguración de la realidad, bien alegando 

hechos falsos u ocultando los verdaderos; en cualquier caso, quebrantando la 

confianza del sujeto pasivo que cree razonablemente en la buena fe del autor". (Sic). 
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Véase CHOCLÁN MONTALVO, J., El Delito de Estafa, P. 87, Editorial BOSCH, 

Barcelona, España, 2000. El subrayado es de la Sala. 

De lo expuesto corresponde extraerse que este engaño o ardid conviene que cumpla un 

requisito sine qua non, cual es, que éste sea "suficiente o bastante". Asimismo, que uno 

de los medios utilizados para efectuar el engaño hacia la víctima, lo constituye el 

acreditar hechos o circunstancias que no son ciertas. Y así lo establece la doctrina; al 

respecto se ha indicado lo sucesivo: "Es indudable que una mentira es una 

manifestación objetiva de carácter fraudulento en ciertas ocasiones. Se ha dicho que 

cuando esa mentira no va acompañada de algún otro acto que la refuerce no podría 

constituir el delito de Estafa". (Sic). Véase ZAVALA BARQUERO, J., Delitos Contra 

la Propiedad, P. 123, Tomo II, Editorial Edino, Guayaquil, Ecuador, 1988. 

En suma, los elementos que debe contener la simulación para que pueda trascender al 

ámbito penal son: en primer término, que la ficción se elabore con la intención de hacer 

caer en error al sujeto pasivo, para que a raíz de esa distorsión de la realidad, ésta se 

desprenda de algo y ejecute un acto perjudicial para su patrimonio. 

Y en segundo lugar, esa falsa apariencia incumbe ser robustecida por actos que 

sustenten su credibilidad, como por ejemplo, mediante la entrega de finiquitos o recibos. 

 

DETERMINACIÓN DE LA FALSA CALIDAD DE ABOGADO COMO MEDIO 

IDÓNEO Y SUFICIENTE PARA INDUCIR A ERROR A LA VÍCTIMA EN LA 

AFECTACIÓN DE SU PATRIMONIO 

 

Lo importante en el delito de Estafa, es que el manejo fraudulento provoque el error en 

el perjudicado, quien se afecta en su patrimonio como consecuencia de dicho yerro, sólo 

allí es evidente que el medio utilizado por el sujeto activo fue idóneo y suficiente para 

esa víctima. 

Este tribunal, luego de examinar y analizar el iter lógico del juzgador, no evidencia 

ningún error judicial en el mismo. Es más, después de efectuarse una operación de 
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subsunción o encaje de la relación fáctica prescrita respecto a la aplicación del Art. 215 

Pn., se encuentra de acuerdo con la argumentación del A Quo, en cuanto a que la 

configuración del elemento engaño, en este caso se debió precisamente a una especie de 

simulación por la cual el señor [...] se presentó ante las víctimas con una condición que 

no tenía, como es el hecho de afirmar que es abogado, sin serlo. 

Esa falsa calidad fue determinante para el surgimiento del error en los afectados, 

quienes lo contrataron a raíz de su profesión para desempeñar una serie de labores 

jurídicas, sin estar autorizado para ejercerlas, circunstancia que supeditó el concierto de 

sus servicios; así como los pagos, que realizaron los perjudicados por ellos. 

Cabe señalar que no estamos frente a un engaño de los conocidos como burdos o torpes; 

sino todo lo contrario, ha sido una simulación bien elaborada; en este aspecto es 

conveniente recordar que incluso el indiciado entregó a los sujetos pasivos un recibo 

donde se acreditaba como "Asesor Jurídico y Jefe de Operaciones Extrajudiciales", 

dejando constancia de la recepción del dinero de las perjudicadas. 

En consecuencia, se deriva que la artimaña en el presente caso fue suficiente e idónea 

para poder inducir a un error a las víctimas y que en definitiva, éstas realizaran actos en 

menoscabo de su patrimonio. 

En suma, al no ser atendible la posición de la defensa, la sentencia emitida se mantiene 

inalterable y se confirma su decisi·n.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS , 346-CAS-2010 DE FECHA 16/12/2011) 

 

 

AUSENCIA DE AGRAVIO AL REALIZAR UN DEBIDO EXAMEN DE TIPICIDAD 

SOBRE LOS ELEMENTOS OBJETIVOS Y SUBJETIVOS DEL DELITO 

"A continuación, el recurrente ha alegado como segundo vicio que a su criterio afecta la 

validez de la sentencia, el quebranto a las reglas de Derivación y Razón Suficiente. Al 

respecto, elabora la siguiente reflexión: "Como consecuencia de la valoración de la 

prueba desfilado en el juicio, no es posible derivar válidamente la existencia del dolo 
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en la conducta realizada por mi persona (...) Concretamente se estableció con la 

prueba tanto documental como testimonial, que en ningún momento la acción 

disvaliosa que se me acusa fue efectuada de manera dolosa, ya que la señora [é], me 

buscó para la recuperación de una deuda de lo cual se buscó al notario [...], para 

elaborar un poder y efectuar los trámites de recuperación de deuda que se tenía con el 

señor [é], lo cual como consta en la declaración de dicha persona que sí realice los 

trámites para los cuales se me había buscado, constando ello también con acta 

realizada ante los oficio del Notario [...], pero se dio un inconveniente de pago entre mi 

persona y la señora [é]." 

De acuerdo a los términos en que ha sido expuesto el motivo por el casacionista, resulta 

conveniente retomar en primer término, la fundamentación descriptiva que ha formado 

parte del pronunciamiento que actualmente se impugna y luego, plantear unas breves 

consideraciones doctrinarias respecto de los principios de Derivación y Razón 

Suficiente. 

La motivación probatoria descriptiva, toma lugar en aquel detalle preciso del acervo de 

prueba testimonial, documental y pericial que ha formado parte de la reflexión 

desarrollada por el A-Quo, y que de manera sucinta expone el resultado de cada 

evidencia. Precisamente, sobre este andamiaje probatorio encuentra sustento la decisión 

emitida por el juzgador y que resuelve, en definitiva, la situación jurídica del encausado. 

De ahí se extrae su trascendencia: a partir de la prueba plasmada de manera cierta, 

inequívoca y desterrada de toda duda, se deriva la culpabilidad o inocencia del imputado 

en el hecho que se le atribuye. 

A la anterior circunstancia, debe agregarse también el hecho que existirá una 

correspondencia plena entre toda la evidencia ofrecida en el dictamen fiscal acusatorio, 

ya que de concurrir alguna omisión o alteración, se estaría frente a una irregularidad. 

Ahora bien, para el caso concreto, en el Romano IV de la sentencia de mérito, se 

encuentra registrado el acápite "DESCRIPCIÓN DE LA PRUEBA", en la cual se 

detalla la evidencia documental, pericial y testimonial, respecto de los procesos en los 

que figuran como víctimas las señoras [é]. Como plus de esta pormenorizada lista, 

también se ha consignado por el A-Quo, las conclusiones esenciales que proyecta cada 

elemento probatorio. En una concatenada y ordenada reflexión, se advierte del texto del 
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pronunciamiento, que inmediatamente después que tomó parte esta descripción, se han 

elaborado los juicios de valor respecto de la existencia de los delitos de Estafa, así como 

los fundamentos sobre la autoría atribuida al señor [...]. 

Retómese, en primera cuenta, el conjunto de prueba y los razonamientos elaborados en 

el asunto que figura como víctima la señora [é]. Aquí, en el desfile probatorio ocurrido 

durante la vista pública, se incorporó la prueba documental correspondiente a: [é]. 

Seguidamente, formó parte de la motivación probatoria descriptiva respecto del delito 

de Estafa, en perjuicio de la señora [é], la siguiente: Documental: [é]. 

Ahora bien, el razonamiento respecto del primer caso de comentario, se extiende a partir 

del título "FUNDAMENTOS DE DERECHO", en el que inicialmente aborda la figura 

abstracta del delito de Estafa. Ya en un análisis del caso concreto, se da inicio al acápite 

"ELEMENTOS OBJETIVOS QUE DEBEN PROBARSE PARA LA REALIZACIÓN 

DEL HECHO PUNIBLE", a partir del que se detallan los elementos normativos del 

tipo, conjugados con las circunstancias fácticas en estudio. Luego, encontramos el 

apartado "ELEMENTOS SUBJETIVOS DEL TIPO QUE DEBEN COMPROBARSE", 

sometiéndose a análisis el conocimiento y la voluntad de realizar los elementos 

objetivos del tipo penal. Auxiliándose de la prueba que al respecto se reprodujo, el 

sentenciador señaló que ciertamente el imputado a cambio de ofrecer una plaza laboral, 

visas e incluso elaborar un poder especial que no había sido otorgado por la víctima, se 

configuró el elemento "ENGAÑO", que es requisito fundamental para la existencia de 

este ilícito y por otra parte, a raíz de los estados de cuenta de ahorro de la víctima, 

también existió un dato real e inequívoco, respecto de la disminución patrimonial de 

ésta, quien en la confianza creada por el imputado, entregó el dinero en la espera que 

éste cumpliría con el acuerdo realizado. 

 A criterio de esta Sala, los principios de Derivación y Razón Suficiente, desde ninguna 

óptica han sido transgredidos por el Sentenciador, ya que de las probanzas en el caso de 

la víctima [é], se logró establecer y con grado de certeza, el perjuicio injusto obtenido 

por [...], pues éste valiéndose de un engaño, como era el poder especial que nunca fue 

suscrito por la víctima, cobró el cheque por el valor de diez mil dólares que debía ser 

entregado a la señora [é]. De igual forma, luego de haber generado un entorno de 
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confianza, solicitó la cantidad de quinientos dólares, para tramitar una visa de los 

Estados Unidos de Norte América. 

En similares circunstancias, ocurrió el hecho punible en el que figura como víctima la 

señora [é], a quien el referido inculpado, valiéndose de una relación de cordialidad, 

confianza e incluso respeto profesional, le solicitó la cantidad de quinientos dólares - 

verificado el retiro de dinero a través de los movimientos de cuenta de ahorros de la 

perjudicada- a cambio de una plaza de digitadora en el Consejo Nacional de la 

Judicatura, aduciendo que éste laboraba en dicha Institución y tal como consta en el 

informe rendido por ésta, nunca ha ostentado un cargo. 

En definitiva, este Tribunal considera que los razonamientos efectuados por el Tribunal 

Primero de Sentencia, son respetuosos al recto entendimiento humano, y de ninguna 

manera transgreden los Principios de la Lógica y mucho menos, son arbitrarios o nudos 

de sustento probatorio. Por tal razón, debe desestimarse este segundo motivo planteado 

por el incriminado.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 295-CAS-2010 DE FECHA 12/10/2011) 

 

 

AUSENCIA DE DETERMINACIÓN DEL CUADRO FÁCTICO QUE DEMUESTRE 

ARDID DEL TIPO PENAL CONLLEVA NULIDAD POR INDEBIDA 

FUNDAMENTACIÓN DE LA SENTENCIA 

 

ñ[é] En cuanto al primer motivo, cabe subrayar que por el carácter del planteamiento, 

debe señalarse que la trasgresión a la norma jurídica descrita por el recurrente en su 

libelo, no es materia de fondo sino de forma, por lo que esta Sala analizará la queja 

como falta de fundamentación del proveído, y para ello se remitirá a la motivación 

intelectiva del fallo, a fin de constatar si el A quo luego de valorar la masa probatoria 

tuvo por acreditada la parte fáctica que dice corresponde al "ardid" del tipo penal de 

Estafa. 
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En lo que se refiere a la motivación de la sentencia penal, es menester destacar que por 

Ministerio de Ley prevista en el Art. 130 del Código Procesal Penal, consiste en la 

justificación racional de determinada conclusión jurídica por parte del A quo. Dicha 

manifestación es la secuencia racional de los pensamientos adoptada por el Tribunal de 

Instancia materializada en dos inferencias que son susceptibles de ser sometidas a 

estudio y corrección, la primera inductiva (determinación del hecho) y la segunda 

deductiva (subsunción jurídica). En la primera, se refleja el soporte racional de la 

valoración de la prueba y la concordancia de tal apreciación con el hecho comprobado 

en consecuencia; y la segunda, permite apreciar si la norma sustantiva aplicable ha sido 

interpretada en forma correcta al hecho establecido. 

Para una mejor comprensión de lo expuesto, considera pertinente esta Sede de Casación 

retomar las fuentes clásicas del pensamiento jurídico, y en este orden de ideas se puede 

citar lo vertido por el recordado maestro del Derecho Procesal, Dr. Jorge A. Clariá 

Olmedo quien, refiere a otro distinguido jurista como Eduardo Couture, nos dice acerca 

de la Sentencia: "Desde el punto de vista interno...es una operación de carácter critico y 

lógico", y agrega: "Su contenido intelectual, de gran trascendencia, está constituido por 

una serie de silogismos que desembocan en el contenido volitivo, vale decir, en la 

aplicación de la ley al caso concreto". Además, señala dicho autor: "Pero el puro 

silogismo habrá de presentarse como un frío o inerte instrumento de justicia. Su vida, su 

sensibilidad, tan necesarias en los fallos penales, ha de estar en otros elementos 

modulados por la lógica, como la psicología, la experiencia, la adaptabilidad y la 

intuición" (autor Cit., Pág. 286, Tomo IV, Código Procesal Penal Comentado- Editorial 

Lerner, 1964), y páginas más adelante, expresa: "Las leyes exigen pues, un 

razonamiento claro, completo, coordinado entre los distintos argumentos y entre éstos y 

las conclusiones, apoyado en los elementos de autos y en las normas jurídicas vigentes, 

de manera que sin dificultad se advierta una correcta valoración de la prueba para 

obtener los elementos de hecho, y una adecuada elección de la ley, para obtener su 

encuadramiento jurídico" (obra Cit., Pág. 295). Sabido es, que el Derecho se nutre de la 

Lógica, y ésta nos ofrece -como una manera de encauzar el razonamiento en la 

dirección correcta- las premisas que, si se siguen en la forma adecuada en el 

planteamiento, conducirán a un buen resultado en el pronunciamiento del juzgador, a 

través de la condena o la absolución del enjuiciado. 
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La impecable definición de la Sentencia y su motivación que se ha traído a colación, 

según la opinión del maestro y profesor Jorge A. Clariá Olmedo, con la pureza técnica 

que evidenciaba en sus obras, podría armonizarse con lo que Piero Calamandrei 

exterioriza de manera no menos magistral en su libro "El Elogio de los Jueces", Pág. 

175 al decir: "La motivación de las sentencias es, verdaderamente, una garantía grande 

de Justicia, cuando mediante ella se consigue reproducir exactamente, como en un 

cróquis topográfico, el itinerario lógico que el juez ha recorrido para llegar a su 

conclusión; en tal caso, si la conclusión es equivocada, se puede fácilmente determinar, 

a través de la motivación, en qué etapa de su camino perdió el juez la orientación". 

En el caso sub-júdice, el Juez de Instancia externó que: "...para lograr establecer la 

participación del imputado en este hecho se presentaron los testimonios de la víctima 

[...] y el de su esposa [é] ...Con toda la prueba producida el tribunal tiene por 

establecido que este caso penal surge como una transacción entre dos compadres, los 

cuales se ponen de acuerdo en el trato, es decir que el imputado, le vendía una casa a la 

víctima, del cual se dan dos entregas de dinero, que juntas suman la cantidad de 

cincuenta y tres mil dólares, entre los vaivenes y avatares de este acuerdo hubo una 

devolución de veintiocho mil dólares. La víctima sostiene junto con su esposa que ellos 

no sabían que la casa, sobre la cual habían hecho el trato no estaba a nombre del 

imputado o sea su compadre, pues ésta resultó estar a nombre del padre de éste. El cual 

dio una opción de venta a la esposa del ofendido, a la cual después renuncia, también lo 

hizo de una aprobación crediticia, con el cual supuestamente terminarían de cancelar. Al 

no existir contrato escrito sobre esto, no se puede determinar a ciencia cierta, por qué 

realmente no se concretó el negocio. Se sostiene por la parte agraviada que éste no se 

hizo, lo del contrato escrito, por lo de la relación afectiva que existe entre las esposas de 

ambos, ya que éstas son primas entre sí, lo que al tribunal llama aquí poderosamente la 

atención es que ejerciendo ambas partes el comercio, de que "Negocio es Negocio", o 

sea que está basado en seguridad y no en afectividad. El tribunal no tiene ninguna duda 

que el imputado recibió dinero por el supuesto trato que hacía con la víctima, 

obteniendo con esto hasta la fecha un provecho económico injusto, en detrimento del 

ofendido, de esto el tribunal deduce que el no formalizarse un contrato escrito, fue 

aprovechado por el imputado para retener cierta cantidad de dinero, con un dolo 

eventual, dolo que probablemente no existió cuando se estableció el trato, éste surge 

pues al momento de la posibilidad del apoderamiento del dinero retenido...". [é] 
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De la sola lectura del fallo se desprende que el recurrente lleva razón en cuanto a lo 

alegado. Se parte del hecho que no existe un cuadro fáctico específico de cómo se 

configura el "ardid", lo que hace imposible una revisión detallada del mismo, teniendo 

además la providencia deficiencias que resultan obvias (y que irán orientadas a lo 

subrayado) éstas son: A) De manera categórica esboza desconocer el órgano juzgador si 

al momento de la negociación hubo o no dolo; es decir, que el imputado tenía el 

conocimiento de la imposibilidad de la transacción; y, sin embargo, actuó valiéndose de 

supuestos que no menciona el Sentenciador para engañar a la víctima y hacerla caer en 

el desapoderamiento. B) Habla el A quo de un "dolo eventual" posterior al trato entre 

ofendido e inculpado; no obstante, no expresa por qué dicha figura jurídica le es 

aplicable al caso de mérito. C) No se puede derivar un apoderamiento de lo ya retenido, 

lo que hace insondeable para el gestionante el pensamiento judicial y poder realizar una 

crítica objetiva sobre las inferencias que presenta el proveído. 

Por lo dicho, se declara con lugar el reclamo. Se anulan la sentencia y el debate que la 

precedió. Se ordena el reenvío de este asunto, a fin de que sea resuelto conforme a 

derecho. Por innecesario, se omite pronunciamiento sobre los restantes motivos del 

recurso incoado.ò 

(SALA DE LO PENAL/SENTENCIAS DEFINITIVAS, 199-CAS-2010 DE FECHA 23/05/2011) 

 

 

DEBIDA FUNDAMENTACIÓN EN LA VALORACIÓN DE TODOS LOS 

ELEMENTOS DE PRUEBA LEGITIMA LA SENTENCIA PENAL 

 

"Es sabido, que la obligación de motivar la decisión judicial pertenece a una cultura 

jurídica comprometida con el control del poder como garantía de los derechos; de modo 

que la función principal de la fundamentación o motivación, radica en permitir un 

examen público, debiendo estar orientada a hacer del pronunciamiento judicial un 

documento autosuficiente que permita explicarse a si mismo, a un nivel tal, que el lector 
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externo logre hacerse una idea clara de las características del juicio, como del 

fundamento de la resolución adoptada. 

Al interiorizarnos en los argumentos que dan base al fallo, con claridad se percibe que 

los supuestos jurídicos comentados, han sido cumplidos en su totalidad por el tribunal 

A- quo, en efecto, dichos juzgadores consignan de forma satisfactoria los hechos 

acaecidos, tal como se relacionan en el libelo acusatorio y fijados preliminarmente en el 

auto de apertura a juicio (fundamentación descriptiva); así como también, el valor que 

les otorgaron a cada uno de los medios de prueba sometidos a su consideración 

(fundamentación analítica o intelectiva). 

Sobre el punto concreto, donde el impugnante considera existente la infracción que 

según él incide en la fundamentación del proveído, se observa que aquella no es tal, 

pues el yerro denunciado debe analizarse en todo el contexto sentencial y no sólo en la 

parte que el impugnante ha querido destacar. Así, del estudio correspondiente al 

proveído de mérito, en el apartado que dice: "ANALIZADA EN FORMA INTEGRAL 

TODA LA PRUEBA TESTIMONIAL Y DOCUMENTAL...", los Juzgadores han 

sintetizado los hechos acreditados y el modo de participación que en los mismos 

tuvieron los enjuiciados, cuya transcripción literal no se hará en razón que solo basta 

con remitirse a la sentencia para evidenciar lo acertado de las deducciones judiciales en 

torno al presente reclamo. No obstante, a fin de demostrar que efectivamente la 

imputada [é], conoc²a bien que sus acciones las hizo como colaboradora y 

representante de la supuesta [é], y que en su actuaci·n se refleja la intenci·n de 

obtener un beneficio económico en detrimento de muchas personas, bajo promesas que 

nunca pretend²a cumplir [é] 

Al establecer el aspecto subjetivo de la infracción penal, los jueces concluyeron del 

modo que sigue: "En el delito de Estafa, debe concurrir dolo defraudatorio; el cual para 

su configuración, exige que el sujeto activo actúe con conciencia y voluntad de 

defraudar desde que se inician los hechos constitutivos del delito, por lo que, no habrá 

dolo si el autor no es consciente del engaño desde el principio, pues el dolo subsiguiente 

no convierte la maniobra defraudatoría en el delito de Estafa, ya que éste exige la 

existencia de un dolo antecedente, es decir indicios inequivocos de que desde el 

principio existía intención de defraudar; en el presente caso se advierte dicha intención 

de defraudar, desde el momento que ambos imputados, se presentan ante sus víctimas 
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como un proyecto de vivienda [é]", lo cual se ha comprobado no existe legalmente: les 

decían si no pagaban rápido los ciento veinticinco dólares, la inscripción aumentaría a 

doscientos cincuenta dólares; también les decían a las víctimas que les harían sus casas 

de ladrillos de block, pero que no destruyeran las que tenían todavía, ello a sabiendas 

que era falso lo que les estaban prometiendo, consecuentemente sorprendieron la buena 

fe de las víctimas, la mayoría mujeres, madres solteras, viudas y de avanzada edad. que 

creyeron en los imputados en cuanto a la obtención de su vivienda digna, quienes con 

mucho sacrificio entregaron el dinero que les solicitaron y nunca se concretó dicho 

proyecto; por lo que se concluye que estas personas actuaron con dolo directo" (Ver 

párrafos uno y final, Pág. 109 de la sentencia). 

Para esta Sala, las conclusiones judiciales vinculadas con el punto criticado de la 

sentencia no pueden considerarse como violatorias de la ley, ni de las reglas del correcto 

entendimiento humano, como lo afirma el inconforme. En primer lugar, porque las 

mismas han sido derivadas del material probatorio legalmente admitido para el plenario, 

y responden al nivel de inferencia creado en el intelecto de los Juzgadores por haberlas 

percibido directamente durante el juicio; en segundo lugar, porque en ellas se explican 

con claridad las distintas facetas que los sentenciadores fueron construyendo respecto 

del acaecimiento de los hechos y de la participación delincuencial de los sujetos 

acusados, arribando a un nivel de certeza suficiente para tener por configurado el delito 

de Estafa, Art. 215 Pn., en su modalidad Simple; además, se argumentó ampliamente 

sobre la existencia de los elementos típicos que dan cabida a su adecuada aplicación. 

 

ELEMENTO PRINCIPAL DEL ILÍCITO ES EL ARDID O CUALQUIER OTRO 

MEDIO DE ENGAÑAR O SORPRENDER LA BUENA FE PARA HACER CAER 

EN ERROR A LA VÍCTIMA 

 

Este Tribunal, estima importante agregar que el elemento principal de este ilícito se 

localiza dentro de su tipo objetivo, el cual en su configuración, exige comprobar: "el 

ardid o cualquier otro medio de engañar o sorprender la buena fe", con el consecuente 

perjuicio económico en desmedro del patrimonio del afectado y en beneficio del sujeto 




